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La policía, desde sus orígenes y a lo largo de toda su historia, ha desempeñado un rol 
al interior del Estado de gran relevancia y funcionalidad para el régimen político, 
constituyéndose como una institución determinante en la obtención y el mantenimiento del 
poder. Pese a ello es evidente el número limitado de estudios que existen sobre el tema, en 
comparación con los que se han llevado a cabo en torno a otras instituciones del Estado.  
Sin embargo, durante las últimas décadas el abordaje investigativo sobre los cuerpos 
policiales ha demandado una atención especial en diversos países, como consecuencia de la 
incompatibilidad entre las normas democráticas y de derechos humanos y la actuación y 
características policiales existentes, puesto que en el escenario político actual la democracia 
convive con diversos grados de autoritarismo y abuso policial y, en muchos Estados es 
cuestionable el nivel de empoderamiento de los ideales democráticos en el desempeño de sus 
cuerpos de seguridad. No obstante, ello no ha llevado a desconocer la necesidad de que los 
países cuenten con una policía, pero sí ha enfatizado en la relevancia de que dicha policía sea 
democrática.  
Hablar de una policía democrática implica subsanar los rezagos autoritarios y 
represivos que los regímenes no democráticos le transmitieron a los cuerpos de seguridad, 
para reconfigurarlos y adaptarlos a un contexto político que obliga a dispersar las alteraciones 
sociales a través del uso de estrategias distintas a la opresión, “pues las prácticas autoritarias 
y abusivas que habían caracterizado su accionar, aunque eficientes en algunos casos, dejaron 
de ser aplicables en un entorno en el cual los pilares democráticos se esgrimen con fuerza” 
(Bonilla, 2015c:27).  
Conformar una policía democrática implica garantizar la prestación de un servicio 
policial integral que satisfaga las demandas ciudadanas y gubernamentales en materia de 
criminalidad y desorden público, mediante la implementación de un enfoque de trabajo 
preventivo y comunitario que trascienda al tradicional rol de control político desarrollado por 
los cuerpos policiales.  
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De allí que una policía democrática deba operar bajo esquemas de respeto a los 
derechos humanos y al orden constitucional, de manera que su accionar se libere de falencias 
como la opresión, la arbitrariedad, el abuso de autoridad, la desigualdad y la injusticia, tan 
característicos del desmesurado poder policial y el abrigo de impunidad conferido en otro 
tipo de regímenes. Para ello, la no militarización, la no sectarización y la no politización de 
la policía resultan tan claves como el hecho de que ésta soporte su función en acciones 
altamente especializadas y profesionales.  
Además, es necesario que la policía en democracia esté supervisada por mecanismos 
de control variados e independientes que “garanticen la transparencia de sus funciones y 
disminuyan los incentivos para actuar fuera de los parámetros de la ley (accountability), al 
tiempo que reconozcan su responsabilidad sobre la calidad de la respuesta ofrecida a los 
individuos y del colectivo social (responsiveness), que son su prioridad operacional (Bonilla, 
2015c: 28-29). Todo ello favorecerá su grado legitimidad ante la sociedad civil, factor 
elemental de una policía democrática, cuyo cliente final es capaz de valorar positivamente su 
desempeño en términos de efectividad y legalidad.  
Tras reconocer el papel determinante que la institución policial juega en la protección 
del Estado de Derecho y del régimen democrático, han proliferado esfuerzos 
gubernamentales internos y externos en diversos países del mundo, con el fin de diseñar 
marcos normativos orientados a la consolidación de estructuras policiales democráticas. En 
este sentido, la consolidación del régimen está relacionada con la forma en que el cuerpo de 
seguridad es capaz de interiorizar y afirmar los valores y las normas democráticas en la 
resolución de los distintos conflictos que puedan generarse en la sociedad, manteniendo ante 
todo su compromiso democrático y garantizando, con las características de su desempeño, 
un conjunto más amplio de derechos que favorezca su legitimidad y la del régimen. De allí 
que resulte favorable diseñar mecanismos de medición que permitan evaluar y monitorear el 
desempeño policial democrático y proponer un modelo explicativo de los avances y 





Aspectos metodológicos del análisis 
 
La presente investigación tiene dos objetivos generales, uno descriptivo y otro 
explicativo. El primero de ellos está orientado a proponer un modelo de medición del 
desempeño policial democrático que permita, a los países que operan dentro del marco de 
este tipo de régimen político, monitorear el reforzamiento, la afirmación y el robustecimiento 
de los principios elementales de la democracia dentro de sus cuerpos policiales. El segundo 
objetivo es identificar las variables causales que pueden explicar los avances o retrocesos que 
los cuerpos policiales presentan en la consolidación de un desempeño policial democrático, 
coherente y funcional para la democracia. 
En este sentido, las preguntas generales que se plantean en la tesis son cómo puede 
medirse el desempeño democrático de una institución policial y cuáles serían los factores 
explicativos de los niveles de democratización que caracterizan el desempeño de un cuerpo 
policial en democracia. 
Soportándose en la revisión teórica sobre cuerpos policiales en democracia, esta 
investigación sostiene que para que la policía se desempeñe de manera democrática y 
contribuya a la consolidación del régimen es necesario que cumpla con su misión 
institucional de satisfacer las demandas de los ciudadanos en materia de seguridad y orden 
público, mediante el respeto de la normatividad que regula su accionar y evitando a toda 
costa incurrir en malas prácticas policiales, de manera que sea acreedora del respeto y la 
confianza de los ciudadanos, quienes en calidad de clientes finales de su servicio, valoren 
positivamente su desempeño.  
En consecuencia, esta tesis considera que para medir el desempeño policial 
democrático (variable dependiente), es necesario revisar tres dimensiones claves: 1) 
efectividad policial; 2) legitimidad policial y; 3) legalidad policial. Con base en ello, propone 
un método de clasificación y ponderación de los diversos indicadores que pueden ser 
utilizados para evaluar cada una de las dimensiones anteriormente señaladas y aplica un 




Por su parte, para explicar las características del desempeño policial democrático se 
proponen tres variables causales: 1) profesionalización policial; 2) capacidad institucional y; 
3) accountability policial.  La selección de estas variables se fundamenta en las hipótesis que 
se presentan a continuación y que sostienen la existencia de una relación causal entre ellas y 
las tres dimensiones claves del desempeño policial democrático que integran el  IDPD 
(efectividad, legitimidad y legalidad).  
De esta manera, la tesis sostiene que una policía profesional está capacitada para 
entender la complejidad del delito y ofrecer respuestas planeadas, estratégicas e integrales 
que garanticen que su misión institucional se cumpla de forma efectiva. Así mismo, un mayor 
grado de profesionalismo estimulará el respeto de los policías por el marco constitucional y 
los códigos éticos y disciplinarios que la regulan, promoviendo acciones policiales cada vez 
más alejadas de la ilegalidad. Finalmente, la prestación de un servicio profesional por parte 
de la policía la legitimará ante los ciudadanos, quienes la percibirán como una institución 
competente, preparada, idónea y confiable. 
Además, una policía que cuente con capacidad institucional, es decir, con los recursos 
humanos, económicos, tecnológicos, investigativos y de equipamiento e infraestructura 
satisfactorios, amplía su posibilidad de desempeñar de manera más efectiva sus funciones, 
de sancionar las malas prácticas policiales y de mejorar sus niveles de legitimidad, en la 
medida en que los ciudadanos la percibirán como una institución capaz de mantener el orden 
y de actuar dentro de los parámetros de la legalidad. 
Finalmente, una policía sometida a un proceso de accountability interno y externo 
óptimo, puede promover una mayor efectividad, legalidad y legitimidad del cuerpo de 
seguridad, al ser capaz de revisar el desempeño de los policías y de las unidades para, con 
base en ello, orientar estrategias de renovación y mejoramiento y sancionar a quienes 
promuevan, toleren y/o realicen malas prácticas policiales, todo lo cual contribuirá a que los 
ciudadanos perciban a la policía como una institución diligente, transparente y capaz de 
prescindir de aquellos que entorpezcan el ejercicio policial en democracia.  
Esta tesis, tras definirse un modelo de medición y explicación del desempeño policial 
en democracia, desarrolla un estudio de caso sobre la Policía Nacional Civil (PNC) de El 
Salvador. La justificación para la selección de esta unidad de análisis se fundamenta en el 
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hecho de que en el país centroamericano históricamente las instituciones de seguridad 
estuvieron vinculadas con la protección de los intereses de la clase oligárquica, a través de la 
instrumentalización de la represión y la violencia política sobre los sectores más vulnerables 
de la sociedad. Esta fuerte represión se soportó en el poder desmedido y la amplia impunidad 
de la que gozaron durante décadas los cuerpos de seguridad en el marco de los sucesivos 
regímenes militares que imperaron en el país durante gran parte del Siglo XX.  
Este sistema de seguridad soportado en la existencia de tres cuerpos policiales 
militarizados y altamente represivos (la Guardia Nacional, la Policía de Hacienda y la Policía 
Nacional), predominó hasta 1991 cuando, tras doce años de conflicto armado entre el 
gobierno salvadoreño y las fuerzas insurgentes del Frente Farabundo Martí para la Liberación 
Nacional (FMLN), se puso en marcha una ambiciosa reforma policial, la primera de América 
Latina que, entre otras cosas, desintegró los antiguos Cuerpos de Seguridad y creó un nuevo 
y único cuerpo, la PNC, como bastión fundamental de los asuntos de seguridad pública del 
país, independiente del Ejército y garante de los derechos civiles y humanos y, del orden 
constitucional y democrático. Además, la reforma buscó ofrecerle al país un cuerpo policial 
profesional, subordinado al control civil, capaz de establecer relaciones armónicas con la 
sociedad civil y despolarizada política e ideológicamente.  
Sin embargo, a pesar de las transformaciones institucionales que acontecieron tras los 
Acuerdos de Paz, actualmente el desempeño de la institución policial enfrenta retos 
alarmantes para la obtención de los objetivos trazados en la reforma y su contribución para 
la consolidación democrática del país. De allí que esta tesis describa las características del 
desempeño democrático de la PNC de El Salvador entre 2003 y 2015 y analice las razones 
que explican la calidad del desempeño democrático que ésta ha presentado durante el periodo 
de transición política. Los resultados obtenidos permiten identificar los aspectos relevantes 
sobre los cuales el Estado debe enfatizar en el caso de que pretenda contar con una institución 
policial moderna y funcional para la consolidación del sistema democrático. 
Para la medición del Índice de Desempeño Policial Democrático de El Salvador 2003-
2015, se utilizaron datos de la Policía Nacional Civil, del Instituto de Medicina Legal, de la 
Fiscalía General de la República y del Instituto Universitario de Opinión Pública de la 
Universidad Centroamericana José Simeón Cañas. Por su parte, para el análisis de las 
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variables explicativas del desempeño policial se utilizaron datos de la Policía Nacional Civil 
y de la Academia Nacional de Seguridad Pública; se revisaron documentos de la Asamblea 
Legislativa y de la Presidencia de la República; se realizaron cuatro grupos focales con 
policías nacionales civiles en distintas sedes y ciudades del país y quince entrevistas a 
profundidad a funcionarios públicos y académicos expertos en el tema policial en el país. 
Los principales riesgos de elaboración de un trabajo investigativo de esta índole 
radican en la necesidad de utilizar los datos cuantitativos suministrados por el propio cuerpo 
de seguridad, lo cual puede desembocar en problemas de sesgo e imprecisión. De igual forma, 
la complejidad, la multicausalidad y las diversas tipologías existentes de delitos y 
contravenciones, implica que los datos disponibles no sean suficientes para dimensionar la 
magnitud del problema de seguridad, el cual debe ser controlado y disminuido por el cuerpo 
policial. Además, pese a los esfuerzos institucionales que se han hecho en El Salvador en 
torno a la consolidación de una fuente de información precisa y oportuna, la calidad de los 
indicadores sigue representando una seria restricción para la realización de diagnósticos 
adecuados basados en el análisis de tendencias comparadas.  
 
Estructura de la tesis 
 
El presente trabajo investigativo se encuentra estructurado en ocho capítulos. El 
primero de ellos versa en torno al marco teórico que soporta la tesis. En él se desarrolla el 
concepto de policía y se vislumbra la relevancia que dicha institución tiene al interior de un 
régimen político. Así mismo, se reflexiona sobre las particularidades que deben primar en un 
cuerpo policial que opere en el marco de un sistema democrático, con el objetivo de que su 
desempeño sea coherente con los principios del régimen y, por ende, favorezca su 
consolidación. Finalmente, se evidencian los retos que en América Latina enfrenta la 
configuración de fuerzas policiales democráticas. 
En el segundo capítulo se condensan los lineamientos metodológicos de la tesis y se 
propone un modelo de medición del desempeño policial en democracia, el Índice de 
Desempeño Policial Democrático (IDPD). Además, se identifican tres variables causales que 
puedan explicar las oscilaciones que al respecto se presentan al interior de los países y la 
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forma en que éstas inciden en la democratización del cuerpo policial. Posteriormente, se 
esgrimen las razones que justifican la realización de un estudio de caso sobre la PNC. 
En tercer lugar, se encuentra un capítulo de contextualización en el que se realiza un 
recuento histórico del papel desempeñado por los cuerpos policiales en El Salvador durante 
el Siglo XX, enfatizando en el rol político que estos asumieron y resaltando el alto grado de 
militarización que los caracterizaba. También, se describen los por menores de la reforma 
policial impulsada en 1992, cuyo fundamento democratizador dio origen al surgimiento de 
la PNC, como institución central del nuevo esquema de seguridad pública del país. 
En el cuarto capítulo se describen las características del desempeño democrático que 
presentó la PNC de El Salvador durante el periodo 2002-2013, a través de la revisión y el 
análisis de diversos indicadores relacionados con la efectividad policial, la legitimidad 
policial y la legalidad policial. Finalmente, se presentan los resultados del Índice de 
Desempeño Policial Democrático (IDPD) y, a partir de allí, se concluye sobre la coherencia 
y la funcionalidad que éste ha presentado para la consolidación democrática del país. 
En el quinto capítulo se presenta la primera variable explicativa del desempeño 
democrático de la PNC durante el periodo de transición política. Para ello, se analiza su grado 
de profesionalización, enfatizando en tres dimensiones puntuales: 1) los procesos de 
selección y formación del personal; 2) la delimitación de las funciones policiales y; 3) el 
régimen laboral. 
 En el sexto capítulo se analiza la segunda variable explicativa del desempeño 
democrático de la PNC de El Salvador, entre 2003 y 2015, mediante la revisión de su 
capacidad institucional, enfatizando en tres dimensiones puntuales: 1) los recursos 
disponibles; 2) la voluntad política y; 3) la investigación y trabajo comunitario en la PNC. 
En el séptimo capítulo se desarrolla la tercera variable explicativa del desempeño 
democrático de la PNC, entre 2003 y 2015. Para ello, se analiza el proceso de accountability 
al que ha estado sometida, revisando las siguientes tres dimensiones: 1) rendición de cuentas; 
2) control interno y; 3) control externo. 
Finalmente, se presentan las conclusiones derivadas del trabajo de investigación 
llevado a cabo con el objetivo de obtener el título de Doctor en Estado de Derecho y Buen 
Gobierno de la Universidad de Salamanca, España.   
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El presente capítulo busca responder los siguientes interrogantes: ¿cuál es la relación 
existente entre policía y régimen político?, ¿qué modelo policial requiere la democracia?, 
¿cuáles deben ser las características del desempeño de una institución policial coherente con 
los principios del sistema democrático y, por ende, favorable a su consolidación? Ante ello, 
el objetivo principal radica en identificar las particularidades que debe tener el desempeño 
de una institución policial favorable a la consolidación del sistema político democrático.  
Para efectos de esta tesis se entenderá por consolidación democrática “el proceso de 
reforzamiento, afirmación y robustecimiento del sistema democrático” (Morlino, 1985:13). 
De esta manera, la consolidación es concebida como un “proceso mediante el cual las 
estructuras, las normas, los ideales y los principios democráticos, además de estar definidos, 
se afianzan, interiorizan, arraigan y se convierten en el común denominador de las relaciones 
existentes entre las diversas instituciones políticas y los miembros de la sociedad” (Bonilla, 
2015b:109). 
Con base en lo anterior, esta tesis sostiene que un cuerpo policial puede resultar 
contraproducente para la consolidación del sistema político, si su desempeño no se 
fundamenta en los principios fundamentales de la democracia, debido a que no contribuirá a 
derribar los rezagos autoritarios, arbitrarios e impunes promovidos en otro tipo de regímenes, 
sino que por el contrario, los mantendrá vigentes. De allí, la importancia de que los Estados 
democráticos cuenten con una policía democrática cuyo desempeño garantice el 
cumplimiento de sus funciones dentro de códigos de conducta policial, que no transgredan 
ni transen los derechos de las personas reconocidos constitucionalmente (libertad, igualdad 
y justicia), en aras de promover mayores niveles de seguridad.  
Con miras a dar respuesta a las preguntas que orientan esta revisión teórica el capítulo 
se estructura en cuatro partes. En primer lugar, se establece la relación existente entre policía 
y régimen político. En segundo lugar, se profundiza en las características que debe poseer un 
cuerpo policial en democracia. En tercer lugar, se identifican los principios elementales que 
deben regir el desempeño de una institución policial coherente con los fundamentos del 
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sistema democrático y, por ende, favorable para su consolidación. Finalmente, se 
contextualiza el asunto de la policía en América Latina, enfatizando en los retos que ha 
presentado la conformación de una policía democrática en la región. 
 
1.1. Policía y régimen político 
 
Junto con los primeros núcleos de población organizada surgió el concepto de policía 
como representación evidente de la autoridad ejercida por quienes detentaban el poder 
(Couselo, 1999). Su importancia al interior de la sociedad se ha soportado desde su origen en 
tres aspectos: 1) garantizar condiciones de seguridad y buena convivencia a través de la 
prevención, la contención y el control de acciones delictivas que atenten contra bienes 
públicos y privados; 2) afianzar el acatamiento de las normas por parte de los ciudadanos y; 
3) cumplir con los ordenamientos definidos por los gobernantes (Galeano & Kaminsky, 
2011). 
De esta manera y a lo largo de toda su historia, la policía ha desempeñado un rol al 
interior del Estado de gran relevancia y funcionalidad para el régimen político, 
constituyéndose como una institución determinante en la forma en que los diversos gobiernos 
han obtenido, ejercido y mantenido el poder “La policía no es un simple rasgo, más o menos 
importante del Estado, puesto que constituye el valor medular que vertebra todo su ser” 
(Nieto, 1976:36), debido a que  la policía es la única institución con vocación generalista 
(Brodeur, 1994) y con carácter omnipresente (Nieto, 1976), cuyo accionar incide de diversas 
maneras en la vida de todos los integrantes de la sociedad. 
Sin embargo, pese al papel protagónico que desempeña la policía dentro del sistema 
político como institución “dirigida a hacer valer las limitaciones que la ley impone a la 
libertad de los individuos y de los grupos a fin de salvaguardar y conservar el orden público 
en sus diversas manifestaciones” (Bobbio, Matteucci & Pasquino,1983:1203), es evidente el 
número limitado de estudios que existen acerca del tema, en comparación con los que se han 
llevado a cabo en torno a otras instituciones del Estado como los partidos políticos, el 
Ejército, los parlamentos, el sistema electoral y otros asuntos relacionados con la 
administración pública.  
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La existencia limitada de estudios sobre la policía desarrollados hasta finales del siglo 
XX se explica según Bayley (1985) por tres razones. En primer lugar, los investigadores han 
considerado a la institución policial como actor secundario en el devenir histórico y político 
de los países en la medida en que su desempeño ha estado ligado en muchos casos a esquemas 
de trabajo definidos y diseñados por la estructura militar. En este sentido, el cuerpo policial 
ha sido visto como ejecutor de estrategias militares, cuyo desempeño se ha dedicado a realizar 
actividades rutinarias debido a que su personal ha carecido de niveles altos de 
profesionalización e independencia.  
En segundo lugar, la dificultad para acceder a información dentro de la institución 
policial ha desestimado los esfuerzos de adelantar estudios al respecto, dada la larga tradición 
de confidencialidad de la que gozan gran parte de sus acciones, respaldada por disposiciones 
legales de los diversos gobiernos, lo cual ha contribuido al establecimiento de una cultura 
policial “orientada a la recolección de información sobre otros grupos y a la provisión de 
información limitada sobre ella misma” (Lapierre, 1973:80).   
En tercer lugar, porque los juicios y reacciones que este tipo de investigaciones 
generan en la propia institución policial tienden a descalificar los resultados obtenidos, 
aduciendo estar cargados de prejuicios ideológicos o partidistas e incluso llegando a generar 
en los policías sospechas de intenciones perversas y subversivas por parte de quienes las 
adelantan. “Por ello, pronunciarse y, en mayor medida, dedicarse de manera específica a 
cuestiones relacionadas con la policía resulta no sólo incómodo, sino de dudosa rentabilidad 
dentro de los ámbitos institucionales públicos” (Couselo, 1999:200) y al mismo tiempo, 
dependiendo del tipo de régimen en que éstas operen, pueden representar serias amenazas 
para quienes se atreven a cuestionar o evidenciar sus deficiencias e irregularidades. 
No obstante, es importante destacar que con la tercera ola de la democratización 
(Huntington, 1994), desde finales del siglo XX las investigaciones al respecto de la policía 
comenzaron a proliferar en diversos países del mundo como consecuencia del incentivo que 
se generó en torno a la reflexión sobre la “incompatibilidad entre las normas democráticas y 
de derechos humanos y la actuación y características policiales existentes” (Frühling, 
2003:5). Pese a ello, los estudios sobre policía siguen siendo escasos, lo cual hace pertinente 
y valioso enfocar esfuerzos en adelantar investigaciones sobre policía y régimen político, 
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sobre todo porque es evidente que en el escenario político actual la democracia convive con 
diversos grados de autoritarismo y abuso policial y, en términos generales, en muchos 
Estados es cuestionable el nivel de empoderamiento de los ideales democráticos en el 
desempeño de sus cuerpos de seguridad.  
Si se reconoce que “la simbiosis entre la policía y el poder perdurará a lo largo de la 
historia” (Martín, 1991:15), en la medida en que dicha institución puede concebirse como 
“una correa de transmisión del orden constituido” (Couselo, 1999:201), es posible 
comprender las razones que explican las transformaciones experimentadas por el cuerpo 
policial en función de los cambios gubernamentales que han tenido lugar a lo largo del 
tiempo, pues los diversos tipos de regímenes políticos instrumentalizan el accionar de dicha 
institución en aras de la protección de sus intereses particulares y, a su vez, la policía se 
desempeña en función de la defensa del orden constituido. En efecto, “la policía es una 
institución sujeta de manera constante a una burda (…) instrumentalización ideológica en 
beneficio del poder” (Nieto, 1976:45). 
De esta manera, la policía reconocida como institución clave en el establecimiento de 
la organización social y del régimen político, configura sus acciones en concordancia con los 
objetivos que éste determine, de tal forma que se encuentra constantemente sometida a los 
avatares de las pugnas políticas y a la instauración de un sistema político específico. De allí, 
la relevancia de analizar su evolución y desempeño a la luz de las transformaciones que ha 
experimentado el modelo sociopolítico en el que opera. En este sentido, “si bien las funciones 
policiales no se han transformado profundamente desde los orígenes de la policía hasta la 
actualidad, sí lo han hecho las características del marco político que definen la forma en que 
dichas funciones se desarrollan en pos de alcanzar los objetivos propuestos” (Bonilla, 
2015c:26).  
Uno de los modelos policiales más comunes del siglo XIX, “el modelo francés” 
(Galeano & Kaminsky, 2011), materializado en el caso  de los estados absolutistas, se 
caracteriza por “la decisiva y permanente presencia de instituciones militares en el 
ordenamiento y en la praxis del orden público, de la organización policial y del régimen 
judicial” (Ballbé, 1983:28), de tal manera que el dominio absoluto ejercido por la autoridad 
militar sobre los asuntos policiales y de seguridad pública, genera como consecuencia 
12 
 
inevitable que la idea y la práctica de la eliminación física del enemigo, termine 
imponiéndose sobre la razón de ser de la policía moderna, centrada más en la prevención, la 
mediación, la disuasión y la captura de delincuentes.  
En los regímenes autoritarios, la Policía tiende a adoptar organizaciones de tipo piramidal, central y 
jerarquizado, con procesos de formación y socialización inspirados en principios militares, pues para 
llevar a cabo el necesario control político y reprimir las disidencias debe estar lo más lejos posible 
de la población para evitar contagios. Este tipo de sistemas se caracterizan por una gran ambigüedad 
funcional, en la que predominan las tareas encaminadas al control de actividades político-sociales, 
aun cuando en las que se manifiesta con mayor rigor es en las de mantenimiento del orden público 
(Couselo, 1999:205). 
En este tipo de regímenes, el desempeño de la policía se caracteriza por la prevalencia 
de acciones represoras de “desordenes públicos” y la labor investigativa de la delincuencia 
se encuentra rezagada, pues el Ejército, al ser el elemento básico del modelo de seguridad, 
es quien determinaba las directrices de su accionar. A estos cuerpos policiales centralizados, 
militarizados y alejados de la sociedad, les corresponde un menor nivel de apoyo y 
legitimidad y más empleo de la fuerza física, pues “a la hora de optar entre autoridad y 
libertad, se decantan indiscutiblemente por la primera” (Couselo, 1999:203), dado que 
cumplen sus funciones en aras de satisfacer los intereses de las élites económicas y políticas, 
transmitiendo una imagen negativa a los ciudadanos que anhelan y se movilizan a favor de 
reestructuraciones en el sistema y que son reprimidos con extrema dureza.  
En consecuencia, en este modelo en el que predomina el rol político de los cuerpos 
policiales sobre la defensa de los intereses de la sociedad y en el que la policía se establece 
como el “brazo armado del poder político, ejecutora y realizadora de todas las opresiones y 
represiones” (Barletta, 1992:163), son indiscutibles las extraordinarias concesiones y 
privilegios que el sistema político debe ofrecerles para poder contar con un aparato de 
seguridad comprometido con la defensa del régimen, sin que el poder que se les otorga corra 
el riesgo de diluirse o incluso volverse contra él mismo.  
En contraposición al modelo policial francés, denominado por Loubet (1994) como 
“policía del príncipe”, se presenta el modelo de policía anglosajón o de “policía del pueblo” 
(Loubet, 1994), caracterizado porque la participación del Ejército en asuntos de seguridad 
pública está determinada por disposición de autoridades civiles y se presenta sólo en casos 
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excepcionales. De allí su naturaleza civil, descentralizada y próxima al ciudadano, razón por 
la cual se le atribuye un mayor nivel de apoyo, legitimidad y un uso menor de los recursos 
de coacción (Couselo, 1999), en la medida en que el policía se establece como un funcionario 
público que persigue su misión dentro del marco de la defensa de lo justo y lo legal, y es 
responsable ante la sociedad de las consecuencia que se derivan de sus acciones. 
Las primeras voces a favor de la transición de los Estados hacía la instauración del 
modelo de “policía del pueblo”, comenzaron a surgir cuando se puso fin al despotismo con 
la consagración de la ley como principio fundamental de la garantía de los derechos 
ciudadanos en la Revolución Francesa, de tal manera que el Artículo 12 de la Declaración de 
los Derechos del Hombre y del Ciudadano, indicó que “la garantía de los derechos del 
hombre y del ciudadano necesita de una fuerza pública. Esta fuerza se instituye, por tanto, 
para beneficio de todos y no para la utilidad de aquellos que la tienen a su cargo” (ONU, 
1789:112). Con ello se promovió, al menos en teoría, que la policía dejara de defender al 
poder del pueblo, para comenzar a defender al pueblo de sus enemigos, lo que implicaba 
replantear su función de proveer seguridad “¿para quién: para el pueblo o para el gobierno?” 
(Nieto, 1976:55). 
Comprender los alcances de dicha transición dio lugar al surgimiento de un debate 
sobre la función policial en el régimen político, relacionado con dos conceptos esenciales: el 
orden público y la seguridad pública. En este sentido, la función policial orientada a 
garantizar el orden público que justificaba la represión de todas aquellas manifestaciones que 
podían conllevar a un cambio en las relaciones políticas y que amenazaban los intereses del 
orden constituido al evitar “que los pactos entre particulares atentasen contra los principios 
esenciales del orden político” (López, 1987:7), debía dar paso a la configuración de una 
función policial orientada más hacía el mantenimiento de la seguridad pública, relacionada 
directamente con la garantía de los derechos y las libertades de los ciudadanos y con la 
promoción de su convivencia pacífica, mediante el uso limitado y mínimo de la fuerza. 
De esta manera la actividad policial debía dejar de ser clasista y estar volcada a la 
defensa de conglomerados particulares, específicamente del poder político, para centrarse en 
la defensa de los bienes de todos los individuos de la sociedad, dejando de lado su prioridad 
de “mantener a ultranza el orden vigente a expensas de sacrificar las libertades 
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fundamentales, pues éstas debían ser siempre el primer valor a proteger” (Couselo, 
1999:208). Propender por la instauración de un modelo policial con dichas características 
implicaba la necesaria y profunda evolución de los regímenes políticos hacía procesos de 
democratización y de pacificación de las relaciones sociales, en los que estuviesen 
involucradas las diversas instituciones que configuran el Estado y en los que la policía 
asumiese un nuevo rol en la organización sociopolítica, que le permitiera establecerse como 
un “aparato de indudable importancia no solo en cuanto instrumento de poder, sino también 
como mecanismo que coopera siempre a la difícil tarea de consolidar la democracia, dado 
que debe ser, ante todo, un servicio democrático tanto en su estructura como en su 
funcionamiento” (Couselo, 1999:212). 
 
1.2. Cuerpos policiales en democracia  
 
Hablar de policía en democracia exige inicialmente comprender el modelo anglosajón 
de finales del siglo XIX, que fundamenta el concepto de policía moderna y policía 
comunitaria, soportado en los preceptos de Robert Peel. Este modelo fue inicialmente 
implementado en Londres y luego se extendió en el continente europeo y el continente 
americano, “en un contexto que obligaba a diluir los desórdenes mediante estrategias 
alternativas a la represión, pues las prácticas autoritarias y abusivas que habían caracterizado 
su accionar, aunque eficientes en algunos casos, habían dejado de ser aplicables en un entorno 
en el cual los pilares democráticos se esgrimían con mayor fuerza” (Bonilla, 2015c:27). 
Es así como el desempeño policial enfocado en la represión y el control de los 
desórdenes sociales para el establecimiento de la seguridad y el orden público, transitó hacía 
un modelo policial soportado en el trabajo articulado con la comunidad y el énfasis en la 
prevención, la no militarización y la no sectarización del servicio policial, en aras de mejorar 
la legitimidad del cuerpo policial (Chalom, Léonard, Vanderschueren & Vézina, 2001).  
En consecuencia, la acción policial ejercida por el patrullero de a pie (elemento clave del modelo de 
Peel), controlaría los desórdenes públicos y consolidaría un vínculo de acercamiento y cooperación 
entre policía y colectividad, necesario para cumplir sus funciones e incrementar la percepción 
ciudadana favorable en torno al desempeño eficiente y legítimo del régimen político en materia de 
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seguridad. Lograr tal objetivo demandaba, entre otras cosas, la indiscutible necesidad de disminuir las 
acciones represivas y, por ende, controlar la medida, la intensidad y la regularidad con la que la policía 
hacía uso de la fuerza, empleándola como último recurso y en contadas excepciones cuando la 
persuasión, el consejo y las advertencias no dieran resultado (Bonilla, 2015c:27).  
Además, legitimar la policía ante los ojos de la sociedad implicaba que ésta “antes 
que ser el brazo secular de los tribunales o actuar en nombre de una autoridad gubernativa 
dirigista y represiva, permaneciera al servicio de la comunidad y tuviera como misión 
esencial garantizar la evolución normal de la misma” (Vignola, 1983:145),  reconociendo 
que el policía es “en primer lugar y antes que todo, un miembro de la comunidad al cual se 
le paga para cautelar el bienestar de sus conciudadanos” (Chalom, Léonard, Vanderschueren 
& Vézina, 2001:21), de manera que debe configurarse como defensor de sus intereses y 
derechos y no como una fuente de violencia, agresión, intranquilidad  y desestabilidad al 
interior de la sociedad. 
En consecuencia, la policía en democracia se configura como una institución pública 
proveedora del servicio de protección y defensa de los derechos y libertades de los 
ciudadanos, el cual debe suministrarse “respetando y adecuando la actuación policial a la 
legalidad que enmarca esos mismos derechos y de la que se derivan el conjunto de las normas 
regulatorias de su accionar, lo cual significa que, en un estado democrático de derecho esta 
actuación está regida, siempre y en todo momento, por el principio de legalidad” (Saín, 
2003:3). De allí que la policía deba operar en aras de cumplir con sus funciones, bajo 
esquemas que contribuyan a la profundización de los principios democráticos y, por ende, su 
accionar debe liberarse de falencias como la opresión, la desigualdad y la injusticia, tan 
característicos del desmesurado poder policial y el abrigo de impunidad conferido en otro 
tipo de regímenes. 
Tras definir el papel protagónico que debe desempeñar la policía en el marco de una 
democracia, se enfrenta el reto de diseñar, desde el punto de vista organizativo y funcional, 
un modelo de policía específico para este tipo de régimen, puesto que cada país presenta 
contextos políticos, culturales y sociales diversos, a los cuales la institución debe acoplarse.  
En consecuencia, solo es factible definir rasgos generales de las policías en democracia 
(Couselo, 1999). Para ello es indispensable preguntarse “¿cuál es su función en éste tipo de 
régimen?, ¿a quién pertenecen?, ¿quién debe dirigirlos?, ¿cuándo y en qué medida deben 
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emplearse?, ¿con qué procedimientos deben operar?, ¿a qué tipo de controles deben estar 
supeditados?” (Loubet, 2012; citado en Bonilla, 2015c:28). 
Como hemos indicado la institución policial tiene como misión principal prevenir, 
contener y controlar el delito y las contravenciones, así como mantener el orden público, por 
lo cual los indicadores que ratifican el éxito se relacionan con la presencia nula o baja de este 
tipo de alteraciones. Adicionalmente, en democracia, la concreción de tal fin debe 
fundamentarse en el respeto y cumplimiento de la ley, poniendo “menos atención en qué hace 
y por qué lo hace, y enfatizando más en el cómo lo hace, o cómo se hace policı́a o 
policiamiento” (Tudela, 2007:14).  
Esta idea ha sido también ratificada por Bayley (1985), un destacado analista de la 
institución policial, quien indica que “la democracia no solo requiere que la policía, la parte 
armada del brazo ejecutivo del estado, se restrinja a la ley sino, también que ellos hagan un 
esfuerzo especial para salvaguardar actividades que son esenciales al ejercicio de la misma” 
(Bayley, 2001:13). Queda claro de esta manera que el servicio policial debe centrarse en el 
ciudadano y combatir la criminalidad, restablecer el orden y usar el monopolio de la fuerza 
física del Estado, mediante un desempeño especializado y profesional. 
Es en ese marco que la vinculación de la ciudadanía con el quehacer de la institución 
resulta importante para el servicio policial en democracia, puesto que la articulación policía-
ciudadanía, puede resultar clave para obtener mejores condiciones de seguridad, en la medida 
en que los ciudadanos trabajen de manera cooperativa con la policía en planeación, ejecución 
y evaluación de los planes de acción.  Además de incidir en la efectividad, esta relación puede 
resultar útil para la gobernabilidad y la legitimidad de la policía, pues “trabajar con y para la 
ciudadanía, promociona y garantiza el acatamiento voluntario de la ley, la probabilidad de 
disminuir el uso de la fuerza física y el respeto que la población profesa por el cuerpo 
policial” (Bonilla, 2015c:28). 
La confianza y credibilidad de la policía se puede construir y determinar, en parte, 
desde la configuración de entes de control, fiscalización y seguimiento de la función policial, 
tanto internos como externos, capaces de prevenir y sancionar de manera efectiva las malas 
prácticas policiales, a través del desarrollo autónomo e independiente de sus funciones 
Bayley (1999). El buen desempeño de estas estructuras puede reducir los estímulos que 
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tienen los agentes policiales para transgredir el marco normativo  (accountability) y 
concienciarlos sobre su responsabilidad frente a la calidad del servicio ofrecido a la sociedad 
(responsiveness).  
Sin lugar a dudas los policías deben responsabilizarse de la forma en que llevan a 
cabo sus funciones, de allí que resulte muy importante la claridad frente a la doctrina policial 
y los códigos disciplinarios que regulan su actuar. Es indispensable que el código de 
deontología policial priorice la defensa de los derechos humanos y los principios 
democráticos y “promueva la vocación de servicio público, profesional y democrático, en el 
cual los policías sean responsables de las infracciones que comenten (…) y deban responder 
ante las instancias de control y la comunidad por las consecuencias derivadas de las 
estrategias que utilizan para cumplir con sus funciones” (Bonilla, 2015c:29). 
En democracia no es pertinente que la policía conserve rasgos de militarización. La 
formación policial democrática debe promover una intencionalidad de mediación, 
negociación y resolución pacífica de conflictos, limitando al máximo el uso de la fuerza y 
subordinandola al control civil e institucional. Sin lugar a dudas, este modelo es incongruente 
con la doctrina militar, que prioriza en el enfrentamiento, la ejecución del enemigo y la 
formación para la guerra y que, salvo en contadas excepciones, goza del fuero militar.  
En aras de constituir cuerpos policiales funcionales para las diversas democracias en 
el mundo, se han desarrollado propuestas normativas por parte de organismos internacionales 
que han destacado el rol determinante que las policías desempeñan en la defensa del Estado 
de Derecho y la democracia, las cuales se esgrimen como fundamento para la formulación 
de códigos de policía que propicien el “good policing” o “buen policiamiento” 1.  Dicha 
normatividad, según Bonilla (2015c) establece: 
El servicio a la comunidad; la protección de las personas; la responsabilidad; la integralidad, el 
profesionalismo; la asistencia a los ciudadanos por razones de cualquier índole; el respeto y la 
                                                          
1 Algunos ejemplo al respecto son el “Código de Conducta para Funcionarios Encargados de hacer cumplir la Ley” y las “Directrices para 
la Aplicación Efectiva del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de hacer cumplir la Ley”, diseñadas por la Organización de 
Naciones Unidas (ONU); las “Diez Normas Básicas de Derechos Humanos para Funcionarios Encargados de hacer cumplir la Ley”, de 
Amnistía Internacional; la “Declaración sobre la Policía” y el “Código Europeo de Ética de la Policía” de la Asamblea Parlamentaria del 
Consejo de Europa y lo establecido por el Community Relations Service (CRS) del Departamento de Justicia de los Estados Unidos en 
relación con el Código de Policía Norteaméricano. 
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protección de la dignidad humana; la defensa de los DD.HH 2 ; el uso limitado y excepcional de la 
fuerza3 ; el uso de armas de fuego como medida extrema4; el carácter confidencial de la información 
que manejan; la tolerancia cero frente a actos de tortura o penas crueles, inhumanas y degradantes; la 
garantía de la salud de las personas que están bajo su custodia; la lucha contra la corrupción 
institucional; la oposición total a la violación de la ley; la subordinación a la auditoría o el control 
externo por parte de la comunidad; la preservación de la vida humana; el acercamiento y el trabajo 
conjunto con la población civil (29-30). 
Lo desarrollado hasta el momento permite concluir que una la policía en democracia 
tiene la responsabilidad de garantizar la seguridad pública, el orden y el respeto de la ley, así 
como atender a los diversos integrantes de la sociedad en sus demandas particulares, a través 
de la preservación de sus derechos y libertades reconocidos constitucionalmente, de manera 
que pueda mantener relaciones armónicas con la población y apoyarse en su cooperación 
para cumplir de forma eficiente su labor.  
La policía en democracia debe estar dispuesta a proporcionar a los ciudadanos 
información objetiva sobre sus actividades, sin desvelar por ello información confidencial. 
A su vez, debe estar “sujeta a doble escrutinio, es decir, no sólo se enmarca en mandatos 
legales y/o reglamentarios, sino que también en las normas que rigen los derechos y 
obligaciones de las personas y que resguardan su seguridad” (Tudela, 2007:19). Es 
precisamente ese componente de responsabilidad, control institucional y rendición de cuentas 
lo que la ancla al “buen gobierno” y determina su necesario compromiso y vocación social y 
política. 
La policía en democracia, al ser concebida como servicio público que debe promover 
el “buen gobierno”, garantizado por la aplicación de un código de deontología policial, asume 
y está convencida de que la legitimidad social es clave en la función policial y, como 
                                                          
2 “Entre los instrumentos internacionales pertinentes están la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Polıt́icos, la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, la Declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial, la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, la Convención Internacional sobre la 
Represión y el Castigo del Crimen de Apartheid, la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, las Reglas Mıńimas 
para el Tratamiento de los Reclusos y la Convención de Viena sobre relaciones consulares” (ONU, 1979:152).  
3 “Si bien implica que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley pueden ser autorizados a usar la fuerza en la medida en que 
razonablemente sea necesario, según las circunstancias, para la prevención de un delito, para efectuar la detención legal de delincuentes 
o de presuntos delincuentes o para ayudar a efectuarla, no podrá usarse la fuerza en la medida en que exceda estos lıḿites” (ONU, 
1979:152). 
4 “En general, no deberán emplearse armas de fuego excepto cuando un presunto delincuente ofrezca resistencia armada o ponga en 
peligro, de algún otro modo, la vida de otras personas y no pueda reducirse o detenerse al presunto delincuente aplicando medidas 




consecuencia de aquello, considera y facilita la participación de todos los miembros del 
servicio y del conjunto de la población en la elaboración de sus estrategias de acción. 
Desde luego, lograr que la policía esté plenamente inserta en el sistema democrático 
demanda la necesidad de promover una formación policial soportada en contenidos de 
democracia, Estado de Derecho y protección de los DD.HH, así como la promoción de una 
“doctrina civil (desmilitarización del servicio) que privilegie su rol junto a la ciudadanía, 
evitando actuaciones que la alejen de su misión fundamental, del respeto y la promoción de 
los derechos humanos y civiles” (Tudela. 2007:19).  
 
1.3. Desempeño policial y consolidación democrática 
 
La consolidación democrática entendida como “el proceso de reforzamiento, 
afirmación, robustecimiento del sistema democrático” (Morlino, 1985:13), requiere para su 
concreción que las estructuras, las normas, los ideales y los principios fundamentales el 
régimen, además de estar definidos constitucionalmente, se encuentren arraigados, 
materializados y sean el común denominador de las relaciones existentes entre las diversas 
instituciones del Estado y los miembros de la sociedad.  En consecuencia, la consolidación 
requiere instituciones policiales eficientes en la reducción de los conflictos, que se encuentren 
limitadas, subordinadas y controladas por el poder civil,  que operen en defensa del respeto 
de los principios y los valores democráticos y que estén legitimadas ante la sociedad 
(Schedler, 1998; Dahl, 2002;  Diamond, 1997). 
Como se afirmó en el primer apartado de éste capítulo, la policía desempeña un papel 
fundamental dentro del amplio conjunto de instituciones del Estado, en la medida en que 
sobre ella reside una parte importante del monopolio de la fuerza y del ejercicio de la 
coacción legítima, cuya instrumentalización persigue el objetivo de garantizar la seguridad y 
el orden público. Es por ello, que cobra sentido determinar las características que debe poseer 




El establecimiento de un modelo de policía coherente con el sistema democrático 
plantea la necesidad de que el cuerpo policial se interrelacione con los diversos agentes del 
Estado, institucionales y civiles, dentro de esquemas de respeto a los derechos 
constitucionales y democráticos, de manera que sus procedimientos contribuyan a reafirmar 
y reforzar constantemente los principios intrínsecos del régimen, como la libertad, la igualdad 
y la justicia. En este sentido, la consolidación democrática está directamente relacionada con 
la forma en que el cuerpo de seguridad es capaz de interiorizar y afirmar los valores y las 
normas democráticas en la resolución de los distintos conflictos que puedan generarse en la 
sociedad, manteniendo ante todo su compromiso democrático y garantizando, con las 
características de su desempeño, un conjunto más amplio de derechos que favorezca su 
legitimidad y la del régimen. 
Como bien se ha sostenido, “en un Estado democrático es necesaria la policía, una 
policía democrática” (Rico, 1983:10), que progrese constantemente hacía su modernización 
y que sea garante de los derechos ciudadanos “que forman parte integral del proceso 
democrático o son esenciales para él” (Dahl, 2002:219). No obstante, en algunos casos es 
posible que la policía, en miras de maximizar el bienestar colectivo, transgreda ciertos 
intereses particulares debido a que generalmente “las decisiones vinculadas a los asuntos 
públicos son, en gran parte, decisiones sobre la distribución de los beneficios y los costos y 
las ganancias y los prejuicios” (Dahl, 2002:220).  
Al ser “el uso de la fuerza física el rasgo más destacado de la actividad policial” 
(González, 2006:17), la cual puede ser usada en nombre de la colectividad para prevenir y 
reprimir la violación de las reglas que rigen al grupo, es posible que sus efectivos enfrenten 
con bastante regularidad la dicotomía entre garantizar o vulnerar de manera transitoria los 
derechos reconocidos constitucionalmente, pues su contacto directo y constante con los 
ciudadanos, las víctimas, los victimarios y el crimen los hace propensos a incurrir en malas 
prácticas policiales durante el ejercicio de sus funciones.  
De allí, que el uso de la fuerza policial sea “un problema preciso de gobernar” (Aimar, 
González, Monteri & Sozzo 2005:16), dado que un desempeño policial caracterizado por el 
excesivo uso de la fuerza, el abuso de autoridad, la negligencia, la arbitrariedad y la 
corrupción, terminaría afectando la relación de cercanía y cooperación con la ciudadanía, el 
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nivel de confianza en la institución y la percepción sobre su grado de eficiencia en el 
establecimiento de condiciones idóneas de seguridad, así como la vulneración y afectación 
de la consolidación de los principios fundamentales de la democracia. 
En este tipo de régimen tienen lugar unos “derechos o intereses considerados 
inviolables y por ende superiores al proceso democrático mismo” (Dahl, 2002:220), los 
cuales deben ser custodiados por la policía y resulta controvertible que sus funcionarios los 
transgredan, pues la consolidación de la democracia exige cuerpos policiales que “no utilicen 
su principal potestad, el uso de la fuerza, de manera arbitraría, desigual, injusta y sesgada, ni 
se presten para la defensa de intereses políticos, ni sea instrumento para la violación de los 
DD.HH y de la dignidad humana” (Bonilla, 2015b:116).  
En este sentido, resulta inconsistente con la consolidación democrática que 
funcionarios policiales inflijan, instiguen y/o toleren actos de tortura, penas crueles, trato 
inhumano o degradante, invocando como justificación para la comisión de los mismos la 
orden de un superior o circunstancias especiales como estado de guerra, amenaza a la 
seguridad, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia pública (ONU, 1979). 
Por el contrario, “solamente deben utilizar las armas en las situaciones en que exista un riesgo 
racionalmente grave para su vida, su integridad física o las de terceras personas, o en aquellas 
circunstancias que puedan suponer un grave riesgo para la seguridad ciudadana” (Tudela, 
2007:17). 
No obstante, además de contar con buenas prácticas policiales también resulta 
determinante que la policía satisfaga los requerimientos de los miembros de la sociedad, 
puesto que su efectividad en el cumplimiento de su misión institucional podría repercutir en 
la manera como los ciudadanos resuelven sus conflictos. Si la policía, en un Estado 
democrático, se instrumentaliza en pos de reconocer, aumentar y garantizar los derechos y 
las obligaciones ciudadanas que se derivan del orden político, así como para proveer mayores 
niveles de seguridad, los diversos miembros de la sociedad reconocerán en el cuerpo de 
seguridad “the only game in town” (Linz & Stepan, 1996), es decir, la mejor opción para 
llevar a cabo sus acuerdos y resolver sus diferencias, considerando que la violación de las 
normas y las leyes vigentes desembocará en salidas costosas e ineficientes, ante lo cual, se 
sujetarán y habituarán a la resolución de los conflictos dentro de los límites que ésta les 
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impone. Lo anterior implica que para los agentes del Estado no es concebible resolver sus 
conflictos al margen del cuerpo policial, ni mucho menos remplazarlo en la provisión de 
seguridad y tranquilidad. 
Las exigencias actuales del Estado de Derecho y de la consolidación democrática 
obligan a pensar en que el enfoque de la seguridad y las prácticas que se implementan para 
alcanzar los niveles requeridos por la sociedad, están relacionados directamente con los 
conceptos de democracia y gobernabilidad. Lo anterior implica que en un sistema 
democrático importa la seguridad y debe garantizarse, así como la justicia, la igualdad  y la 
libertad, y ninguno de estos derechos debe transarse por la consecución del otro. Así pues, 
“la búsqueda de seguridad debe ser coherente y complementaria con los propósitos del Estado 
y de la democracia y éste desafío demanda la adecuada interrelación de las políticas y la 
gestión de los gobiernos enmarcados e inspirados en una visión de seguridad en democracia” 
(López & Tudela, 2005: 22). 
Resulta entonces fundamental para la consolidación democrática que las acciones de 
la institución policial se efectúen dentro de los parámetros del sistema democrático, lo cual, 
“implica la supervisión del uso de los poderes policiales, no para que no se usen, sino para 
que se usen legítimamente” (López & Frühling, 2008:7). Las policías generalmente tienen 
establecidos códigos de ética y de conducta para regular sus acciones y enmarcarlas dentro 
del respeto de los derechos de los ciudadanos y el orden constitucional, con el objetivo de ser 
funcionales para el fortalecimiento del régimen y, en caso de que estos códigos sean 
vulnerados, los controles institucionales independientes y permanentes deben ser capaces de 
investigar y proponer la adopción de las medidas correctivas necesarias. 
La garantía de un buen desempeño policial en democracia tiene mucho que ver con 
los mecanismos de control, supervisión y fiscalización, tanto internos como externos, que 
operan sobre el cuerpo de seguridad, pues estos pueden evitar “las extralimitaciones, los 
abusos y las arbitrariedades que no solamente impiden prevenir o conjurar aquellas conductas 
violatorias de derechos sino que, peor aún, se constituyen en una fuente de violaciones de 




 “El avance hacia una policía sujeta a las reglas de la ley y respetuosa de los derechos 
de las personas, implica garantizar la responsabilidad de las conductas de la institución y de 
cada uno de sus representantes. Para ello, se requiere construir sistemas de responsabilización 
policial que impliquen la existencia de controles coherentes y complementarios y que 
requieren de la participación de distintas instituciones” (López & Frühling, 2008:8). Sin 
embargo, es indispensable que aquellos quienes están a cargo de ejercer el control sobre el 
cuerpo policial también estén sometidos al proceso democrático. 
Es evidente que para que un Estado pueda ser gobernado democráticamente, se deben cumplir dos 
condiciones: 1) si existen organizaciones policiales y militares, como sin duda ha de ocurrir, éstas 
deben someterse al control civil. Pero dicho control, si bien indispensable, puede no ser suficiente, 
ya que muchos regímenes no democráticos los mantienen. Por consiguiente, 2) los civiles que 
controlan a los militares y a la policía deben ellos mismo someterse al proceso democrático (Dahl, 
1989:293). 
En consecuencia, es posible afirmar que el desempeño  de una institución policial 
coherente con los principios democráticos y favorables para la consolidación del régimen 
político debe estar caracterizado por aspectos claves como la efectividad, la legalidad y la 
legitimidad. 
En el caso de la efectividad, en importante reconocer que los cuerpos de seguridad 
deben ser capaces de cumplir a cabalidad con sus funciones de control y prevención del delito 
y las contravenciones, garantizándole a la sociedad su derecho a vivir en “paz ciudadana” y 
satisfaciendo sus demandas en materia de seguridad. De igual forma, deben auxiliar y 
proteger de manera oportuna a los ciudadanos, siempre que sean requeridos por los agentes 
del Estado para tal fin. El cumplimiento de su misión, permitirá el reconocimiento por parte 
de la sociedad de la pertinencia de su existencia.  
Por su parte, la legalidad resulta fundamental para la consolidación del régimen, dado 
que en democracia la policía en su afán de proveer seguridad, no puede vulnerar los derechos 
ciudadanos reconocidos constitucionalmente y, en el desempeño de sus funciones, no puede 
promover o tolerar el incumplimiento de los códigos, normas y leyes de deontología policial 
que regulan sus prácticas. Por ningún motivo, sus efectivos deben extralimitarse en sus 
funciones, incurrir en actos o escándalos de corrupción, hacer uso indebido de la fuerza o 
promover actos discriminatorios sino que, por el contrario, sus integrantes deben reflejar en 
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sus prácticas la interiorización de la tolerancia, el respeto por el pluralismo religioso, racial, 
sexual, político, étnico, económico y la defensa de los principios de la democracia, actuando 
con absoluta neutralidad política, imparcialidad e integridad. 
Finalmente, la legitimidad resulta indispensable para la consolidación de la 
institución policial y del régimen democrático, pues es determinante que la policía cuente 
con el respeto y el reconocimiento de la ciudadanía y sea acreedora de su confianza, exaltada 
en su trato respetuoso, atento, diligente y eficiente, sobre todo si se tiene en cuenta que es 
precisamente el ciudadano “el cliente” de la gestión policial.  
 
1.4. Policía en América Latina 
 
En América Latina el Estado ha sido un actor fundamental en la generación de 
violencia (Cruz, 2010). A lo largo del siglo XX las fuerzas de seguridad participaron en la 
vida política de los países operando al servicio de la defensa de los intereses de la burguesía, 
convirtiéndose en garantes del mantenimiento del statu quo mediante la represión de 
movimientos sociales y ataques constantes a la población civil, la cual desde los años 20 
comenzó a organizarse de manera insipiente para generar presión en torno a exigencias 
económicas, políticas, sociales y laborales que transformaran sus paupérrimas condiciones 
de vida y que posteriormente, encubó los ideales comunistas e hizo de la lucha armada un 
mecanismo de presión para lograr dichas reestructuraciones (Cruz, 2010; Dahl, 2002).  
La amenaza que los grupos insurgentes comunistas representaban para los gobiernos 
latinoamericanos, dio lugar a la instrumentalización de la Doctrina de Seguridad Nacional 
(DSN) norteamericana. Esta política le concedió a las instituciones de seguridad “el rol 
principal de defender un modelo político y económico incompatible con el comunismo, 
mediante la opresión y  la represión  no solo de los insurgentes o rebeldes armados, sino 
también de todas aquellas personas que simpatizaban o propagaban ideas en contra del 
gobierno, o podrían llegar a hacerlo” (Bonilla, 2015c:31). Lo anterior, justifica el hecho de 
que en América Latina, a lo largo del siglo pasado haya prevalecido un tipo de policía de 
corte represivo, militarizado, centralizado y altamente politizado.  
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            El hecho de que los cuerpos policiales pudieran operar en total impunidad tuvo como 
consecuencia que “las policías latinoamericanas no se instituyeron ante la sociedad como 
garantes y defensoras de sus derechos, sino como fuente de vulneración de los mismos, 
debido a que su desempeño se caracterizó por el uso desbordado de la fuerza, el abuso de 
autoridad, la corrupción y la arbitrariedad” (Bonilla, 2015c:31) 
No obstante, en la década de los 90 esta región del mundo comenzó a experimentar 
un desafío mayúsculo, la transición hacia un modelo de policía en democracia5. “Reformar o 
restructurar un cuerpo policial no es, ni ha sido nunca tarea fácil. Históricamente, las reformas 
policiales sólo son asumidas por un gobierno cuando la situación de corrupción, 
incompetencia e incapacidad por parte de una policía para controlar la criminalidad y atender 
adecuadamente las necesidades de la ciudadanía en esas materias, ha llegado a un estado de 
crisis” (Casas, 2005:3). 
La transición policial en América Latina, que implicaba superar la aguda crisis 
institucional caracterizada por el fuerte desprestigio y la poca legitimidad de las policías,  
estuvo auspiciada, según Frühling (2003), por la convergencia de tres factores claves: la 
tercera ola de democratización, las transformaciones experimentadas por el Estado y el 
deterioro de los índices de seguridad.  
Con la tercera ola democratizadora los militares fueron despojados del poder que 
tradicionalmente habían tenido en la estructura del Estado y se impulsó una transformación 
en el concepto de seguridad pública que la supeditó a “los objetivos del Estado de Derecho 
y no solo con las necesidades de la seguridad nacional, la contención de la amenaza 
comunista o la protección arbitraria de los intereses de las elites” (Bonilla, 2015c:32). 
La transición a la democracia facilitó los cuestionamientos sobre las prácticas 
policiales propias de los sistemas autoritarios que habían estado previamente en vigencia. 
Las demandas que comenzaron a surgir sobre gravísimos abusos de autoridad e infracciones 
policiales cometidas evidenciaron la poca efectividad del control administrativo de la 
                                                          
5Con las reformas a los cuerpos de seguridad que se desarrollaron en Centroamérica en la década de los noventa, resultantes de los 
Acuerdos de Paz de El Salvador y Guatemala, se dio inicio a los procesos de reforma a la Policía en Latinoamérica. En términos generales 
éstas se han caracterizado por la desintegración de las antiguas instituciones y el surgimiento de nuevos organismos de seguridad en 
Centroamérica, las reformas parciales a las instituciones existentes en Colombia y Argentina y las iniciativas de Policía Comunitaria en 
Chile, Guatemala y Brasil.  
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conducta policial (Lemos, 2001;  Mesquita & Stella, 1998;  Correa & Barros, 1993; Fuentes, 
2000). Este contexto promovío la reestructuración de los sistemas de seguridad pública y las 
reformas policiales en diversos países.  
Las reformas en términos de estructura y operatividad del Estado impulsadas a través 
de la descentralización, la privatización de servicios públicos y la definición de procesos de 
rendición de cuentas, terminaron moldeando la filosofía y los principios administrativos de 
la gestión policial. “Las organizaciones públicas, enfatizaron cada vez más en la prestación 
de servicios al consumidor, la atención a los valores y expectativas del ciudadano, la 
evaluación de la calidad del servicio prestado y la integración y participación de los 
consumidores o ciudadanos en la formulación, implementación y evaluación de las acciones 
de la organización” (Mesquita & Stella, 2001:17). 
De esta forma, la descentralización influyó positivamente en la institución policial, 
incentivando la puesta en marcha de planes y programas locales que tenían el objetivo de 
resolver situaciones problemáticas, partiendo de la base de establecer y conocer las 
especificidades del delito en cada unidad territorial. También se buscaba fortalecer las 
capacidades y competencias de las autoridades locales y regionales, en materia de seguridad 
ciudadana (Frühling, 2001, 2003, 2009). 
Finalmente, el incremento de la inseguridad y la violencia delincuencial, sumado al 
deterioro de la convivencia gestaron en la sociedad una exigencia de atención pública al 
asunto,  que magnificaba la relevancia de la institución policial, lo que llevó a redefinir el rol 
que la policía debía desempeñar para responder a dichas demandas y la incorporación de 
planes de prevención y trabajo comunitario en la búsqueda de soluciones a este flagelo. 
Según Bonilla (2015c), quien se soportó en estudios desarrollados por Mesquita &  
Stella, 2001; Casas, 2005, 2007; Frühling, 2001, 2003, 2009; Dammert & Bailey, 2005; Sain 
& Knoop, 2010; Rico & Chinchilla, 2002; Dammert, 2005, las reformas policiales en 
América Latina buscaron:  
Establecer relaciones armónicas entre la sociedad civil y la policía, modificando sus criterios de 
formación de personal, incentivando una mayor profesionalización, estimulando su despolarización 
política e ideológica, mejorando los niveles de eficiencia y eficacia de su accionar, subordinándolas al 
control civil e impulsándolas a proceder bajo esquemas de respeto a los derechos civiles y humanos, a 
los principios democráticos y al orden constitucional. Así mismo, reconocieron al ciudadano como 
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actor clave en la consolidación democrática de la institución y en la consecución de mejores niveles 
de seguridad (33). 
En procura de la reconfiguración de la imagen desprestigiada de la que la institución 
policial gozaba, se establecieron modelos alternativos para la prestación del servicio policial 
en América Latina, buscando desmontar el concepto despectivo que predominaba en el 
imaginario colectivo, al centrar sus críticas en la ineficiencia del manejo del delito y las 
prácticas policiales que en ciertas oportunidades incurrían en asuntos de corrupción o en 
violaciones y atropellos a los ciudadanos. 
No obstante, con el transcurrir de los años aconteció una marcada frustración en torno 
a la utilidad de las reformas, puesto que “de poco o nada sirvieron las garantías 
constitucionales de la libertad individual frente a la acción policial, pues el abuso de estas 
libertades y las reticencias de la reacción política hicieron pedazos el sueño de quienes creían 
que con un trozo de papel, especialmente si era constitucional, podían armarse barreras útiles 
frente a los intereses políticos de quienes ostentaban el poder y disponían de la policía” 
(Nieto, 1976: 59).  
A pesar de las buenas intenciones y acciones impulsadas en América Latina en 
procura de establecer instituciones policiales coherentes con los  principios democráticos, 
persisten los registros y pronunciamientos por parte de diversos ciudadanos, medios de 
comunicación y organizaciones defensoras de derechos humanos sobre prácticas policiales 
indebidas (Cruz, 2010; Dammert & Bailey, 2005; Sain & Knoop, 2010; Rico & Chinchilla, 
2002; Dammert, 2005). En consecuencia, “el Estado ha continuado jugando un papel 
primordial en la reproducción de la violencia criminal. No solo porque la ineficiencia y 
negligencia de sus instituciones contribuye a reproducir y mantener sistemas de impunidad 
sino también, y sobre todo, porque en muchos casos es el Estado mismo, a través de sus 
instituciones y agentes, el responsable directo de los crímenes y actos de violencia que sufre 
la población” (Cruz, 2010:70).  
Según Cruz (2010), son tres las modalidades a través de las cuales los cuerpos 
policiales se instituyen como generadores de desestabilización de la seguridad en 
Latinoamérica: la violencia legal, la violencia ilegal y la violencia criminal que ejerce. “La 
evidencia en la región es tan amplia que resulta ingenuo argumentar que el problema se 
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restringe a casos de corrupción aislados, por el contrario, pueden catalogarse como un 
problema estructural, pese a que el nivel de incidencia sobre la violencia y la criminalidad 
no sea homogéneo en los diversos países” (Bonilla, 2015c:34) 
La “violencia legal” ha sido auspiciada por los gobiernos, responsables directos de la 
formulación e implementación de políticas de seguridad de orden “manoduristas” o de 
“tolerancia cero”, en la medida en que han establecido lineamientos que facultan y  amplían 
las competencias discrecionales con las que operan los agentes de policía, promoviendo y 
tolerando la vulneración de la integridad de los ciudadanos y los reclusos. 
Las manifestaciones de “violencia ilegal” son auspiciadas por las organizaciones de 
seguridad que transgreden los lineamientos legales establecidos para enfrentar la 
criminalidad, en las ejecuciones extrajudiciales direccionadas por agentes de policía, en las 
torturas realizadas en el marco de las investigaciones de delito, en la conformación de grupos 
ilegales encargados de realizar “limpiezas sociales” y en los famosos escuadrones de la 
muerte integrados por agentes del Ejercito y de la policía con el fin de exterminar 
delincuentes o adversarios políticos y personales6. 
Estas acciones “en algunos países son tan generalizadas que su persistencia sugiere 
un patrón de tolerancia y permisividad dentro de las instituciones estatales que muchas veces 
puede alcanzar los niveles gubernamentales más altos7” (Cruz, 2010: 77). En este sentido, 
las policías en América Latina actualmente suelen asociarse con acciones y estructuras 
criminales, puesto que algunos funcionarios en aras de intereses económicos particulares y 
abusando de su posición y autoridad, por acción u omisión, facilitan la comisión de 
determinados delitos. Dentro de esta “violencia criminal” pueden señalarse como ejemplo 
“las estructuras legales e ilegales que fueron creadas originalmente para combatir de manera 
extraordinaria el crimen o eliminar a opositores políticos y amenazas insurgentes, que luego 
degeneraron en mafias de crimen organizado tan violentas como los grupos criminales que 
                                                          
6 “Estos grupos pese a no ser creados legalmente por instituciones estatales, son integrados –y, algunas veces, promovidos– por policías, 
militares y políticos, como una forma de llevar a cabo el trabajo sucio que las instituciones de seguridad pública no pueden hacer 
legalmente”. (Cruz, 2010:78). A lo largo del siglo XXI hay gran evidencia sobre este tipo de transgresiones. Donde más se ha reportado es 
en Centroamérica, donde esta práctica se ha utilizado como instrumento de la lucha pandilleril. También en países como Colombia, Brasil 
y México se ha documentado la contribución de ciertas estructuras del Estado en la formación y desarrollo este tipo de grupos. Para 
profundizar al respecto revisar Cruz (2010), Cruz & Carranza (2006). 
7 Según Cruz (2010) en Brasil, es donde más se han documentado estas prácticas, pero también hay evidencia de éstas en Colombia, 
México, Guatemala, Honduras y Argentina. 
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combatían8” (Cruz, 2010: 80). No obstante, la violencia policial criminal incorpora un 
espectro de acciones mucho más amplio que va desde cualquier actividad de corrupción 
policial callejera hasta la dirigencia de redes de narcotráfico y sicariato9.  
La responsabilidad de los Estados en la reproducción de violencia sistémica ha 
influido considerablemente en el desempeño de estos regímenes y en la “pobre capacidad 
que han tenido de generar las condiciones necesarias para ofrecer una vida digna a la mayoría 
de los ciudadanos” (Martí, 2009:59). De allí que el desempeño policial democrático aún sea 
una tarea inconclusa en Latinoamérica.  
Estimular la consolidación de un cuerpo de seguridad funcional para la democracia 
en esta región del mundo implica, entre otras cosas, que estos sean capaces de garantizar el 
respeto por los derechos humanos y el orden constitucional,  el bienestar de la sociedad y la 
ratificación de los fundamentos de la democracia, como base de sus acciones. “Avanzar en 
este sentido es un reto de todos los países en diversa medida. Para ello, es esencial el 
desarrollo de políticas, modelos e instrumentos de gestión especializados que rompan con el 
rezago de arbitrariedad que a lo largo de la historia ha caracterizado el desempeño de estos 
cuerpos de seguridad” (Bonilla, 2015c:35) 
De esta manera queda claro que en América Latina los rezagos del legado autoritario, 
las dificultades que han enfrentado las reformas policiales con tinte democratizador 
impulsadas durante las últimas décadas y la formulación de políticas que facultan la actuación 
policial basada en la represión, hacen del tema policial un problema crucial en esta región 
del mundo. Hay quienes censuran la desvinculación del servicio policial de la defensa de 
intereses políticos, al afirmar que “la policía vive bajo el engaño de aparentar la defensa del 
pueblo contra sus enemigos cuando de veras su objetivo fundamental es sujetar al pueblo 
para que no se alce contra el poder (…), el pueblo es perfectamente consciente de ello y 
nunca ha considerado a la Policía a su servicio, sino como a su enemigo (Nieto, 1976:55). 
                                                          
8 Tal es el caso de los paramilitares en Colombia y de los Zetas en México. 
9 “Diversos estudios nacionales han señalado sobre las actividades criminales de algunas policías de la región. En Guatemala, al igual que 
en México, Honduras y El Salvador, altos oficiales de la policía aparecen repetidamente involucrados en los carteles de narcotráfico y en 
bandas de crimen organizado. En Venezuela, miembros de la Policía Metropolitana de Caracas han sido vinculados a bandas de 
secuestradores, impulsando la creación de una Comisión Nacional para la Reforma Policial. En Bolivia, entre 1982, año de la transición a 
la democracia, y 2007, 18 comandantes policiales han sido removidos de sus cargos por su vinculación con crímenes y encubrimientos. 
En Argentina, 20% de la población teme más a la policía que a los criminales” (Cruz, 2010:81). 
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Es por ello que potencializar la democracia en América Latina, implica entre otras 
cosas, la existencia de una serie de características cuya presencia o ausencia permiten 
clasificar el desempeño policial como democrático, puesto que resulta indispensable 
promover “la interiorización y el arraigo de las normas, los ideales y los principios 
democráticos, como garantía de protección de la sociedad frente a la violencia arbitraria y las 
injusticias que del accionar policial se puedan derivar” (Bonilla, 2015c: 36).  
Si se tiene en cuenta que las acciones de la policía están vinculadas con el desempeño 
del régimen, dado que ellas son “el mostrador de cómo el Estado responde a los problemas 
cotidianos, pues son los policías y no los diputados ni los alcaldes, los primeros oficiales 
públicos a quienes la gente busca cuando los problemas de seguridad aparecen (Marenin, 
1996:150), es posible comprender que las percepciones de los ciudadanos sobre el trabajo 
policial son un componente importante en la legitimidad del régimen (Cruz, 2010). 
Es principalmente en las democracias emergentes donde más se precisa un 
desempeño policial coherente con los principios democráticos, puesto que la legitimidad del 
régimen está en proceso de robustecimiento (Bayley, 2006). De allí que en los países 
latinoamericanos, donde existe una transición incompleta hacía el establecimiento de   
cuerpos policiales democráticos, sea vital que los gobiernos se comprometan con la 








Tras abordar la relación existente entre policía y régimen político y describir las 
características fundamentales del modelo de policía que requiere la democracia, este capítulo 
pretende, a la luz de los avances teóricos desarrollados hasta el momento y soportándose en 
el paradigma cuantitativo de investigación sociopolítica, plantear un modelo de medición del 
desempeño policial que permita monitorear los avances y/o retrocesos del desempeño 
democrático de la institución de seguridad y establecer su grado de coherencia y 
funcionalidad para la consolidación del régimen, identificando y analizando los factores que 
puedan explicar las oscilaciones que al respecto se presentan y la forma en que éstos inciden 
en la democratización del cuerpo policial. 
El propósito planteado en la investigación, si bien es pertinente en la medida en que 
abre caminos para la observación de una de las instituciones del Estado menos estudiada 
(Bayley, 1985; Badiola, 2011; Tudela, 2011), no es para nada sencillo, puesto que pretende 
contribuir con elementos que de facto apuntan a un asunto de elevada complejidad, la 
construcción de fuerzas policiales democráticas, incorporando dimensiones y proponiendo 
indicadores de medición tanto de los resultados de la labor policial, como de las 
características propias que esta posee.  
Medir y evaluar el desempeño de la policía implica enfrentar una multiplicidad de 
obstáculos dentro de los que se destacan: 1) la ausencia de enfoques comunes en torno a lo 
que se entiende por buen desempeño policial, lo cual ha imposibilitado el desarrollo de 
herramientas de monitoreo y medición, puesto que existen “diversas miradas, 
aproximaciones, expectativas, niveles de análisis, modelos de policía y escasos datos” 
(Tudela, 2001:5);  2) la “resistencia al escrutinio de cualquier mirada externa que es un rasgo 
común en policías de diferentes tradiciones y contextos culturales, que subsiste” (Badiola, 
2011:189), debido a la débil tradición de análisis respecto al rol social de la policía, a sus 
elevados niveles de secretismo y al sesgo ideológico que usualmente caracteriza a los 
estudios sobre esta institución (Jar, 1999; Martín, 1992; Bayley, 1985); 3) las limitaciones 
propias que enfrenta cualquier indicador cuantitativo en función de la metodología usada 
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para la recolección y la sistematización de los datos, que en el caso de los indicadores de 
desempeño policial pueden resultar aún más imprecisos, debido al sesgo de estimación 
originado por la “cifra negra” o el sub-registro10 que se deriva, entre otras cosas, de la relación 
costo-beneficio de interponer denuncias, de los acuerdos y procesos informales que se dan 
entre las partes para reivindicar, reparar y resolver conflictos y, por el hecho de que algunos 
delitos carecen de víctimas directas, como por el ejemplo el tráfico de drogas, de armas y el 
contrabando (Cano, 2003); 4) la limitada posibilidad de contraste de fuentes de información, 
como consecuencia de que la generación de indicadores de desempeño policial usualmente 
está bajo la responsabilidad del mismo cuerpo de seguridad y responde a las pretensiones de 
recolección, sistematización y divulgación de datos que  esta se trace. 
 No obstante, y pese a que la policía es en las democracias modernas “un objeto opaco 
cuyos esfuerzos por estudiarla y comprenderla solo pueden ser calificados como 
parcialmente satisfactorios” (Sozzo, 2005:7), vale la pena adelantar esfuerzos al respecto, 
dada su funcionalidad para la policía, los organismos de gobierno, la sociedad y el mismo 
régimen, pues, como lo sostienen diversos autores, aquellos cuerpos policiales que se han 
sometido a procesos serios, rigurosos y externos de evaluación, han presentado mayores 
avances en términos de profesionalización y democratización (Frühling, 2012). 
El esfuerzo por realizar una investigación de esta índole resulta novedoso puesto que 
son pocos los investigadores y las instituciones que en el mundo, y particularmente en 
América Latina, se han encargado de trabajar el tema, pese a que la reforma policial fue una 
de las tantas transformaciones institucionales llevadas a cabo en diversos países a finales del 
siglo pasado. Si bien, el estudio sobre la implementación y los efectos de las reformas se ha 
abordado, existe un claro déficit investigativo sobre la relación de estas con los niveles de 
calidad y consolidación de la democracia. 
 Los estudios existentes sobre desempeño policial y los marcos de referencia para su 
análisis, si bien han marcado una pauta importante para orientar los esfuerzos de medición y 
han sido instrumentalizados en la evaluación del desempeño de unidades de policía 
específicas, no han sido utilizados, hasta el momento, abordando el desempeño policial en 
                                                          
10 Número de denuncias que no se realizan sobre el total de crímenes o abusos reales. 
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un país como unidad de análisis, ni revisando su funcionalidad para la consolidación del 
régimen democrático.  
 Es por ello, que la investigación propone como modelo de medición del desempeño 
policial en democracia, el Índice de Desempeño Policial Democrático (IDPD), para que se 
instituya como una herramienta funcional para los países que operan dentro de este tipo de 
régimen político, permitiéndoles monitorear el reforzamiento, la afirmación y el 
robustecimiento de los principios elementales de la democracia dentro de sus cuerpos 
policiales.  
La pertinencia del IDPD radica en que facilita, mediante la realización de estudios 
comparados, la identificación de cuerpos policiales que presentan un grado mayor o menor 
de democratización en su desempeño, así como monitorear su evolución en un período de 
tiempo, de allí que se establezca como un mecanismo de medición y control que permite 
cuantificar los avances del desempeño policial en términos de democratización y determinar 
si éste es funcional o no para la consolidación del régimen. 
De esta manera, el desempeño policial democrático es abordado en esta tesis como 
variable dependiente, soportada en la medición del IDPD, compuesto por tres dimensiones: 
efectividad policial, legitimidad policial y legalidad policial. Así mismo, para explicar los 
avances o retrocesos que en términos de democratización presenta el desempeño de los 
cuerpos policiales, se seleccionaron como variables explicativas la profesionalización 
policial, la capacidad institucional y el accountability policial. 
La investigación se soporta en las hipótesis general de que los principios de la reforma 
policial puestos en marcha con el fin de democratizar el cuerpo de seguridad y consolidar un 
desempeño policial democrático, se ven fuertemente desvirtuados como consecuencia de la 
ausencia de voluntad política para tomar decisiones coherentes con el esquema de seguridad 
pública democratizador diseñado en las reformas policiales. 
El capítulo se estructura en tres partes. En primer lugar, aborda aspectos conceptuales 
en torno a la variable dependiente, desempeño policial democrático, con el fin de identificar 
las dimensiones elementales que deben tenerse en cuenta para evaluarlo y proponiendo un 
procedimiento de agregación matemática para la construcción del Índice de Desempeño 
Policial Democrático (IDPD). En segundo lugar, se presenta el soporte teórico para la 
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selección de tres variables explicativas del  desempeño policial en democracia,  planteando 
dimensiones e indicadores para su operacionalización. Finalmente se justifica la selección 
del estudio de caso que será objeto de observación a lo largo de la tesis: la Policía Nacional 
Civil de El Salvador. 
 
2.1. Variable dependiente: Desempeño policial democrático 
 
El desempeño policial en un sistema democrático debe contribuir a la consolidación 
del régimen y si bien éste es relevante en democracias avanzadas, lo es mucho más en 
escenarios deficitarios de calidad de la democracia, así como en democracias 
emergentes  (Bayley, 2006), en las cuales los cuerpos policiales cargan con rezagos de 
arbitrariedad, brutalidad e impunidad, producto de su instrumentalización como mecanismos 
de control que en determinados momentos contribuyeron a dar origen y/o mantener 
regímenes totalitarios y dictatoriales de izquierda o de derecha, o  que han operado de la 
misma forma dentro de marcos democráticos débiles. 
Pero, ¿qué se entiende por buen desempeño policial? Responder dicho interrogante 
implica revisar tres enfoques de abordaje investigativo que plantean concepciones distintas 
sobre “buen desempeño policial” o “buen policiamiento (good policing), lo que complejiza 
los esfuerzos de conceptualización y medición, en la medida en que no todos coinciden en lo 
que éste requiere (Tudela, 2012).  
El primer enfoque de análisis “enfatiza en los aspectos jurídicos y permite situar a la 
policía en su marco legal y constitucional” (Rico, 1983:13), analizando las normas y 
reglamentos de disciplina que los rigen, de manera que la mala conducta, las prácticas y los 
comportamientos corruptos terminan perjudicando el buen desempeño de la institución 
policial, incluyendo “la calidad de la atención o servicios prestados a las personas, las 
prácticas delictuales comunes, el abuso de la fuerza o de autoridad y las faltas disciplinarias 
previstas en los reglamentos internos de los cuerpos de policías” (Cano, 2003:74). Para 
quienes se acogen a este enfoque, las malas prácticas policiales “que se ejecutan por la vía 
de hecho u omisión, distorsionan o perjudican el buen desempeño policial” (Tudela, 2011:8). 
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El segundo enfoque establece que el buen desempeño policial está determinado por 
el rendimiento, incorporando los conceptos de eficacia y eficiencia en la medida en que 
involucra la evaluación del resultado operativo, institucional y organizativo. De esta manera 
es importante tener claro cuál es el rol que desempeña la policía en un régimen político 
específico y en el contexto nacional particular en el que opera. “La posibilidad de hablar y 
examinar la actuación policial, su suficiencia y su efectividad, supone un conjunto de 
premisas que conviene explicitar, porque es a partir de estos referentes que se construyen 
expectativas, demandas y desafíos” (Gallardo, 2006:11). Generalmente, esta perspectiva de 
buen desempeño policial es una de las más utilizadas desde la década de los ochenta hasta la 
actualidad (Tudela, 2011). 
El tercer enfoque teórico es mucho más amplio, dado que hace referencia a una serie 
de “prácticas que afectan y/o favorecen la legitimidad de la acción policial y se vinculan a la 
observancia o no de principios, tales como la discriminación, el buen trato, la eficacia y la 
calidad de los servicios prestados” (Neyroud, 2008:589), involucrando elementos del 
contexto sociopolítico y conceptos modernos a las políticas de seguridad, como la 
participación ciudadana, la rendición de cuentas, la vocación comunitaria y  componentes del 
buen gobierno como transparencia y accesibilidad. 
Resulta importante resaltar que hasta el momento las evaluaciones de desempeño de 
los cuerpos policiales se han fundamentado en la selección de un enfoque de medición 
específico en función del modelo de policía existente en cada país. Una de las tipologías de 
modelos de policía bastante utilizada es la de Wilson (1968) (Cit. en Rico, 1983),  que tipifica 
tres modelos de policía, el legalista, el de prestación de servicios y el de vigilancia, cada uno 
de los cuales se caracteriza por rasgos de acción concretos y compatibles con cada uno de los 








Cuadro 1. Tipologías de modelos policiales 
Modelo Legalista Modelo de Servicios Modelo de Vigilancia 
*Aplicación estricta de las Leyes. 
*Escasa importancia acordada al 
mantenimiento del orden público, el cual 
es tratado como un problema de aplicación 
de la Ley. 
*Uso limitadísimo del poder discrecional 
de que disponen las fuerzas del orden 
público (lo cual reduce las oportunidades 
de corrupción). 
*Elevado número de arrestos, sobre todo 
por delitos menores. 
*Importante control ejercido por los 
superiores y, por consiguiente, escasas 
oportunidades para la iniciativa y la 
creatividad. 
*Los incidentes de poca importancia son 
encaminados frecuentemente a los 
superiores del cuerpo, para que estos 
decidan. 
*División de funciones altamente 
especializada. 
*Los agentes son evaluados por el número 
de arrestos efectuados y contravenciones 
emitidas. 
*Descentralización moderada de autoridad 
y responsabilidades. 
*El acordar mayor importancia al 
mantenimiento del orden que a la 
aplicación de la ley. 
*Considerar que el principal objetivo del 
cuerpo es el de ser un servidos público. 
*La importancia que se le da a las 
relaciones con la comunidad y a proyectar 
en la opinión pública una imagen positiva 
de la policía. 
*Los elevados valores inculcados a los 
agentes, con vistas a alejarlos de cualquier 
tentación de soborno o corrupción. 
*Lo conciencia que cada miembro del 
cuerpo tiene de su responsabilidad y la 
consiguiente potenciación  de su espíritu 
de iniciativa. 
*Importancia acordada al mantenimiento 
del orden público. 
*Escaso recurso a los arrestos por delitos 
menores. 
*En caso de arresto indebido los 
ciudadanos pueden invocar la conducta 
ilegal del agente de policía. 
*Amplia discreción a todos los niveles y 
utilización de técnicas persuasivas. 
*Pocas oportunidades para iniciativas e 
innovaciones. 
*Escaso control del personal por los 
superiores. 
*Grandes oportunidades para la 
corrupción. 
Fuente: elaboración propia con base en Rico, 1983:15-16. 
  
En este sentido, el modelo legalista aboga por la aplicación estricta de la ley por 
encima del mantenimiento del orden, lo que reduce las probabilidades de corrupción e 
instauración de malas prácticas; sin embargo el arresto es un componente importante de su 
evaluación, puesto que cualquier transgresión a las norma debe ser objeto de sanción. Por su 
parte, el modelo de servicios prioriza en el orden y la seguridad en la medida en que se 
instituye como el principal servicio público a proveer por parte del cuerpo policial, por lo 
que la valoración que el ciudadano haga de éste resulta clave para la evaluación de su 
desempeño. Finamente el modelo de vigilancia apuesta por el mantenimiento del orden 
público, pero limitando la utilización de los arrestos como principal herramienta de control e 
incorporando a los ciudadanos en la construcción de mayores y mejores niveles de seguridad. 
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No obstante, cabe destacar que dadas las transformaciones experimentadas por las 
instituciones policiales que acontecieron generalmente en medio de procesos de 
democratización, en la actualidad existen cuerpos policiales mixtos que presentan 
características propias de los distintos modelos planteados por Wilson (1968), lo que 
demanda un abordaje más integral de evaluación del desempeño policial que contemple 
variables y dimensiones de los diversos enfoques, puesto que desde las implicaciones de la 
consolidación  democrática no basta con que la policía sea legalista para determinar que tiene 
un buen desempeño, se requiere además que sea eficiente en la prestación de su servicio y 
que sus prácticas de vigilancia y acción se enmarquen en el respeto de la constitución, la ley 
y el orden democrático. 
De allí que este apartado metodológico haga hincapié en la necesidad de evaluar el 
desempeño democrático de la institución policial desde una perspectiva integral, que por un 
lado indague sobre los resultados derivados de la función policial, es decir, que tenga en 
cuenta los principios del modelo policial de servicios y, por otro lado, evalúe la forma en que 
ésta actúa y cumple su misión fundamental, o sea, que incorpore los lineamientos del modelo 
legalista. De igual forma, el modelo de vigilancia también debe estar presente a la hora de 
evaluar el desempeño, en la medida en que éste aboga por limitar el uso de la fuerza, abrir 
espacios para que aquellos ciudadanos que se consideran víctimas de acciones arbitrarias 
puedan expresar sus inconformidades y ser reparados, así como vincular a la ciudadanía en 
la construcción de mejores niveles de seguridad.  
Lo anterior se encuentra estrechamente relacionado con las ideas principales 
desarrolladas en el marco teórico de esta tesis, que indican que el monopolio de la coacción 
violenta del Estado, que en gran medida recae sobre los cuerpos policiales, resulta 
indispensable para mantener en niveles aceptables el orden y la seguridad (Rico, 1983; 
Cosuelo, 1999; Bayley, 2001), de manera que el buen desempeño policial en democracia 
debe garantizar a los agentes de la sociedad estas condiciones en las que se fundamenta su 
existencia, puesto que su misión radica en el establecimiento del orden y la seguridad, 
satisfaciendo las demandas ciudadanas de reducir los conflictos a su mínima expresión 
(responsiveness), pues su grado de efectividad en el mantenimiento de la paz ciudadana 
tendrá repercusiones importantes sobre la forma en que los ciudadanos resuelvan sus 
diferencias (Bayley, 2001; Rico, 1983; Rico & Salas, 1988; Tudela, 2007; Frühling, 2001). 
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No obstante, resulta importante aclarar que una policía democrática debe contribuir 
en la mediación y disolución de los conflictos sociales que alteran el orden y la seguridad, 
priorizando ante todo en el bienestar de los ciudadanos y no en las pretensiones particulares 
de un partido o movimiento, o superponiendo el bienestar colectivo a los intereses políticos 
y económicos de las elites. En consecuencia, la policía no debe enmarcar su accionar en la 
defensa de intereses políticos, por lo que resulta inaceptable que utilice la coacción violenta 
para que determinados grupos lleguen o se mantengan en el poder, desempeñando un rol 
político, pues su principal compromiso es ante la ley y los ciudadanos y no ante un gobierno 
(Nieto, 1976; Barletta, 1992; Loubet, 1994). De esta manera, el buen desempeño policial en 
democracia es aquel que se esfuerza por promover la idea de que es el ciudadano el objeto 
último de la razón de ser de su servicio y su satisfacción y protección resultan claves en la 
evaluación del mismo. 
Sin embargo, no podemos olvidar que en determinados casos en aras de la seguridad 
y el orden, los funcionarios de la institución policial están facultados para hacer uso 
sistemático de la violencia y transgredir temporalmente los derechos de los ciudadanos, sobre 
todo cuando se encuentran ante situaciones de crimen y desordenes públicos en los que deben 
enfrentarse directamente con los victimarios. De allí, que un alto grado de democratización 
policial opere como garantía para evitar que los efectivos policiales incurran en malas 
prácticas policiales, es decir, en excesos, arbitrariedades, abuso de autoridad o promuevan 
acciones injustas, desiguales, sesgadas y corruptas.  
Si estas últimas acciones caracterizan el desempeño del cuerpo policial, es evidente 
que los derechos o intereses superiores del proceso democrático mismo están siendo 
vulnerados (Tudela, 2007, 2011). Por ello, la policía democrática debe prestar atención 
especial a la forma en que ejecuta sus acciones. Si bien, es fundamental revisar qué hace y 
para qué lo hace, el cómo realiza su labor marcará la diferencia a la hora de clasificar su 
desempeño como democrático o no. “Una policía plenamente inserta en el sistema 
democrático responde a una doctrina civil (desmilitarización del servicio), que privilegia su 
rol junto a la ciudadanía, evitando actuaciones que la alejan de su misión fundamental y del 
respeto y promoción de los derechos humanos y civiles, y que es capaz de dar evidencias de 
esto y demostrarlo” (Tudela, 2007:16).   
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Un cuerpo policial que cuente con integrantes que interioricen y reflejen en sus actos 
la tolerancia, el respeto por el pluralismo y por los principios fundamentales de la 
democracia, y que además sea eficientes en el ofrecimiento de un servicio de calidad, tendrá 
una repercusión importante en sus niveles de legitimación ante la sociedad. Lo anterior 
implica incorporar como dimensión clave en la valoración del desempeño policial en 
democracia la percepción de la ciudadanía en torno al cuerpo de seguridad y, por ende, su 
grado de legitimación, de manera tal que la sociedad reconozca en el accionar policial no 
solo los buenos resultados de su labor, sino también el hecho de que sus acciones son el 
reflejo de los principios de deontología policial fundamentados en un alto grado de  
profesionalismo y respeto por los derechos que le han sido reconocidos.  
De esta forma, hay un doble imperativo. Se podría decir que una policía tiene buen desempeño cuando 
cumple un mandato legal, pero –en particular- cuando alcanza los objetivos de la función policial de 
una manera tal que el desempeño y la calidad de las actuaciones se vuelven valores en sí mismos, es 
decir, cuando la actuación refleja verdaderamente los principios de la deontología policial y el 
profesionalismo, y eso es reconocido por la sociedad (Tudela, 2012:384). 
Teniendo en cuenta los fundamentos de las tres líneas de investigación que en la 
actualidad sirven de espectro para evaluar el desempeño policial, las diversas tipologías de 
modelos de policía existentes y las demandas que el régimen democrático presenta a los 
cuerpos policiales, es posible diseñar un modelo de medición del desempeño policial en 
democracia soportado en tres dimensiones: efectividad policial; legalidad policial y; 
legitimidad policial. A continuación se procederá al análisis de cada una de las dimensiones 
proponiendo indicadores para su operacionalización. 
 
2.1.1. Dimensión 1: Efectividad policial  
Esta dimensión se centra en la calidad de la respuesta que el cuerpo policial ofrece a 
las demandas ciudadanas en torno a la seguridad y la convivencia, lo cual está estrechamente 
relacionado con su misión institucional. Como ya se ha indicado en el marco teórico la misión 
principal de la policía en un régimen democrático radica en garantizar a la sociedad donde 
opera condiciones de paz ciudadana previniendo, conteniendo y combatiendo la criminalidad 
y la violencia en sus diversas manifestaciones.  
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Si bien, las variables que inciden en la seguridad y la convivencia son complejas y 
multicausales y, en consecuencia, demandan acciones de coordinación y responsabilidad 
interinstitucional, lo cierto es que ninguna otra institución del estado tiene esta facultad tan 
claramente definida dentro de su misión, ni se establece como la cara visible de la seguridad 
pública ante la comunidad, como lo es la policía.  En este sentido, pese a que los esquemas 
de seguridad pública de los países están integrados por diversas instituciones que prestan sus 
servicios en función de proveer más y mejor seguridad a la población, “la policía es uno de 
estos componentes y la calidad de su desempeño es muy relevante, pues constituye la cara 
visible e inmediata del Estado y de los esfuerzos gubernamentales en el marco de las políticas 
criminales” (Tudela, 2011: 5).  
Evaluar y medir la efectividad policial resulta complejo por varias razones:  
1) Las problemáticas de inseguridad y violencia responden a variables de tipo 
multicausal en las que convergen dimensiones que se encuentran fuera de la competencia 
directa del cuerpo policial o que en su defecto,  demandan acciones de coordinación y 
responsabilidad interinstitucional. 
 2) Los resultados positivos de la labor policial (outputs) son a menudo invisibles, en 
la medida en que “una buena policía es, en parte, una policía que logra que ciertos hechos no 
ocurran” (Cano, 2003:3). 
 3) Pese a tener clara la misión última de la institución en un contexto democrático, 
resulta inicuo diseñar un modelo que establezca las mismas exigencias en términos de 
eficiencia a los diversos cuerpos policiales que operan en contextos de seguridad y violencia 
disímiles y que cuentan con medios y capacidad institucional dispar, lo que puede justificar 
por sí mismo el establecimiento de metas distintas a atender e incluso incorporar 
concepciones valóricas contrapuestas (Cano, 2003). 
4) La calidad, confiabilidad y consistencia de los indicadores, pues además de verse 
afectados por el sesgo de estimación originado por la “cifra negra”, pueden ser objeto de 
manipulación por parte de la propia institución, en la medida en que la policía es evaluada en 
función de lo que estos reflejan y cuanto más apreciable sea para ella la evaluación, mayor 




 5) Las oscilaciones presentadas en los indicadores utilizados internacionalmente para 
medir la efectividad policial, como por ejemplo los homicidios, los robos y los hurtos, 
responden a un mayor número de condiciones causales ajenas a la policía, lo cual puede 
sesgar los resultados arrojados por el modelo de medición.  
No obstante, pese a las dificultades mencionadas anteriormente, los indicadores 
utilizados para medir la dimensión de efectividad policial están determinados por la 
evolución de los delitos y las contravenciones, los cuales pueden monitorearse mediante los 
registrados estadísticos generados por las entidades competentes como como la policía, 
medicina legal y los observatorios de violencia. También, las encuestas de percepción 
ciudadana se establecen como una fuente importante de información para tal fin, 
específicamente las preguntas que indagan sobre el grado de victimización de la población. 
Sin embargo, dada la distribución geo referencial asimétrica del delito y las contravenciones 
presente entre los países y al interior de estos, es necesario seleccionar una canasta de 
indicadores a utilizar que refleje la realidad de la criminalidad de los países objeto de estudio. 
A continuación se presenta una lista de indicadores que pueden ser utilizados para 
medir la eficiencia del desempeño policial en el control de la criminalidad y la violencia en 
contextos democráticos. De igual forma, se propone un criterio de clasificación para cada 
uno de ellos, que oscila entre 0 y 1, donde 0 corresponde a una situación ideal para el delito 
y las contravenciones y 1 representa el “peor escenario posible” (Cuadro 2).  
 Para definir los criterios de clasificación propuestos para cada indicador se acudió, 
en el caso de los homicidios, a la clasificación definida por la Organización Mundial de la 
Salud (OMS) y, para el resto de indicadores, se revisaron las tasas más altas de delitos 








Cuadro 2. Indicadores de efectividad policial 
Indicadores  Fuentes Criterio de clasificación y valor del 
indicador 
 
Tasa anual de homicidios por 
cada 100 mil habitantes 
Institución Policial 
Medicina Legal 
Observatorios del delito 
= 0  Efectividad policial ideal  = 0 
≥1 ≤10 Efectividad policial alta  =0,33 
>10 ≤ 20 Efectividad policial media = 0,66 
>20 Efectividad policial baja  = 1 
 
Tasa anual de hurtos y robos 




Observatorios del delito 
= 0  Efectividad policial ideal = 0 
≥1 ≤88 Efectividad policial alta =0,33 
>88 ≤ 214 Efectividad policial media = 0,66 
>214 Efectividad policial baja = 1 
 
Tasa anual de lesiones 





Observatorios del delito 
= 0  Efectividad policial ideal = 0 
≥1 ≤88 Efectividad policial alta =0,33 
>88 ≤ 214 Efectividad policial media = 0,66 
>214 Efectividad policial baja = 1 
 
Tasa anual de extorsiones por 




Observatorios del delito 
= 0  Efectividad policial ideal = 0 
≥1 ≤44 Efectividad policial alta =0,33 
>44 ≤ 107 Efectividad policial media = 0,66 
>107 Efectividad policial baja = 1 
 
Tasa anual de secuestros por 
cada 100 mil habitantes 
Institución Policial 
Medicina Legal 
Observatorios del delito 
 
= 0  Efectividad policial ideal = 0 
≥0,001 ≤ 0,20 Efectividad policial alta =0,33 
>0,20 ≤ 0,50 Efectividad policial media = 0,66 
>0,50 Efectividad policial baja = 1 
 
Porcentaje de población que ha 
sido víctima de un delito 
 
Encuestas de victimización 
= 0 % Efectividad policial ideal = 0 
≥1% ≤10% Efectividad policial alta =0,33 
>10% ≤ 35% Efectividad policial media = 0,66 
>35% Efectividad policial baja = 1 
 
Porcentaje de personas 





Observatorios del delito 
= 100%  Efectividad policial ideal = 0 
≥70% ≤ 99% Efectividad policial alta =0,33 
>30%  <70% Efectividad policial media = 0,66 
< 30% Efectividad policial baja = 1 
 
Para la medición de la efectividad policial (EP) se propone agregar, mediante el 
método del promedio simple, cada uno de los valores obtenidos por los indicadores de 
acuerdo al criterio de clasificación propuesto, de manera que se obtenga un valor agregado 
que oscile entre 0 y 1, el cual puede clasificarse en las siguientes cuatro categorías: 1) 
efectividad policial ideal, cuando la EP=0, lo que implica que la paz ciudadana no se ve 
perturbada por ninguna acción delictiva; 2) efectividad policial alta,  cuando 0> EP ≤0,33, 
lo que representa una tasa aceptable de delitos y contravenciones por cada 100.000 
habitantes; 3) efectividad policial media, cuando 0,33>EP≤0,66; lo cual corresponde a una 
tasa de delitos y contravenciones que no puede considerarse aceptable en democracia pero 
tampoco muy mala y; 4) efectividad policial baja, cuando 0,66>EP≤1, lo que indica 
condiciones de seguridad extremadamente deterioradas que afectan de manera significativa 
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y alarmante el desarrollo  de la vida en sociedad y el ejercicio pleno de los derechos 
ciudadanos.  
 
2.1.2. Dimensión 2. Legalidad policial  
 
Esta dimensión del desempeño policial evalúa la forma en que las prácticas policiales 
se ajustan o no a los lineamientos de deontología11 policial y si las acciones de los miembros 
de la institución se desarrollan en función del respeto o la trasgresión de los códigos de 
conducta y disciplina internos y externos, el cumplimento de la constitución y la ley, el 
respeto por la dignidad de las personas y la protección de los derechos humanos. Los 
indicadores utilizados para medir esta dimensión están relacionados con los procesos de 
corrupción y vinculación de policías con el delito y las contravenciones, así como las faltas 
disciplinarias simples o agravadas en los que estos puedan incurrir.  
Como ya hemos indicado previamente, una policía democrática debe proveer 
mayores niveles de seguridad y convivencia ciudadana dentro del marco de los principios 
fundamentales del sistema político (Saín, 2003; Tudela, 2007; Bayley, 2001). Lo anterior 
implica que debe garantizar la seguridad pero también la libertad, la igualdad y la justicia y 
ninguno de estos valores deben transarse por la consecución del otro. Por tanto, es vital que 
en el afán de proveer seguridad los efectivos policiales no transgredan los derechos de las 
personas reconocidos constitucionalmente (Bonilla, 2015b:109).  
En democracia es necesario fortalecer la visión del tipo de seguridad que la policía 
debe proveer, puesto que su consecución “debe ser coherente y complementaria con los 
propósitos del Estado y del sistema político y éste desafío demanda la adecuada interrelación 
de las políticas y la gestión de los gobiernos enmarcados e inspirados en una visión de 
seguridad en democracia” (López & Tudela, 2005:22). Es decir,  el desempeño policial no 
debe evaluarse “sólo desde la perspectiva del resultado final, sino de la forma cómo actúa y 
                                                          
11 “El término “deontología” proviene del vocablo griego deon, que significa deber y logos, razonamiento o ciencia. Es una palabra que 
por primera vez utilizó el economista, jurista, literario y filósofo ingles Jeremías Bentham (1748-1832), en una corriente doctrinaria 
llamada utilitarismo, que versa sobre los deberes del ser humano, determinados de alguna manera por la ética y la moral, aplicada a 
diversas situaciones sociales, es decir, el bien y el mal que cada persona tiene consigo mismo y con los que le rodean en la profesión que 
desempeña” (Herrera, 2006: 1). 
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cumple su misión” (Tudela, 2012). De esta manera, la misión policial debe garantizarse 
soportando sus prácticas y estrategias ante todo en el respeto y la reivindicación de los 
lineamientos constitucionales y democráticos.  
De allí que prácticas como la corrupción, el uso excesivo e injustificado de la fuerza, 
la arbitrariedad, el abuso de autoridad y/o la violación de los derechos de los ciudadanos, 
entre otras, intenten ser reguladas, prohibidas, controladas y condenadas desde el 
establecimiento de códigos de ética y de conducta fundados en el respeto de los derechos de 
los ciudadanos y el orden constitucional, que pretenden, en últimas, desligar las malas 
prácticas del trabajo policial (Garriga, 2016). 
Evaluar y medir la legalidad policial impone retos relacionados principalmente con 
la obtención de información completa y fiable. En escenarios de corrupción y cuando los 
mecanismos de control especializados están al interior de la propia policía, la situación es 
aún más compleja, pues al igual que en el caso de la efectividad policial, los indicadores 
pueden ser manipulados y alterados por los intereses propios de la institución, así como por 
la cifra negra, es decir, por el porcentaje de malas prácticas que no se denuncian, bien sea por 
desconfianza y temor de la ciudadanía frente a los nexos de los efectivos con el delito, o por 
el temor a las represalias de las que puedan ser objeto algunos efectivos, cuando su testimonio 
relaciona a un mando superior con trasgresiones graves al código de conducta. Es allí, donde 
“las encuestas de percepción son nuevamente un buen instrumento, así como los datos y 
registros que pueden ser aportados por organismos de derechos humanos que realizan 
supervisión sobre las policías” (Mohor, 2007: 6). 
Sin embargo, a pesar a las deficiencias señaladas anteriormente, los indicadores 
utilizados para medir la dimensión de legalidad policial están determinados por la cuantía 
en que los efectivos de la institución incurren en trasgresiones a los códigos de conducta y 
en general permean los derechos ciudadanos reconocidos constitucionalmente. Dichas 
prácticas pueden monitorearse mediante los registrados estadísticos generados por las 
entidades competentes como las oficinas de control interno y externo de la Policía, 
inspectorías, procuradurías, fiscalías, personerías y organizaciones no gubernamentales 
(ONG). Así mismo, las encuestas de percepción ciudadana se pueden establecer como fuente 
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útil, específicamente cuando indagan sobre actos de corrupción propiciados por el cuerpo de 
seguridad. 
A continuación se presenta una lista de indicadores que pueden ser utilizados para 
medir la legalidad policial en el ejercicio de sus funciones. Se propone un criterio de 
clasificación para cada uno de ellos, que oscila entre 0 y 1, donde 0 corresponde a una 
situación ideal de apego a la ley en las prácticas policiales y 1 representa el peor escenario 
posible de ilegalidad policial (Cuadro 3).  
Para definir los criterios de clasificación propuestos para cada indicador, se acudió a 
la socialización y debate sobre estos con funcionarios de la institución policial de tres países 
latinoamericanos: El Salvador, Colombia y Venezuela. Es importante señalar que ante el 
sesgo que puede generar la utilización exclusiva de las fuentes oficiales y la necesidad de 
contrastar la información con otras organizaciones, se recomienda utilizar todos los datos 
disponibles que al respecto se hayan generado en cada país, como los que se derivan de las 
encuestas de percepción, las ONG defensoras de derechos humanos y las denuncias 
periodísticas sobre abuso policial. 
 
Cuadro 3. Indicadores de legalidad policial 
Indicadores  Fuentes Criterio de clasificación y valor del 
indicador 
 
Tasa anual de denuncias de abuso de autoridad 





≥0 ≤0,99 prácticas policiales ideales  = 0 
>1 ≤10  buenas prácticas policiales=0,33 
>10 ≤ 20 regulares prácticas policiales= 0,66 
>20 malas prácticas policiales= 1 
 
Porcentaje de manifestantes heridos por policías 
respecto del total de manifestantes detenidos 
Institución Policial, 




=0% prácticas policiales ideales  = 0 
>1% ≤2% buenas prácticas policiales =0,33 
> 2≤ 5 regulares prácticas policiales = 0,66 
>5 malas prácticas policiales = 1 
 





=0% prácticas policiales ideales  = 0 
>1% ≤2% buenas prácticas policiales =0,33 
> 2≤ 5 regulares prácticas policiales = 0,66 
>5 malas prácticas policiales= 1 
 
Tasa anual de efectivos involucrados en situaciones 
en las que se generó muerte por cada 10 mil 
policías 
Institución Policial, 




≥0 ≤0,99 prácticas policiales ideales  = 0 
>1 ≤10  buenas prácticas policiales=0,33 
>10 ≤ 20 regulares prácticas policiales= 0,66 
>20 malas prácticas policiales= 1 
Tasa anual de efectivos sancionados, destituidos, 
suspendidos o judicializados por faltas al servicio, 
negligencia  y por pertenecer a   organizaciones al 
margen de la ley por cada 10 mil policías.  
(Discriminado por rango jerárquico, tipo de falta y 
género) 
Institución Policial, 




≥0 ≤0,99 prácticas policiales ideales  = 0 
>1 ≤10  buenas prácticas policiales=0,33 
>10 ≤ 20 regulares prácticas policiales= 0,66 
>20 malas prácticas policiales= 1 
 
Porcentaje de presos que fueron miembros de la 
Policía 
 
Sistemas penitenciarios  
=0% prácticas policiales ideales  = 0 
>1% ≤10% buenas prácticas policiales =0,33 
> 10%≤ 40% regulares prácticas policiales = 0,66 




Para la medición de la legalidad policial (LP) se propone agregar, mediante el 
método del promedio simple, cada uno de los valores obtenidos por los indicadores de 
acuerdo al criterio de clasificación propuesto, de manera que se obtenga un valor agregado 
que oscile entre 0 y 1, el cual puede clasificarse en las siguientes cuatro categorías: 1) 
legalidad policial ideal, cuando la LP=0, lo que corresponde a la ausencia total de malas 
prácticas policiales, es decir, a una institución completamente transparente, integral y 
respetuosa del marco normativo en el que opera; 2) legalidad policial alta,  cuando 0> LP 
≤0,33, lo que representa una tasa moderada de corrupción, vinculación con el delito y faltas 
disciplinarias al interior de la policía; 3) legalidad policial media, cuando 0,33>LP≤0,66, lo 
que implica una tasa de transgresión de códigos de conducta y disciplinarios que no puede 
considerarse aceptables en democracia pero tampoco muy malos y; 4) legalidad policial 
baja, cuando 0,66>LP≤1,  lo que indica una tasa de malas prácticas policiales 
extremadamente elevada, que hace del cuerpo de seguridad un nicho de corrupción y fuente 
de violencia y vulneración de derechos, que en lugar de proteger a los ciudadanos 
garantizándoles mayores y mejores niveles de bienestar, se instituye como un victimario más. 
 
2.1.3. Dimensión 3. Legitimidad policial 
 
Esta dimensión evalúa los niveles de confianza, credibilidad y respeto que los 
ciudadanos declaran tener en la policía. Los indicadores planteados para medir esta 
dimensión están relacionados con la percepción de los miembros de la sociedad en la que el 
cuerpo de seguridad opera, de allí que las encuestas de percepción ciudadana sean la fuente 
principal de información para conocer tal fin, principalmente aquellas preguntas que indagan 
sobre la calidad del servicio que el cuerpo de seguridad presta, la confianza que los 
ciudadanos depositan en la policía, el trato que reciben de su parte y la sensación de seguridad 
o (inseguridad) que le genera la institución. 
En el capítulo anterior se concluyó que en democracia al ser el ciudadano el cliente 
de la gestión policial (Peel, 1829) (Cit. en Rico, 1983), la percepción que éste tenga de ella 
es determinante a la hora de evaluar su función, puesto que es indispensable que la institución 
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de seguridad cuente con el respeto y el reconocimiento de la ciudadanía, sea acreedora de su 
confianza y se encuentre exaltada por su trato respetuoso, atento y diligente. Lo anterior 
resulta fundamental para que “las organizaciones policiales puedan llevar a cabo su actividad 
cotidiana y perdurar en el tiempo” (Requena, 2016:3). Así mismo, es la comunidad la que 
puede dar fe del grado de acercamiento que esta institución ha establecido con la sociedad y, 
a manera de percepción, evaluar los modelos de prestación del servicio policial fundados en 
la vocación de trabajo comunitario y de proximidad (Easton, 1965). 
De igual forma, la legitimidad social de la acción policial es clave porque ella se 
asocia a la gobernabilidad, es decir, al derecho a gobernar y al reconocimiento de ese derecho 
por parte de los gobernados (Beetham, 1991). En este sentido, haber sido víctima del crimen 
erosiona el compromiso de los ciudadanos con el respeto de la ley por parte de la policía. 
Así, en la medida en que las personas se sienten más inseguras, están más dispuestas a aprobar 
que la policía actúe al margen de la ley con tal de atrapar delincuentes, y con ello se erosiona 
el Estado de Derecho y se elevan las demandas ciudadanas en torno a un desempeño policial 
más efectivo en la lucha contra el delito y las contravenciones (Seligson & Smith, 2010).  
En consecuencia, “a mayor legitimidad de la policía, mayor disposición por parte de 
la ciudadanía a aceptar y a cumplir sus órdenes, a colaborar activamente con ella y a cumplir 
con las leyes en general. Por el contrario, a menor legitimidad policial, genera menor 
deferencia hacia la policía y sus agentes, menor colaboración y predisposición al 
cumplimiento voluntario de las normas, lo que conduce a escenarios de gobernabilidad en 
los que predominan las intervenciones policiales coactivas (Requena, 2016:5). 
De allí que la obtención del objetivo de promover la legitimidad del cuerpo de 
seguridad resulte clave a la hora de evaluar el desempeño policial dentro del marco 
democrático, no solo porque las reformas policiales puesta en marcha a finales del siglo XX 
en países gobernados por éste régimen así lo declararán, sino porque ésta resulta clave para 
estrechar la conexión entre los individuos y las estructuras sociales y políticas, favoreciendo 
la consolidación del sistema político (Habermas, 1979; Barker, 2003). 
 De esta manera la legitimidad policial podría catalogarse como el producto de un 
proceso “sometido a la experiencia y a las valoraciones que las personas hacen del 
funcionamiento cotidiano de la policía (…), lo que supone afirmar que la ciudadanía se siente 
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obligada a obedecerla, a seguir las indicaciones de sus agentes, de quienes piensan que actúan 
de acuerdo con lo que establecen las leyes y las normas que regulan la función policial, y con 
quienes comparten buena parte de los valores morales dominantes en la sociedad de 
referencia” (Requena, 2016:11).  De allí que esta dimensión haga referencia a la capacidad 
de la policía para obtener obediencia, respeto y reconocimiento por parte de la población, sin 
necesidad de recurrir al uso extremo y arbitrario de la fuerza, de tal forma que los ciudadanos 
sean capaces de aceptar y reconocer su autoridad porque la ética del ejercicio policial y la 
ejemplaridad de su accionar legitiman políticamente su poder (Jackson, Brandford, Hough & 
Murray, 2012).  
Al igual que en el caso de la efectividad policial y las prácticas policiales, los 
indicadores propuestos para la medición de esta dimensión presenta limitaciones, debido a 
que las fuentes principales son las encuestas de percepción, las cuales están afectadas por 
sesgos de orden social, cultural, psicológico e histórico que influyen en la percepción de los 
ciudadanos, así como los sesgos propios del diseño metodológico como son las 
características del muestreo, el orden de las preguntas, las particularidades del trabajo de 
campo, los criterios de codificación y los márgenes de error (PNUD, 2013).  
Pese a las complejidades señaladas, a continuación se presenta una lista de 
indicadores que pueden ser utilizados para medir la legitimidad policial en democracia. Se 
propone un criterio de clasificación para cada uno de ellos que oscila entre 0 y 1, donde 0 
corresponde a los mejores niveles de legitimidad de los que pueda gozar el cuerpo de 
seguridad, es decir, que todos los ciudadanos de la circunscripción específica donde opera 
declaran confiar, creer y respetar a la policía y 1 representa  el peor escenario posible de 
deslegitimidad policial (Cuadro 4). Para definir los criterios de clasificación propuestos para 
cada indicador de esta dimensión del desempeño policial democrático, se acudió a la 
socialización y debate con funcionarios de la institución policial de tres países 






Cuadro 4. Indicadores de legitimidad policial 
Indicador  Fuentes Criterio de clasificación y valor del 
indicador 
Porcentaje de ciudadanos que confía en la 
Policía respecto a la población total 
Encuestas generales de 
percepción ciudadana 
=100% legitimidad policial ideal = 0 
>80% ≤99% legitimidad policial alta =0,33 
> 50%≤ 80% legitimidad policial media = 0,66 
≤ 50% legitimidad policial ideal = 1 
Porcentaje de ciudadanos que evalúa bien o 
muy bien la actuación policial en prevención de 
delitos respecto a la población total 
Encuestas generales de 
percepción ciudadana 
=100% legitimidad policial ideal = 0 
>80% ≤99% legitimidad policial alta =0,33 
> 50%≤ 80% legitimidad policial media = 0,66 
≤ 50% legitimidad policial baja = 1 
Porcentaje de ciudadanos que considera que la 
policía es nada o muy poco corrupta respecto a 
la población total 
Encuestas generales de 
percepción ciudadana 
=100% legitimidad policial ideal = 0 
>80% ≤99% legitimidad policial alta =0,33 
> 50%≤ 80% legitimidad policial media = 0,66 
≤ 50% legitimidad policial baja= 1 
Porcentaje de ciudadanos que considera que la 
policía no está involucrada en actividades 
delictivas respecto a la población total 
Encuestas generales de 
percepción ciudadana 
=100% legitimidad policial ideal = 0 
>80% ≤99% legitimidad policial alta =0,33 
> 50%≤ 80% legitimidad policial media = 0,66 
≤ 50% legitimidad policial baja= 1 
Porcentaje de ciudadanos que considera que la 
problemática de inseguridad ha mejorado con 
respecto al año anterior 
Encuestas generales de 
percepción ciudadana 
=100% legitimidad policial ideal = 0 
>80% ≤99% legitimidad policial alta =0,33 
> 50%≤ 80% legitimidad policial media = 0,66 
≤ 50% legitimidad policial baja= 1 
Porcentaje de ciudadanos que considera que 
comparado con el año pasado la policía  ha sido 
más efectiva 
Encuestas generales de 
percepción ciudadana 
=100% legitimidad policial ideal = 0 
>80% ≤99% legitimidad policial alta =0,33 
> 50%≤ 80% legitimidad policial media = 0,66 
≤ 50% legitimidad policial baja= 1 
 
Para la medición de la legitimidad policial (LEP) se propone agregar, mediante el 
método del promedio simple, cada uno de los valores obtenidos por los indicadores de 
acuerdo al criterio de clasificación propuesto anteriormente, de manera que se obtenga un 
valor agregado que oscile entre 0 y 1, el cual puede clasificarse en las siguientes cuatro 
categorías: 1) legitimidad policial ideal, cuando la LEP=0, lo que corresponde a una 
institución que cuenta con la confianza, el respeto y la credibilidad de todos los usuarios de 
su servicio: los ciudadanos; 2) legitimidad policial alta, cuando 0> LEP ≤0,33, lo que hace 
referencia a un porcentaje elevado de ciudadanos que confía en la policía y tiene una 
percepción positiva sobre su desempeño; 3) legitimidad policial media, cuando 
0,33>LEP≤0,66, lo que corresponde un porcentaje de ciudadanos que desconfía, no cree, ni 
respeta a la policía, que no puede considerarse aceptable en democracia pero tampoco muy 
malo y; 4) legitimidad policial baja, cuando 0,66>LEP≤1, lo que indica un porcentaje muy 





2.1.4. Índice de Desempeño Policial Democrático (IDPD)  
 
Después de establecer lo que se entiende por desempeño policial democrático este 
apartado presenta un modelo para su medición, el Índice de Desempeño Policial Democrático 
(IDPD), el cual se diseña como una propuesta de medición que agrega las diversas 
dimensiones del desempeño policial y la multiplicidad de indicadores que pueden ser útiles 
para su operacionalización. En este sentido, la amplia información que implica analizar el 
desempeño policial hace necesario buscar una metodología integradora que pueda ser 
utilizada por los entes de control para realizar un adecuado seguimiento y evaluación del 
desempeño de su cuerpo de seguridad y determinar su grado de funcionalidad para la 
consolidación del régimen, estableciéndose como un indicador compuesto que recoge 
información de tres dimensiones concretas: efectividad policial, legalidad policial y 
legitimidad policial. 
Este índice se calcula con base en el promedio ponderado obtenido por cada una de 
las tres dimensiones a evaluar, el cual podrá oscilar entre una escala de 0 a 1. Los valores 
obtenidos permitirán clasificar el desempeño policial democrático en cuatro categorías: 1) 
ideal (IDPD=0); 2) alto (0>IDPD≤0,33); 3) medio (0,33>IDPD≤0,66); 4) bajo 
(0.66>IDPD≤1). Donde, el IDPD ideal representa un desempeño absolutamente democrático; 
el IDDP alto representa un desempeño policial más coherente con los principios y 
fundamentos democráticos y, por ende, favorable para la consolidación del régimen. Por el 
contrario, el IDPD bajo indica un desempeño policial menos funcional para la consolidación 
democrática. 
Para el cálculo de IDPD se utiliza la siguiente ecuación que agrega los subíndices 
construidos para cada dimensión, teniendo en cuenta el siguiente peso porcentual, 35% 
efectividad policial, 35% legalidad policial y 30% legitimidad policial:  
 




Donde 𝛽 es la importancia relativa de cada subíndice (𝐷) con respecto a las 3 
dimensiones. 
 
Por su parte, para el cálculo de los subíndices de cada una de las tres dimensiones se 
utiliza la siguiente ecuación: 
𝐷 =  𝛽 (𝐼 )  
Donde: 
- 𝐼 es el indicador. 
- N es el número de indicadores a usar para la estimación. 
- 𝛽es la importancia relativa de cada indicador con respecto al total 
de indicadores.  
 
Es importante aclarar que para ambos ejercicios estimativos, de cálculo del IDPD y 
de los subíndices de cada dimensión, debe tenerse en cuenta que la suma de los 𝛽 sea igual a 
la unidad, es decir, debe ponderarse la importancia de cada dimensión (𝐷) o de cada indicador 
(𝐼), respecto del conjunto que los engloba, esto en función del contexto particular en el que 
opera cada cuerpo policial y las metas institucionales enmarcadas en la formulación de 
políticas públicas.  
 
2.2. Variables causales del desempeño policial democrático 
 
Diversos estudios realizados sobre los cuerpos policiales apuntan a que los procesos 
reformistas democratizadores “orientados a reforzar su carácter civil, profesional y apolítico” 
(Tudela, 2011:11), han fracasado en varios países como consecuencia de que ciertas 
características continúan presentes en estas instituciones de seguridad, dentro de las que se 
destacan la fuerte dependencia de la política; el retorno de la militarización; la débil cultura 
democrática; las deficiencias en los mecanismos de compilación y análisis de información, 
gestión, planificación y evaluación; la persistencia de la centralización y la jerarquización de 
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la estructura; los problemas en el reclutamiento, la selección y la formación del personal; la 
ausencia de una carrera policial; las limitaciones en la capacidad institucional; las 
deficiencias del régimen disciplinario; la ausencia de mecanismos de control y rendición de 
cuentas acertados; la baja coordinación y articulación con otras instituciones del sistema de 
seguridad pública y; la ausencia de políticas integrales en materia policial y de seguridad 
ciudadana que apuntan a acciones reactivas con uso acentuado de la fuerza  (Cruz & 
Chinchilla, 2002; Bayley 2003; Frühling, 2001; Malarino, 2003; Saín & Knoop, 2010). 
Esta tesis propone la revisión de tres variables independientes tendientes a explicar 
los avances que los cuerpos policiales presentan en la consolidación de un desempeño policial 
democrático: profesionalización policial, capacidad institucional y accountability 
policial. A continuación se presenta la justificación teórica que soporta dicha relación y se 
proponen dimensiones e indicadores para el estudio de cada una de estas variables. 
 
2.2.1. Variable causal 1: Profesionalización de la policía 
 
El concepto de profesionalización de la policía se encuentra poco desarrollado 
teóricamente y resulta, a la luz de los estudios actuales, muy ambiguo, puesto que aún no hay 
“un acuerdo previo sobre si la policía es realmente una profesión, una ocupación o una 
institución del Estado más o menos funcionalizada” (Martín, 1992:206). Lo que sí está claro 
es que las reformas policiales desarrolladas en el marco de procesos democratizadores han 
venido instituyendo el concepto como elemento clave para garantizar un desempeño policial 
coherente y funcional para la democracia y, al revisar los componentes de la 
profesionalización impulsados en dichas reformas, así como los desarrollos teóricos 
adelantados al respecto, es posible identificar características elementales ligadas al concepto, 
que para efectos de esta tesis serán catalogadas como dimensiones.  
Tras dicha revisión se propone para la definición de la profesionalización de la policía 
la posibilidad de constituir el ejercicio policial dentro del marco de una carrera profesional, 
que demandan criterios estrictos de selección y formación orientados a garantizar la 
vinculación de perfiles idóneos para el ejercicio policial en democracia y que favorece la 
movilidad salarial en función de mayores grados de formación, especialización y buen 
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desempeño. Lo anterior garantiza condiciones dignas de trabajo que retribuyen económica, 
motivacional y emocionalmente, la exposición al peligro y el elevado riesgo para la vida y la 
integridad que supone para los policías la prestación de su servicio, en aras de cumplir 
eficientemente con la misión que sobre ellos recae.  
Esta tesis plantea que la profesionalización de la policía afecta cada una de las 
dimensiones del desempeño policial democrático (variable dependiente), de acuerdo a los 
siguientes criterios:  
1) Una policía más profesionalizada se encuentra mejor capacitada para entender la 
complejidad del delito y ofrecer respuestas que trasciendan al simple concepto del “positivo”. 
En la medida en que la policía desarrolle competencias será capaz de ofrecer un servicio 
caracterizado por la planeación estratégica e impactar de forma positiva los niveles de 
efectividad policial en la prestación de su servicio. 
 2) La profesionalización de la policía implica que sus efectivos cuenten con una 
formación en democracia y derechos humanos fuerte, que les permita comprender el marco 
que los regula y la pertinencia de sus códigos éticos y disciplinarios. Es de esperarse que los 
policías que cuenten con dicho perfil, al tener una formación con énfasis en los controles 
sobre la conducta y la responsabilidad frente al cumplimiento de sus funciones, disminuyan 
su probabilidad de incurrir en malas prácticas policiales y, por ende, sus acciones se sustenten 
en un trato cercano y ante todo respetuoso de los derechos de los ciudadanos y el orden 
constitucional, lo cual implicaría una mayor legalidad policial. 
3) En la medida en que los policías sean capaces de prestar un servicio profesional, 
los ciudadanos reconocerán que cuentan con una institución competente, preparada, idónea 
y mejoraran la percepción  que tienen sobre ellos, estimulando un mayor grado de 
legitimidad policial. 
Para el análisis de los niveles de profesionalización de la policía se propone la revisión 
de las siguientes dimensiones: 1) selección y formación del personal policial; 2) delimitación 




2.2.1.1. Dimensión 1: Selección y formación del personal policial 
 
Un requerimiento para la profesionalización de la policía es que sus integrantes 
cuenten con un nivel óptimo de formación, es decir, que hayan sido “capacitados teórica y 
académicamente mediante un sistema pedagógico de máxima calidad y capacitados física y 
tácticamente mediante un sistema de entrenamiento del más alto nivel” (PDUH-UNAM, 
2013: 4). En este sentido, la formación policial se encuentra vinculada con la adquisición de 
habilidades, capacidades y conocimiento que se instituyen como herramientas claves para el 
ejercicio de sus funciones (Osse, 2009). 
Esta formación policial debe diseñarse y ofrecerse en función del modelo de policía 
con la que deseé contarse, teniendo en cuenta los requerimiento que a mediano y largo plazo 
tendrá la institución en materia de enfrentamiento de fenómenos criminales y las deficiencias 
en su estructura orgánica, bien sea para enfatizar en “el nivel táctico de entrenamiento básico, 
que formaría a los agentes con educación media ubicados en los niveles de subordinación de 
la escala; o en el nivel operacional de entrenamiento avanzado, para oficiales de carrera, cuya 
preparación les permitiría asumir los mandos operativos, estratégicos y tácticos de la 
institución; o en el nivel estratégico de gestión policial especializada” (Arias, Rosado y Saín, 
2012:33).  
Independientemente del nivel de formación que se requiera (táctico, operacional o 
estratégico), la carrera policial debe estar diseñada, gestionada y administrada pedagógica y 
curricularmente por un instituto superior de seguridad pública capaz de suscribir convenios 
con universidades y academias policiales nacionales o internacionales que diseñen, ejecuten 
y evalúen conjuntamente el pensum, el proceso y la duración de la formación, garantizando 
que éste sea pertinente y coherente con la doctrina policial, la estructura orgánica de la 
institución y el marco político, social, económico y criminal en el que opera (Arias, Rosado 
& Saín, 2012).  
Para ello, es indispensable que dentro de los núcleos curriculares teóricos y prácticos 
de formación básica de los efectivos policiales en democracia, se incluyan, entre otros, 
aquellos que los capaciten en bases legales e institucionales de la labor policial, uso de la 
fuerza, sistema político, democracia, buen gobierno, derechos humanos, ética policial, 
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libertad y protección ciudadana, políticas públicas, esquemas públicos de seguridad, 
investigación y uso de herramientas tecnológicas. Lo anterior no implica que la formación 
deba dejar de lado los núcleos relacionados con la función y la gestión policial, la 
criminalística y los componentes de especialización en seguridad preventiva, operaciones 
policiales, inteligencia criminal, logística policial,  dirección operacional y actualización y 
entrenamiento (Arias, Rosado & Saín, 2012: 63-67). 
Además, la formación policial debe ser permanente y progresiva, permitiendo que los 
miembros de la institución logren avanzar en sus niveles formativos de pregrado (diplomados 
técnicos y licenciaturas) y posgrado (maestrías y doctorados), lo cual será determinante para 
ascender a los efectivos a cargos orgánicos de mayor relevancia. Dicha formación debe 
encausarse hacía la formación de los perfiles y especialidades policiales requeridos por la 
institución. En este sentido, la consolidación de una carrera policial adquiere gran relevancia 
y demanda recursos públicos capaces de garantizarla y estimularla, entre otras cosas, 
mediante la contratación de un equipo docente especializado, nacional y extranjero; la 
suscripción de convenios con instituciones de educación técnica y superior que refuerce el 
componente cívico de la institución y; la ampliación de la oferta de becas, financiación y 
descuentos para la formación, “a los que se pueda acceder por mérito, en igualdad de 
oportunidades y por medio de procesos transparentes y equitativos” (Arias, Rosado & Saín, 
2012: 62). 
La elección del personal que accede a la formación policial debe ser idónea, estricta 
y rigurosa, supeditándose principalmente a la selección por méritos basada en un perfil de 
aptitudes, requerimientos psicológicos y antecedentes académicos y profesionales, definido 
y diferenciado para cada uno de los niveles, jerarquías y especializaciones. Para ello, resulta 
necesario que la academia cuente con criterios e instrumentos para la evaluación de los 
postulantes, los cuales permitan identificar sus potencialidades y habilidades para cada una 
de las áreas de formación, de manera tal que “los procesos de selección deben 
profesionalizarse mediante entrevistas, desarrollo de perfiles psicológicos, etcétera, para 
elegir únicamente a quienes estén en capacidad de cumplir con las funciones policiales” 
(Arias, Rosado & Saín, 2012: 64).  
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De allí que se requiera que los perfiles convocados se encuentren definidos en función 
de los conocimientos mínimos requeridos, las habilidades cognitivas, físicas, psicomotrices 
y psicosociales, así como las actitudes, las competencias y la disposición de los atributos 
personales para enfrentar las características intrínsecas de la función policial,  como es el 
caso de las exigencias laborales, el estrés, los dilemas éticos y las situaciones de tensión 
(Arias, Rosado & Saín, 2012). 
Así mismo, la profesionalización de la selección del personal requiere la existencia 
de protocolos claros y públicos sobre el procesos de selección en los que cada una de las 
etapas estén definidas y estandarizadas, así como criterios de evaluación y en los que se 
contemple la posibilidad de que puedan postularse diversos representantes de las clases 
sociales, independientemente de su raza, género, estrato económico y preferencia sexual.  
 
2.2.1.2. Dimensión 2: Delimitación de las funciones policiales 
 
Un segundo elemento clave de la profesionalización radica en la necesidad de que los 
perfiles de formación sean consecuentes con las funciones desempeñadas por los efectivos, 
es decir, que estos sean ubicados en los cargos o las áreas para las que se capacitaron, lo cual 
promoverá la especialización de la función policial soportada en la delimitación de las 
funciones propias de cada uno de los eslabones de la estructura orgánica de la institución 
(Arias, Rosado & Saín, 2012). 
De esta manera, la profesionalización de la policía demanda una estructura en la cual 
las funciones, las labores y los perfiles policiales estén claramente distinguidos y 
diferenciados institucionalmente y, por ende, cada uno pueda dedicarse especialmente a las 
actividades en las que cuenta con las mayores competencias y aptitudes, bien sea de orden 
reactivo, preventivo o investigativo. (Sábate, 1984; Arias, Rosado & Saín, 2012; PDUH-
UNAM, 2013). No obstante, la delimitación funcional no implica la desarticulación entre las 
unidades, por el contrario, demanda para el buen funcionamiento de la institución la 
comunicación permanente, la  integración y la complementariedad entre ellas. 
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Dichas demandas de especialización y delimitación de las funciones propias del perfil 
policial, adscritas constitucionalmente en democracia al establecimiento de la seguridad 
pública, hacen necesaria la desvinculación de los militares de esta competencia, incluso en 
condiciones comprometedoras de desorden público, donde las unidades especiales de policía 
deben ser desplegadas para restituir los problemas internos que amenacen la paz ciudadana 
y la convivencia, antes que optar por la implementación de operaciones conjuntas con el 
Ejército. “De presentarse una amenaza a la seguridad interna que objetivamente supere las 
capacidades de reacción de las fuerzas de seguridad civiles, el Estado podría acudir al recurso 
de ordenar la movilización de fuerzas policiales especializadas para contenerla, asegurando 
que su actuación esté bajo el control y la conducción de las autoridades responsables de la 
seguridad civil” (Arias, Rosado & Saín, 2012: 32). 
En este sentido, la profesionalización de la policía implica su desmilitarización 
organizativa y funcional. Las razones para enfatizar en este asunto son las diferencias en la 
formación y la naturaleza de estas instituciones, que para el caso de los militares se 
fundamenta en una vocación castrense que pone énfasis en la jerarquía, la disciplina, las 
estructuras de mando y un sentido desligado de la sociedad, promoviendo técnicas de 
entrenamiento militar que enfatizan en el uso de las armas y las tácticas diseñadas para 
aniquilar al enemigo. Por el contrario, la función policial es más preventiva y controladora 
de los flagelos de la inseguridad y la violencia, soportándose en la mediación, el uso 
restringido de la fuerza y el trabajo cercano con la ciudadanía (Dammert & Bailey, 2007).  
No basta con que las funciones estén claramente delimitadas dentro de la estructura 
orgánica de la policía y que éstas se desliguen y distancien de las militares, sino que también 
se hace indispensable para estimular el buen desempeño policial que estás sean limitadas. 




                                                          
12 Por ejemplo, “es indispensable acordar modalidades de protección física de las delegaciones diplomáticas ajenas a la protección policial; 
asegurar que la prestación de seguridad a funcionarios públicos y extranjeros que visitan el país no incida en el debilitamiento del cuerpo 
policial, acudiendo también a otras modalidades de protección; y diseñar programas de capacitación en seguridad penitenciaria 
específicos para los recursos humanos destinados a funciones de seguridad en los centros carcelarios” (Arias, Rosado & Saín, 2012: 30). 
58 
 
2.2.1.3. Dimensión 3: Régimen laboral policial 
 
Finalmente, la profesionalización demanda un esquema claro de reconocimiento, 
ascenso y régimen laboral que haga de la carrera de policía un proyecto de vida atractivo, 
dignificando el oficio y ofreciendo una recompensa justa, junto con los beneficios que todo 
trabajador que desempeña una labor de especial peligro debe poseer. Lo anterior se instituye 
como un incentivo determinante para motivar a los policía a sentir vocación, comprometerlos 
con su función y disminuir el riesgo de que la precaria situación laboral los lleve a inmiscuirse 
en complicidades con el delito, las contravenciones y la corrupción (Arias, Rosado & Saín, 
2012; PDUH-UNAM, 2013).  
Una carrera profesional atractiva para profundizar la profesionalización y coherente 
con los riesgos a los que se expone quién cumple idóneamente con su función, debe 
contemplar unos elementos mínimos como son: un salario justo correspondiente al cargo 
jerárquico; un sistema de jubilación equivalente al 100% por retiro o por alguna incapacidad; 
compensaciones complementarias por llegar a la edad límite que fija la ley; ayuda suficiente 
para gastos de sepelio; fondo de ahorro; crédito que permita la adquisición o mejoramiento 
de vivienda; seguro de educación o becas de estudios para los hijos; seguro de gastos médicos 
mayores; seguro de vida complementario de monto justo; casa hogar para retirados; centros 
vacacionales; centros de recuperación física y psíquica; establecimiento de guarderías 
infantiles y tiendas económicas y; servicios psicológicos permanentes (PDUH-UNAB, 2013: 
32-33). 
Las condiciones laborales de los policías deben contemplar una buena remuneración, 
que evite que el policía no se dedique de manera exclusiva al desempeño de sus funciones o 
que se vincule con redes criminales y delictivas. Desde luego, dicha remuneración deberá ser 
acorde con el grado jerárquico y el nivel de formación de los efectivos, los cuales estarán 
siempre interesados en acceder a una formación progresiva, dado el incremento salarial que 
esto supone. 
Además, deben existir bonificaciones o retribuciones que compensen las 
responsabilidades inherentes al grado jerárquico, el cumplimiento de las tareas asignadas y 
el buen desempeño, estableciéndose claramente las condiciones para su otorgamiento por 
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antigüedad, tiempo mínimo cumplido, capacitación superior, actividad riesgosa, mayor 
responsabilidad, jefatura, función indeterminada, tarea extraordinaria o excepcional, 
desempeño destacado, (Arias, Rosado & Saín, 2012: 67). Es importante compensar con 
bonificaciones o retribuciones los gastos en los que los efectivos incurran como consecuencia 
del cumplimiento de servicios que realicen bajo órdenes de superiores como por ejemplo los 
que se generen por movilidad, viáticos, vestimenta, interrupción de licencia y gastos 
eventuales. 
Todo lo que complemente la retribución salarial y que se traduzca en bienestar para 
el personal policial, como por ejemplo el acceso a regímenes especiales de salud, educación 
y vivienda, dignificarán la carrera policial, comprometerán a sus efectivos con su 
permanencia en la institución y el cumplimiento correcto de su labor y, lo desestimularán a 
cometer acciones que puedan restringir temporal o definitivamente su vinculación con la 
misma. Teniendo en cuenta las implicaciones hasta ahora expuestas con respecto a la 
profesionalización de la policía, se propone  para la operacionalización de cada una de sus 
dimensiones los siguientes indicadores (Cuadro 5): 
Cuadro 5. Dimensiones e indicadores de la profesionalización de la policía 





Rigurosidad y claridad en las convocatorias y procesos de selección para curso básico 
o de especialización 
Rigurosidad en la formación y evaluación de los cursos policiales 
Énfasis de la formación en derechos humanos, democracia, trabajo comunitario, 
técnicas policiales  y TIC 
Incentivos económicos orientados a estimular mayores niveles de formación en el 
personal policial 





Academia de Policía 
Ministerio de Seguridad  
 
 
Delimitación de  
las funciones 
policiales 
Delimitación y diferenciación funcional de las unidades que conforman la estructura 
orgánica de la policía 
Coherencia entre el perfil de capacitación de los efectivos de la policía y las unidades 
en la que operan 
Características de la jerarquía policial  









Remuneración salarial y beneficios monetarios y no monetarios ofrecidos a efectivos 
según rango  
Claridad en los reglamentos sobre ascenso policial relacionados con mayores niveles 
de formación 
Facilidad para ascender en la jerarquía policial con respecto al total de efectivos que 
cumplen con los requisitos  










2.2.2. Variable causal 2: Capacidad institucional  
 
El concepto de capacidad institucional ha sido objeto de diversas interpretaciones a 
lo largo del tiempo, no obstante, se encuentra estrechamente relacionado con la habilidad que 
poseen las instituciones para alcanzar sus objetivos misionales, enfrentando las dificultades 
que puedan entorpecer dicho fin (Fukuda & Hill, 2002). De esta manera, desde mediados de 
la década de los ochenta, los esfuerzos para mejorar el desempeño de las instituciones se 
relaciona principalmente con la necesidad de fortalecer sus habilidades mediante técnicas de 
reingeniería organizacional y “la construcción, el mejoramiento y el fortalecimiento de la 
estructura interna (…), buscando solucionar problemas concretos de la organización” (Rosas, 
2008:121). 
Esta postura restringida enfocada en el interior de las instituciones, es decir, en los 
aspectos técnicos, administrativos, organizativos y procedimentales, fue complementada con 
una visión más compleja que involucra elementos contextuales, sociales y culturales como 
condicionantes de la capacidad de las instituciones para alcanzar los objetivos y las metas 
trazadas. Así, en la década de los noventa se dio paso hacía un “enfoque que ubica los 
problemas organizaciones dentro de un entorno con varios niveles, actores e influencias, y 
con importantes interdependencias entre estos” (Ospina, 2002:3). 
Ambos enfoques de capacidad institucional no se encuentran en conflicto, por el 
contrario, se complementan, puesto que reconocen que la capacidad técnica, administrativa, 
organizativa y procedimental de las instituciones está determinada, en parte, por las 
disposiciones gubernamentales que se asumen con respecto a ellas, así como por la 
posibilidad de adelantar acciones coordinadas basadas en criterios de corresponsabilidad 
interinstitucional de orden público y privado (Nelissen, 2002; Ospina, 2002).  
Así, “la capacidad de las instituciones está relacionada con la gobernanza, donde los 
cambios en el papel del Estado con relación a la resolución de problemas públicos afecta la 
forma y el contenido de las responsabilidades de las agencias públicas. Esta capacidad se 
construye fortaleciendo a la organización a partir de su diversidad, pluralismo, autonomía e 
interdependencia con relación a otras organizaciones en el sistema” (Rosas, 2008:123). 
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Para evaluar la capacidad institucional de una entidad pública es necesario primero 
definir qué se entiende por dicha capacidad evitando limitar la definición “al aparato 
organizacional, es decir, al desarrollo de habilidades y competencias en el recurso humano y 
organizacional”, incluyendo además aspectos claves del contexto institucional del sector 
público y el entorno económico, político y social dentro del cual opera la policía” (Rosas, 
2008:126). 
De esta manera, teniendo en cuenta las conceptualizaciones sobre capacidad 
institucional de autores como Fukuda-Parr (2002); Rosas (2008); UNICEF (1999); Nelissen 
(2002); Ospina (2002); Migdal (1988); Oslak (2004) y Reppeto (2004);  esta tesis define la 
capacidad institucional de la policía como el potencial con el que cuenta el cuerpo de 
seguridad para consolidar un desempeño cuyas características sean funcionales y coherente 
con los principios democráticos, es decir, que garantice efectividad, legitimidad y legalidad. 
Para ello es indispensable que logre:  
1) Superar las dificultades y amenazas interpuestas por el contexto en el que opera 
mediante la ampliación de su capacidad investigativa y de trabajo comunitario. 
2) Fortalecer la utilización efectiva de sus recursos humanos, materiales y 
tecnológicos, que deben ser suficientes en cantidad y calidad. 
 3) Relacionarse asertivamente con las demás instituciones responsables y 
competentes de la gestión de los asuntos de seguridad pública. 
4) Desempeñarse en el marco de políticas públicas diseñadas por gobiernos que 
prioricen el valor social y la coherencia con las reglas democráticas, asignando recursos 
suficientes para garantizar su implementación. 
Lo anterior, sumado a las teorías desarrolladas por Grindle (1997, cit. en: Ospina, 
2002) y por Forss & Venson (2002),  que relacionan los niveles de capacidad institucional 
con los entornos del individuo (micro), la organización (meso), la red de organizaciones y el 
sector público (macro), así como con los condicionantes propios del contexto económico, 
político y social en el que operan las instituciones, permite plantear dimensiones para valorar 
la capacidad institucional de los cuerpos policiales.  
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Es importante señalar que el diseño metodológico propuesto analizará la capacidad 
institucional de la policía teniendo en cuenta principalmente el entorno de la organización 
(meso) y la red de organizaciones del sector de seguridad pública en el que opera (macro) 
(Forss & Venson, 2002). Por su parte, el entorno micro, que referencia las condiciones 
propias de los policías, se abordará en esta variable explicativa de manera restringida, 
haciendo alusión exclusivamente a los asuntos de disponibilidad y número de efectivos 
distribuidos por unidad y territorio, puesto que lo respectivo a las características y habilidades 
propias del recurso humano es analizado en la variable explicativa profesionalización de la 
policía. 
Esta tesis sostiene que la variable causal capacidad institucional, afecta el 
desempeño policial democrático de acuerdo con los siguientes criterios:  
1) Una policía con mayor capacidad institucional que cuente con los recursos 
económicos suficientes para hacer frente a sus gastos operativos de manera puntual; que 
tenga la posibilidad de realizar inversiones en capital que modernicen sus instalaciones y  
garanticen un nivel de equipamiento satisfactorio para el desarrollo de su labor; que cuente 
con una capacidad investigativa y de trabajo comunitario optima; que se rija por políticas 
públicas enfocada en atender de manera integral las diversas modalidades de delitos y 
contravenciones y; que sea capaz de articular su trabajo de diseño, implementación y 
evaluación de planes y programas con la comunidad y las demás instituciones del Estado con 
injerencia en los asuntos de seguridad, amplía sus posibilidades de  impactar de forma 
positiva los niveles de efectividad policial. 
2) Una mayor capacidad de la institución policial en un sistema democrático implica 
que esta sea capaz de contar con los recursos suficientes para investigar y sancionar las 
conductas policiales que atenta contra los códigos de deontología policial, la constitución y 
la ley, disminuyendo la posibilidad de que sus efectivos incurran en malas prácticas policiales 
y reflejando legalidad policial, todo lo cual debe estar respaldado por un discurso político 
que limite la discrecionalidad del accionar policial y enfatice en la necesaria acogida a la ley 
que debe caracterizar su desempeño, mediante la profundización a mediano y largo plazo de 
los criterios democratizadores que impulsaron su reforma. 
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 3) En la medida en que los policías cuenten con mayor capacidad institucional y  
respaldo político para ampliar sus posibilidades de acción en el marco del respeto por los 
derechos humanos y la ley, los ciudadanos reconocerán que cuentan con una institución 
competente, fuerte y capaz de responder a sus demandas, mejorando los niveles de 
legitimidad policial. 
Para el análisis de los niveles de capacidad institucional de la policía se propone la 
revisión de las siguientes dimensiones: 1) recursos disponibles; 2) voluntad política; 3) 
investigación y trabajo comunitario. 
 
2.2.2.1. Dimensión 1: Recursos disponibles 
 
La policía demanda recursos que permitan la ampliación de su capacidad 
institucional, dado que muchos de los retos que enfrentan las policías radican en la limitación 
de recursos económicos, materiales y humanos con los que cuentan en el ejercicio de sus 
funciones, lo cual desde luego, tiene un efecto importante en las características de su 
desempeño (Ospina, 2002). 
No existe un monto de recursos específico que resulte idóneo para todas las policías, 
puesto que éste depende de la magnitud de su estructura orgánica, de las características de su 
infraestructura, de su nivel de equipamiento y de las condiciones contextuales de seguridad 
en las que opere, de allí que una policía que enfrenta niveles elevados de criminalidad en 
países extremadamente violentos, requiere mayores esfuerzos económicos por parte del 
gobierno, que una policía que se desempeña en países que registran indicadores muy bajos 
de inseguridad y violencia. Lo mismo sucede en el caso de las policías que cuentan con 
niveles elevados de modernización, equipamiento y uso de tecnologías, con respecto a 
aquellas cuyos aspectos logísticos se basan en procedimientos obsoletos (UNODC, 2010). 
Independientemente del monto económico que demanda la institución policial, es 
posible afirmar la importancia de que los recursos económicos girados a la institución 
permitan cubrir sus gastos operativos o de funcionamiento de manera completa y puntual. 
Además, es importante que pueda disponer de dinero extra para realizar gastos de capital, es 
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decir, invertir en modernización, actualización o ampliación de su recurso físico y humano. 
Así mismo, el monto girado no puede disminuir en contextos elevados de criminalidad y 
violencia, ni en aquellos en los que la policía cuente con niveles muy deficientes en términos 
de infraestructura, equipamiento y recursos humanos.  
Un requerimiento ineludible de la capacidad institucional es que la policía cuente con 
niveles de equipamiento e infraestructura satisfactorios para el desarrollo de la labor policial 
(Arias, Rosado & Saín, 2012), lo cual es clave para ampliar las posibilidades de que sus 
efectivos puedan realizar las tareas previstas, cumplir con sus responsabilidades de atención 
y reacción, así como alcanzar los propósitos institucionales trazados (Forss & Venson, 2002). 
El tipo de equipamiento (uniformes, armamento, vehículos, artículos tecnológicos, 
software, etc.), requeridos por la institución de seguridad depende de la especialidad de cada 
una de sus unidades, puesto que aquellas orientadas al trabajo comunitario no demandan los 
mismos equipos ni uniformes que las unidades de reacción inmediata o de lucha 
antinarcótico. Sin embargo, deben garantizarse a todos los efectivos unos mínimos 
requeridos, como es el caso de la dotación de uniformes, un lugar de trabajo con acceso a 
internet, la posibilidad de realizar llamadas a números fijos o celulares y recursos que 
permitan mantener en óptimo estado y gozar del buen funcionamiento de sus elementos de 
trabajo, desde la disponibilidad de tintas para impresoras, hasta el efectivo para tanquear o 
despinchar motos, bicicletas y automotores con los que realizan los patrullajes.  
Las características de la infraestructura con la que cuenta la policía tienen mucho que 
ver con la prioridad con que los gobiernos atienden las necesidades y amplían las 
posibilidades de la institución. La policía requiere estaciones dotadas con equipos básicos y 
especializados de acuerdo a sus funciones, así como una distribución de unidades y personal 
adecuada al espacio con el que se cuenta y las características criminales y habitacionales de 
los sectores en los que operan (Arias, Rosado & Saín, 2012).  
Es también importante conocer el número de efectivos con los que cuenta la 
institución y los criterios que sustentan la distribución que de ellos se hace en cada una de las 
unidades policiales a lo largo del territorio. De esta manera el análisis de datos relativos a la 
cantidad total de policías asignados por unidad, su distribución geográfica a nivel nacional 
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para atender los requerimientos de la sociedad, la evolución del número de sus efectivos a lo 
largo del tiempo y los niveles de rotación de personal, deben proporcionar una visión 
completa de la capacidad institucional con la que cuenta para satisfacer adecuadamente las 
necesidades de los usuarios de su servicio (Rosas, 2008).  
Finalmente, el acceso a la tecnología debe estar presente en el ejercicio policial, en 
los métodos y las técnicas que implementa, dado que esta “puede ser la piedra angular de la 
transformación de la policía” (Arias, Rosado & Saín, 2012: 70). Además, resulta 
indispensable que cuente con un buen andamiaje comunicacional que permita mantener a 
todos los efectivos informados tanto de los lineamientos institucionales, como de los sucesos 
cotidianos que afectan su actividad. 
 
2.2.2.2. Dimensión 2: Voluntad política  
 
La capacidad institucional necesaria para impulsar un desempeño policial 
democrático está supeditada a la voluntad política para contribuir con la consolidación de 
una policía que opere bajo criterios de efectividad, legitimidad y legalidad, lo cual se refleja 
en las decisiones y acciones que en materia de política pública, régimen jurídico y reformas 
constitucionales relacionadas con el esquema de seguridad pública, se ponen en marcha en 
los países (Grindle, 1997, cit. en: Ospina, 2002; Forss & Venson, 2002).  
Resulta innegable que tras la instrumentalización de la policía como elemento clave 
del mantenimiento de los privilegios del poder político y económico en los regímenes 
autoritarios, en periodos de transición la inercia al cambio sea aguda y esté auspiciada por la 
presión de grupos desinteresados en una verdadera democratización del cuerpo de seguridad. 
De allí, que sea indispensable la voluntad política, no solo retórica y coyuntural, sino 
consolidada en acciones que profundicen y enfaticen en los propósitos elementales de las 
reformas y no que los reviertan. De esta manera, la voluntad política de mantener la 
delimitación de funciones entre seguridad pública y seguridad nacional, promover jefaturas 
civiles en los puestos de mando de la policía y diseñar políticas públicas y códigos de policía 
que restrinjan la discrecionalidad del accionar policial y lo estimulen a operar dentro de 
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esquemas de respeto al marco normativo, resulta elemental para garantizar su buen 
desempeño en democracia. 
Partir del reconocimiento de que “los individuos y las organizaciones están inmersos 
en redes de organizaciones que, a su vez, están insertas en un contexto institucional más 
amplio” (Rosas, 2008:126), implica revisar también la forma en que la policía es capaz de 
trabajar conjunta y coordinadamente en el diseño, la ejecución y la evaluación de las 
estrategias de acción con otras instituciones del Estado cuya competencia tiene que ver con 
la seguridad pública. De manera que la voluntad de los encargados de direccionar dichas 
instituciones hacía la promoción de la corresponsabilidad y el trabajo conjunto, coordinado 
e integral,  son elementos claves para la ampliación de la capacidad institucional de la policía. 
 
2.2.2.3. Dimensión 3: Investigación y trabajo comunitario 
 
Mejorar el desempeño policial implica fortalecer su capacidad de investigación 
criminal, la cual es recomendable que recaiga sobre unidades específicas y especializadas 
(Arias, Rosado & Saín, 2012) y que se encuentre separada de la inteligencia militar, puesto 
“que lo policial, sobre todo en cuanto a  investigación criminal, no debe depender de la 
inteligencia militar así sus acciones demanden cierto tipo de comunicación, articulada y 
supervisada por las autoridades civiles” (Rosas, 2008: 23).   
La investigación criminal debe garantizar su eficiencia mediante “la articulación de 
instituciones y procesos, a fin de fortalecer la búsqueda de pruebas científicas y colaborar 
con la administración de justicia y el sistema carcelario, además de apoyar el combate al 
crimen organizado, la narcoactividad y la delincuencia común, lo que exigirá la existencia de 
unidades específicas de investigación y de servicios de inteligencia criminal” (Rosas, 
2008:30). En este sentido, las unidades especializadas deben mantenerse en constante 
comunicación con las operativas, principalmente con aquellas que hacen patrullaje y se 
encuentran en campo, con el fin de que provean insumos para la investigación, orientando su 
trabajo hacía criterios de mayor conocimiento y entendimiento de las complejidades y 
modalidades del delito en la jurisdicción en la que operan. 
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De la capacidad de investigación criminal dependen las probabilidades de “descubrir 
e investigar los delitos y perseguir a los delincuentes y criminales para encausarlos y asegurar 
su procesamiento penal”, de manera que la información que generen aporte “elementos 
probatorios capaces de sustentar una acusación criminal” (Rosas, 2008:38), evitando que 
muchas de las capturas realizadas por las unidades operativas desemboquen en libertad por 
falta de sustento probatorio en los partes policiales y deficiencias en la generación de pruebas 
científicas o testimoniales.  
Para ello, es indispensable contar con unidades especializadas en investigación 
criminal e inteligencia policial capaces de: “1) penetrar los sistemas de poder criminal; 2) 
estudiar sus lógicas operativas y territoriales; 3) identificar sus modalidades de 
funcionamiento y a sus colaboradores; 4) conocer sus soportes dentro de las estructuras 
económicas, sociales y políticas; 5) medir sus alcances y; 6) diseñar un modelo de control 
interno y externo sobre la investigación y la inteligencia” (Rosas, 2008:39). 
El trabajo comunitario que debe ser característica de una policía en democracia (Peel, 
1829; Chalom, Léonard, Vanderschueren & Vézina, 2001; Bayley, 1999), también resulta un 
insumo elemental para la investigación y la inteligencia policial, puesto que una relación 
armónica y cercana con la sociedad civil puede fortalecer los lazos de trabajo conjunto y la 
recolección de pruebas testimoniales que ayuden a sustentar la acusación, evitando que las 
deficiencias en el procedimiento policial afectan en los primeros niveles la función del 
ministerio público (Frühling, 2003; Rosas, 2008; Arias, Rosado & Saín, 2012). Además, el 
trabajo comunitario también es importante como apoyo para el diseño, la implementación y 
la evaluación de los planes de acción policial, dado el papel activo que la ciudadanía puede 
desempeñar en la investigación criminal, mediante el suministro de información sobre 
aspectos sociales y situacionales que permitan entender mejor las complejidades del delito 






Cuadro 6. Dimensiones e indicadores de la capacidad institucionalidad de la policía 





Características de las finanzas de la policía   
Activos tangibles e intangibles de la policía 
Nivel tecnológico de la institución policial 
Personal policial disponible por habitantes y unidades  
Afinidad entre los perfiles policiales y las unidad en las que operan 









Voluntad   
política 
Integralidad de la oferta de política pública de seguridad  
Coherencia entre discurso y decisiones políticas con lineamientos 
democratizadores  
Apoyo político para la modernización policial 
Diseño, implementación y evaluación interinstitucional de políticas de seguridad  
 
Institución Policial 











Perfil de los efectivos de las unidades de investigación criminal e inteligencia 
policial 
Nivel tecnológico de las de las unidades de investigación criminal e inteligencia 
policial  
Capacidad de investigación con relación al total de detenciones y denuncias 
realizadas 
Perfil de capacitación de los efectivos de la policía en trabajo comunitario 







2.2.3. Variable causal 3: Accountability policial 
El concepto de accountability, al ser un término que no tiene traducción específica al 
español, suele asociarse con conceptos como supervisión, transparencia, desempeño o 
responsabilización. A grandes rasgos, accountability hace referencia a tener que explicar las 
acciones o conductas propias, implica una colección de prescripciones normativas sobre los 
responsables que deben ser requeridos para dar cuenta de a quién, cuándo, cómo y sobre qué.  
En democracia resulta inaceptable evaluar positivamente el desempeño institucional 
sin revisar la calidad del “accountability”, puesto que éste abarca de forma genérica tres 
maneras diferentes para prevenir y corregir los abusos de poder: “obliga al poder a abrirse a 
la inspección pública; lo fuerza a explicar y justificar sus actos, y lo supedita a la amenaza 
de sanciones” (Schedler, 2004:11). De esta manera, el buen desempeño policial en 
democracia debe estar caracterizado por un proceso de apertura institucional hacía la 
rendición de cuentas, a la facilidad de acceso a la información policial y a los mecanismos 
de control policial internos y externos que existan para evaluar y ajustar su accionar.  
El concepto de responsabilización policial o police accountabiliy parte de la premisa 
de que el Estado de derecho demanda que las instituciones públicas investidas de poder, lo 
ejerzan con base en la legalidad vigente y la transparencia. Para las policías, dicha premisa 
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reviste mayor importancia porque en el ejercicio de sus funciones cuentan con la exclusividad 
del uso de la fuerza, lo cual las convierte en instituciones vulnerables y/o propensas a incurrir 
en excesos y arbitrariedades, por lo que resulta indispensable supervisarla a fin de premiar y 
castigar sus acciones. “La responsabilización policial no implica la existencia de unos 
cuantos mecanismos especializados de supervisión, que dispensan recompensas o disciplinan 
a los policías, sino que constituyen una manera de gerenciar la información sobre actividades 
policiales, revisar las operaciones y dirigir las funciones diarias de la policía” (López & 
Frühling, 2008: 79). 
Este concepto también hace referencia al conjunto de mecanismos especializados de 
supervisión cuyo fin radica en regular el ejercicio discrecional, el mal desempeño, la 
ilegalidad, la corrupción así como la falta de eficiencia de las instituciones, de manera tal que 
lleva inmerso una serie de características que propician un mayor grado de control policial 
(Varenik, 2005), lo que desde luego apunta a mejorar el desempeño de la institución dentro 
del marco de un sistema democrático, pues como lo indica el Instituto para la Seguridad y la 
Democracia AC-Insyde (2013:8) “el police accountability se establece como una herramienta 
útil para mejorar el desempeño, en la medida en que detecta, investiga, fiscaliza, mide y juzga 
una conducta, buena o mala, e impone las consecuencias pertinentes para que cada elemento 
y la institución como tal, asimile en la práctica la lección de su experiencia”. 
El accountability policial puede definirse como el conjunto de lineamientos que 
supeditan a la institución policial a rendir cuentas de manera regular y pública sobre los 
planes, las estrategias y las acciones que pone en marcha para cumplir con su misión 
institucional, las consecuencias que de éstas se derivan y la forma en que administra sus 
recursos económicos, humanos y materiales para tal fin. También se relaciona con los 
mecanismos de control internos y externos que regulan la conducta policial y que se orientan 
a evaluar, premiar, sancionar y garantizar que sus efectivos operen en el marco del respeto a 
la ley y el orden constitucional, cumpliendo con sus compromisos de deontología policial. 
Esta tesis sostiene que la variable causal accountability policial, afecta el 
desempeño policial democrático de acuerdo con los siguientes criterios:  
1) Una policía que rinda cuentas de manera pública y regular y que esté supeditada a 
mecanismos de control internos y externos que funcionen de manera óptima amplía sus 
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posibilidades de  impactar de forma positiva los niveles de efectividad policial; puesto que 
es capaz de  revisar de manera detallada la forma en que se desempeñan de los individuos y 
las unidades, a fin de orientar procesos de renovación y mejoramiento continuo en la lucha 
contra el delito y las contravenciones, identificando sus áreas problemáticas y reforzando sus 
fortalezas. 
 2) El accountability policial promueve un cambio en la cultura organizacional que 
aboga por buenas prácticas policiales y mejores niveles de legalidad policial, mediante 
procesos de revisión, evaluación y depuración del desempeño de sus efectivos, a fin de 
encausarlos hacia mayores niveles de legalidad y coherencia con su fundamento 
deontológico, enfatizando en la necesaria acogida de su accionar a la ley. 
3) En la medida en que los policías estén obligados a rendir cuentas de sus acciones 
a los directos beneficiarios de su servicio y los mecanismos de control policial soportados en 
denuncias internas y externas se orienten a investigar seriamente y sancionar a aquellos 
efectivos que transgredan los códigos de conducta y la ley, los ciudadanos reconocerán que 
cuentan con una institución diligente, transparente y capaz de prescindir de aquellos que 
entorpezcan el ejercicio policial en democracia, mejorando su percepción sobre ellos y los 
niveles de legitimidad policial.  
Para el análisis de los niveles de accountability policial se propone la revisión de las 
siguientes dimensiones: 1) rendición de cuentas; 2) control interno y; 3) control externo. 
 
2.2.3.1. Dimensión 1: Rendición de cuentas 
 
El desempeño policial democrático implica que la policía sea capaz de realizar su 
función con una orientación de servicio público soportada en la rendición de cuentas y un 
elevado grado de accesibilidad a la información sobre su gestión, puesto que en democracia  
el ciudadano se establece como el beneficiario prioritario de su servicio, aumentando la 
pertinencia de que la institución explique qué hizo, cómo lo hizo, cuáles objetivos y/o metas 
persiguió y alcanzó y cuáles no, así como sus compromisos futuros (Tudela, 2007; Bayley, 
2001) .  
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La rendición de cuentas hace alusión a un elemento clave para estimular la 
transparencia y aumentar el grado de accesibilidad de los ciudadanos y las instituciones a la 
información pública para realizar ejercicios de control social, lo cual se enmarca dentro de 
los lineamientos teóricos de lo que es conocido actualmente como gobierno abierto, puesto 
que la actividad de la policía debe estar abierta a la observación y escrutinio público y, 
regularmente, debe informar a los ciudadanos sobre cada una de sus acciones (Peruzzotti & 
Smulovitz, 2000; 2002; 2003). Este concepto también se conecta con el gobierno 
representativo, debido a que hace referencia a la forma en que el poder político se relaciona 
con la ciudadanía, escuchando sus demandas y asumiendo la responsabilidad sobre las 
decisiones gubernamentales implementadas para darles respuesta (O´donnell, 1996; 2002; 
2007).  
 Esta dimensión del accountability asegura que los policías respondan a los intereses 
de los ciudadanos en la medida en que abre la “posibilidad de obligar a los funcionarios 
públicos a que informen sobre y justifiquen acerca de sus decisiones” (Peruzzotti & 
Smulovitz, 2007:4), estimulando una rendición de cuentas vertical y no solo horizontal 
O´donnell (1997; 2000; 2001), auspiciando que el ciudadano trascienda su ejercicio de 
control, a través de premiar o castigar la gestión pública mediante su participación en 
jornadas no electorales, como presupuestos participativos, audiencias públicas, diseños de 
programas de acción y consejos de seguridad, entre otros.   
Además de ello, el buen desempeño policial en democracia requiere que la policía sea 
transparente no solo en su gestión, sino también en cuanto al manejo de la información con 
la que cuenta, de manera que permita que el ciudadano realice ejercicios de control social y 
exija explicaciones sobre determinados asuntos que le competan, lo cual a su vez estimula la 
autoevaluación y rediseño de los procesos institucionales puesto en marcha. “Analistas 
organizacionales coinciden en que aquellas instituciones que evalúan y analizan 
cuidadosamente sus prácticas y comunican sus resultados, incluyendo consecuencias 
racionales de sus indagaciones, hacen un mejor trabajo erradicando malas políticas y 




2.2.3.2. Dimensión 2: Control policial interno 
Las investigaciones internas orientadas a verificar y responder a las denuncias que los 
ciudadanos o los mismos efectivos de la policía interpusieron en contra de funcionarios de la 
institución que incurrieron, a su parecer, en acciones ilegales o irregulares, violando los 
códigos de conducta ética y disciplinaria o los lineamientos constitucionales, generará 
mayores costos de oportunidad para quienes practiquen dichas acciones, mediante la 
aplicación de sanciones económicas y laborales parciales o permanentes, como la suspensión 
o destitución del cargo, así como con el impedimento de acceder a beneficios que promuevan 
el ascenso jerárquico dentro de la institución (Tudela, 2011). “Si las infracciones son 
perseguidas y sancionadas rápida y severamente, los policías tendrán la certeza de lo que 
arriesgan al transgredir la norma, y la ley tendrá el efecto pedagógico de inhibir conductas” 
(Arias, Rosado & Saín, 2012:74).  
Si las oficinas de la policía encargadas del control interno (unidad de asuntos internos, 
inspectorías o tribunales disciplinarios)  operan como un mecanismo fuerte que vigila, regula 
y controla de forma eficiente el accionar policial, resultan determinantes para promover la 
eficiencia, la legalidad y la legitimidad de su estructura frente a la sociedad civil. “La 
eficiencia está vinculada al diseño de procedimientos que establezcan con realismo los 
parámetros para que la policía pueda desempeñar su labor dentro de los múltiples estándares 
que se le exigen” (Stone, 2005:8). 
De esta manera, un sistema de responsabilización policial bien diseñado y en 
funcionamiento eficiente puede incidir en la forma en que se desarrolla la actividad policial 
y mejorar la percepción de la ciudadanía sobre la institución en la medida en que propicia 
que ésta considere que las arbitrariedades cometidas por los policías no necesariamente 
quedan en la impunidad, lo cual incluso puede incrementar su disposición a denunciar, 
generando incentivos para que los policías mejoren sus prácticas, puesto que “la vigilancia y 
el control son capaces de mantener el valor simbólico de la norma, concretado en las 
sanciones impuestas a su incumplimiento” (Arias, Rosado & Saín, 2012:37). 
Además, es importante destacar la labor no solo investigativa y sancionatoria que 
deben desempeñar las oficinas de control interno sino también de supervisión de actuaciones 
operativas y de gestión (Tudela, 2011), así como preventivas, es decir, que deben existir 
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controles internos punitivos y preventivos (Vanerik, 2005). Para ello es importante que 
dentro de la estructura orgánica ésta función competa directamente a estas unidades y se 
promuevan desde ellas acciones tendientes a contener malas prácticas y a fortalecer valores 
de legalidad fundamentados, entre otras cosas, en el régimen disciplinario que los regula. 
Finalmente, es necesario destacar que para que el ejercicio de control interno sea 
eficiente demanda, entre otras cosas, “normas adecuadas, explícitas y bien informadas al 
personal policial y que todas las etapas de los procesos sean transparentes, se cumplan y sean 
públicos” (Arias, Rosado y Saín, 2012:74). Para ello, es indispensable contar con códigos 
disciplinarios claros, concisos y precisos que minimicen las posibilidades de confusiones y 
ambigüedades y enfaticen en los valores y principios que sustentan la acción policial (Arias, 
Rosado & Saín, 2012). 
 
2.2.3.3. Dimensión 3: Control policial externo 
El desempeño policial en democracia demanda la existencia de múltiples mecanismos 
de control civil que complementen los que internamente realizan los propios cuerpos de 
seguridad. El control externo, puede ser llevado a cabo por varias instituciones del Estado 
con potestad para supervisar el quehacer policial, dentro de las que se encuentren “las cortes 
civiles, penales y administrativas; las defensorías y procuradurías del pueblo; los medios de 
comunicación y las juntas civiles de control” (Bayley, 1997:5). 
La relevancia de este tipo de control radica no solo en la pretensión de desincentivar 
las malas prácticas policiales, sino también en su capacidad de tomar decisiones políticas que 
afecten a la institución y al esquema en el que ésta opera (Chevigny, 1995), en aras de 
promover su mejor desempeño y satisfacer las demandas y descontentos ciudadanos 
existentes frente a la institución y su manera de operar (Neild & Palmeri, 1998). 
Dentro de los mecanismos de control policial promovidos por el poder legislativo se 
encuentran la promulgación de leyes orgánicas de la policía, los códigos penales y procesales 
y, leyes que facultan al poder judicial a controlar operaciones encubiertas que: “1) delimitan 
claramente las responsabilidades y poderes policiales; 2) marcan una separación entre la 
policía y otras instituciones como la militar; 3) establecen órganos firmes de control; y, 4) 
proveen acceso a la información, entre las que se encuentran las leyes” (Neild, sf: 3).  
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Así mismo, el poder legislativo con comisiones encargadas de autorizar y dar 
seguimiento al presupuesto de la policía, puede citar a funcionarios y testigos y solicitar 
documentación para adelantar ejercicios de control, tratando en la medida de lo posible que 
las audiencias sean públicas. También puede crear comisiones ad hoc para investigar casos 
de gran envergadura u otros hechos policiales que lo ameriten, que sirvan para  ratificar o 
destituir a los altos funcionarios del ministerio al que está adscrita la policía, así como de la 
misma institución. 
En el poder judicial también se adelantan ejercicios de control externo, cuando los 
movimientos defensores de derechos humanos y la ciudadanía que no encuentra respuestas 
adecuadas a las situaciones de abuso policial, presenta los casos para evitar la impunidad. 
Este control se encuentra articulado y complementado con el que realizan los medios de 
comunicación que  divulgan ante la opinión pública malas prácticas policiales y la presión y 
movilización ciudadana frente al agravio, la corrupción y el bajo rendimiento policiales que 
puede surgir de manera espontánea ante un suceso específico o puede ser resultado de la 
creación de juntas civiles de supervisión del trabajo policial (Bayley, 1997; Neild, sf). 
Para la operacionalización de la variable explicativa accountability policial se 
proponen los siguientes indicadores para cada una de las tres dimensiones desarrolladas 
(Cuadro 7): 
Cuadro 7. Dimensiones e indicadores del accountability policial 
Dimensión Indicadores Fuente 
Rendición de 
cuentas 
Realización de jornadas nacionales, regionales, locales y comunales de rendición de cuentas 
Facilidad para acceder a documentos de rendición de cuentas e información de la institución 
policial 










Perfil de los efectivos de las unidades de control interno 
Investigaciones realizadas en relación al total de denuncias recibidas 
Dificultad para interponer denuncias contra efectivos de la policía ante la institución policial 
Realización de supervisiones y auditorías administrativas y operativas  
Presentación de informes de riesgo de malas prácticas policiales 
 
Institución Policial 









Citaciones a policías o mandos civiles a sesiones de control político en el poder legislativo 
Creación de Comisiones Ad Hoc para investigar escándalos policiales 
Realización de supervisiones y auditorías externas, administrativas y operativas, realizadas 
a la policía 
Investigaciones adelantadas en el poder judicial contra la institución policial o a algunos de 
sus efectivos 
Demandas ciudadanas contra la institución policial o sus efectivos ante órganos de control 
externo 
Denuncias periodísticas sobre irregularidades en el accionar policial 










A continuación se presenta un esquema que resume el planteamiento metodológico 
desarrollado hasta el momento como propuesta de medición y explicación del desempeño 
policial democrático. El gráfico 1 sintetiza la información en función de las dimensiones 
propuestas para el estudio tanto de la variable dependiente como de las variables explicativas:  





































Delimitación de las funciones  
policiales 
Selección y formación 




Rendición de cuentas 
Control policial interno 
Dimensiones 
Régimen laboral policial 
Control policial externo 
Dimensiones 
Investigación y trabajo comunitario 
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2.3. Estudio de caso: Desempeño policial democrático de la PNC  
 
La presente investigación, soportada en el paradigma cuantitativo de investigación 
sociopolítica y enmarcada en la metodología del estudio de caso, pretende observar a 
profundidad el fenómeno del desempeño policial democrático en El Salvador, con miras a 
encontrar explicaciones a sus características.  
De allí que persiga dos objetivos concretos: El primero es evaluar el desempeño 
democrático de la Policía Nacional Civil de El Salvador durante el período 2003-2013. El 
segundo es identificar las razones que explican la calidad del desempeño democrático de la 
institución policial y su funcionalidad para la consolidación del sistema político.  
En consecuencia, las preguntas de investigación que orientan el desarrollo del estudio 
de caso son las siguientes: ¿cómo ha sido el desempeño democrático de Policía Nacional 
Civil de El Salvador durante el período 2003-2013?  Y ¿cuáles son las razones que explican 
las características del desempeño de la institución policial en El Salvador entre 2003-2013 y 
su funcionalidad para la consolidación de la democracia?  
Con miras a responder las preguntas planteadas, la investigación tomó como unidad 
de análisis a la Policía Nacional Civil (PNC) de El Salvador y como unidades de observación 
tres períodos de gobierno: el de Francisco Flores del partido ARENA (1999-2004); el de 
Elías Antonio Saca del partido ARENA (2004-2009) y; el de Mauricio Funes del partido 
FMLN (2009-2014).  
La relevancia de estudiar la unidad de análisis en mención radica en que en El 
Salvador se impulsó en 1992 la primera reforma policial con tinte democratizador de América 
Latina, tras la finalización de un conflicto armado que durante doce años enfrentó a las 
fuerzas gubernamentales del país con el grupo insurgente Frente Farabundo Martí para la 
Liberación Nacional (FMLN). Los Acuerdos de Paz de Chapultepec centraron los esfuerzos 
en reformar el esquema de seguridad pública de El Salvador, con el objetivo de subordinar a 
las fuerzas de seguridad al control civil y promover su accionar en el marco del respeto por 
los derechos humanos, el orden constitucional y la democracia, desmontando el esquema 
opresor e impune que había orientado su desempeño durante extensos periodos de gobiernos 
militares y oligárquicos.  
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La terminación del conflicto estuvo subordinada a la separación de las competencias 
militares adscritas a la seguridad nacional de las funciones policiales de la seguridad pública, 
con el fin de desmantelar los antiguos cuerpos policiales caracterizados por un alto grado de 
militarización y deslegitimidad (la Guardia Nacional, la Policía de Hacienda y la Policía 
Nacional), para dar lugar a la creación de una nueva institución policial de carácter 
profesional, democrático y civil: La Policía Nacional Civil de El Salvador. 
Una reforma policial tan ambiciosamente funcional para la consolidación 
democrática del país durante el periodo de transición merece ser estudiada, más aún cuando 
contó en las primeras etapas de su diseño e implementación con el apoyo internacional de 
comisiones expertas en asuntos policiales, que enfrentaron y resistieron fuertes presiones por 
parte de los actores políticos y militares  para obstaculizar y/o desvirtuar  lo acordado. De 
esta manera resulta relevante analizar lo acontecido una vez comenzó el despliegue de la 
PNC y fue el gobierno, con su rezago autoritario, quién se encargó de concretar los objetivos 
democratizadores de la reforma. 
Finalmente, vale la pena destacar la existencia limitada de estudios sobre la PNC en 
el país y la necesidad de establecer instrumentos de monitoreo que permitan identificar el 
impacto que sobre el desempeño policial han generado las decisiones políticas que se han 
tomado durante el periodo de transición, con miras a profesionalizar la prestación de su 
servicio, ampliar su capacidad institucional y someterla a procesos eficientes  de 
accountability  policial.  Ahondar esfuerzos en develar los vacíos existentes en el desempeño 
democrático de la PNC de El Salvador, resulta clave para comprender los factores que han 
obstaculizado o promovido la concreción del objetivo final de la reforma, dando luces a los 
gobiernos nacionales y a la propia institución sobre las estrategias que deben ser 
reconsideradas con miras a consolidar una institución de seguridad moderna y funcional para 
la democracia.  
Para evaluar el desempeño democrático de la PNC de El Salvador durante el período 
2003-2013, se construyeron series de datos para quince indicadores, de los cuales siete están 
relacionados con la efectividad policial; cuatro con la legalidad policial y; cuatro con la 
legitimidad policial.  Dentro de las fuentes de información se destacan la Policía Nacional 
Civil (PNC), la Fiscalía General de la República (FGR), el Instituto de Medicina Legal 
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(IML), la Inspectoría General de la Policía (IG-PNC), la Procuraduría para la Defensa de los 
Derechos Humanos (PDDH),  el Instituto de Opinión Pública (Iudop), el Proyecto de Opinión 
Pública para América Latina (LAPOP) y el Instituto Nacional de Estadística (INE).  A 
continuación se presenta la relación de indicadores y fuentes utilizadas (Cuadro 8). 
Cuadro 8. Indicadores efectividad, legalidad y legitimidad policial. 
    
Indicadores efectividad policial Fuentes Inf. demográfica Indicador construido 
Número anual de homicidios PNC, FGR, IML        INE Tasa anual de homicidios 
Número anual de robos PNC, FGR, IML         INE Tasa anual de robos 
Número anual de hurtos PNC, FGR, IML         INE Tasa anual de hurtos 
Número anual de lesiones  PNC, FGR, IML         INE Tasa anual de lesiones  
Número anual de extorciones PNC, FGR, IML         INE Tasa anual extorciones 
Número anual de secuestros PNC, FGR, IML         INE Tasa anual de secuestros 
% anual de ciudadanos víctimas de un hecho 
delincuencial  
IUDOP     
Indicadores legalidad policial Fuentes Población 
policial 
Indicador construido 
Número anual de denuncias interpuestas contra 





Tasa anual de denuncias ciudadanas 
interpuestas contra miembros de la PNC 
por diversas faltas por cada 1000 policías 






Tasa anual de denuncias ciudadanas 
internas contra funcionarios por cada 1000 
policías 
Número anual de  miembros de la PNC destituidos 





Tasa anual de miembros de la PNC 
destituidos por faltas muy graves por cada 
mil policías 
 






Tasa anual de miembros de la PNC 
sancionados por cada mil policías 
Indicadores legitimidad  policial Fuentes Fuentes Indicador construido 
%  anual de ciudadanos que considera que ha 





% anual de ciudadanos que considera que 
el principal problema del país es la 
seguridad  
% anual de ciudadanos que comparando con el año 
anterior considera que  la PNC ha sido 
más  efectiva 
IUDOP, LAPOP  IUDOP, LAPOP %  anual de ciudadanos que confía poco o 
nada en la PNC 
 
La selección de este grupo de indicadores se fundamentó en la posibilidad de 
encontrar disponibles, para el periodo de observación, una tendencia de datos homogéneos y 
comparables. Otros indicadores propuestos en el apartado metodológico para la medición de 
las dimensiones claves del desempeño policial fueron descartados, pues las restricciones 
existentes en la generación de indicadores en El Salvador, que en algunos casos ofrecen datos 
para años puntuales, impiden analizar la evolución temporal de los fenómenos. En otros 
casos, las inconsistencias evidenciadas en los datos ofrecidos por las diversas instituciones 
de seguridad del país, terminan desvirtuando cualquier esfuerzo de análisis cuantitativo que 
deseé realizarse. 
Una vez construidas las series de datos, los indicadores fueron clasificados según los 
criterios establecidos en el apartado anterior de este capítulo, asumiendo valores de 0; 0,33; 
79 
 
0,66 o 1. A partir de allí, mediante el método de agregación matemática se calcularon tres 
sub-índices anuales: uno de efectividad policial; otro de legitimidad policial y; otro de 
legalidad policial. Finalmente, mediante el análisis agregado de los sub-índices se construyó 
el Índice de Desempeño Policial Democrático de la PNC de El Salvador, durante el periodo 
2003-2013.  
Para el análisis de las variables causales definidas en el modelo explicativo del 
desempeño policial democrático (profesionalización, capacidad institucional y 
accountability policial), se revisaron diversos documentos de la Academia Nacional de 
Seguridad Pública (ANSP), de la Asamblea Legislativa (ALS), de la Presidencia de la 
República, de la Policía Nacional Civil (PNC), de la Inspectoría General de la PNC (IG-
PNC) (Cuadro 9). Dentro de los documentos revisados se encontraron los siguientes: 
Cuadro 9. Documentos analizados para explicar el desempeño democrático de la PNC. 
Documento Fuente 
Reglamentos general del Instituto Especializado de Nivel superior ''Academia Nacional de Seguridad Pública''  ANSP 
Reglamentos de convocatoria, selección e ingreso ANSP 
Leyes orgánicas de la ANSP ANSP 
Pensum de los cursos de nivel básico, medio y altos establecidos anualmente desde 1999 hasta 2013 ANSP 
Informes anuales de Consejo de la ANSP desde 1999 hasta 2013 ANSP 
Leyes orgánicas de la PNC PNC 
Informes de plantilla policial de la PNC desde 1999 hasta 2013 PNC 
Informes de Estados Financieros de la PNC desde 1999 hasta 2013 PNC 
Ley de la carrera policial PNC 
Ley disciplinaria de la PNC PNC 
Reglamento disciplinario de la PNC PNC 
Reglamento de la ley orgánica de la PNC PNC 
Código de conducta de la PNC PNC 
Plan Mano Dura de 2003 ALS 
Plan Súper Mano Dura de 2004 ALS 
Ley Antimaras de 2003 ALS 
Ley de Defensa Nacional de 2002 ALS 
Ley para el Combate de las Actividades de Grupos o Asociaciones Ilícitas Especiales de 2004 ALS 
Ley Contra el Crimen Organizado y Delitos de Realización Compleja de 2007 ALS 
Ley de Proscripción de Pandillas o Maras y Grupos de Exterminio de 2010 ALS 
Política Nacional de Justicia, Seguridad Pública y Convivencia de 2010 ALS 
Planes Estratégicos Institucionales PEI 
 
Así mismo, se realizaron en junio de 2015 tres grupos focales con 45 policías 
nacionales civiles de El Salvador, dentro de los que se encontraban agentes, cabos, sargentos 
e inspectores vinculados al Departamento de Operaciones, al Centro de Operaciones y 
Servicios, a la Unidad de Emergencias, a la Sección de Análisis, al Departamento de 
Administración, al Departamento de Prevención y a la Coordinación de Trabajo 
Comunitario, pertenecientes a diversas delegaciones de policía de San Salvador, Santana y 
80 
 
Sonsonate.  También participaron miembros de la Inspectoría General de la PNC, adscritos 
a las Unidades de Asuntos Internos, Unidad de Control y Unidad de Investigación 
Disciplinaria.  
Dos de los grupos focales se desarrollaron en San Salvador y uno en Santana. En cada 
uno de ellos se indagó sobre aspectos relacionados con la carrera policial;  los recursos 
profesionales económicos, técnicos, tecnológicos y de equipamiento e infraestructura con los 
que cumplían con su labor policial; los retos y las oportunidades del control policial y del 
trabajo comunitario que impulsaban; la implementación de la reforma policial y las  
complejidades de las condiciones de seguridad que han enfrentado durante la transición 
política del país, entre otros asuntos. 
Sobre estos aspectos también se indagó a profundidad mediante dieciocho  entrevistas 
semiestructuradas que fueron realizadas entre junio y julio de 2015 a diversos políticos, 
académicos, investigadores y policías del país conocedores del tema. Dentro de los 
entrevistados se encuentran cinco académicos, tres de ellos vinculados a la Universidad 
Centroamericana José Simeón Cañas, uno a la Universidad de El Salvador y uno a la 
Universidad de Florida. También fueron entrevistados un Subdirector de la PNC; un Ministro 
de Seguridad Pública; un Director de la Academia de Seguridad Pública; cinco Policías 
Nacionales Civiles dentro de los que se encontraban  un agente, un cabo y dos sargentos; tres 
funcionarios de la Academia de Seguridad Pública, uno vinculado al Departamento de 
Selección e Ingreso y  dos adscritos a la División de Estudios, específicamente al 
Departamento de Desarrollo Académico y; dos jefes regionales de la Inspectoría General de 
la PNC. 
Finalmente, se realizaron visitas de observación a seis delegaciones de la PNC, tres 
de ellas ubicadas en San Salvador, una en Santana, una en la Libertad y una en Sonsonate. 










El presente capítulo tiene como objetivo describir el papel desempeñado por los 
cuerpos de seguridad dentro de la vida política de El Salvador durante el siglo XX, 
identificando las características principales de la relación policía-gobierno-sociedad civil 
predominantes y comprendiendo los objetivos y fundamentos básicos de la reforma policial 
que tuvo lugar en el país a comienzos de la década de los noventa. Lo anterior permitirá 
comprender los retos que el legado histórico de los cuerpos policiales impuso a la 
instauración de un cuerpo de seguridad coherente con los principios del régimen político y 
favorable para el proceso de democratización. 
El capítulo se encuentra estructurado en cinco partes. En primer lugar, resalta el alto 
grado de militarización que caracterizó a los cuerpos policiales en El Salvador y el esquema 
de seguridad pública en el que estos operaron durante el siglo XX. En segundo lugar, indica 
la forma en que desde comienzos de siglo los cuerpos policiales operaron a favor de la 
defensa de los intereses políticos y económicos de la oligarquía, a través del uso de la 
violencia institucional como mecanismo de represión de movimientos sociales y de la 
amenaza comunista. En tercer lugar, describe el accionar de los cuerpos de seguridad durante 
el régimen dictatorial que imperó en el país entre 1931 y 1979.  Posteriormente, hace alusión 
al rol de la policía en el marco del conflicto armado salvadoreño (1980-1992). Finalmente, 
presenta los fundamentos de la reforma policial que tuvo lugar con la firma de los Acuerdos 
de Chapultepec en 1992. 
 
3.1. Cuerpos  de seguridad militarizados 
 
El servicio de seguridad pública que ofreció el Estado salvadoreño durante gran parte 
del siglo XX estuvo caracterizado por la existencia de instituciones policiales militarizadas 
y altamente represivas que se encontraban bajo el mando de las Fuerzas Armadas 
Salvadoreñas (FAS), adscritas al Ministerio de Defensa y dirigidas por militares (Costa, 
1999). Dicho sistema de seguridad predominó hasta 1991 y estuvo compuesto por los 
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llamados “Cuerpos de Seguridad” que incluían a la Guardia Nacional (GN), la Policía de 
Hacienda (PH) y la Policía Nacional (PN). 
El alto grado de militarización de los cuerpos policiales fue resultado del monopolio 
político militar que predominó en el país durante gran parte del siglo XX. En este sentido 
resulta evidente que la formación y la vocación de la GN, PH y la PN no se sustentaba en la 
lógica policial de mediación, sino que por el contrario, se enfocaba en el exterminio del 
enemigo, entendiendo por éste todo aquel que atentara contra el Estado y retara el 
mantenimiento del statu quo. En consecuencia, los Cuerpos de Seguridad fueron altamente 
autoritarios y carecieron de una doctrina policiaca durante la mayor parte del siglo XX. “La 
militarización explícita de estos cuerpos de seguridad se constataba no sólo en su 
dependencia directa del Ministerio de Defensa, sino especialmente al encontrarse dirigidos 
por militares formados ideológicamente bajo la doctrina de seguridad nacional y el combate 
del comunismo y, además, preparados casi exclusivamente en tácticas y acciones de 
seguridad y represión contrainsurgentes. Su capacitación para el desarrollo de funciones 
policiales era casi nula” (Palmieri, 1998:65). 
Sumado a ello, cuando no existían problemáticas externas que comprometieran las 
labores militares, el Ejército servía como apoyo en el mantenimiento del orden público y del 
control del activismo social, debido a que también hacía parte del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública (SNSP). De esta manera, las acciones policiales y militares no se 
encontraban delimitadas ni separadas, lo cual implicaba que dichas instituciones persiguieran 
objetivos conjuntos, bien fuese encaminados a favorecer la seguridad interna o la seguridad 
nacional.  
Las FAS tuvieron a lo largo del siglo XX pocas problemáticas externas que 
demandaran su vinculación en guerras regulares13. “Por el contrario, sus labores se 
desarrollaron casi exclusivamente en el terreno de guerras internas o conflictos irregulares 
en contra de adversarios subversivos o terroristas, como contingentes guerrilleros o 
campesinos insurgentes” (Kruijt & Koonings, 2007:7). Además, desarrollaron un papel 
político muy activo e hicieron de la carrera militar el camino más sencillo para obtener la 
                                                          
13 En El Salvador, las Fuerzas Armadas sólo enfrentaron, en el siglo XX, un conflicto bilateral con Honduras, durante la Guerra de las 
Cien Horas, también conocida como la Guerra del Fútbol, que duró 4 días, del 14 al 18 de julio de 1969. 
83 
 
jefatura de la nación, mantener el control social e intervenir “en asuntos políticos con total 
inmunidad e impunidad (...), lo que generó que a menudo los generales hayan sido más bien 
políticos con uniforme, que líderes de soldados” (Kruijt & Koonings, 2007:8). 
De allí que plantear cuestionamientos sobre el rol político de los cuerpos policiales 
en El Salvador conlleve a revisar las acciones desarrolladas por la FAS, debido a que 
trabajaron de manera conjunta durante gran parte del siglo XX y porque dentro de la jerarquía 
de poder eran precisamente los militares quienes determinaban el curso del accionar policial.  
 
3.2. La Fuerza Armada salvadoreña frente a la amenaza comunista 
 
En El Salvador la concentración de la riqueza y de los factores de producción ha 
caracterizado la estructura productiva del país. Las alianzas inter e intra-oligárquicas hicieron 
posible que catorce familias mantuvieran la hegemonía del sistema político y económico 
durante gran parte del siglo XX. El resultado fue “el establecimiento de un Estado 
oligárquico, con escasa participación de sectores medios y ausencia de las clases populares” 
(Casaus y Castillo, 1989:13). 
En los escenarios de producción rural los jornaleros estuvieron constantemente 
vigilados por miembros de los Cuerpos de Seguridad, quienes buscaron resolver y controlar 
el surgimiento de rebeliones asociadas a inconformidades laborales. Según la Comisión de 
la Verdad (CDV) desde 1910, cuando se creó la GN, varios de sus miembros “cooperaron 
activamente con los grandes terratenientes, a veces hasta reprimir brutalmente a las ligas 
campesinas y otros grupos del campo que amenazaban sus intereses” (ONU, 1993:140). 
Las condiciones de vida deplorables en las que se encontraban inmersos los 
campesinos se establecieron como terreno fértil para el desarrollo incipiente de la acción 
colectiva. Ante ello, la clase oligárquica le asignó a las FAS el mantenimiento del statuo quo, 
mediante el ejercicio de la violencia y la represión, para resolver las tensiones asociadas a 
demandas laborales, económicas y sociales que surgieron por parte de los colectivos 
populares. La CDV indica que “los comandantes locales de la GN prestaban servicio o 




En 1931, el Presidente Arturo Araujo intentó favorecer y dar respuesta a las demandas 
de las clases populares encausadas a través de la Federación Regional de Trabajadores (FRT). 
Dichas acciones intimidaron a la oligarquía quien terminó presionando al gobierno para 
iniciar una fuerte represión contra la FRT y el Partido Comunista Salvadoreño (PCS). Como 
consecuencia, en septiembre de ese año, la GN atacó una congregación de 200 trabajadores 
en Asuchillo, dejando como saldo 14 muertos y 24 heridos (Consalvi, 2011).  
Ante los sucesos, diversos miembros de la sociedad comenzaron a plantear la 
necesidad de una insurrección armada. La clase oligárquica propicio un golpe de estado en 
diciembre de 1931, dirigido por el General Maximiliano Hernández Martínez (MHM). El 
golpe puso en marcha una fuerte campaña represiva contra los miembros de la FRT y del 
PCS. El objetivo era debilitar al partido frente a la próxima contienda electoral, debido a que 
tenía amplias posibilidades de triunfar en los comicios. 
Finalmente, los candidatos comunistas no pudieron llegar al poder como 
consecuencia del fraude electoral que aconteció (Consalvi & Gould, 2002). La 
intensificación de las huelgas dejó centenares de víctimas, entre muertos, desaparecidos y 
torturados que habían sido apresados por los Cuerpos de Seguridad. La GN atacó a los 
manifestantes en diversos municipios del país, como es el caso de Santa Rita, departamento 
de Ahuachapán, donde murieron alrededor de 30 huelguistas y más de 50 resultaron heridos 
(Consalvi & Gould, 2002).  
Ante la frustración, miembros del PCS planearon una insurrección armada  
encabezada por Farabundo Martí, Alfonso Luna y Mario Zapata. Esta se concretó la noche 
del 22 de enero, a pesar de que los dirigentes habían sido capturados por los cuerpos 
policiales. La fuerte represión que se desencadenó por parte de las FAS y que desembocó en 
la “masacre del 32”, se justificó en la excusa de librar al pueblo de la amenaza comunista y 
del vandalismo.   
Para contrarrestar la amenaza “las unidades militares y policiales se desplegaron por 
el campo matando a campesinos indiscriminadamente” (Ching, 2011:69). En tres días las 
habían restablecido el orden público. Lo hicieron “a través de la persecución policial de los 
dirigentes y militantes del PCS, como también de los votantes (…), para ser todos fusilados” 
(Anderson, 2001:223). La orden dada por el General MHM de realizar fusilamientos en masa 
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se hizo efectiva y dejó como saldo “más de 30.000 personas muertas entre enero y marzo de 
1932” (Causas y Castillo, 1989:16).  
La represalia fue brutal y se hizo de manera indiscriminada (Fuentes, 2010). Los 
fusilamientos, las torturas y los ahorcamientos se realizaron en completa impunidad, bajo el 
auspicio del Estado de Sitio que perduró durante 13 años e implicó la suspensión de las 
garantías individuales y el control irrestricto del territorio nacional por parte del Ejército, de 
los Cuerpos de Seguridad (PN, PH, GN) y la estructura paramilitar de la Guardia Civil (GC). 
“Miles de indígenas fueron llevados por la fuerza hacia las tumbas colectivas donde fueron 
enfilados y muertos frente a los cañones del fusil de los militares, guardias nacionales y 
guardias civiles” (Martínez, 2011:77).  
Desde entonces, el objetivo de las FAS dejó de ser la defensa del país frente a las 
amenazas externas y desvió su atención hacia la defensa de las élites económicas contra sus 
enemigos internos. Los grandes terratenientes y sus socios comerciales comprendieron la 
lógica de la transacción política que habría de prevalecer por medio siglo. “Después de la 
masacre de 1932, ellos cedieron al Ejército y a los Cuerpos Policiales el control directo del 
aparato del Estado y recibieron a cambio garantías de protección” (Lindo, 2004:297).  
Dicha masacre consolidó a los militares  en el gobierno, lo cual resultó en 50 años de 
dictadura militar (Ching, 2011). “A partir de esa fecha la oligarquía en su conjunto, renunció 
al juego político para dejarlo a la tiranía militar y policial, permitiendo que ésta hiciera, en la 
medida que deseara, sus manejos imposicionistas y fraudulentos. En pocas palabras, a partir 
de 1931 el poder político pasó a manos de la Guardia Nacional y principalmente del Ejército” 
(Arias, 1976:61). 
 
3.3. Los cuerpos policiales en los regímenes militares de El Salvador 
 
Entre 1931 y 1979 se presentaron en El Salvador sucesivos regímenes militares 
caracterizados por el mantenimiento del poder a través del uso abusivo de las estructuras 
armadas, militares y policiales, logrando que éstas se instituyeran como líderes del juego 
político en el país (Quezada & Martínez, 2008; Artiaga, 2000).  
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Es posible dividir en dos etapas este período. La primera de ellas obedece a una 
“dictadura militar personalista”, referenciada varias veces como el “Martinato”, instaurada 
entre 1931 y 1944, a través de la figura del dictador MHM quien se encargó de fortalecer el 
poder militar hasta el punto de convertirlo en el aparato más fuerte del Estado. La segunda, 
“la dictadura militar institucional”, se extendió desde 1948 hasta 1979 y se caracterizó por la 
existencia de partidos políticos y la realización periódica de elecciones. No obstante, durante 
estos años “los militares permitieron cierto juego democrático, siempre y cuando ellos 
poseyeran la hegemonía del poder político” (Causas y Castillo, 1989:18). 
Tras la barbarie de 1932 las acciones colectivas y las protestas se silenciaron pero el 
descontento persistió y la insatisfacción de ciertos sectores que habían sido claves para el 
soporte de la dictadura de MHM14, alimentaron los deseos de cambio y contribuyeron a la 
planeación de una nueva insurrección armada, que en 1944 intento derrocar al dictador 
(Parkman, 2006; Cáceres, 2010). Después de dos días de enfrentamientos la insurrección fue 
desarticulada y varios de sus incitadores terminaron capturados o “literalmente masacrados” 
por las fuerzas del Estado que habían permanecido fieles al régimen (Castro, 2000).  
La GN y la PN fueron indispensables para contrarrestar el intento de golpe, pues 
fueron fieles y disciplinados ante al escalafón jerárquico establecido por MHM y “aseguraron 
la eficaz ejecución de sus políticas represivas en el campo y en las ciudades (…), jugando un 
papel decisivo en el desenlace final de la insurrección” (Cáceres, 2010:80). Es importante 
destacar que tan solo un oficial de la GN hizo parte de los complotados (Teniente Julio 
Adalberto Rivera). 
Las manifestaciones no se hicieron esperar y en mayo de 1944 se dio inicio a “La 
Huelga de los Brazos Caídos”, en la que participaron amplios sectores de la sociedad. La 
represión persistió, pero el apoyo masivo obtenido por el movimiento popular limitó el 
impacto de su accionar. Uno de los crímenes perpetrados por los miembros de los Cuerpos 
de Seguridad fue el que aconteció “el 7 de mayo cuando un policía nacional asesinó al joven 
estudiante, José Wright Alcaine, hijo de un inmigrante estadounidense” (Quezada & 
                                                          
14 El autoritarismo que caracterizó el período del “Martinato” se fundamentó en que el dictador concentraba el poder y establecía tanto 
prebendas como sanciones a los miembros de la FAS, generando un grupo de militares resentidos que discrepaban de sus decisiones y 
de la aplicación de la legislación que penalizaba con la muerte cualquier caso de insubordinación. Para profundizar al respecto consultar 
el capítulo 3 del libro de Parkman (2006).  
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Martínez, 2008:32), lo que desencadenó en la pérdida del apoyo diplomático que EE UU 
había ofrecido al gobierno salvadoreño y en la posterior renuncia de MHM.  
La Junta de Gobierno conformada tras las renuncia de MHM convocó a elecciones y 
el movimiento popular esperaba la elección de Arturo Romero como presidente. Sin 
embargo, se llevó a cabo un nuevo golpe militar en cabeza del Director General de la PN, 
Coronel Osmín Aguirre y Salinas. Desde entonces inició en El Salvador una nueva etapa, 
caracterizada por la inestabilidad política, la sistemática movilización social, los constantes 
golpes de estado y la realización de elecciones que declararon siempre como ganadores a 
candidatos militares (González, 1999:45). Además, se instauró un gobierno de mano dura 
basado en campañas represivas por parte de los cuerpos militares y policiales en contra de 
los grupos opositores y de los sindicatos, principalmente de los que hacían parte de la Unidad 
Nacional de Trabajadores (UNT).  
Después de varios gobiernos militares, entre 1962 y 1967 fuera elegido Presidente el 
Coronel Julio Adalberto Rivera, quien había sido oficial de la GN en 1944. Bajo su gobierno, 
el General José Adalberto Medrano quien se desempeñó primero como jefe de inteligencia y 
luego como director de la GN, creó la Organización Democrática Nacionalista (ORDEN) y 
la Agencia Nacional de Seguridad Salvadoreña (ANSESAL), estructuras paramilitares 
orientadas a la represión de los movimientos sociales. ORDEN se encargaba de observar, 
vigilar, capturar y asesinar, junto a los efectivos de la GN, a los campesinos salvadoreños” 
(Armstrong, 1982:29). 
Las esperanzas del movimiento social de llegar al poder a través de la vía democrática 
se vieron frustradas por sucesivos fraudes electorales que estuvieron acompañados de 
mayores dosis de represión hacía opositores, sindicalistas y estudiantes. Los cuerpos de 
seguridad llegaron a encarcelar y a torturar al candidato de la oposición José Napoleón Duarte 
del partido Unidad Nacional Opositora (UNO). Así mismo, “el 19 de julio de 1972, la 
Universidad de El Salvador fue atacada por tanques, aviones y artillería; ochocientas 
personas fueron arrestadas por miembros de los cuerpos de seguridad; quince personas 
incluyendo al Rector y al Decano de Ciencias y Humanidades fueron encarceladas y enviadas 
a un exilio forzado” (Lungo, 1987:66). 
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En 1974, la Universidad fue reabierta bajo un fuerte esquema de custodia policial al 
mando de un cuerpo de vigilantes policiacos denominado por los estudiantes “los grises”, 
conformado por miembros de la PN y de la GN, quienes vigilaban y reprimían a los 
estudiantes (Quezada & Martínez, 2008). Los enfrentamientos armados entre los policías y 
grupos estudiantiles organizados fueron constantes y dejaron como saldo un número 
indeterminado de capturados, desaparecidos y asesinados. Además, dicho movimiento fue 
atacado por el Ejército y la GN en julio de 1975, cuando realizaban una manifestación 
estudiantil pacífica en San Salvador, dejando como “resultado unos doce estudiantes muertos 
y decenas de heridos y desaparecidos” (Quezada & Martínez, 2008:47). 
En 1977, mediante un nuevo fraude electoral, la dictadura militar impuso como 
presidente al General Carlos Humberto Romero, acusado de haber ordenado la masacre de 
los estudiantes en julio de 1975. La oposición convocó a una protesta nacional que fue 
acatada por cientos de salvadoreños que se concentraron en la Plaza la Libertad de San 
Salvador. La manifestación se tradujo en una nueva masacre perpetrada por el Ejército, la 
GN, la PN y la PH, quienes “habían montado un cerco a los manifestantes para evitar que 
alguien se escapara. Las víctimas se contaron por cientos” (Quezada & Martínez, 2008:57). 
Las protestas y los asesinatos masivos y selectivos continuaron. En 1978 la Policía 
Universitaria asesinó al decano de Ciencias Económicas de la Universidad de El Salvador, 
Carlos Alberto Rodríguez, y reprimió constantemente las diversas manifestaciones que se 
continuaron realizando, dejando como saldo victimas dentro de las que se encontraban 
estudiantes, profesores, obreros y campesinos. En 1979, el Ejército y la GN asesinaron a 
cuatro dirigentes campesinos de la Federación de Trabajadores del Campo (FTC). El 
descontento dio paso a una ola de protestas que llevó, en octubre de 1979, a un golpe de 
estado propinado por civiles y militares progresistas que puso fin al período de gobierno 
militar y representó el inicio de una nueva época de luchas y confrontaciones. 
Durante el preludio de la guerra, la izquierda salvadoreña demostró que había 
alcanzado niveles increíbles de organización a través de una manifestación multitudinaria 
llevada a cabo en San Salvador. Ello desembocó en una nueva masacre donde Guardias 
Nacionales dispararon indiscriminadamente contra la población, dejando un número elevado 
de muertos y heridos. Al día siguiente, varios manifestantes se refugiaron en la Universidad 
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de El Salvador, donde fueron acordonados por un cerco de la FAS. Los enfrentamientos se 
extendieron durante varias horas, elevando el número de víctimas y capturas realizadas por 
los cuerpos policiales. Muchos de los capturados fueron asesinados o desaparecidos. Durante 
el sepelio de Monseñor Oscar Romero, reconocido defensor de los derechos humanos y 
crítico incansable de la violencia, la injusticia y la represión gubernamental, el Ejército y los 
CS ametrallaron indiscriminadamente a cerca de 50.000 personas (ONU, 1993).  
La represión fue terrorífica. En la antesala del conflicto se estima que se presentaron 
alrededor de 9.000 muertes políticas. El incremento de las masacres, las capturas, los 
desaparecidos y las muertes selectivas estuvieron a cargo del “Ejército, los cuerpos de 
seguridad y los escuadrones de la muerte, apoyados y financiados por el estado mayor del 
Ejército y por influyentes familias burguesas” (Quezada & Martínez, 2008:57).  
La represión del movimiento estudiantil desembocó en una nueva toma militar del 
claustro académico que duró casi 11 meses y estuvo liderada por la GN con apoyo de 
estructuras paramilitares. “La Guardia Nacional fue la responsable de la ocupación, convirtió 
las instalaciones universitarias en un cuartel de operaciones y torturas de los escuadrones de 
la muerte” (Quezada & Martínez, 2008:82). Paralelo a ello, los cuerpos policiales 
acompañaron las acciones represivas en diversas regiones del país.  
En este sentido la GH, la PH y la PN jugaron un papel fundamental en la captura de 
los presos políticos. El número de capturas de activistas de movimientos sindicales y 
estudiantiles se incrementaron de manera significativa durante los primeros años de la década 
de los 80. Los presos políticos fueron constantemente torturados por los cuerpos de seguridad 
del Estado y un número considerable de ellos desaparecieron.  
 
3.4. Doce años de guerra civil. Entre la impunidad y la represión 
 
El Salvador enfrentó durante 12 años (1980-1992), un conflicto armado interno en el 
que el gobierno salvadoreño luchaba contra el grupo guerrillero conocido como Frente 
Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN). Durante este tiempo “el terror, la 
desconfianza, las masacres, las desapariciones selectivas e indiscriminadas, las detenciones 
90 
 
arbitrarias, los asesinatos de dirigentes políticos y los ataques contra entidades protectoras de 
Derechos Humanos, se convirtieron en prácticas comunes por parte del Ejército y los cuerpos 
policiales” (Bonilla, 2012: 218). 
Durante el conflicto las operaciones contra-insurgentes afectaron fuertemente a la 
población civil de las zonas con presencia de insurgencia, pues eran vistos como objetivos 
legítimos de ataque. Entre 1980 y 1991, la CV registró más de 22.000 hechos graves de 
violencia ocurridos en El Salvador. El 60% de las denuncias recibidas correspondieron a 
ejecuciones extrajudiciales; 25% a desapariciones forzadas y; 20% a torturas15.  
Según los testigos, los responsables de estas acciones fueron principalmente los 
agentes del estado, los paramilitares y los escuadrones de la muerte. “Los efectivos de la 
Fuerza Armada fueron acusados en casi el 60% de las denuncias; los miembros de los cuerpos 
de seguridad en aproximadamente el 25%; los miembros de escoltas militares y la Defensa 
Civil en aproximadamente el 20%; los escuadrones de la muerte en más de 10% y; el FMLN 
en el 5% de los casos” (ONU, 1993:45). Tras realizar una revisión minuciosa del informe de 
la CV se evidenció que los cuerpos de seguridad arremetieron violentamente contra la 
población civil en 16 casos detalladamente descritos (Cuadro 10). 
Lo  anterior permite extraer varias conclusiones respecto al accionar policial durante 
éste período: 1) la GN, la PN y la PH fueron responsables de detenciones, torturas y 
desapariciones forzadas; 2) los CS atacaron indiscriminadamente diversas manifestaciones 
populares dejando como saldo cientos de muertos y heridos; 3) los CS algunas veces 
realizaron sus operaciones violentas de manera individual y otras veces lo hicieron de manera 
conjunta con miembros del Ejército o con miembros de los Escuadrones de la Muerte; 4) la 
GN, la PH, y la PN fueron partícipes de masacres que se desarrollaron dentro del marco de 
las operaciones contra-insurgentes; 5) los altos mandos de los CS encubrieron a los 
responsables de dichas acciones violentas y obstruyeron las investigaciones que se pusieron 
                                                          
15 Dentro de  las acciones  violentas  cometidas  por las  FAS  durante  este  período  se  encuentra la  masacre  del  Río Sumpul; las  
ejecuciones extrajudiciales  de  empleados  del  Instituto  Salvadoreño de  Transformación  Agraria  (ISTA)  y  de  miembros  de  la  
Cooperativa  San Francisco Guajoyo; el asesinato de Félix Antonio Ulloa (Rector de la Universidad de El Salvador); el asesinato de los seis 
miembros del Comité Ejecutivo del Frente Democrático Revolucionario (FDR); la muerte de dos norteamericanos del Instituto 
Norteamericano para el Desarrollo del Sindicalismo Libre; la violación y posterior masacre de cuatro monjas norteamericanas a manos 
de miembros de la GN; la masacre  de  Junquillo;  la  masacre  del  Mozote;  la  masacre  de  El  Calabozo;  la  Masacre  de  las  Hojas;  la  




en marcha; 6) miembros de la PN, la GN y la PH fueron procesados y condenados 
posteriormente por sus crímenes pero fueron dejados en libertad en la amnistía de 1987. 
Ante semejante legado histórico no es de extrañar que la legitimidad de las 
instituciones de seguridad fuera altamente cuestionada y que los ciudadanos no reconocieran 
en sus cuerpos de seguridad, organizaciones respetuosas y defensoras de sus derechos. Ello 
explica, en parte, que una guerrilla de corte marxista como el FMLN, en medio de un contexto 
socioeconómico adverso, tuviera como objetivo fundamental de la negociación de paz con el 
gobierno, poner en marcha reformas estructurales que limitaran el poder y controlaran el 





Cuadro 10.  Acciones perpetradas por los Cuerpos de Seguridad. El Salvador, 1980-1991 
FECHA VÍCTIMAS INSTITUCIÓN/LUGAR ACCIÓN  RESPONSABLE PÁG 
22/01/1980 Francisco Arnulfo Ventura José Humberto Mejía Universidad de El Salvador Captura y desaparición GN 105 
22/01/1980 Entre 20 y 50 muertos 
Centenares de heridos 
Sindicalistas, activistas y población civil. 
Multitudinaria de la Coordinadora 
Revolucionaria de Masas 
Ataque manifestación GN 20 
23/02/1980 Mario Zamora Ríos Procuraduría General de la República Asesinato Cuerpos de seguridad y Escuadrones de la Muerte 147 
14/05/1980 300 personas muertas y cientos de heridos Rio Sumpul Masacre GN, ORDEN y Destacamento Militar N°1 125 
29/05/1980 12 muertos 2 del ISTA.  
10 de la CSFG 
Captura y asesinato PN, GN, PH y Segunda Brigada de Infantería del 
Ejército 
51 
16/06/1980 Jorge Eduardo Chan Chan Jiménez Sindicato ANDA Asesinato GN 112 
26/06/1980 Entre 22 y 40 estudiantes muertos y casi una 
centena de heridos 
Ataque a la Universidad Nacional Masacre GN y Ejército 21 
03/10/1980  María Magdalena Enríquez CDHES-NG Secuestro y Asesinato PN  
27/11/1980 Enrique Álvarez Córdova, Juan Chacón, Enrique 
Escobar Barrera, Manuel de Jesús Franco Ramírez, 
Humberto Mendoza y Doroteo Hernández 
Comité Ejecutivo del Frente Democrático 
Revolucionario 
Secuestros, torturas y 
asesinatos 
La PH, la PN, la GN. Se presume la participación de 
algunos militares y de los escuadrones de la muerte 
58 
02/12/1980 Ita Ford, Maura Clarke, Dorothy Kazel y Jean 
Donovan   
Religiosas norteamericanas Violación y asesinato GN 29 y 60 
03/01/1981 José Rodolfo Viera Vizama 
Michelle Hammer 




Asesinatos GN 151 
08/1982 América Perdomo CDHES-NG Desaparición PH  
29/11/1986 Miguel ángel Rivas Hernández  Captura y desaparición Fuerza Aérea y GN 107 
18/09/1989 64 Sindicalistas FENASTRAS Captura y tortura  PN 97 
19/09/1989 Julia Tania Mendoza Aguirre FENASTRAS Captura, tortura y 
violación 
PN 97 
10/09/1990 Begoña García Arandigoyen Médico española  Asesinato La PN contribuyó a encubrir los hechos 93 
Elaboración propia con base en Informe de la Comisión de la Verdad, 1992
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3.5. Acuerdo de Paz y  surgimiento de la PNC 
 
Tras doce años de guerra civil y varios intentos fallidos de negociación, finalmente el 
gobierno del partido Alianza Republicana Nacionalista (ARENA), en cabeza de Alfredo 
Cristiani firmó en Chapultepec, México, un Acuerdo de Paz con el FMLN en enero de 1992. 
La principal apuesta de este pacto de paz fue impulsar un proceso de democratización en el 
país, que tuviera como eje la defensa de los derechos humanos y reconciliación del pueblo 
salvadoreño.  
Los acercamientos iniciados en 1989 sostuvieron que la instauración de la democracia 
en El Salvador solo era posible mediante la depuración y la reducción de las FAS, la 
desaparición de los CS y la reestructuración del esquema de seguridad pública. El objetivo 
era subordinar las instituciones al control civil y romper con el fuerte legado de militarización 
que los caracterizó a lo largo del siglo XX. Para alcanzar la paz era “indispensable disolver 
los CS comprometidos y curtidos hasta el tuétano con la violación de los derechos humanos 
y el genocidio y crear un solo cuerpo profesional de la policía civil apartándola totalmente 
de la autoridad militar” (FMLN, 1989:8).  
En  abril de 1991, dentro del marco del Acuerdo de Ciudad de México, se comenzó a 
contemplar la reforma policial y, en medio de las pugnas de poder, se realizó el diseño de la 
nueva institución central de la seguridad pública del país: la Policía Nacional Civil (PNC), 
encargada de “proteger y garantizar el libre ejercicio de los derechos y libertades de las 
personas, prevenir y combatir toda clase de delitos, mantener la paz interna, la tranquilidad, 
el orden y la seguridad pública tanto en el ámbito urbano como en el rural, con estricto apego 
a los derechos humanos” (Ley Orgánica de la PNC, Art. 1).  
Los APC establecieron los fundamentos básicos para su creación; instauraron los 
principios elementales de su doctrina; indicaron cómo sería su estructura funcional y 
territorial; señalaron las características de su personal y; determinaron el régimen jurídico y 
transitorio que facilitaría su consolidación (Ver Anexos). De igual forma, definieron las 
competencias y objetivos perseguidos por la Academia Nacional de Seguridad Pública 




Para la conformación de la PNC se contó con la vigilancia y la cooperación 
internacional de la ONU y de la Comisión para la Paz (COPAZ), quienes se establecieron 
como mecanismos de control y establecieron los criterios y procedimientos de admisión del 
personal que integraría al nuevo cuerpo policial, así como su régimen transitorio. 
En cuanto a los principios doctrinarios de la PNC, definidos en coherencia con el 
sistema democrático, se determinó que sus miembros estarían obligados a actuar dentro de 
parámetros de estricto respeto por la ley y los derechos humanos, defendiendo la dignidad 
humana y el ejercicio de los derechos y libertades de todas las personas que se encontraran 
en territorio salvadoreño. Para ello, era indispensable que las acciones policiales se alejaran 
y rechazaran rotundamente cualquier acto de tortura como mecanismo de presión para 
alcanzar determinado fin.  
La imposibilidad de utilizar estos recursos, inhumanos y degradantes, no podría ser 
objetada en ningún caso, ni por la declaración por parte del gobierno de medidas 
excepcionales, ni mucho menos por órdenes de mandos superiores. En este último caso, los 
policías estarían en la obligación de rehusarse y denunciar procedimientos direccionados por 
la estructura jerárquica, que estuvieran en contravía con los principios doctrinarios de la 
institución y de la Constitución salvadoreña, al promover la comisión de hechos punibles. 
La nueva doctrina buscó evitar al máximo la proliferación de acciones policiales 
arbitrarias y represivas contra determinados colectivos sociales que ejercieran pacíficamente, 
a través de la acción colectiva, sus derechos políticos. Para ello, se establecieron límites y 
controles a la utilización de medios violentos en la resolución de conflictos, condenando el 
uso de la fuerza para disolver manifestaciones sociales u obstruir los derechos a la libre 
asociación y expresión, dado que éstos resultan elementales para el ejercicio de la ciudadanía 
en democracia y debían, ante todo, ser protegidos y garantizados por la PNC.   
Al respecto se indicó que cuando fuese estrictamente indispensable intervenir en la 
disolución de dichas manifestaciones, las medidas policiales debían agotar previamente todas 
las posibilidades de mantener el orden a través de mecanismos pacíficos de intervención, 
utilizando los medios menos peligrosos posibles y absteniéndose al máximo de emplear las 
armas de fuego, las cuales solo podrían usarse cuando los manifestantes incurrieran en 
acciones violentas y los mecanismos alternativos hubiesen sido infructuosos. 
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La doctrina de la PNC comprometió a los nuevos policías con el combate de la 
corrupción; perfiló sus acciones hacía la prestación de un servicio público alejado de 
cualquier consideración política, ideológica, posición social u otro factor promotor de  
discriminación y; estableció obligaciones para que sus efectivos pudiesen informar a sus 
superiores o a cualquier organismo de control, sobre hechos que presuntamente promovieran 
la violación de los principios doctrinarios de la institución. Finalmente, se indicó que la PNC 
sería un cuerpo profesional independiente de la Fuerza Armada y ajeno a toda actividad 
partidista.  
Para lograr que “la PNC no fuera solo un nuevo cuerpo policial en términos 
doctrinarios, sino también en organización, personal y formación” (Costa, 1999:118), los 
APC indicaron que se crearía la ANSP como institución autónoma, adscrita Ministerio del 
Interior y Seguridad Pública, bajo la dirección del Viceministerio de Seguridad Pública. La 
Academia estaría encargada de seleccionar el personal, evaluarlo e impartir los cursos de 
formación básica, intermedia, superior y especializada para los nuevos policías, focalizando 
sus esfuerzos en la instrucción en técnicas policiales modernas y en el desarrollo de un perfil 
cívico, respetuoso de los derechos humanos y con vocación de servicio público.  
Para ello, el Consejo Académico de la ANSP debería realizar una rigurosa selección 
del plantel docente que apoyaría sus funciones, promoviendo que éste estuviera integrado 
por profesionales con posiciones políticas pluralistas y evitando que existiese predominio 
ideológico de una tendencia que desembocara en comportamientos discriminatorios. Así 
mismo, se indicó que la colaboración internacional sería clave a lo largo de dicho proceso. 
En cuanto a los requerimientos de ingreso a la PNC, los APC hicieron hincapié en 
que no era necesario que los aspirantes contaran con trayectoria policial y experiencia en el 
manejo de armas. Por el contrario, virtudes como la vocación de servicio y trabajo 
comunitario; las habilidades para desarrollar relaciones humanas respetuosas; la madurez 
emocional; la aprobación de los exámenes físicos, médicos, culturales y psicotécnicos; así 
como no tener antecedentes penales, debían ser evaluados de manera rigurosa en las pruebas 
de ingreso y  selección de personal.  
Los APC establecieron que el personal que integraría la PNC podría ser de nivel 
básico (agente, cabo y sargento); ejecutivo (subinspector, inspector e inspector jefe); superior 
96 
 
(subcomisionado, comisionado y comisionado general). Para cada nivel se determinaron 
requisitos de admisión distintos por parte de la ANSP. En el caso del nivel básico era 
necesario contar, mínimo, con nueve años de escolaridad; para el ejecutivo, con tres años de 
formación universitaria y; para el superior debía poseerse un título universitario. Dichas 
exigencias pretendían garantizar mayores niveles culturales y académicos en el nuevo cuerpo 
policial. 
En materia de promoción y ascenso los APC indicaron que los candidatos debían: 1) 
aprobar los cursos establecidos por la ANSP; 2) esperar a que se abrieran los concursos y; 3) 
cumplir con las exigencias específicas de cada categoría. La antigüedad se instituyó como 
criterio clave, puesto que para el nivel básico se requerían dos años y para los niveles 
ejecutivo y superior tres años. Del total de cupos disponibles para ingresar a los niveles 
ejecutivo y superior solo la mitad podían ser destinados a personal de la PNC y los restantes 
a personal externo, lo cual implicaba que "los mandos policiales competirían por los ascensos 
con personal ajeno al cuerpo, lo que los obligaría a mantener un espíritu de superación 
permanente y a no descuidar su preparación intelectual y académica. Además, permitiría 
fortalecer la PNC con elementos nuevos, provenientes del mundo civil, y asegurar que sólo 
los mejores llegarán a desempeñar las funciones de mayor responsabilidad” (Costa, 
1999:123).  
Con el objetivo de hacer atractiva la vinculación a la PNC, se determinó que la carrera 
policial sería profesional y sus efectivos no estarían sometidos a condiciones de 
acuartelamiento, gozarían de estabilidad en el empleo y contarían con un salario digno de 
acuerdo a su rango y antigüedad.  En este sentido, se hacía evidente la intención de promover 
la incorporación de personal que no hubiese participado directamente en el conflicto armado, 
teniendo cuidado de no incurrir en discriminación de los excombatientes del FMLN ni de los 
miembros de la PN que quisieran vincularse.  
La vinculación de miembros de los antiguos cuerpos policiales, específicamente de la 
PN, se daría en la medida en que éstos cumplieran con los requisitos de admisión y aprobaran 
las respectivas evaluaciones que serían aplicadas por el Director General, bajo la supervisión 
del COPAZ y de la ONU. Por su parte, los ex combatientes del FMLN debían cumplir con 
los requisitos establecidos por el COPAZ, y la ONU verificaría que hubiesen realmente 
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abandonado la lucha armada para poder incorporarse al nuevo cuerpo. La ventaja 
fundamental de la que gozarían todos los miembros de la PNC radicaba en que serían 
reconocidos como civiles, evitando los sesgos discriminatorios al interior de la Academia. 
En cuanto a la estructura funcional y territorial se ratificó la subordinación de la PNC 
a autoridades civiles que gozarían de facultades en materia de organización, conducción, 
mantenimiento y control del cuerpo policial. En este sentido, se estableció como máxima 
autoridad al Presidente de la República encargado, entre otras cosas, de definir el número de 
efectivos y designar al Director General. Por su parte, la Asamblea Legislativa quedó 
facultada para destituir al Director en caso de que éste promoviera o tolerara acciones 
policiales que vulneraran los DD.HH.  
Se estableció que la PNC estaría adscrita al Ministerio del Interior y Seguridad 
Pública, el cual surgiría de la reestructuración del Ministerio del Interior que daría lugar a la 
creación del Viceministerio de Seguridad Pública encargado de conducir a la Policía y a la 
ANSP, así como de velar por la coordinación operativa y doctrinaria de ambas instituciones. 
El Ministro del Interior y Seguridad Pública, el Viceministro de Seguridad Pública, el 
Inspector General, el Director General de la Policía, los Subdirectores Generales, los Jefes 
de División y los Jefes de las Delegaciones Departamentales, fueron también reconocidos 
como autoridades civiles de la PNC. 
La estructura orgánica de la PNC estaría compuesta por una Dirección General y dos 
Subdirecciones, una Operativa y una de Gestión. A la Subdirección Operativa estarían 
adscritas las Delegaciones Departamentales así como las Divisiones Funcionales y, a la 
Subdirección de Gestión, estarían adscritas las divisiones encargadas de asuntos 
administrativos. Dicha estructura evidencia la gran centralización funcional con la que nació 
la PNC, pues la unidad Operativa tenía bajo su responsabilidad 14 jefaturas departamentales 
y una metropolitana, así como siete Divisiones Funcionales, que posteriormente con las 
recomendaciones del COPAZ terminaron convirtiéndose en 9 (Gráfico 2).  
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Gráfico 2.  Estructura Orgánica de la PNC establecida en los APC 
 
 
Fuente: Elaboración propia con base en Capítulo II Acuerdos de Paz de Chapultepec.
99 
 
Para el fortalecimiento de los mecanismos de control interno encargados de 
supervisar y corregir los problemas disciplinarios y las fallas en la calidad del servicio 
policial, se determinó la creación de la Inspectoría General integrada por la unidad de control, 
la unidad disciplinaria y la unidad penal. El Inspector sería un mando policial nombrado por 
el Director General de la Policía, con la aprobación del Fiscal General de la República y del 
Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos16.  
Los APC establecieron los lineamientos generales del régimen transitorio, destacando 
la necesidad de iniciar el proceso de selección y formación de los nuevos miembros de la 
PNC, para promover su despliegue territorial de manera progresiva en el menor tiempo 
posible. Mientras ello sucedía, la PN seguiría operando en pos de la seguridad pública, con 
el apoyo y la supervisión de la cooperación internacional y; a medida que la ANSP certificara 
a los nuevos policías, éstos remplazarían a la antigua fuerza de acuerdo a las prioridades y el 
orden establecido por el Director General. 
Los cursos de formación policial definidos en los APC, que tuvieron como base las 
recomendaciones de la Misión Rodés, contemplaron un periodo de formación para los 
agentes de 6 meses y para los oficiales de 1 año. De esta manera, la ANSP podría graduar 
330 agentes de policía cada mes, a partir del séptimo mes de iniciados los cursos. En 
consecuencia, se proyectaba que, tras 21 meses, la PN fuese remplazada completamente17 y 
que el tamaño definitivo de la PNC, de 10.000 efectivos en el nivel básico y 500 en el nivel 
ejecutivo y superior, se alcanzara en el plazo máximo de 5 años, evitando que dentro de ella 
el número de excombatientes del FMLN superara el número de ex miembros de la PN,  
mediante la labor fiscalizadora del COPAZ. 
Mientras se cumplían los tiempos requeridos los primeros cuadros directivos y 
ejecutivos serían nombrados de manera provisional por el Director General y éstos estarían 
bajo la supervisión de asesores policiales definidos por la ONU. En éste sentido, la 
                                                          
16 Tras la revisión hecha por COPAZ lo que quedó estipulado en la Ley Orgánica de la Policía en cuanto a la estructura de los mecanismos 
de control cambió radicalmente, pues señalaron que éstos no debían centralizarse sino que, por el contrario, la Inspectoría General debía 
estar separada de la unidad de control y de la unidad disciplinaria, con el objetivo de que dejaran de depender todas de un solo mando, 
el Director General. Así mismo, se modificó el criterio de designación, pues el Inspector sería nombrado por el Ministro del ramo y los 
jefes de las otras dos unidades se designarían por decisión del Director General de la PNC.  
17 Es importante señalar que las cifras y los tiempos anteriormente señalados son los que se encuentran en el documento final de los APC 
(Capítulo II, 7). No obstante, diversos autores señalan que los plazos para que la PNC pudiera remplazar a la PN serían mínimo de 2 años 
y medio, pues lograr la transición en un menor tiempo “hubiera demandado de un local más amplio y más profesores, lo cual no era 
posible en el país” (Costa, 1999:125). 
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participación internacional como garante del proceso fue clave, pues redujo los temores de 
los combatientes del FMLN a desmovilizarse mientras uno de los cuerpos de seguridad, la 
PN, seguía contando con el monopolio de la fuerza y operando, en términos estructurales, de 
manera exacta a como lo habían hecho durante los años del conflicto armado.  
En cuanto a las autoridades máximas de la PNC, los APC establecieron que durante 
la transición ésta no quedaría adscrita a ningún Ministerio y que como su Director ejercería 
el Presidente de la República, quien debía nombrar temporalmente a un Coordinador que 
gozara de la aceptación y tuviera el respaldo de las partes negociadoras, el cual se encargaría 
de establecer el mecanismo de información y comunicación con el COPAZ, facilitando las 
labores de supervisión y acompañamiento nacional e internacional del proceso. Durante la 
transición, los primeros Directores de la PNC, de las subdivisiones operativas y de gestión, 
de las Jefaturas Departamentales y de la ANSP, serían definidos por el Presidente de la 
República de ternas presentadas por el COPAZ, garantizando el perfil civil y el pluralismo 
ideológico.  
La intervención internacional también ayudó a menguar las tensiones en cuanto al 
despliegue policial y la asignación de las jefaturas en las zonas conflictivas del país que 
habían estado bajo la influencia del FMLN, pues contribuyó a que las partes superaran el 
impase, cediendo en el establecimiento de un régimen especial transitorio que sería definido 
por el Director General, el cual contaría con el apoyo de ONUSAL y descartaría de facto la 
presencia exclusiva de una sola fuerza en dichos territorios, con el objetivo de promover la 
reconciliación mediante el establecimiento de unidades policiales integradas. 
Finalmente, dadas las preocupaciones del FMLN en torno a los requisitos de 
escolaridad definidos para el ingreso a la ANSP, que se soportaban en el hecho de que la 
mayoría de sus militantes no podrían cumplirlos debido a las implicaciones del conflicto, se 
estableció un régimen transitorio que indicó que quienes se encontraran es esa situación 
podrían acceder a la Academia con la aprobación de un examen de aptitud y suficiencia que 
determinara su capacidad de cursar de manera satisfactoria los programas de formación 
policial. Además, para facilitar la aprobación de dicho examen se pondrían en marcha cursos 
de nivelación promovidos por la ANSP, los cuales contarían con el apoyo del Ministerio de 
Educación y de las Universidades del país. 
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La reforma policial diseñada en El Salvador superó finalmente la fuerte resistencia de 
la Fuerza Armada, del partido de Gobierno y de los sectores interesados en el mantenimiento 
del statu quo, pues su objetivo ambicioso de establecer una policía profesional y funcional 
para la democracia y para la paz, lesionaba sus poderosos intereses y privilegios. Sin 
embargo, no podemos obviar que el rol histórico desempeñado por las policías en el país, 
implicaría la estigmatización lógica de la sociedad frente al cuerpo de seguridad y que, por 
tanto, la confianza y el respeto de los ciudadanos frente a la PNC estaría, durante el período 
de transición, condicionada por la calidad de la implementación de las ambiciosas reformas 
impulsadas en el marco de los acuerdos. 
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CAPÍTULO 4. VARIABLE DEPENDIENTE: DESEMPEÑO POLICIAL 
DEMOCRÁTICO EN EL SALVADOR  
 
 
 Este capítulo pretende, a la luz de los avances teóricos desarrollados en torno a los 
cuerpos policiales en democracia y del método de medición del desempeño policial propuesto 
en el apartado metodológico, responder el siguiente interrogante: ¿cómo ha evolucionado el 
desempeño democrático de la Policía Nacional Civil (PNC) de El Salvador durante el periodo 
comprendido entre 2002 y 2013? 
Para ello, el capítulo describe en primer lugar la evolución que presentó la 
efectividad del desempeño de la PNC en El Salvador entre 2002 y 2013. En segundo lugar, 
referencia las características que durante el mismo periodo de tiempo presentaron las 
prácticas policiales del cuerpo de seguridad. En tercer lugar, hace alusión a los niveles de 
legitimidad de la PNC durante la etapa de transición política. Finalmente, presenta los 
resultados del Índice de Desempeño Policial Democrático (IDPD), analizando su coherencia 
y funcionalidad para la consolidación democrática en el país 
 
4.1. Efectividad policial en El Salvador 2002-2013 
 
La firma de los Acuerdos de Paz, si bien representó el fin de la violencia política 
“no se tradujo en condiciones reales de paz ciudadana para los salvadoreños como 
consecuencia del incremento de la violencia de tipo delincuencial18,  que llevaron al país a 
padecer una tasa de homicidios endémica con picos realmente alarmantes a lo largo del siglo 
XXI”19 (Bonilla, 2015a:67). Según el Informe de Desarrollo Humano (IDH) 2013-2014 en 
América Latina, la región más peligrosa del mundo, la violencia, el crimen y la inseguridad 
                                                          
18 No es objeto de este capítulo evaluar las causas del incremento de la inseguridad en El Salvador. Sin embargo, para profundizar al 
respecto se recomienda consultar a: Cruz, González, Romano & Sistis, 1996; Guerrero 1997; Cruz & Portillo, 1998; Smutt & Miranda 1998; 
Santacruz & Concha 2001; Cruz & Carranza, 2001; Cruz, 2004; Aguilar & Miranda 2005; Santacruz, 2005; Carranza, 2004, 2005; FESPAD 
2006; Aguilar 2004, 2006, 2008; Aguilera, 2006; Molina, 2008; PNUD 2009; Baby, Compagnon & González 2009; PNUD 2013. 
 
19 Los indicadores de homicidios del país indican que las víctimas del siglo XXI superan significativamente las tasas registradas durante el 




se han establecido como desafíos principales20 debido a que gran parte de los países registran 
tasas de homicidios elevadísimas, al punto de ser clasificadas por la Organización Mundial 
de la Salud (OMS) como epidémicas 21 .  
Dentro de dicho contexto, El Salvador se constituye como uno de los casos más 
alarmantes debido a que presenta tasas medias superiores a 30 homicidios por cada 100.000 
habitantes (Mapa 1), lo cual genera fuertes presiones, tanto sociales como gubernamentales, 
sobre la PNC en torno a su capacidad para controlar, prevenir y reprimir el delito y el crimen; 
así como sobre los métodos que el Estado y la institución implementan con miras a revertir 
la tendencia alcista de los indicadores de inseguridad. 
Mapa 1. Tasa de homicidios por cada 100.000 habitantes en América Latina 
 
Fuente: PNUD 2013:46 
Observando la evolución de la tasa de homicidios por cada 100.000 habitantes en El 
Salvador entre 2002 y 2013, se evidencia en términos generales una tendencia alcista 
estimulada por el comportamiento del indicador principalmente en los períodos 2002-2006, 
                                                          
20 “Entre 2000 y 2010 la tasa de homicidios de la región creció 11%, mientras que en la  mayoría de las regiones del mundo descendió o 
se estabilizó. En una década han muerto más de 1 millón de personas en Latinoamérica y el Caribe por causa de la violencia criminal. 
Por otra parte (…) los robos se han casi triplicado en los últimos 25 años. Y, en un día típico, en América Latina 460 personas sufren las 
consecuencias de la violencia sexual; la mayoría son mujeres” (PNUD, 2013:5). 
21 Categoría que aplica a una tasa de homicidios mayor a 10 homicidios por cada 100.000 habitantes. 
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2008-2009 y 2010-2011 (la tasa pasó de 30,8 homicidios en 2002 a 70,3 en 2011). Por el 
contrario, el número de homicidios perpetrados en el país revirtió su tendencia alcista durante 
los periodos 2006-2008, 2009-2010 y 2011-2013, hasta ubicarse en 39,7 homicidios por cada 
100.000 habitantes en el año 2013, reduciendo de manera rápida y drástica el número de 
víctimas de este flagelo (Gráfico 3). Sin embargo, pese a los  mejores resultados observados 
en los últimos dos años, los costos económicos y sociales continuaron siendo elevadísimos 
para El Salvador, sobre todo si se tiene en cuenta que en promedio entre 2010 y 2012, el 
87,5% de las víctimas fueron hombres menores de 30 años (PNUD, 2013). 
Gráfico 3.  Evolución tasa de homicidios por cada 100.000 habitantes. El Salvador, 2002-2013 
 
Elaboración propia con base en datos de la mesa tripartita IML, PNC y FGR. (2003-2013) y Carcach, 2008 (1995-2002). 
 
Si se analiza la distribución espacial de la tasa de homicidios, es posible identificar 
su aumento generalizado en casi todos los departamentos del país durante el periodo 2005-
2011. Así mismo, las asimetrías en la intensidad del delito son relevantes en la medida en 
que los departamentos de Santa Ana, Sonsonate y San Salvador, que tradicionalmente 
ostentaban las tasas más altas, continuaron influyendo significativamente en el indicador 
durante éste período, lo cual contrasta con las tasas de homicidios registradas en Morazán, 
Ahuachapán y Chalatenango (Cuadro 11). 
 Posterior al 2011, se evidencia a nivel departamental un revés en la tendencia alcista 
y la gran mayoría de departamentos experimenta una drástica disminución de su tasa de 
homicidios, principalmente en los departamentos que más habían sido afectados por este 
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y nuevos departamentos son los que se ubican muy por encima del promedio nacional, como 
es el caso de San Vicente, Cuscatlán, Cabañas, Usulután y La Paz. 



























Ahuachapán 36,3 35,3 34,5 27,2 48,7 45,3 42,9 29,6 28,4 6,6 -14,5 
Sonsonate 86,9 71,4 62,0 75,3 100,6 88,1 109,6 51,8 37,8 22,7 -71,8 
Santa Ana 60,9 71,8 70,1 65,6 83,9 68,9 79,3 45,8 31,5 18,4 -47,8 
La libertad 82,7 93,8 68,1 70,6 89,9 79,8 71,8 37,1 31,2 -10,9 -40,6 
Chalatenango 11,6 17,1 16,6 29,5 35,8 44,6 32,5 27,0 25,4 20,9 -7,1 
San Salvador 88,6 85,1 77,4 60,4 86,0 77,5 83,5 43,2 44,9 -5,1 -38,6 
La Paz 63,9 56,5 38,7 36,9 49,1 59,1 68,3 48,2 58,5 4,4 -9,8 
Cabañas 53,3 47,0 45,0 34,2 41,4 43,6 50,6 37,6 51,4 -2,7 0,8 
Cuscatlán 37,5 57,2 47,5 49,5 44,2 50,2 45,4 36,6 57,4 7,9 12,0 
San Vicente 39,8 30,0 38,3 35,7 63,9 38,8 80,6 49,8 44,2 40,8 -36,4 
Usulután  25,1 37,8 33,3 28,3 45,6 38,9 47,4 40,7 48,4 22,3 1,0 
San Miguel 49,2 56,4 54,9 48,3 70,7 61,7 62,0 40,4 30,5 12,8 -31,5 
Morazán 13,6 14,1 23,3 18,1 19,5 20,4 28,9 26,2 20,5 15,3 -8,4 
La Unión 29,0 33,2 31,9 27,6 47,2 46,7 63,1 49,5 46,0 34,1 -17,1 
Promedio  48,5 50,5 45,8 43,4 59,0 54,5 61,9 40,3 39,7 13,4 -22,1 
 Elaboración propia con base en datos de Fundaungo (2012) y de la  mesa tripartita: IML, FGR, PNC. 
 
A pesar de que la tasa de homicidios es un indicador necesario y muy utilizado en 
los estudios realizados sobre violencia y seguridad ciudadana, no es suficiente para 
dimensionar la magnitud del problema por lo que se hace indispensable la revisión de otros 
indicadores relacionados con los delitos contra el patrimonio22 y los delitos contra la 
integridad personal23. No obstante, vale la pena aclarar que en el caso de El Salvador se 
presenta una situación preocupante en la generación de información de tipo delincuencial, 
                                                          
22 Dentro de esta categoría se encuentran el robo, hurto, hurto a residencias, robo de vehículos, robo y hurto de vehículos con mercadería. 
23 Delitos como la extorsión y el secuestro.   
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que pese a los esfuerzos institucionales que se han hecho en torno a la consolidación de una 
fuente de información precisa y oportuna, sigue representando una seria restricción para la 
realización de diagnósticos adecuados basados en el análisis de tendencias. Ejemplo de ello 
son las variaciones significativas en el número de sucesos registrados por las diversas fuentes, 
así como las dificultades para acceder a una base de datos amplia y unificada de delitos 
comunes24 y delitos de crimen organizado25. 
Sin embargo, en el Cuadro 12 se presentan ciertas cifras que permiten identificar el 
incremento paulatino registrado en la mayoría de los delitos y contravenciones durante el 
periodo 2002-2013 en El Salvador, como es el caso de: 1) las denuncias por violencia 
intrafamiliar que se incrementaron en un 19%; 2) las denuncias por agresión sexual que 
pasaron de 484 en el 2002 a 1.830 en 2013; 3) la tasa de extorsión que pasó de 8 en 2002 a 
47 extorciones en 2013 y 4); el porcentaje de ciudadanos que declararon haber sido víctimas 
de algún tipo de delito que se incrementó en 5 puntos porcentuales. 
 



























2002 3803 484 135 276 201 8 0,7 16% 
2003 4618 660 127 276 218 6 0,6 13% 
2004 5656 624 106 225 135 4 0,3 15% 
2005 4033 526 137 226 161 8 0,2 19% 
2006 4792 893 109 179 151 43 0,3 19% 
2007 5904 1023 133 189 162 43 0,5 18% 
2008 --- 1810 172 251 169 40 0,5 21% 
2009 6711 2260 174 242 157 77 0,7 20% 
2010 4889 1992 141 233 156 68 0,7 23% 
2011 4303 1850 148 257 149 56 0,3 20% 
2012 4333 1913 129 219 166 50 0,2 21% 
2013 4530 1830 125 209 153 47 0,2 21% 
Elaboración propia con base en datos de *SDEMU y **IML. Las tasas por cada 100.000 h. se calcularon con datos PNC y DIGESTYC 
 
Con respecto a la tasa de robos por cada 100.000 habitantes, a nivel nacional se 
observa una leve tendencia decreciente entre 2002 y 2013, pasando de 135 a 125,3, siendo el 
                                                          
24 Son delitos comunes los homicidios, la violencia intrafamiliar, los delitos contra la libertad sexual, el robo, las lesiones y los accidentes 
de tránsito. 
25 En ellos se incluyen la narcoactividad, los secuestros, el tráfico de personas, el lavado de dinero y la extorsión. 
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2009 el año de mayor afectación con una tasa de 174 robos por cada 100.000 habitantes. Este 
flagelo se estableció como una problemática de gran relevancia en el país, dado que incluso 
en el año en el cual la tasa alcanzó los niveles más bajos (2006, 109 casos), el porcentaje de 
ciudadanos víctimas de robo no estuvo por debajo del 10% (Gráfico 4). 
Si hacemos un análisis desagregado, es posible evidenciar que los robos a personas 
y los robos a vehículos fueron los que mayor porcentaje de participación tuvieron en el total 
de robos que se presentaron en el país. La tasa de robos a personas por cada 100.000 
habitantes se incrementó, pasando de 99 en el 2002 a 107 en el 2013. Además, es importante 
destacar que la tasa de robos a residencias, pese a no tener una participación considerable en 
el total de robos a nivel nacional, se duplicó durante el período de análisis, pasando de 2,3 en 
el 2003 a 4,6 en el 2013. 
Gráfico 4.  Tasa de robos por cada 100.000 habitantes. El Salvador, 2003-2013 
 
                         Fuente: Elaboración propia con datos de la PNC y de DIGESTYC  
 
 
Por su parte, en cuanto a lo referente a la tasa de hurtos por cada 100.000 habitantes, 
si bien estos han presentado a nivel nacional una tendencia decreciente a lo largo del periodo, 
pasando de 276 en 2003 a 209 en el 2013, representan una problemática de mayor impacto 
comparado con la tasa de robos, dado que incluso en el año en el cual la tasa de hurtos alcanzó 
los niveles más bajos (2006, 179 casos), el  porcentaje de ciudadanos víctimas de este flagelo 
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Así mismo, si se analizan las tasas de hurtos de manera desagregada es posible 
evidenciar que los hurtos a personas fueron los que mayor porcentaje de participación 
tuvieron en el total que se registraron en el país. En este caso se observa un incremento a lo 
largo del período, puesto que pasaron de 161 hurtos por cada 100.000 habitantes en el 2002 
a 165 en el 2013. Finalmente, es importante destacar que la tasa de hurtos a residencias por 
cada 100.000 habitantes (25 en el 2013), tiene una participación más considerable que la tasa 
de robos a residencias (5 en el 2013). 
Gráfico 5.  Tasa de hurtos por cada 100.000 habitantes. El Salvador, 2002-2013 
 
       Elaboración propia con datos de la PNC y de DIGESTYC 
 
 
4.2. Legitimidad policial en El Salvador 2002-2013 
 
La preocupación de los ciudadanos en torno a la problemática de seguridad 
ciudadana también se ha visto afectada durante las últimas décadas. Según lo advierten las 
encuestas de opinión pública este flagelo ha generado fuertes malestares en la población 
salvadoreña, estableciéndose como un asunto que ha demandado atención gubernamental 
prioritaria  (Cruz, González, Romano & Sisti, 1998:7). 
La magnitud del problema llevó a algunos ciudadanos a señalar que la situación de 
finales de siglo era peor que la que enfrentaron cuando había violencia política porque, tal 
como lo sostuvo uno de ellos, “antes si uno no se metía en política no lo mataban; ahora sí: 
en la casa puede estar uno y ahí lo matan” (Iudop, 1996:240). En la actualidad, persiste dicha 
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política, ahora no matan solo a la persona que está vinculada a una mara o pandilla sino que 
acaban con toda la familia” (Mujer Salvadoreña 35 años).  
Al analizar los datos proporcionados por el Instituto Universitario de Opinión 
Pública (Iudop), es posible afirmar que la delincuencia se ha impuesto en el colectivo 
imaginario de la población como el principal problema que ha tenido que ha enfrentado el 
país durante las últimas décadas. Llama la atención que para los años 2011 y 2013, este 
flagelo fue señalado por más de la mitad de los encuestados (51% y 53% respectivamente). 
Si a la delincuencia se le suma el porcentaje de ciudadanos que identificaron como principal 
problema la guerra, la violencia y las pandillas (D+G+V+P), los porcentajes se elevan 
considerablemente, alcanzando el 67% en el 2011 y el 68% en el 2013 (Cuadro 13).  
Cuadro 13.  Principal problema del país según los salvadoreños, 2002-2013 
Variable 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 Prom. 
Economía 14% 15% 17% 12% 9% 20% 36% 26% 19% 14% 26% 13% 18% 
Guerra, violencia 0% 0% 0% 0% 0% 4% 2% 7% 12% 13% 9% 8% 5% 
Delincuencia 19% 22% 16% 27% 47% 26% 12% 33% 41% 51% 37% 53% 32% 
Desempleo 26% 22% 26% 18% 12% 13% 14% 11% 8% 7% 10% 9% 15% 
Pobreza-injusticia 18% 19% 23% 24% 15% 21% 19% 13% 9% 9% 9% 6% 15% 
Pandillas 0% 9% 4% 7% 6% 3% 0% 3% 5% 3% 3% 7% 4% 
Inflación 1% 2% 4% 3% 2% 6% 10% 3% 3% 1% 1% 0% 3% 
Otras 22% 10% 10% 9% 8% 7% 7% 4% 3% 3% 4% 4% 7% 
No sabe/ No 
responde 
1% 3% 1% 1% 1% 1% 0% 0% 0% 0% 1% 0% 1% 
D+G+V+P 19% 30% 20% 34% 53% 33% 13% 53% 58% 67% 49% 68% 41% 
TOTAL 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 
Elaboración propia con base en informes anuales del Iudop. 
 
Por su parte, las encuestas de opinión realizadas en El Salvador por Latin American 
Public Opinion Project (LAPOP),  corroboran la evolución de la percepción ciudadana tras 
la firma de los Acuerdos de Paz, dado que la preocupación por la guerra, el conflicto armado 
y la violencia que inquietaban al 42,1% de los salvadoreños en 1991, dio paso al incremento 
de la preocupación por la violencia de tipo delincuencial y criminal, principal problema 
referenciado en el 2010 por el 54,5% de los encuestados (Cuadro 14). Lo anterior es prueba 
de la magnitud del fenómeno delictivo en El Salvador, que en medio de un contexto social, 
económico y político complejo hace que predomine la preocupación por la violencia y la 
delincuencia, por encima de otras variables relevantes como el desempleo, la crisis 
económica, la corrupción y la pobreza.  
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Cuadro 14.  Principal Problema de El Salvador, 1991-2010 
Problema/años 1991 1995 1999 2004 2006 2008 2010 
La Guerra, el conflicto armado y la violencia 42,1           
Delincuencia, crimen*** 0,8 37,8 52,6 25,6 38,7 30,5 54,5 
Crisis económica, problemática económica 24,9 5,7 8,4 15,8 22,2 32,2 20,2 
Desempleo, falta de empleo 8,4 7,6 13,8 25,1 9,1 10,6 8,4 
Pobreza 5,4 11,3 12,1 16,5 12,4 14,7 5,1 
Violencia       2,0 1,4 4,9 
Inflación, alza de precios; alto costo 3,7 29,0 2,5 3,2 1,9 3,7 1,6 
Pandillas*    2,7 5,9 3,9 2,4 1,2 
Otros 14,8 8,6 7,9 8,0 9,8 4,7 4,1 
*En 1995 se cuestionó solo por la "Delincuencia" 
** A partir de 1999 se comenzó a cuestionar sobre maras, pandillas y jóvenes con problemas 
*** Hasta 2004 se preguntó por delincuencia, crimen y violencia 
Elaboración propia con base en datos de LAPOP. 
 
En cuanto a la evolución que ha presentado durante los últimos años la percepción 
de los salvadoreños en torno a la dinámica de la delincuencia, resulta valioso revisar el 
porcentaje de ciudadanos que consideraron que año tras año la delincuencia en el país había 
empeorado, mejorado o continuado igual.   Los datos proporcionados por las encuestas de 
percepción ciudadana aplicadas por el Iudop en El Salvador, evidencian que durante la mayor 
parte del periodo comprendido entre 2002 y 2013, los ciudadanos consideraron que las 
condiciones de seguridad habían estado empeorando sistemáticamente, pues el indicador 
pasó de 51% a 60% respectivamente. El mayor porcentaje de ciudadanos con una percepción 
negativa frente a evolución de la delincuencia se registró en el año 2011, cuando 76% de los 
salvadoreños indicaron que esta había aumentado con respecto al año anterior (Gráfico 6).  
Gráfico 6.  Percepción sobre la evolución de la delincuencia. El Salvador, 2002-2013 
 






2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012




Cuando se analizan los datos proporcionados por el Iudop relacionados con el nivel 
de confianza que los ciudadanos declararon tener en la PNC entre 2003-2013, es posible 
identificar que un porcentaje importante de salvadoreños declaró confiar poco o nada en el 
cuerpo policial. En promedio, el 57% de los encuestados así lo afirmó, siendo los años de 
menor confianza el 2008 (63%) y el 2012 (65%). Estas percepciones presentaron tendencias 
principalmente crecientes a lo largo del período de observación. Por su parte, en promedio 
tan sólo el 24% de los encuestados señalaron confiar mucho en el cuerpo de seguridad. Sin 
embargo, esta percepción fue la que principalmente se deterioró a lo largo de los años, 
pasando de 36% en el 2002 a 24% en el 2013 (Gráfico 7). 
Gráfico 7.  Grado de confianza de los salvadoreños en la PNC, 2003-2013 
 
                                    Elaboración propia con base en datos del Iudop. 
 
Las encuestas anuales realizadas por el Iudop también permiten observar la forma 
en que los salvadoreños evalúan la efectividad de las acciones policiales año tras año, 
mediante la pregunta que formula orientada a conocer su percepción sobre si la PNC ha sido 
más efectiva, menos efectiva o igual de efectiva en su desempeño.  
En este sentido es posible identificar que un porcentaje importante de ciudadanos 
durante el periodo 2003-2012 declaró principalmente considerar que el cuerpo policial había 
operado con mayor efectividad (51% en promedio), siendo los primeros años del periodo de 
observación, junto con el 2010, los de mejor evaluación. Sin embargo, es evidente la forma 
en que la percepción positiva de los salvadoreños sobre el desempeño de la PNC fue 
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su parte, la percepción ciudadana en torno a la menor efectividad de la PNC presentó un 
incremento significativo, pasando de 13% en 2003 a 29% en el 2012, con picos de 45%  y 
42% en los años 2009 y 2011 respectivamente (Gráfico 8). 
 
Gráfico 8.  Percepción sobre la efectividad de la PNC, 2003-2012 
 
                                         Elaboración propia con base en datos del Iudop. 
 
4.3. Legalidad policial en El Salvador 2002-2013 
 
Las denuncias ciudadanas interpuestas contra miembros de la PNC resultan un 
indicador importante que permite, en parte, conocer la forma en que los policías operan 
dentro de los parámetros de deontología policial. No obstante, este indicador, al igual que el 
resto, puede tergiversar la realidad en la medida en que las decisiones en torno a si interponer 
o no una denuncia se ven influenciadas por diversos factores, e incluso, es posible que el 
hecho de que existan más denuncias no sea reflejo necesariamente de un mayor número de 
oficiales actuando de manera arbitraría sino que, por el contrario, puede ser resultado de que 
los ciudadanos perciban que es más fácil, efectivo y seguro denunciar. 
Cuando se analizan los datos suministrados por la Inspectoría General de la PNC 
(IG-PNC), se evidencia que entre 1999 y 2013, veintiséis mil cuatrocientos sesenta y tres 
(26.463) policías nacionales civiles fueron denunciados por ciudadanos en El Salvador. Si se 
observa la tendencia de las denuncias, es posible identificar períodos en los que estas 
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realizar un análisis desagregado de las denuncias por género, en este sentido vale la pena 
destacar que gran parte son interpuestas principalmente contra hombres, lo cual podría 
permitir inferir que las mujeres policías incurren en menor proporción en malas prácticas 
policiales (Gráfico 9). 
 
Gráfico 9.  Denuncias ciudadanas contra miembros de la PNC por diversas faltas, 2002-2013 
 
Elaboración propia con base en datos de la PNC y la IG-PNC 
 
 
Bastante inferior resulta el número de denuncias internas que policías interpusieron 
contra miembros de la PNC entre 2001 y 2012, las cuales fueron cuatro mil cuatrocientos 
sesenta y ocho (4.468), alcanzando los picos más altos en 2002, 2003 y 2011, con 695, 632 







2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013
Total Masculino Femenino  Indefinido
114 
 
Gráfico 10.  Denuncias internas contra miembros de la PNC por diversas faltas, 2001-2012 
 
 
Elaboración propia con base en datos de la PNC y la IG-PNC 
 
Según los datos suministrados por la IG-PNC, entre 2004 y 2013 se presentaron 
nueve mil novecientas cincuenta y tres (9.953) casos de miembros de la PNC sancionados en 
El Salvador por diversas faltas (Cuadro 13). Del total de sanciones interpuestas, 36% fueron 
motivadas por faltas leves26, la cuales dieron origen a que tres mil quinientos cincuenta y seis 
policías (3.556) fueran amonestados de manera verbal o escrita, suspendidos de sus cargos 
sin derecho a goce de su sueldo de 1 a 15 días, suspendidas sus licencias por 72 horas o 
arrestados sin goce de sueldo hasta por 3 días.  
Por su parte,  35% de las sanciones se interpusieron por faltas graves27 y dieron 
origen a que tres mil cuatrocientos cuarenta y dos (3.442) miembros de la PNC fueran 
                                                          
26 En El Salvador dentro de las faltas leves se encuentran: ausentarse hasta por dos horas o no presentarse durante 24 horas al lugar de 
trabajo sin causa justificada o sin permiso;  no saludar a sus superiores;  faltar al respeto a los subalternos o compañeros; no vestir 
debidamente el uniforme cuando se encuentre en servicio, exceptuando algunos casos;  participar con el uniforme en actividades 
indecorosas; no entregar el equipo o prendas policiales en los tiempos establecidos; no instruir debida y oportunamente a los subalternos 
acerca de reglamentos y normas que regulan la conducta; proceder con negligencia en la aplicación de estímulos o correctivos en las 
obligaciones relacionadas con el bienestar de sus subalternos; no informar acerca de los hechos que deben ser reportados a los superiores 
o hacerlo con retraso; no registrar oportunamente en los libros los hechos y novedades; practicar durante el servicio juegos de azar 
prohibidos por la ley o en que se hagan apuestas; descuidar los equipos asignados por la institución, omitir o negar el conducto regular 
(Ley disciplinaria Policial, 2013). 
 
27 Según la Ley Disciplinaria Policial de 2013 se entiende por faltas graves las siguientes conductas: ausentarse hasta por ocho horas o no 
presentarse durante 24 y 48 horas al lugar de trabajo sin causa justificada o sin permiso; conducir vehículos u operar equipos sin licencia 
y autorización, o violando las normas sobre circulación, uso o manejo; perder el armamento, el equipo o la identificación o darles uso 
diferente a fines institucionales; no informar acerca de los hechos que deben ser reportados a los superiores o hacerlo con retraso; 
incumplir las obligaciones profesionales inherentes al cargo; usar armas en actos de servicio o fuera de él con infracción de normas que 
regulan su empleo; mostrar inconformidad con las órdenes y ejecutarlas con negligencia o tardanza; actuar con discriminación en razón 
de género, credo o raza; imponer a subalternos trabajos ajenos al servicio; omitir, retardar o no suministrar oportunamente respuesta a 
las peticiones  relacionadas con el servicio que formulen particulares; no asistir los miembros de los tribunales a dos audiencias 
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suspendidos de sus cargos sin derecho a gozar de su sueldo entre 16 y 90 días o arrestados 
sin goce de sueldo de 4 a 5 días. Finalmente, dos mil novecientos cincuenta y cinco (2.955) 
policías, equivalente al 30% del total de funcionarios sancionados, fueron amonestados por 
faltas muy graves28, lo que generó la suspensión de su cargo sin goce de sueldo de 91 a 180 
días, degradación a la categoría inmediatamente inferior o destitución (Cuadro 15). 
                                                          
modificar la ejecución de una sanción; presentarse a trabajar bajo efectos del alcohol; no prestar oportunamente un servicio o eludir su 
prestación; faltar al respeto a los superiores, al público, funcionaros públicos y miembros del cuerpo diplomático; negar 
injustificadamente la colaboración para la prestación del servicio, así como desautorizar o interferir en decisiones u órdenes de los 
mandos de la institución; no presentarse a la unidad policial más cercana cuando hayan alteraciones graves del orden; no auxiliar en 
defensa de la vida, integridad a las personas fuera de las horas de servicio, siempre y cuando sea posible;  tolerar fallas disciplinarias en 
el personal subalterno; incumplir las sanciones impuestas; no usar en el uniforme policial el ONI o no portar la placa policial u ocultarlos; 
realizar actos o dar declaraciones que afecten la imagen institucional; impedir, dificultar o limitar el libre ejercicio de los derechos de los 
subordinados o cualquier persona; obstaculizar, negar o no brindar oportunamente cooperación en las investigaciones realizadas por 
autoridades administrativas o judiciales; realizar conductas tipificadas por el código penal;  no registrar oportunamente en los libros los 
hechos y novedades; destruir, sustraer, modificar, ocultar, desaparecer o falsificar documentos oficiales de cualquier índole; pertenecer 
a partido políticos, realizar propaganda política u optar a cargos de elección popular ; acumulación de faltas leves en un período no mayor 
a un año. 
 
28 Las conductas constitutivas de faltas graves son: ausentarse hasta por más de 24 horas del puesto de trabajo o por menos tiempo 
cuando se produjese un daño al bien jurídico o no presentarse durante 48 horas al lugar de trabajo sin causa justificada o sin permiso; 
faltar al respeto a funcionarios del Estado que no pertenezcan a la PNC o a quienes debe asistencia y apoyo; presentarse a trabajar bajo 
efectos del alcohol, estupefacientes o sustancias psicotrópicas o consumirlas en horario de servicio; atentar contra la libertad sexual de 
algún miembros de la PNC o de las personas que están bajo su custodia; negar injustificadamente al superior apoyo para las prestación 
del servicio; realizar actos que impliquen trato cruel e inhumando, degradante o discriminatorio contra cualquier persona, agravándose 
la sanción cuando la víctima esté bajo su custodia; desautorizar o interferir en decisiones u órdenes de los mandos de la institución; 
insubordinación individual y colectiva ante las autoridades y desobedecer las legítimas órdenes dictadas; divulgar conocimientos e 
información oficial que perjudique el desarrollo de la labor oficial o que afecte una investigación penal o disciplinaria; usar armas en actos 
de servicio o fuera de él con infracción de normas que regulan su empleo y causando daño físico o moral a las personas; mostrar 
comportamiento negligente causando perjuicio  a terceros; permitir o dar lugar intencionalmente, por negligencia o imprudencia a la 
fuga de personas capturadas, detenidas o condenadas, demorar injustificadamente la conducción de los detenidos, brindar en forma 
incompleta o falta información sobre personas privadas de la libertad; fomentar en el personal subordinado conductas que afecten el 
código disciplinario; omitir información sobre la comisión de un hecho punible;  dedicarse a negocios ilícitos o tener conocimiento de la 
realización de los mismos y no denunciar; realizar actividades de vigilancia, fiscalización o control que no corresponda prestar a la PNC; 
exigir o recibir para sí o para un tercero bienes o cualquier beneficio para ejecutar , facilitar  u omitir un acto contrario a sus funciones o 
deberes; promover o participar en huelgas; fomentar actos tendientes a la formación o mantenimiento de grupos armados al margen de 
la ley; ejercer, encubrir o propiciar la prostitución; ejecutar actos sexuales en el lugar de trabajo; realizar conductas tipificadas en el código 
penal;  ejercer actividades o recibir beneficios de negocios incompatibles con la función policial; enajenar, pignorar, extraviar, dañar 
bienes de la PNC, darle uso inadecuado; enriquecerse ilícitamente; mantener relaciones con personas con las que pueda haber conflicto 
de intereses; acumular tres fallas graves en un periodo no mayor a dos años (Ley disciplinaria Policial, 2013). 
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Cuadro 15.  Miembros de la PNC sancionados a nivel nacional por tipo de falta, 2004-2013 
Elaboración propia con base en datos de la PNC y la IG-PNC 
 
En el caso específico de los policías destituidos, según datos suministrados por la 
IG-PNC, entre 2004 y 2013, se presentaron dos mil ochocientos ochenta y cinco (2.885) 
casos de miembros de la PNC destituidos en El Salvador por faltas muy graves, siendo los 
años 2004, 2005 y 2006 los de mayor participación con 375, 416 y 400 policías destituidos 
respectivamente (Gráfico 11). 
Gráfico 11.  Miembros de la PNC destituidos a nivel nacional por faltas muy graves, 2004-2013 
 





Año Faltas Leves Faltas Graves Faltas Muy Graves Total 
2004 304 356 375 1035 
2005 250 484 416 1150 
2006 183 463 400 1046 
2007 461 418 306 1185 
2008 483 384 162 1029 
2009 575 287 339 1201 
2010 411 399 317 1127 
2011 252 156 148 556 
2012 315 108 95 518 
2013 322 387 397 1106 
Total Sanciones 3556 3442 2955 9953 
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4.4. Índice de Desempeño Policial Democrático en El Salvador  
 
El Índice de Desempeño Policial Democrático (IDPD) para El Salvador 2002- 2013, 
se calculó mediante la agregación de quince indicadores relacionados con las tres 
dimensiones del desempeño anteriormente descritas. De estos indicadores, siete fueron 
utilizados para el cálculo del subíndice de efectividad policial; cuatro para el subíndice de 
legitimidad policial y; cuatro para el subíndice de legalidad policial (Gráfico 12). 
 













4.4.1. Subíndice Efectividad Policial 
Para el cálculo de Subíndice de Efectividad Policial (SIEP) se utilizaron siete 
indicadores.  De ellos, uno expresado en términos porcentuales (% de victimización) y los 
otros seis en tasas anuales por cada 100.000 habitantes (robos, hurtos, homicidios, lesiones 
Índice de Desempeño Policial 
Subíndice de Legalidad  Subíndice de Efectividad   Subíndice de Legitimidad 
Tasa de hurtos por cada 100.000 h. 
Tasa de denuncias ciudadanas interpuestas 
contra miembros de la PNC por diversas 
faltas por cada 1000 policías 
Porcentaje de ciudadanos que 
considera que ha aumentado 
la delincuencia 
Tasa de extorsiones por cada 100.000 h. 
Tasa de robos por cada 100.000 h. 
Tasa de denuncias ciudadanas internas 
contra funcionarios por cada 1000 policías 
Porcentaje de ciudadanos que 
considera que el principal 
problema del país es la 
seguridad 
Tasa de secuestros por cada 100.000 h. 
Tasa de lesiones personales por cada 
100.000 h. 
Tasa de miembros de la PNC destituidos por 
faltas muy graves por cada mil policías 
Porcentaje de ciudadanos que han sido 
víctimas de algún hecho delincuencial 
Porcentaje de ciudadanos que 
comparando con el año 
anterior considera que  la PNC 
ha sido más  efectiva 
Tasa de homicidios por cada 100.000 h.  
 
Tasa de miembros de la PNC sancionados 
por cada mil policías 
Porcentaje de ciudadanos que 
confía poco o nada en la PNC 
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personales, extorciones y secuestros). Las tasas anuales se calcularon teniendo en cuenta el 
número total de hechos que se registraron en el país, así como el comportamiento 
demográfico presentado durante el periodo de análisis. Las principales fuentes de 
información para la recolección de los indicadores del subíndice fueron la PNC, la FGR, el 
IML, las encuestas de opinión del Iudop y la Dirección de Estadística y Censos 
(DIGESTYC).  
A cada uno de los indicadores anuales disponibles se les asignó una valoración (0; 
0,33; 0,66 o 1)  y una clasificación (ideal, alta, media o Baja,), con base en  los criterios 
definidos en el apartado metodológico. A continuación se presenta la valoración y 
clasificación obtenida por cada indicador (Cuadro 16). 
 
Cuadro 16.  Indicadores clasificados para el  Subíndice de Efectividad Policial 





















T. Robos 2002 135,37 0,66 Media T. Hurtos 2002 275,92 1 Baja 
T. Robos 2003 126,61 0,66 Media T. Hurtos 2003 276,05 1 Baja 
T. Robos 2004 105,88 0,66 Media T. Hurtos 2004 224,69 1 Baja 
T. Robos 2005 137,32 0,66 Media T. Hurtos 2005 225,50 1 Baja 
T. Robos 2006 109,42 0,66 Media T. Hurtos 2006 179,22 0,66 Media 
T. Robos 2007 133,47 0,66 Media T. Hurtos 2007 189,16 0,66 Media 
T. Robos 2008 172,32 0,66 Media T. Hurtos 2008 251,14 1 Baja 
T. Robos 2009 174,25 0,66 Media T. Hurtos 2009 241,76 1 Baja 
T. Robos 2010 141,03 0,66 Media T. Hurtos 2010 232,56 1 Baja 
T. Robos 2011 147,61 0,66 Media T. Hurtos 2011 256,99 1 Baja 
T. Robos 2012 129,14 0,66 Media T. Hurtos 2012 218,90 1 Baja 





















T. Homic. 2002 34,28 1 Baja T. Extor. 2002 7,66 0,33 Alta 
T. Homic. 2003 37,21 1 Baja T. Extor. 2003 6,08 0,33 Alta 
T. Homic. 2004 46,96 1 Baja T. Extor. 2004 4,37 0,33 Alta 
T. Homic. 2005 64,00 1 Baja T. Extor. 2005 8,25 0,33 Alta 
T. Homic. 2006 66,51 1 Baja T. Extor. 2006 42,76 1 Baja 
T. Homic. 2007 59,21 1 Baja T. Extor. 2007 43,10 1 Baja 
T. Homic. 2008 53,84 1 Baja T. Extor. 2008 39,99 1 Baja 
T. Homic. 2009 73,96 1 Baja T. Extor. 2009 76,69 1 Baja 
T. Homic. 2010 67,49 1 Baja T. Extor. 2010 67,66 1 Baja 
T. Homic. 2011 74,03 1 Baja T. Extor. 2011 55,82 1 Baja 
T. Homic. 2012 43,93 1 Baja T. Extor. 2012 49,74 1 Baja 


























T. Secuestros 2002 0,73 1 Baja T. Lesion. 2002 201,06 0,66 Media 
T. Secuestros 2003 0,58 1 Baja T. Lesion 2003 217,58 1 Baja 
T. Secuestros 2004 0,34 0,66 Media T. Lesion 2004 135,06 0,66 Media 
T. Secuestros 2005 0,20 0,66 Media T. Lesion 2005 160,98 0,66 Media 
T. Secuestros 2006 0,34 0,66 Media T. Lesion 2006 150,92 0,66 Media 
T. Secuestros 2007 0,46 0,66 Media T. Lesion 2007 161,60 0,66 Media 
T. Secuestros 2008 0,47 0,66 Media T. Lesion 2008 168,53 0,66 Media 
T. Secuestros 2009 0,71 1 Baja T. Lesion 2009 157,27 0,66 Media 
T. Secuestros 2010 0,71 1 Baja T. Lesion 2010 155,74 0,66 Media 
T. Secuestros 2011 0,25 0,66 Media T. Lesion 2011 149,39 0,66 Media 
T. Secuestros 2012 0,24 0,66 Media T. Lesion 2012 165,50 0,66 Media 





















% Victimiz 2002 19,7% 0,66 Media --- --- --- --- --- 
% Victimiz 2003 16,0% 0,66 Media --- --- --- --- --- 
% Victimiz 2004 13,1% 0,66 Media --- --- --- --- --- 
% Victimiz 2005 14,8% 0,66 Media --- --- --- --- --- 
% Victimiz 2006 18,8% 0,66 Media --- --- --- --- --- 
% Victimiz 2007 19,4% 0,66 Media --- --- --- --- --- 
% Victimiz 2008 18,0% 0,66 Media --- --- --- --- --- 
% Victimiz 2009 21,3% 0,66 Media --- --- --- --- --- 
% Victimiz 2010 19,8% 0,66 Media --- --- --- --- --- 
% Victimiz 2011 22,8% 0,66 Media --- --- --- --- --- 
% Victimiz 2012 19,9% 0,66 Media --- --- --- --- --- 
% Victimiz 2013 20,5% 0,66 Media --- --- --- --- --- 
% Victimiz 2013 16,0% 0,66 Media --- --- --- --- --- 
Elaboración propia con base en datos de la PNC, el Iudop y DIGESTYC 
 
 
Al agregar, mediante promedio simple, los valores de la clasificación asignada a 
cada uno de los indicadores, se obtuvo el Subíndice de Efectividad Policial (SIEP). Los 
resultados nos indican que, en el caso de El Salvador, la efectividad de la PNC se encuentra 
muy lejos de los niveles ideales (valores cercanos a 0), puesto que en promedio durante el 
periodo de observación el SIEP su ubicó en 0,78, lo cual  denota una efectividad policial baja 
y poco funcional para la consolidación democrática del país (Gráfica 13). Pese a las 
oscilaciones que presentó el subíndice, que obtuvo la mejor calificación en los años 2004 y 
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2005, con 0,71 respectivamente y, la peor en 2009 y 2010 con 0,85, el SIEP nunca se ubicó 
por debajo de 0,66; rango a partir del cual la efectividad podría clasificarse como aceptable. 
 
Gráfico 13.  Subíndice de Efectividad Policial. El Salvador, 2002-2013 
 
                        
4.4.2. Subíndice Legalidad Policial 
Para el cálculo de Subíndice de Legalidad Policial (SILEGAP) se utilizaron cuatro 
indicadores, los cuales están expresados en tasas anuales por cada 1.000 policías. Dichas 
tasas se calcularon teniendo en cuenta la evolución de la población policial durante el periodo 
de análisis (2002-2013), así como el número total anual de denuncias interpuestas por los 
ciudadanos contra miembros de la PNC; de denuncias internas interpuestas por efectivos 
contra miembros de la PNC;  de destituciones de miembros de la PNC por faltas muy graves 
y; de sanciones a funcionarios de la PNC por diversas faltas. Las fuentes principales para la 
obtención de estos datos fueron la PNC y la Inspectoría General de la PNC (IG-PNC). 
A cada uno de los indicadores anuales disponibles para medir la Legalidad Policial 
se les asignó una valoración (0; 0,33; 0,66 o 1)  y una clasificación (ideal, alta, media o baja,), 
con base en  los criterios definidos en el apartado metodológico. A continuación se presenta 
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Cuadro 17.  Indicadores clasificados para el Subíndice de Legalidad Policial 























2002 128,2 0,66 Media Denuncias 
internas 
2002 43,2 1 Baja 
Denuncias 
ciudadanas 
2003 133,1 0,66 Media Denuncias 
internas 
2003 38,6 1 Baja 
Denuncias 
ciudadanas 
2004 107,3 0,66 Media Denuncias 
internas 
2004 20,7 0,66 Media 
Denuncias 
ciudadanas 
2005 83,6 0,33 Alta Denuncias 
internas 
2005 15,3 0,66 Media 
Denuncias 
ciudadanas 
2006 95,1 0,33 Alta Denuncias 
internas 
2006 14,5 0,66 Media 
Denuncias 
ciudadanas 
2007 96,7 0,33 Alta Denuncias 
internas 
2007 16,5 0,66 Media 
Denuncias 
ciudadanas 
2008 97,8 0,33 Alta Denuncias 
internas 
2008 13,9 0,66 Media 
Denuncias 
ciudadanas 
2009 118,8 0,66 Media Denuncias 
internas 
2009 18,1 0,66 Media 
Denuncias 
ciudadanas 
2010 103,8 0,66 Media Denuncias 
internas 
2010 16,7 0,66 Media 
Denuncias 
ciudadanas 
2011 109,0 0,66 Alta Denuncias 
internas 
2011 18,7 0,66 Media 
Denuncias 
ciudadanas 
2012 81,0 0,33 Alta Denuncias 
internas 
2012 9,7 0,33 Alta 
Denuncias 
ciudadanas 
2013 52,2 0,33 Alta Denuncias 
internas 


















































0,66 Media T. Sancionados 67,25 1 Baja 67,25 
T. Destituidos 
faltas graves 










0,66 Media T. Sancionados 53,46 1 Baja 53,46 
T. Destituidos 
faltas graves 
2011 6,68 0,33 Alta T. Sancionados 25,11 0,66 Media 25,11 
T. Destituidos 
faltas graves 





0,66 Media T. Sancionados 49,66 1 Baja 49,66 
Elaboración propia con base en datos de la PNC y de la IG-PNC 2002-2013. 
 
Los resultados del Subíndice de Legalidad Policial (SILEGAP) presentan mayores 
niveles de variabilidad y una tendencia favorable a lo largo del periodo de observación. No 
obstante, es importante destacar que en la mayor parte del periodo de análisis es palpable la 
preponderancia de prácticas policiales transgresoras de la ley y de los códigos de conducta 
policial, así como la vinculación de ciertos funcionarios de la PNC con el delito y el crimen. 
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Esto puede afirmarse principalmente porque en cinco de los doce años de observación (2002, 
2003, 2004, 2009 y 2010) el SILEGAP se clasificó como malo, tras asumir valores superiores 
al 0,66, registrándose los más elevados en los años 2002 y 2003 (0,83). Así mismo, es 
importante resaltar que en cuatro años (2005, 2006, 2007 y 2013), el subíndice obtuvo valores 
iguales a 0,66, ubicándose en el límite de la clasificación entre legalidad policial mala o 
regular. No obstante, el valor más bajo que presentó el SIPP en el 2012 (0,41), aún está muy 
distante del rango para definir las prácticas policiales en El Salvador como respetuosas e la 
ley y el orden constitucional y, por ende, favorables para la consolidación democrática del 
país (Gráfico 14).  
 
 




4.4.3. Subíndice Legitimidad Policial 
Para el cálculo de Subíndice de Legitimidad Policial (SILP) se utilizaron cuatro 
indicadores expresados en términos porcentuales. La principal fuente de información para la 
recolección de estos indicadores fueron las encuestas de opinión pública aplicadas 
anualmente por el Instituto Universitario de Opinión Pública (Iudop), de la Universidad 
Centroamericana José Simeón Cañas (UCA). Los datos de LAPOP fueron descartados como 
consecuencia de que algunas preguntas relacionadas con la legitimidad policial se realizaron 
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Los indicadores utilizados para la construcción del SILP fueron: 1) porcentaje de 
ciudadanos que considera que ha aumentado la delincuencia; 2)  porcentaje de ciudadanos 
que considera que el principal problema del país es la seguridad; 3), porcentaje de ciudadanos 
que comparado con el año anterior considera que la PNC ha sido más efectiva y; 4) porcentaje 
de ciudadanos que confía poco o nada en la PNC.  A cada uno de los indicadores anuales 
disponibles se les asignó una valoración (0; 0,33; 0,66 o 1) y una clasificación (ideal, alta, 
media o baja,), con base en los criterios definidos en el apartado metodológico (Cuadro 18). 
Cuadro 18.  Indicadores clasificados para el Subíndice de Legitimidad Policial 
          
Indicador Año Dato Valor Clasificación Indicador Año Dato Valor Clasificación 




1 Baja %  Ppal. 
Prob.   
Seguridad 
2002 19% 0,66 Media 




1 Baja %  Ppal. 
Prob.   
Seguridad 
2003 30% 0,66 Media 




0,66 Media %  Ppal. 
Prob.   
Seguridad 
2004 20% 0,66 Media 




1 Baja %  Ppal. 
Prob.   
Seguridad 
2005 34% 0,66 Media 




1 Baja %  Ppal. 
Prob.   
Seguridad 
2006 53% 1 Baja 




1 Baja %  Ppal. 
Prob.   
Seguridad 
2007 33% 0,66 Media 




1 Baja %  Ppal. 
Prob.   
Seguridad 
2008 13% 0,66 Media 




1 Baja %  Ppal. 
Prob.   
Seguridad 
2009 10% 0,33 Alta 




1 Baja %  Ppal. 
Prob.   
Seguridad 
2010 58% 1 Baja 




1 Baja %  Ppal. 
Prob.   
Seguridad 
2011 66% 1 Baja 




1 Baja %  Ppal. 
Prob.   
Seguridad 
2012 49% 1 Baja 




1 Baja %  Ppal. 
Prob.   
Seguridad 













          
Indicador Año Dato Valor Clasificación Indicador Año Dato Valor Clasificación 




0,33 Alta % confía 
poco o nada 
en la PNC 
47% 0,66 Media 47% 




0,33 Alta % confía 
poco o nada 
en la PNC 
43,6
% 
0,66 Media 43,6% 




0,33 Alta % confía 
poco o nada 
en la PNC 
42,7
% 
0,66 Media 42,7% 




0,33 Alta % confía 
poco o nada 
en la PNC 
54,5
% 
0,66 Media 54,5% 




0,66 Media % confía 
poco o nada 
en la PNC 
55,2
% 
0,66 Media 55,2% 




0,66 Media % confía 
poco o nada 
en la PNC 
64,4
% 
1 Baja 64,4% 




0,66 Media % confía 
poco o nada 
en la PNC 
62,3
% 
1 Baja 62,3% 




0,66 Media % confía 
poco o nada 
en la PNC 
63,1
% 
1 Baja 63,1% 




0,33 Alta % confía 
poco o nada 
en la PNC 
57,8
% 
0,66 Media 57,8% 




0,66 Media % confía 
poco o nada 
en la PNC 
62,3
% 
1 Baja 62,3% 




0,33 Alta % confía 
poco o nada 
en la PNC 
64,4
% 
1 Baja 64,4% 




0,33 Alta % confía 
poco o nada 
en la PNC 
56,1
% 
0,66 Media 56,1% 
Elaboración propia con base en datos del Iudop 2002-2013 
 
Al agregar, mediante promedio simple, los valores de la clasificación asignada a 
cada uno de los indicadores, se obtuvo el Subíndice de Legitimidad Policial (SILP). Los 
resultados nos indican que, en el caso de El Salvador, la legitimidad de la PNC presenta 
niveles más elevados de variabilidad que los observados en términos de efectividad. Sin 
embargo, en la mayor parte del periodo de observación se evidencia la preponderancia de 
valores de legitimidad muy distantes a los niveles ideales (valores cercanos a 0), puesto que 
en ocho de los doce años analizados, el SILP asumió valores superiores a 0,66, registrándose 
el de peor calificación en el año 2011 (0,92). Cabe destacar que en tres años (2002, 2003 y 
2005),  el SILP se ubicó en el límite de la clasificación entre legitimidad policial baja y media 




Gráfico 15.  Subíndice de Legitimidad Policial. El Salvador, 2002-2013 
 
 
4.4.4. Índice de Desempeño Policial Democrático en El Salvador 
Finalmente, los resultados del IDPD en El Salvador para el periodo 2002-2013 
permiten concluir que el desempeño policial en el país dista mucho de ser democrático, 
puesto que éste a lo largo de los doce años de análisis registró valores superiores a 0,66, lo 
cual implica una clasificación del desempeño democrático de la PNC bajo, registrándose los 
peores niveles en los años 2009 y 2010 (0,79) y las mejores valoraciones en el 2004 y 2012 
(0,68 y 0,67). No obstante, estos últimos valores distan mucho del ideal del desempeño 
policial democrático (0) (Gráfico 16). 
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Lo anterior implica que en El Salvador, la PNC no ha sido capaz de cumplir con su 
misión principal de salvaguardar a los ciudadanos salvadoreños de las amenazas del crimen, 
la delincuencia y la violencia, por ende, en parte, el establecimiento de la paz ciudadana 
durante la etapa de transición ha estado limitada por los niveles de efectividad presentados 
por la PNC para controlar, contener y prevenir estos flagelos. A su vez, las características de 
las prácticas policiales impulsadas por los miembros de la institución distan mucho de reflejar 
el respeto por los derechos humanos, los fundamentos constitucionales y los códigos de 
conducta policial, lo cual ha impedido la instauración de un cuerpo  de seguridad enmarcado 
en parámetros de legalidad policial. Finalmente, los valores obtenidos por el IDDP entre 2002 
y 2013, son reflejo de una policía que no suscita en sus ciudadanos confianza, credibilidad, 
respeto, ni seguridad sobre los efectos positivos a los que pueda conllevar su desempeño. 
En consecuencia, en El Salvador los lineamientos elementales de la reforma policial 
que abogaban por un proceso democratizador de la seguridad pública, entre otras cosas, 
mediante la creación de un nuevo cuerpo policial, han fracasado. La PNC, en el periodo de 
transición ha sido incapaz de reflejar las características básicas de un cuerpo de seguridad 
coherente y funcional para la consolidación del régimen democrático. Las razones de dicho 
fracaso serán analizadas en el siguiente capítulo. 
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Como se evidenció anteriormente el desempeño democrático de la PNC de El 
Salvador ha presentado un balance deficitario con relación a la concreción de los objetivos 
democratizadores que fundamentaron su nacimiento. En este capítulo se analiza la primera 
variable explicativa definida en el apartado metodológico de esta tesis, la profesionalización 
policial. Para ello, en primer lugar se enfatiza en las características del proceso de selección 
y formación del personal de la PNC; posteriormente se reflexiona sobre el grado de 
delimitación de las funciones policiales; en tercer lugar  se hace alusión a los aspectos propios 
de su régimen laboral y; en último lugar se presentan algunas apreciaciones finales 
 
5.1. La Academia Nacional de Seguridad púbica 
 
Desde el fin del conflicto armado hasta la actualidad la institución encargada de 
garantizar la profesionalización de la PNC ha sido la Academia Nacional de Seguridad 
Pública (ANSP), que nació en el marco del postconflicto con la misión de garantizar la 
formación básica, intermedia, superior y especializada de la PNC; elaborar planes de 
selección, ingreso y promoción de su personal; investigar y divulgar asuntos relacionados 
con la policía y la seguridad pública; evaluar anualmente a todo su personal y; desarrollar en 
los estudiantes conciencia cívica, respeto por los derechos humanos y vocación de servicio 
público (LOANSP, 1992:2).  
Esta institución, autónoma administrativa y financieramente, comenzó a funcionar en 
mayo de 1992 con el apoyo de una misión técnica de funcionarios policiales de España, El 
Salvador y Estados Unidos, que contribuyeron a diseñar las políticas de ingreso y formación 
de los primeros policías y que jugaron un rol fundamental en la definición de los contenidos 
curriculares y la capacitación del personal, no solo durante los orígenes de la ANSP sino a lo 
largo de su existencia (ANSP, 2016). Tras veinticinco años de servicio, la Academia se ha 
consolidado como la única institución legalmente responsable de la formación policial en El 
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Salvador y la robustez de su estructura actual, comparada con las condiciones iniciales en las 
que comenzó a operar, dan fe de los avances importantes que ha presentado durante la etapa 
de transición, dentro de los que se destaca el aval otorgado por el Ministerio de Educación 
en 2016, para funcionar como un Instituto de Educación Superior, lo cual la facultó para 
impartir tecnologías, licenciaturas, maestrías y doctorados en el área de la seguridad pública 
y de las ciencias policiales. 
Entre 1992 y 2014, mediante procesos cada vez más rigurosos y claramente definidos, 
la ANSP formó a un contingente de aproximadamente 36.447 policías, de los cuales 92,6% 
eran del nivel básico, 3,6% del nivel ejecutivo y 0,2% del nivel superior. También, entre 1999 
y 2015, gradúo a 15.290 Agentes, a 402 Inspectores y confirió 43.458 títulos de 
especialización (Cuadro 19).  
Cuadro 19.  Personal policial graduado de la ANSP. El Salvador 1999-2015 
Nivel de Estudios Hombres %   Mujeres %         Totales 
Formación Inicial Agentes 13065 85,4% 2225 14,6% 15290 
Formación Inicial Inspector 362 90,0% 40 10,0% 402 
Cursos de Especialización 39729 91,4% 3729 8,6% 4370 
Fuente: Elaboración propia con base en datos de la ANSP 
 
5.2. Dimensión 1. Selección y formación del personal policial 
 
Tras los acuerdos de paz la ANSP debía garantizar la formación de un cuerpo de 
seguridad en el que prevaleciera un perfil de naturaleza civil, estableciendo criterios estrictos 
de selección del personal y evitando a toda costa que miembros del Ejército, la Guardia 
Nacional (GN) y la Policía de Hacienda (PH) se vincularan a ella, puesto que solo se habían 
contemplado, de manera excepcional y limitada, que integrantes de la Policía Nacional (PN) 
y del Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN) integraran el nuevo 
cuerpo, ocupando cada uno de ellos máximo el 20% del total de plazas disponibles.  
En la práctica esto no se respetó y en 1992 cientos de agentes de la PH y del Ejército 
fueron transferidos a la PN y habilitados para formar parte de la nueva institución. El 
gobierno que se había comprometido a entregarle a la ANSP las listas de los integrantes de 
los viejos cuerpos de seguridad, del Ejército y del FMLN, no lo hizo a tiempo y ello impidió, 
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entre otras cosas, la realización de una preselección adecuada (Costa 1998, 1999; WOLA 
1994; WOLA & HI 1996). Tal como lo sostuvo uno de los policías entrevistados: “yo hice 
parte de la primera promoción de la PNC, en ese grupo todos decíamos ser civiles pero lo 
cierto era que todos pertenecíamos a un bando específico. No solo habían civiles y miembros 
del FMLN y de la PN, sino también gente de la GN, la PH  y del mismo Ejército. 
Supuestamente todos éramos civiles pero a viva voz se sabía quiénes pertenecían a qué 
bandos. Había mucha tensión y mucha desconfianza, pero al final todos íbamos a ser parte 
de una misma institución”. 
La flexibilidad de los procesos de selección que caracterizaron a la ANSP en sus 
orígenes se explica por las limitadas capacidades de la naciente institución, pero sobre todo 
por las presiones políticas del gobierno y del poder militar tradicional, que desde las primeras 
etapas intentaron mantener su presencia y dominio en la nueva institución central de la 
seguridad pública del país. Tal como lo indicó uno de los académicos entrevistados: “el 
gobierno en respuesta a la presión de los militares, cuyos intereses habían sido los más 
afectados con los acuerdos, permeó lo pactado, presentando militares y miembros de la GN 
y la PH, como activos de la PN, plataforma que les permitía ser candidatos viables para 
integrar la PNC”. 
Dicha jugada política desembocó en el hecho de que miembros del Ejército y de los 
antiguos cuerpos de seguridad, sin someterse a ningún proceso de depuración ni capacitación, 
ingresaran a la PNC haciendo parte de dos unidades especializadas y controladas por 
militares: la Unidad Ejecutiva Antinarcotráfico (UEA) y la Comisión de Investigación de 
Hechos Delictivos (CIHD), lo cual desvirtúo la intensión de eliminar la influencia militar y 
garantizar  la vocación civil al interior del nuevo cuerpo policial (Costa 1998, 1999; WOLA 
1994; WOLA & HI 1996). 
Además, se generaron presiones para disminuir los requisitos de ingreso del personal 
que integraría las primeras promociones, debido a que al FMLN le preocupada la 
participación de sus miembros y su ubicación en la estructura orgánica y territorial, puesto 
que los requisitos académicos mínimos inicialmente establecidos no eran cumplidos por el 
grueso de sus militantes, debido a que su vinculación con la estructura armada había 
fracturado su proceso formativo. En consecuencia, se estipuló la realización de un examen 
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de nivelación y la aprobación de unos cursos preparatorios para quienes no cumplieran con 
la formación mínima requerida (Costa, 1999). 
Hasta 1996 se comenzaron a formalizar un poco más los lineamientos de los procesos 
de selección e ingreso a la ANSP con la creación de la Ley de la Carrera Policial (LCP) y 
posteriormente, se determinó un marco normativo más claro y específico con la formulación 
en 2007 del Instructivo que Regula los Procesos de Convocatoria y Selección (IRPCS), el 
cual ha sido modificado hasta la fecha en siete oportunidades, encontrándose vigente en la 
actualidad el del año 2010 (Cuadro 20).  
La Ley de la Carrera Policial introdujo lineamientos relacionados con la vocación del 
aspirante;  definió rangos de edad para cada nivel indicando que ninguna persona mayor de 
28 años podría aspirar a formarse en el nivel básico, ni mayor de 30 en el ejecutivo; amplió 
los requisitos mínimos académicos pasando de exigir noveno grado a un título de bachiller 
para el nivel básico y de tres años de estudio universitario a un título de licenciatura para el 
ejecutivo; incluyó dentro de los antecedentes que inhabilitaban al postulante el haber sido 
destituido de una institución pública o privada por motivos disciplinarios y; determinó que 
solo se podría ingresar al nivel básico en la categoría de Agente y en el nivel ejecutivo en la 
categoría de Subinspector. 
Por su parte, con el Instructivo en 2007 se incluyeron trámites tendientes a fortalecer 
la seriedad, seguridad y veracidad del proceso de convocatoria y selección, al solicitar a los 
aspirantes presentar la investigación favorable de la Unidad de Verificación de Antecedentes 
(UVEA) de la PNC y los títulos acompañados de la autenticación del Ministerio de 
Educación. Así mismo, se definieron aspectos relacionados con la divulgación de las 
convocatorias, los esfuerzos para garantizar equidad de género y se reconoció la necesidad 
de que la ANSP delimitara sus funciones de manera estandarizada y contara con herramientas 
que regularan cada una de las actividades que desarrolla.  Para ello establecieron parámetros 
y requisitos generales de ingreso, indicando las funciones de cada una de las unidades que 
apoyan el proceso, describiendo la metodología para la aplicación y evaluación de las pruebas 
y haciendo la salvedad de que el Departamento de Convocatoria y Selección, elaboraría con 
regularidad planes específicos de convocatoria definiendo el cronograma, lugar, fecha y hora 




Cuadro 20.  Marco regulatorio de procesos de convocatoria y selección. ANSP 1992-2016 
Categoría Acuerdos de Paz 1992 Ley de la Carrera Policial 1996 2007-2016 IPCS-ANSP 
Ámbito de 
aplicación 
  Todos los aspirantes a ingresar a la ANSP. 
Vocación  De servicio a la Comunidad, 
relaciones humanas, madurez 
emocional y condiciones físicas, 
morales e intelectuales. 
 
Nacionalidad Salvadoreño por 
nacimiento 
Salvadoreño por nacimiento Salvadoreño por nacimiento 
Edad Mayor de 18 años N. Básico: ˃18  ˂ 28 años; N. 
Ejecutivo: ˃ 18 y 30 ˂ años 
N. Básico: ˃18  ˂ 28 años; N. Ejecutivo: ˃ 18 y 30 ˂ años 
Escolaridad N. básico: noveno grado. 
N. ejecutivo: Tres años de 
estudios universitarios. N. 
superior: licenciatura 
universitaria. 
N. básico: bachiller;  N. ejecutivo: 
licenciatura u, ingeniería o 
arquitectura. Los miembros del n. 
básico con titulación y  sin 
antecedentes por faltas graves que 
tengan ˂ de 35 años 
N. básico: bachiller;  N. ejecutivo: licenciatura universitaria, 
ingeniería o arquitectura. Los miembros del N. Básico con 
titulación y  sin antecedentes por faltas graves que tengan ˂ de 
35 años. Presentar autenticación del Ministerio de Educación. 
Antecedentes No tener antecedentes 
penales resultantes de 
una sentencia 
condenatoria firme. 
Carecer de antecedentes policiales 
y penales. No haber sido destituido 
por motivos disciplinarios de 
ninguna Institución pública o 
privada. 
Carecer de antecedentes policiales y penales y presentar 
solvencia de la Policía Nacional Civil. No haber sido destituido 




Cultural,  físico, médico y  
psicotécnico. Entrevistas 
Cultural,  físico, médico y  
psicotécnico. Entrevistas 
Exámenes: cultural,  físico, médico y  psicotécnico. Entrevistas. 
Presenta información sobre unidades encargadas de su 
aplicación y los objetivos de cada una de las  pruebas. 
Estatura   Hombres: 1.60;   Mujeres: 1.50 
Documentos 
requeridos 
  Formulario de admisión; 2 fotografías recientes, tamaño 3X4 
cm.; partida de nacimiento; 2 fotocopias del título (bachiller 
y/o universitario); fotocopia del DUI; solvencia de la PNC en 
original; certificación de antecedentes penales; fotocopia de 
NIT y  cuenta de correo electrónico. 
Ente 
encargado 
ANSP Tribunal de Ingresos y Ascensos de 
la ANSP,  asistida por una Unidad 
de verificación de antecedentes. 
Departamento de Convocatoria y Selección de la ANSP 
Salvedades SI no cumplen  con 
estudios se aplicará 
examen de aptitud y 
suficiencia de estudios, 
mediante cursillos 
específicos. 
Solo se puede ingresar a nivel 
básico en categoría de agente y a 
nivel ejecutivo en categoría de 
Subinspector 




  Relacionadas con: medios de divulgación de las convocatorias; 
promoción de  oportunidades por género; lineamientos 
generales del formulario de admisión y;  cronograma de fechas  
para la realización de pruebas y divulgación de resultados. 
Criterios de 
selección 
  Definidos por el Director General de la ANSP. Serán 
evaluadores los profesionales especialistas en las áreas y  
designados por la División de Estudios. La Unidad de Régimen 
Interno orientará a los aspirantes y mantendrá el orden de los 
procesos.  El personal de la Unidad de Verificación de 
Antecedentes  comprobará la identidad de los aspirantes. La  
selección de los aspirantes se hará  en función de los puntajes 
obtenidos en cada prueba. Determina condiciones obligatorias 
para el acceso a las plazas en la ANSP, incluidas las 
restricciones médicas, las  causas de exclusión, la reserva de 
derechos de admisión y los exámenes clínicos que deben 
presentar los seleccionados. 
Fuente: Elaboración propia 
 
Finalmente, en el Instructivo se establecieron como condiciones no superables el 
incumplimiento del requisito de estatura y edad o haber sido declarado no apto por segunda 
vez en la entrevista, así como incompatibilidades médicas relacionadas con 118 
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enfermedades, los problemas de alcoholismo, tabaquismo, drogadicción, las perforaciones 
en el rostro y oreja, el embarazo, las cicatrices visibles en el rostro y los tatuajes alusivos a 
pandillas, grupos criminales, símbolos políticos o discriminatorios.  
Sin embargo, pese a la mayor formalización de los procesos de convocatoria y 
selección presentados a partir de 2007, continúan vigentes los cuestionamientos que al 
respecto se le realizan a la ANSP, los cuales giran en torno a la falta de un registro consistente 
y compartido entre la ANSP y la PNC que permita tener claridad frente a las necesidades de 
la institución y el desfase entre las investigaciones realizadas por la UVEA y el Centro de 
Inteligencia Policial, que implica que ciertos aspirantes ingresen sin la certeza de que carecen 
de vínculos con pandillas, con el crimen organizado o cuentan procesos judiciales abiertos 
de índole penal (Landeros, Padilla & Villalobos, 2016). Al respecto un académico 
entrevistado señalo que “sí se han desarrollado iniciativas que en teórica fortalecen los 
procesos de convocatoria y selección del personal pero en la práctica estos no están siendo 
efectivos porque existen muchos ejemplos de policías que cuentan con antecedentes que los 
vinculan con bandas delincuenciales y ello es responsabilidad tanto de la ANSP como de la 
misma Policía”. 
En lo que respecta a la formación policial los cursos recomendados por la Misión 
Rodés en el marco de los APC contemplaron un periodo de formación para los agentes de 6 
meses y para los oficiales de 1 año, de manera que la ANSP podría graduar 330 agentes de 
policía cada mes, a partir del séptimo mes de iniciados los cursos. En consecuencia, se 
proyectaba que tras 21 meses la PN fuese remplazada completamente y que el tamaño 
definitivo de la PNC, de 10.000 efectivos en el nivel básico y 500 en el nivel ejecutivo y 
superior, estuviera operando en un plazo máximo de 5 años, es decir, en 1997 (Costa, 1999). 
Los lineamientos iniciales de formación también fueron vulnerados. Tal como lo 
sostuvo uno de los policías entrevistados las limitaciones en términos de infraestructura y de 
capital humano de la ANSP para formar a los primeros policías explica en parte la ausencia 
de rigurosidad en la formación profesional del personal base de la PNC. “Nos graduaron en 
tres meses, con una formación muy elemental. No había posibilidad de hacer prácticas y las 
clases eran más bien charlas informales. Los profesores eran insuficientes para el tamaño 
que se proyectaba y los espacios en Santa Tecla eran reducidos, había mucho hacinamiento, 
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estaban muy mal dotados, no había agua, ni ventilación. Incluso como mucha gente sabe las 
prácticas de tiro se simulaban con lapiceros”.  
La reducción de los tiempos de capacitación para las primeras veinticinco 
promociones fue resultado de la presión de las partes negociadoras. Dicha circunstancia se 
fundamentó en el hecho de que cumplir con lo sugerido por la Misión implicaba que las viejas 
estructuras de seguridad continuaran operando transcurridos 2 años y medio de la firma de 
los acuerdos, lo cual representaba una amenaza para la seguridad de los integrantes del 
FMLN que se desmovilizarían durante los primeros nueve meses de la transición (Costa, 
1999).  En consecuencia, por la premura de efectuar el despliegue del nuevo cuerpo, entre 
1992 y 1999 se graduaron 18.412 policías sin reunir las condiciones y los recursos necesarios 
para cumplir cabalmente con la misión diseñada para la PNC (Arévalo, 2011). 
El cuerpo docente que apoyó los primeros cursos de formación estuvo integrado por 
policías de diversos países (España, Suecia, Noruega, Chile, Puerto Rico, Brasil), lo que en 
parte postergo el desarrollo de un cuerpo docente nacional permanente y con experiencia 
(Costa, 1999). Así mismo, las primeras promociones no fueron formadas bajo criterios 
unánimes sino que prevaleció la diversidad de enfoques y el énfasis de cada docente frente a 
lo que para su realidad social era lo mejor (Neil & Palmieri, 1998). Con la facultad de la 
libertad de cátedra y ante la ausencia de una carga mínima de horas para las clases prácticas, 
cada profesor hacía lo que podía y consideraba conveniente siendo notaria la diferencia  entre 
los diversos grupos (Párdos, 1994). 
Ante las presiones por las graduaciones masivas y aceleradas de policías con calidad 
formativa cuestionable, la ANSP se vio forzada posteriormente a desarrollar planes de 
readiestramientos y reforzamiento a los graduados, los cuales comenzaron a impartirse desde 
el año 1999 (Cuadro 21). No obstante, la posterior demanda en materia de seguridad 
ciudadana que recayó sobre la PNC en la etapa transicional, impidió que esta práctica de 
priorizar las metas cuantitativas a las cualitativas se transformaran a lo largo de los 24 años 





Cuadro 21.  Cursos de Actualización Policial. ANSP 1999-2015 
Año 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 Total 
Mujeres 45 27 0 45 46 21 53 105 43 116 60 429 576 451 818 948 579 4362 
Hombres 763 325 0 761 850 415 460 777 690 887 586 4411 4854 2746 4110 3866 2536 29037 
Total 808 352 0 806 896 436 513 882 733 1003 646 4840 5430 3197 4928 4814 3115 33399 
Fuente: Elaboración propia con base en datos de la ANSP 
Como se observa en el Cuadro 20, los cursos de formación para el nivel básico y 
ejecutivo, que iniciaron con tiempos muy cortos y posteriormente se fueron ampliando, 
convergieron a partir de 2008 hacía reducciones significativas, con el agravante de que varios 
decretos legislativos formulados por el gobierno nacional definieron directrices para que se 
graduara o ascendiera a personal de la PNC en un tiempo menor al definido en el pensum 
académico. “Los tiempos contemplados para la formación del personal no se han cumplido 
porque el gobierno los ha flexibilizado con la emisión de decretos orientados a alcanzar las 
metas que se ha establecido en materia de plantilla policial para hacer frente a la creciente 
violencia que ha azotado al país. De esta manera el gobierno ha apostado a ofrecerle al país 
un número cada vez mayor de policías, importándole poco la cualificación de ese personal” 
(académica entrevistada en julio de 2015).  
Otra transformación importante que se presentó en los pensum ha estado relacionada 
con la forma en que se ha estructurado la malla curricular, que para el nivel ejecutivo se 
organizó por ciclos y para el nivel básico en módulos, excepto entre 2004 y 2007 cuando 
fueron sustituidos por periodos. El número de ciclos o módulos varió entre 1992 y 2008 en 
función del tiempo de duración del proceso formativo. No obstante, cabe resaltar que a partir 
del año 2008, cuando se introdujo el modelo por competencias, estos pasaron a contemplarse 
como módulos para el desarrollo puntal de competencias, los cuales desde entonces han 
permanecido invariables (Cuadro 22). 
El modelo de formación policial por competencias resultado de una asesoría 
internacional de expertos españoles, mantuvo las tradicionales áreas de formación (jurídica, 
humanística y técnica policial) e introdujo módulos de competencias cuyos contenidos se 
orientan tanto a nivel básico como ejecutivo a: 1) lograr una cultura policial basada en 
actitudes y valores; 2) formar en prevención, protección y auxilio; 3) estimular el dominio 
del entorno profesional y del trabajo y; 4) desarrollar competencias en investigación. Como 
factores diferenciadores en el nivel básico se propuso un módulo orientado a conocer la 
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organización policial y en el nivel ejecutivo uno que capacitaba en gestión del mando, otro 
en comprensión de la realidad policial y entorno comunitario y, otro en formación 
complementaria.  Dicho modelo solo estuvo vigente tal cual fue diseñado durante un año, 
puesto que fue modificado significativamente en 2009, reduciendo los tiempos de formación 
de once meses a ocho en el nivel básico y eliminando el módulo de realidad policial y entorno 
comunitario en el nivel ejecutivo, lo cual afectó la calidad formativa del personal de la PNC 
(Cuadro 22). 
En términos de los contenidos para los cursos de inicio entre 1992 y 2007 se destacó 
el mayor énfasis de la formación en el área de técnica policial donde se concentraron el mayor 
número de asignaturas (en promedio 60% en el nivel básico y 54% en el ejecutivo), así como 
la mayor intensidad horaria (alrededor del 47% en el básico y el 38% en el ejecutivo); seguido 
del área de formación jurídica y; en último lugar en el área humanística (excepto por el 
periodo comprendido entre 2000 y 2002 cuando el número de asignaturas humanísticas 
fueron superior a las jurídicas, tanto en el nivel básico como en el ejecutivo). Por su parte, 
desde el 2008 se han concentrado los mayores esfuerzos en fortalecer la competencia en 
prevención, protección y auxilio en el nivel básico y la de dominio del entorno profesional y 
trabajo en el nivel ejecutivo (Cuadro 22).  
En lo que respecta a las prácticas policiales generalmente se ha definido para el nivel 
básico la realización de una, tras culminar los compromisos de los cursos teóricos. Este 
periodo se contempló inicialmente de cinco y nueve meses, pero desde 2005 se redujo a 2 
meses, extensión temporal que se mantiene en la actualidad. Por su parte, en el nivel ejecutivo 
se ha estipulado generalmente que las prácticas sean de seis meses. 
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Cuadro 22.  Pensum Nivel Básico y Ejecutivo. ANSP 1992-2015 
 
Fuente: Elaboración propia con base en datos de la ANSP 1992-2015. Es importante aclarar que el número de asignatura no se definió por contenidos, sino por frecuencia en módulos. 
P ensum P ro m. P erio do D uració n M ó dulo s Á reas A signaturas % H o ras % P ensum P ro m. P erio do D uració n  C iclo s Á reas A signaturas % H o ras %
Jurídica 7 23% Jurídica 12 25%
Humanística 4 13% Humanística 13 27%
Técnica policial 19 61% Técnica policial 23 48%
Práctica 1 3% Práctica 0 0%
Jurídica 8 19% Jurídica 9 18%
Humanística 10 24% Humanística 17 35%
Técnica policial 24 57% Técnica policial 24 49%
Práctica 0 0% Práctica 0 0%
Jurídica 8 24% 500 27% Jurídica 6 21% 460 15%
Humanística 3 9% 180 10% Humanística 6 21% 460 15%
Técnica policial 21 62% 920 50% Técnica policial 14 50% 1260 40%
Práctica 2 6% 240 13% Práctica 2 7% 960 31%
Jurídica 8 30% 480 23% Jurídica 8 27% 460 14%
Humanística 3 11% 180 9% Humanística 8 27% 380 11%
Técnica policial 15 56% 940 45% Técnica policial 20 67% 1080 32%
Práctica 1 4% 448 22% Práctica 2 7% 1440 43%
Jurídica 8 28% 480 23% Jurídica 8 22% 540 13%
Humanística 3 10% 180 9% Humanística 8 22% 480 11%
Técnica policial 17 59% 976 47% Técnica policial 20 54% 1760 42%
Práctica 1 3% 448 21% Práctica 1 3% 1440 34%
Jurídica 5 19% 480 23%
Humanística 4 15% 180 9%
Técnica policial 17 63% 976 47%
Práctica 1 4% 448 21% P ensum P ro m. P erio do D uració n M ó dulo s C o mpetencia A signaturas % H o ras %
P ensum P ro m. P erio do D uració n M ó dulo s C o mpetencia A signaturas % H o ras % En investigación y formación 1 6% 80 7%
Cultura policial 2 9% 160 13% Prevención, Protección y Auxilio 4 25% 280 24%
Prevención, protección y auxilio 8 36% 420 33% Entorno profesional y trabajo 5 31% 280 24%
Entorno profesional y del trabajo 7 32% 400 32% Cultura policial 3 19% 180 16%
Competencia en investigación 3 14% 160 13% Gestión del M ando 2 13% 140 12%
Organización policial 1 5% 80 6%
Realidad policial  entorno 
comunitario
1 6% 160 14%
Práctica Integrada 1 5% 40 3% Formación complementaria SE 30 3%
Cultura policial 3 13% 140 12% En investigación e información 3 16% 200 18%
Prevención, protección y auxilio 8 35% 420 35% Prevención, Protección y Auxilio 5 26% 340 31%
Entorno profesional y del trabajo 7 30% 400 33% Entorno profesional y trabajo 8 42% 400 36%
Competencia en investigación 3 13% 160 13% Cultura policial 2 11% 100 9%
Organización policial 1 4% 40 3% Gestión del M ando 1 5% 40 4%
Práctica Integrada 1 4% 40 3% Formación complementaria SE 30 3%
7 12 M ar. 2009 a 
mar. 2010
2780 h 
teóricas y 6 
meses de 
práctica
N ivel B ásico N ivel Ejecut ivo
5 9,10 y 11 Nov 2004 a 
dic 2008
2780 h 




6 12 M ar. 2008 a 
mar. 2009
3  6 y 7 Abr. 2002 a 
ago. 2004
3140h ( 2180 
teóricas y 960 
prácticas
2 Ciclos 14 
M ódulos
4 8 Ene 2004 a 
Jul. 2005




2 Ciclos 12 
M ódulos
1 4    Sep. 1997 a 
may. 1999




2 5 Feb 2000 a 
oct. 2001




7 95-99 Abr.2008 a jun. 
2010
11 meses (9 
teóricos y 2 
prácticos)
5
8 100-113 Oct.2009 a dic. 
2015
8 meses 5
5 89 Ene. a dic. 2007
12 meses (10 
teóricos y 2 
prácticos)
9
6 90 - 94 Abr.2007 a ene. 
2009
12 meses (10 
teóricos y 2 
prácticos)
8
3 71 - 82 Feb 2002 a Oct. 
2005
12 meses (10 
teóricos y 2 
prácticos)
10
4 83- 88 Nov.2004 a 
Sep.2007
12 meses (10 
teóricos y 2 
prácticos)
 3 períodos
1 ene-66 Oct.1992 a         
M ay. 2001
Hasta la prom. 
25  (5 meses). 
El resto (9 
meses).
4





No obstante, como ya hemos indicado los lineamientos definidos en los pensum de 
los cursos de formación inicial no se han cumplido a cabalidad y las presiones por reducir 
los tiempos de formación han tendido a sacrificar el periodo de prácticas, lo que explica que 
algunos policías se hayan graduado sin haber realizado ninguna práctica policial, situación 
que no se ha limitado exclusivamente a los cursos de formación inicial sino también a los de 
especialización y ascenso, por lo que ha existido un amplio consenso en que éstas deben 
replantearse (ANSP & Iudop, 2012). 
Adicionalmente, los cuestionamientos sobre la calidad de las prácticas han sido 
amplios por la limitación de infraestructura, materiales o equipos con los que han contado o 
por la poca aplicabilidad que estas han tenido para las demandas de los cargos que 
posteriormente han ocupado los policías graduados. “En todos los cursos que se imparten en 
la ANSP de inicio o de educación continua se encuentra planificado un periodo de prácticas, 
pero al final estas no se llevan a cabo porque no hay presupuesto o tiempo para realizarlas, 
o si se hacen las prácticas no son lo que deberían ser porque se termina haciendo cualquier 
cosa y no se desarrollan las competencias que se deberían” (policía entrevistado en julio de 
2015). Así mismo otro policía indicó “las prácticas debería de orientarse a la realidad que 
uno enfrenta en el cargo que se está desempeñando o que va a desempeñar, pero no es así, 
lo ponen a uno hacer cualquier cosa y no hay quien lo oriente a uno, que le enseñe. Lo que 
terminan evaluando es lo que hizo y no la importancia de lo que hizo o aprendió”.  
Dentro de los cursos de formación inicial del nivel ejecutivo se destacan una serie de 
asignaturas que han estado presente en la mayoría de los pensum que han tenido vigencia 
entre 1992 y 2015, como son derechos humanos, intervención policial, educación física y 
deporte, armamento y tiro, derecho constitucional, penal, procesal penal, medicina forense, 
tránsito y seguridad vial, ética policial, informática, planeamiento operativo, administración 
policial, leyes especiales, defensa personal, investigación policial o criminal, teoría del 
mando, criminología, doctrina institucional y métodos y técnicas de investigación 
científica29. Sin embargo, llama la atención que buscándose la formación de un perfil policial 
democrático no hayan gozado de tal privilegio asignaturas como deontología policial, 
                                                          
29 Es importante aclarar que el nombre de las asignaturas ha presentado a lo largo de los años en algunos casos modificaciones mínimas 
que para efectos de la tabla sintetizada que se elaboró no fueron tenidos en cuenta. Por citar algunos ejemplos: educación física ha sido 
algunas veces denominada actividad física; ética policial se ha también denominado ética profesional, gestión del talento humano se ha 
definido en ciertas oportunidades como recursos humanos, etc.   
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democracia, liderazgo, policía comunitaria o algunas de contexto, coyuntura y realidad 
nacional y, que teniendo en cuenta la labor administrativa que desempeñan los policías del 
nivel ejecutivo, tampoco se haya enfatizado en asignaturas como derecho administrativo, 
derecho laboral y gestión del talento humano, las cuales han sido contempladas máximo en 
tres de los pensum que han estado vigentes durante el periodo de observación (Cuadro 23). 
Además, un número importante de las asignaturas que se han impartido en materia 
jurídica, humanística y de técnica policial han hecho presencia en un solo pensum. Si bien 
los currículos deben estar adaptándose a las demandas de la institución policial y las 
características del personal de ingreso, la eliminación recurrente de asignaturas genera una 
profunda diferenciación en torno a las habilidades, destrezas y competencias que se estimulan 
en los graduandos y también dificulta la profesionalización del personal docente (Cuadro 23).  
Finalmente, si se comparan los contenidos curriculares del nivel básico con el 
ejecutivo existe alta convergencia tanto en las asignaturas desarrolladas como en las 
modificaciones presentadas en los pensum a lo largo de los años, exceptuando desde luego 
las relacionadas principalmente con teoría del mando. Al respecto uno de los policías 
entrevistados cuestionó la ausencia de factores diferenciales en los contenidos a los que tuvo 
acceso en el curso inicial de nivel básico y los de ascenso que realizó en nivel ejecutivo “no 
encontré mucha diferencia en las temáticas que vimos, las asignaturas tenían el mismo 
nombre en la mayoría de los casos pero yo esperaba un grado de profundización más alto, 










Cuadro 23.  Frecuencia de asignaturas en Pensum del Nivel Ejecutivo. ANSP 1992-2015 
Presencia 
Pensum 
Jurídica Humanística Técnica Policial 
 




Educación Física y Deporte 
Armamento y tiro 
 
En 6 
Derecho Procesal Penal (1,2,3,4,5,6) 
Derecho Penal (1,2,3,4,5,6) 
Medicina Legal y Forense 
(1,2,3,4,5,7) 
Derecho Constitucional (1,2,3,4,5,6) 




Ética Policial (2,3,4,5,6,7) 
 
 
Informática (1, 2,3,4,5,6) 
Planeamiento Operativo (1,2,3,4,5,7) 







Leyes Especiales (2,3,4,5,7) 
Teoría del Mando (1,2,3,4,5) 
Criminología (1,2,3,4,5) 
Doctrina institucional (1,2,3,4,5) 
Métodos y Técnicas de investigación 
Científica (1,2,3,4,5) 
Defensa Personal (1, 3,4,5,7) 




  Redacción de Documentos Policiales (2,3,6,7) 
Criminalística (1, 3,4,5) 




Derecho Administrativo  (1,4,5) 
Deontología Profesional y Civismo (1,6,7) 
Psicología social y policial (1,2,7) 
Protección Civil (3,4,5) 
Estadística Básica Policial (1, 2,5) 






Derecho de la Mujer y el Niño (1,2) 
Derecho Laboral (1,5) 
 
Formación Conductual (1, 2) 
Relación con la comunidad (1, 2) 
Policial Comunitaria (2, 6) 
 
Manejo de Crisis (5,7) 
 Normatividad Ambiental (5, 7) 
Instrucción Básica policial(1,2) 
 Cartografía (4, 5) 
 Gramática y ortografía (1, 5) 
 Intervención Policial  (1, 2) 
Nomenclatura y Lectura de Cartas (3,7) 









Normativa Interna (1) 
Derecho Civil y Familia (1) 
Derecho Mercantil (1) 
Derecho Administrativo y Tributario 
(1) 
Legislación en Seguridad Pública (2) 
Procedimientos Legales (2) 
Violencia intrafamiliar (2) 
Derecho Internacional (5) 
Introducción a la policía científica (7) 
 
Seminario sobre la Realidad Nacional (1) 
Historia de la Seguridad Pública (2) 
Lenguaje y Comunicación (2) 
Manejo de Grupos (2) 
Técnicas de Intervención en Crisis (2) 
Negociación de Incidentes (2) 
Seminario de Investigación de Campo (2) 
Relaciones sociales e institucionales (6) 
Liderazgo y mando policial (6) 
Contabilidad (1) 
 Control Gubernamental (5) 
 Etiqueta y Protocolo (5) 
 Inteligencia Policial (5) 
Inglés (1) 
 Primeros Auxilios (2) 
Drogas (2) 
Planimetría Policial (2) 
 Información Policial (1) 
  Documentación y atestados policiales(1) 
 Logística (1)  
 Servicios Personales (1) 
 Casos emergencias (1) 
 Policía asistencial (7) 
 Principios de la cooperación policial 
internacional (7) Actos y procedimientos 
administrativos (7) 
Fuente: Elaboración propia con base en análisis de pensum 1992-2015. 
 
5.3. Dimensión 2: Delimitación de las funciones policiales 
 
Para que la policía sea profesional es necesario que estén claramente definidas las 
competencias, compromisos y responsabilidades que cada funcionario asume al aceptar un 
cargo dentro de la institución de seguridad, de esta manera es posible formar los perfiles 
policiales que la policía requiere y ubicar dentro de la estructura orgánica al personal en 
función de su formación, sus habilidades y sus competencias. 
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La PNC del El Salvador cuenta con una estructura orgánica que ha sido modificada 
en diversas ocasiones mediante la creación, supresión o unión de diversas unidades, 
divisiones o subdirecciones. La primera Ley Orgánica de la PNC data de 1992 y define, entre 
otras cosas, el organigrama y las funciones que a grosso modo competen a los cargos de 
mayor envergadura. La nueva Ley Orgánica de 2001 (decreto 653), señala de manera general 
estas mismas competencias y, el Reglamento de la Ley Orgánica de la PNC de 2002 (decreto 
82), en su título II hace alusión a la estructura organizativa y funcional de la institución, 
indicando la necesidad de que cada dependencia consigne en un manual los por menores de 
su funcionamiento. 
En este sentido la PNC ha elaborado desde 2003 manuales de normas y 
procedimientos para cada dependencia, dentro de los que se destacan el de la Subdirección 
de Administración y Finanzas (2008), el de Seguridad Pública (2009), el de Áreas 
Especializadas Operativas (2009), el de la Policía Rural (2009), el de Investigaciones (2009) 
y el de Transporte terrestre (2009). Estos manuales se han establecido como una herramienta 
metodológica de apoyo al trabajo policial que indica los limites, los roles y las 
responsabilidades de cada  miembro de la dependencia y define los procedimientos que se 
desarrollan en cada una de las divisiones y las unidades que la integran. 
Estos manuales que se actualizan en función de cambios presentados en el marco 
normativo, las políticas de trabajo institucional y/o en las actividades desarrolladas en cada 
dependencia,  son una herramienta de apoyo valiosa de inducción para el nuevo personal, ya 
que dan a conocer las funciones, tareas y actividades que se encuentran bajo la 
responsabilidad de cada uno de los cargos, describiendo de manera detallada cada 
procedimiento, su objetivo y la disposición legal que lo respalda e indicando el paso a paso 
que debe ponerse en marcha para ejecutarlo. Además, la PNC desde 2010 ha creado una serie 
de documentos que describen los procedimientos en los cuales se involucran varias 
dependencias, como por ejemplo el instructivo que regula las responsabilidades de las 
dependencias involucradas en el proceso de formulación, gestión, ejecución y seguimiento 
de proyectos de la PNC (2013).  
Sin embargo, estos manuales no establecen indicaciones relacionadas con el perfil 
que se demanda para cada uno de los cargos que conforman las dependencias. Ante ello, se 
ha solicitado la creación de manuales de descripción de puestos para cada una de las 
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unidades, en los que se especifiquen aspectos como el nombre del puesto, la dependencia 
jerárquica, las funciones básicas, las relaciones de trabajo, los conocimientos y la experiencia 
requerida. Estos manuales de puestos se han venido elaborando a partir de 2010, aunque no 
todas las unidades cuentan con ellos, lo cual dificulta la formación y asignación de personal 
idóneo para dichos cargos. 
Pese a la mayor formalización que ha venido haciéndose respecto a la delimitación  
de funciones en la PNC, ha existido gran dificultad para asignar los perfiles adecuados  a 
cada uno de los cargos principalmente porque la formación de cursos de especialización se 
han ofrecido sin un análisis riguroso de las demandas de la institución, la poca diferenciación 
de los procesos formativos, la asignación de puestos sin cumplir con los requisitos del perfil 
sino por padrinazgos, la relevancia de prácticas informales dentro de realización de los 
procesos y la influencia política que en varios casos vulnera las indicaciones legales. 
Al respecto académicos y policías entrevistados señalan que:  
“El personal policial suele estar confundido con respecto a las funciones que debe 
desempeñar, porque la institución ha operado con una filosofía militar de jerarquización 
vertical en el mando, lo que implica que se realicen actividades y funciones no 
necesariamente ligadas al cargo sino que son definidas discreción del  jefe inmediato” 
(Académico 3).  
“Si bien la ley Orgánica de la PNC, la Ley de la Carrera Policial y los diversos 
manuales que existen definen las funciones de los integrantes de la PNC de acuerdo a su 
nivel jerárquico y a las dependencias a las que pertenecen, en la práctica la realidad es muy 
distinta y reina la confusión y los procesos desorganizados, porque no ha habido una 
planificación estratégica de la institución y se hacen manuales independientes, con el apoyo 
de la oficina de planeación, pero no se piensan y diseñan los procesos de manera sistémica. 
” (Académica 2). 
“Los celos al interior de las dependencias de la PNC generan una duplicidad de 
esfuerzos que desgasta a los funcionarios y a la institución” (Policía 3). 
“La promoción del personal de la PNC no se dio como lo establecía la ley. Hay 
categorías que no han existido, como por ejemplo la de Comisionado General, y se 
generaron muchos retrasos en las convocatorias de ascenso que se llevaron a cabo sin que 
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se hubiese previamente realizado una definición de funciones y puestos, ni siquiera ajustes 
salariales coherentes con las nuevas responsabilidades” ( Académica 2). 
La delimitación de las funciones policiales también demanda la separación orgánica 
y operativa de la policía y del Ejército, lo cual quedo definido en los APC y fue refrendado 
en la reforma constitucional de 1993, donde se estipuló que la Fuerza Armada (FAS) quedaría 
subordinada al poder civil y sus funciones se centrarían en la defensa de la soberanía del 
Estado (Art. 212), en lugar de la seguridad interna, al frente de la cual estaría la PNC. Sin 
embargo, en el Art. 168 se señaló la posibilidad de que en casos excepcionales, cuando el 
Presidente de la República lo considerara necesario, podría disponer de la FAS tras agotar 
“los medios ordinarios para el mantenimiento de la paz interna, la tranquilidad y la seguridad 
pública” (20). 
Dicha disposición sirvió de plataforma para la militarización de la seguridad pública 
y de la misma PNC durante la posguerra (Costa, 1999; Aguilar & Amaya, 2001; Aguilar, 
2012, 2016). La superposición de funciones entre la PNC y el Ejército en El Salvador se 
presentó desde el día siguiente a la desmovilización del FMLN (16 de diciembre de 1992) y 
se ha mantenido vigente tras veinticinco años de reestructuración del esquema de seguridad 
pública del país, con la emisión de decretos legislativos y la formulación de diversos planes.  
Inicialmente el Ejército estuvo vinculado en actividades de patrullaje independiente 
para custodiar zonas rurales y carreteras del país (Plan Grano de Oro y Plan Vigilante). 
Posteriormente, participaron en patrullajes preventivos conjuntos con la PNC (Plan 
Guardianes, Grupos de Apoyo a la Comunidad,  Grupos de Tarea Antipandilla, Grupos de 
Tarea Conjunta) y fueron facultados para realizar acciones de intervención policial bajo la 
directriz de la PNC, como perseguir, capturar, desarticular pandillas y allanar viviendas (Plan 
Mano Dura, Plan Súper Mano Dura). Finalmente, estuvieron al frente de la ejecución de 
esquemas militares de seguridad pública independientes en barrios, escuelas, puestos de 
control vehicular, centros penales y puntos fronterizos (Planes de Operaciones Zeus, San 
Carlos, Sumpul y Plan Barrios), así como de la implementación de planes autónomos de 




Gráfico 17.  Intervención del Ejército en asuntos de Seguridad Pública. El Salvador 1992-2015. 
 
Fuente: elaboración propia con base en Aguilar, 2016. 
 
Pese a que la superposición de funciones entre las FAS y la PNC ha estado presente 
a lo largo de todo el periodo de transición, entre 2009 y 2014 la competencia exclusiva de la 
PNC relacionada con la seguridad pública fue vulnerada considerablemente, puesto que los 
militares recuperaron transitoriamente el control total de la seguridad interna del país. Este 
poder les fue conferido por el gobierno del Presidente Mauricio Funes a través de diversas 
acciones dentro de las que se destacan: 1) la existencia de unidades de inteligencia adscritas 
a la FAS (algo que se había excluido de la competencia militar en los APC); 2) la injerencia 
de militares en el Organismo de Inteligencia del Estado (OIE); 3) el intento de unificar todos 
los subsistemas de inteligencia de El Salvador (OIE, policial, penitenciaria y militar); 4) el 
incremento de gasto militar que sustentó la vinculación de un número creciente de militares 
en tareas de seguridad interna30; 5) el funcionamiento de patrullas militares sin supeditación 
operativa a la PNC (Fuerzas de Tareas); 6) la creación de comandos militares y planes de 
intervención territorial autónomos en seguridad pública y; 7) la asignación de funciones 
propias de la labor policial a los militares, como la custodia perimetral de varias escuelas y 
centros penales, el control de la seguridad interna de las penitenciarias y centros de 
internamiento de menores, la implementación de planes de seguridad al interior del transporte 
                                                          
30 El número de militares en asuntos de seguridad pública pasó de 897 en 2006 a 11.200 en 2014 y entre 2009 y 2013 el presupuesto 




colectivo y el control de puntos fronterizos para la lucha contra el narcotráfico, el 
contrabando y el tráfico ilegal de personas y mercancías (Aguilar, 2016; Resdal, 2012).  
La remilitarizacion de la seguridad pública se presentó en el marco del primer 
gobierno de izquierda del país, que retornó a los militares a los puestos directivos de mayor 
envergadura con el nombramiento del General David Munguía Payés como Ministro de 
Seguridad Pública y Justicia entre noviembre de 2011 y junio de 2013, y del General 
Francisco Ramón Salinas como Director General de la PNC entre enero de 2012 y junio de 
2013.   No obstante, es importante destacar el papel desempeñado por la Corte Suprema de 
Justicia en defensa del espíritu de los acuerdos cuando en mayo de 2013 emitió un 
pronunciamiento de inconstitucionalidad obligándolos a retirarse de dichos cargos porque 
contravenía  “por una parte, la separación de funciones de defensa nacional y de seguridad 
pública, y, por otra, la independencia de la Policía Nacional Civil con respecto a la Fuerza 
Armada (…) debido a que infringía la obligación de que la dirección de la PNC estuviera  a 
cargo de autoridades civiles” (CSJ, 2013:38). 
 
5.4. Dimensión 3.  La carrera policial 
 
En materia de promoción y ascenso los APC indicaron que los candidatos a ingresar 
a la PNC debían: 1) aprobar los cursos establecidos por la ANSP; 2) esperar a que se abrieran 
los concursos y; 3) cumplir con las exigencias específicas de cada categoría. La antigüedad 
se instituyó como criterio clave, puesto que para el nivel básico se requerían dos años y para 
los niveles ejecutivo y superior tres años. Del total de cupos disponibles para ingresar a los 
niveles ejecutivo y superior solo la mitad podían ser destinados a personal de la PNC y los 
restantes a personal externo, lo cual implicaba que "los mandos policiales competirían por 
los ascensos con personal ajeno al cuerpo, lo que los obligaría a mantener un espíritu de 
superación permanente y a no descuidar su preparación intelectual y académica. Además, 
permitiría fortalecer la PNC con elementos nuevos, provenientes del mundo civil, y asegurar 
que sólo los mejores llegaran a desempeñar las funciones de mayor responsabilidad” (Costa, 
1999:123).  
Con la Ley de la Carrera Policial de 1996 (decreto 773) que se encuentra vigente en 
la actualidad, se estableció que el personal policial sería profesional de carrera, definiendo 
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directrices relacionadas con las promociones, ascensos y terminación de la carrera policial31. 
Además, se reafirmó el escalafón policial definido en la Ley Orgánica de 1992, conformado 
por tres niveles cada uno con tres categorías. El nivel básico con las categorías de agente, 
cabo y sargento;  el ejecutivo con subinspector, inspector e inspector jefe y; el superior con 
subcomisionado, comisionado y comisionado general.  
La ley determinó que el ingreso a la PNC se haría solo en dos categorías, en el nivel 
básico como agente y en el ejecutivo como subinspector, tras aprobar el curso en la ANSP y 
contar con el visto bueno del Tribunal de Ingresos y Asensos de la PNC32. Al resto de 
categorías de nivel básico y ejecutivo, así como a las del nivel superior solo podría accederse 
mediante promoción y ascenso, cumpliendo con los requisitos académicos, el historial de 
servicios sin faltas graves o muy graves y la antigüedad33. Lo anterior se estableció como un 
incentivo para promover la profesionalización de la carrera policial.  
Según la Ley de la Carrera Policial la convocatoria para los ascensos debe realizarla 
el ministro del ramo a solicitud del director de la PNC. Los aspirantes deben participar en un 
concurso y aprobar un examen teórico práctico así como el curso de ascenso de la ANSP. El 
cupo disponible en cada curso será igual al número de plazas vacantes más el 20% y éstas le 
serán asignadas a quienes obtengan las más altas puntuaciones a lo largo del proceso, en 
función del peso porcentual que el ministro haya definido para cada etapa. Según el orden 
los ascendidos podrán escoger la plaza de su preferencia, excepto cuando éstas sean de libre 
designación. Quienes aprueben pero no alcancen a ascender lo harán en la medida en que 
existan vacantes. 
Sin embargo, pese a que estos por menores fueron definidos en 1996, solo hasta el 
año 2000 se comenzaron a realizar cursos de ascenso, tras la emisión del reglamento de 
cursos de ascenso de la PNC y transcurridos quince años se graduaron 4.370 policías en esta 
modalidad en El Salvador (Cuadro 24). Lo anterior significó un fuerte obstáculo para que el 
                                                          
31 Esta se puede dar por cuatro vías: muerte; jubilación (voluntaria o forzada); renuncia; destitución; o incapacidad física o mental. El 
reingreso se contempla solo para algunos casos excepcionales. 
32 Este tribunal está integrado por un jefe de estudios y un docente del área de humanística de la ANSP y por policías del nivel superior 
designados por el director con autorización del inspector general.   
33 Para ascender en el escalafón se requería antigüedad en la categoría inmediatamente anterior equivalente a dos años para cabo, 3 
para sargento y  comisionado general, 4 para subinspector, inspector e inspector jefe y 5 para subcomisionado y comisionado general 




personal de las primeras promociones fuera promovido según las disposiciones legales y 
obstaculizó los incentivos para una mayor profesionalización. 
Cuadro 24.  Número de graduados en cursos de Ascenso Policial. ANSP 2000-2015 
Año 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2013 2014 2015 TOTAL 
Mujeres 6 36 30 21 5 23 37 3 13 24 69 20 36 9 332 
Hombres 49 529 561 394 38 370 318 28 89 196 893 220 278 75 4038 
TOTAL 55 565 591 415 43 393 355 31 102 220 962 240 314 84 4370 
Fuente: Elaboración propia con base en datos de la ANSP 
Al igual que los cursos de formación inicial impartidos por la ANSP, los de ascenso 
han sido objeto de alteraciones como consecuencia de las decisiones políticas que a través 
decretos legislativos emitidos para cada convocatoria han acotado los tiempos establecidos 
para su desarrollo. Según el Reglamento de Ascensos de la PNC estos cursos debían 
desarrollarse mínimo en siete meses (cinco teóricos y dos prácticos), salvo en el caso de 
ascenso a subinspector que debía ser de catorce meses (ocho teóricos y seis prácticos). Sin 
embargo, las decisiones políticas han justificado que su culminación se haya reducido en 
algunos casos a dos o tres meses principalmente en el nivel ejecutivo (IUDOP & ANSP, 
2014). En este sentido, se observa que los policías que comparten una misma categoría se 
han sometido a procesos formativos ampliamente disimiles en términos de temporalidad y 
por supuesto de contenidos.  
Otro aspecto relevante de los cursos de ascenso en El Salvador se relaciona con los 
contenidos que han sido variados incluso para la misma categoría. Por ejemplo, en el caso 
del ascenso a subinspector, han existido cuatro vías de acceso: promoción interna de agentes 
y cabos con título universitario; sargentos sin título; por homologación de cursos realizados 
en el extranjero y; por ingreso externo de civiles con títulos universitario y sin carrera 
policial. 
Los primeros cursos de ascenso que se impartieron no se diferenciaban 
profundamente en términos de contenidos. Sin embargo, recientemente se ha avanzado en la 
capacitación en contenidos específicos para cursos de ascenso a las diversas categorías del 
nivel ejecutivo y superior.  Según lo reconoce un funcionario de la ANSP “en los primeros 
cursos de ascenso la diferencia sí era poca, al grado que los policías se quejaban y que decía 
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que era más de lo mismo; en los últimos cursos se ha hecho el esfuerzo de ver la gradualidad. 
En el caso de Inspector a Inspector Jefe se han incorporado temas sobre investigación, 
trabajo de investigación, se ha enfatizado en que conozca de la experiencia la policía 
comunitaria. En el caso Subinspector a Inspector siempre administración de personal, 
control interno; es más administrativo” (IUDOP & ANSP, 2014: 40).  
Una dificultad evidenciada para definir los contenidos ha estado ligada a la falta de 
claridad sobre las competencias que deben fortalecerse en los aspirantes a ascensos según la 
categoría para la cual apliquen. En este sentido es indispensable el dialogo concertado y 
continúo entre la PNC y la ANSP en torno a las funciones, responsabilidades y actividades 
que estos desempeñarán en cada nivel jerárquico. Según le indicó un miembro de la ANSP 
al IUDOP 2014, con respecto a dicha articulación: 
 No hay mucha, por el momento no. Como que nadie sabe darle el énfasis, para qué son los cursos de 
ascenso, si son solo un requisito y como tampoco está definido. Otro problema es la falta de definición 
de la policía de qué espera de cada mando. Si la ley Orgánica establece lo que debe hacer cada 
categoría; pero realmente eso no es una definición de qué es lo que espero yo que haga cada uno de 
ellos. Una delegación puede estar en manos de un Subinspector, de un Subcomisionado o un 
Comisionado no tienen criterios (47). 
En términos de la valoración sobre la pertinencia y la calidad de los cursos de ascenso 
se destacan las apreciaciones de los policías del nivel ejecutivo. Por su parte, las críticas al 
respecto son más recurrentes en  quienes integran el superior. Según el IUDOP y la ANSP 
(2014) esto se explica porque “el enfoque de los cursos ha estado dirigido fundamentalmente 
a fortalecer o dotar de conocimientos teóricos a los participantes, lo que debe conllevar a una 
redefinición de los contenidos, las estrategias metodológicas, las formas de evaluación y los 
enfoques de enseñanza, pues si bien es importante que los oficiales de policía cuenten con 
una base teórica sólida (…) la formación debe estar dirigida a fortalecer también el manejo 
de técnicas policiales, a dotar de habilidades y destrezas y a forjar las actitudes requeridas 
por un buen liderazgo” (48).  
El componente de práctica policial de los cursos de ascenso ha sido el más afectado 
con la reducción de tiempos para la culminación de los cursos. Además, la valoración que 
los policías que las han realizado tienen sobre su enfoque y pertinencia es bastante crítica, 
pues consideran que resulta poco funcional para el desarrollo de nuevas competencias propias 
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de la categoría a la que aspiran. Al respecto un policía entrevistado indicó que “las práctica 
a veces tenían que ver con la realización de las mismas actividades que normalmente 
hacíamos en otras categorías”. 
Un obstáculo de la carrera policial en El Salvador radica en el hecho de que muchos 
miembros de la planta policial no han podido realizar nunca un curso de ascenso  pese a tener 
niveles educativos equivalentes a tecnologías, licenciaturas o ingenierías, lo cual implica que 
no han podido acceder a beneficios de ascenso pese a cumplir requisitos de antigüedad en el 
servicio, avanzar en el grado de profesionalización y tener incluso jefaturas bajo su 
responsabilidad. “Las plazas de ascenso cuando se convocan, muy esporádicamente, son 
limitadísimas para el número elevado de policías que quieren ascender. Las capacitaciones 
se realizan, se cumple con el tiempo de servicio, se participa en cursos de formación continua 
y sin embargo no pueden ascender. Pasa y pasa el tiempo, años y años y si no se cuenta con 
un padrino político es imposible ascender” (Policía entrevistado). 
Desde luego, la aplicación estricta de la ley en materia de ascensos está muy alejada 
de la realidad que enfrenta un policía civil en El Salvador, lo cual genera desincentivos y 
afecta la calidad del desempeño laboral, máxime cuando las condiciones contextuales en las 
que operan presenta tantas amenazas para su integridad. “Llevo años esperando ser 
ascendido y me he capacitado para lograrlo. Al principio había muchas expectativas cuando 
salió la ley y comenzaron a salir las convocatorias, pero con el paso del tiempo yo ya perdí 
la ilusión porque si uno no tiene un contacto en el nivel superior no tienen ninguna 
posibilidad de avanzar. Y es muy frustrante porque uno se juega la vida todos los días, sale 
de la casa, se despide de los hijos, de la familia y sabe que puede no regresar. ¿Usted que 
conoce al Ministro o al Comisionado Cotto no me podrá ayudar?” (Policía entrevistado en 
julio de 2015). 
La afirmación anterior coincide con los hallazgos del IUDOP y la ANSP (2014) que 
tras consultar a una muestra representativa de policías del nivel ejecutivo y superior 
concluyeron que los méritos profesionales no parecen ser determinantes en todos los casos 
para ascender a un nuevo puesto, sino más bien otros como la cercanía con las autoridades 
de turno o, incluso la procedencia ideológica de los oficiales, todo lo cual afecta 
profundamente los esfuerzos de profesionalización de la PNC (Gráfico 18). “Los resultados 
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son de nueva cuenta, contrarios a los principios básicos de administración de recursos 
humanos, que se utilizan en los procesos de promociones, especialmente en una profesión en 
el que hay una fuerte demanda de eficacia y efectividad.  Es sumamente grave la percepción 
de los oficiales consultados y que los méritos y las competencias profesionales no sean los 
que tengan mayor peso a la hora de promover a alguien a un puesto de jefatura” (83). 
 
Gráfico 18.  Factores determinantes para el ascenso policial en El Salvador. 
 
                               Fuente: IUDOP & ANSP, 2014, 85. 
 
Finalmente, el estudio realizado por el IUDOP y la ANSP (2014) señala con 
preocupación el hecho de que varios de los policías del nivel ejecutivo y superior que tienen 
bajo su cargo jefaturas no cuentan con formación en asuntos administrativos que garanticen 
su buen desempeño. “El desempeño laboral puede verse afectado por un lado, por la 
motivación con que realizan su trabajo y por el otro, porque estos no cuentan con las 
herramientas necesarias para tener bajo su cargo, tareas de dirección, administración de 
recurso humano y planeación. Al respecto, es importante prever para este grupo espacios de 
formación alternativos que los mantengan actualizados en áreas primordiales de su trabajo” 
(56). 
5.5. Apreciaciones finales 
 
Si bien El Salvador cuenta con una institución encargada de la formación policial que 
ha venido consolidándose a lo largo de los años y ha desempeñado una labor de gran 
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envergadura durante el periodo transicional, ésta no ha estado exenta de cuestionamientos 
frente a la forma en que ha desarrollado su misión institucional y su capacidad para formar 
policías profesionales, puesto que desde sus orígenes ha estado expuesta a un contexto poco 
favorable para concretar dicho fin, principalmente por cinco razones: 1)  la presión política 
para priorizar las metas cuantitativas de formación a las cualitativas, inicialmente por la 
necesidad de  remplazar a las viejas estructuras policiales y posteriormente para hacer frente 
a la violencia delincuencial; 2) el fuerte énfasis en la formación básica y la poca relevancia 
que se le ha dado a la especializada, lo que ha representado un obstáculo para la dignificación 
de la carrera policial; 3) la priorización de contenidos teóricos en detrimento del componente 
práctico; 4) la dificultad para formar perfiles policiales coherentes con los requerimiento de 
mediano y largo plazo de la PNC, lo cual se ha reflejado en la poca funcionalidad de los 
contenidos frente a las demandas de los cargos policiales; 5) la tendencia a la militarización 
que ha estado presente en la formación policial, dada la continua presión y presencia de 
militares o ex militares en la dirección del Ministerio al cual ha estado adscrita la ANSP y la 
vulneración del perfil civil en su dirección.  
En consecuencia, los funcionarios de la PNC no cuentan con un nivel óptimo de 
formación dado que no han sido capacitados teórica y académicamente mediante un sistema 
pedagógico de máxima calidad, con contenidos formativos consecuentes con los respectivos 
niveles jerárquicos y las demandas propias de los cargos que desempeñan al interior de la 
PNC. Así mismo, el periodo de prácticas en los niveles iniciales de formación y en los cursos 
de formación continua no han sido consecuentes con una capacitación física y táctica de 
entrenamiento de alto nivel, lo cual ha obstaculizado la adquisición de habilidades, 
capacidades y competencias idóneas para el buen desempeño de la labor policial. 
Sumado a ello las características del proceso formativo no han estado necesariamente 
ligadas de manera estrecha al modelo de policía democrática que desea formarse, puesto que 
el énfasis de la capacitación se ha centrado en bases legales y contenidos de técnica policial. 
Por su parte, las asignaturas de corte humanista, político y de contexto han tendido a perder 
importancia programática dentro de los pensum que han estado vigentes. Además, durante 
veinticuatro años la carrera policial estuvo diseñada, gestionada y administrada pedagógica 
y curricularmente por una Academia que careció de reconocimiento a nivel superior, lo cual 
solo logró subsanarse hasta el año 2016. 
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Sin embargo, se destaca el énfasis que la ANSP ha venido desarrollando en los años 
recientes en materia de género y vocación comunitaria, así como la suscripción de convenios 
con universidades y academias policiales nacionales e internacionales que diseñan, ejecutan 
y evalúan conjuntamente el pensum, el proceso y la duración de la formación, de los cuales 
se han desprendido adecuaciones y ajustes de valioso aporte. 
Un grave problema radica en que se ha evidenciado que los perfiles de formación no 
son consecuentes con las funciones desempeñadas por los efectivos, es decir, que estos sean 
ubicados en los cargos o las áreas para las que se capacitaron, lo cual promoverá la 
especialización de la función policial soportada en la delimitación de las funciones propias 
de cada uno de los eslabones de la estructura orgánica de la institución.  
Pese a la definición de funciones de cada una de las dependencias de la PNC con la 
generación de manuales de procesos y de características de los puestos aún es necesario 
continuar formalizando de manera más sistémica puesto que se evidencia duplicidad de 
esfuerzos, desorganización y confusión frente a las responsabilidades de cada procesos y 
promover las relaciones de tipo horizontal que permita a los funcionarios de la PNC rehusarse 
a realizar actividades y desempeñar roles que se encuentren fuera de su responsabilidad y 
que son definidos a discrecionalidad de los jefes. Debe evitarse en lo posible que los cuerpos 
policiales asuman funciones ajenas a las indicadas constitucionalmente.  
La profesionalización de la PNC enfrenta aún el reto de lograr constituir una 
estructura en la cual las funciones, las labores y los perfiles policiales estén claramente 
distinguidos y diferenciados institucionalmente, que logren la integración y la 
complementariedad de los procesos. 
Otro reto de la profesionalización de la PNC es la desvinculación de los militares dela 
seguridad pública en El Salvador, que ha sido una constante y no una excepción cuando 
situaciones comprometedoras de desorden público se ha presentado.  
Cabe destacar la formalización de los procesos de selección del personal que accede 
a la ANSP, los cuales demandan un perfil de aptitudes, requerimientos psicológicos y 
antecedentes académicos y judiciales claramente definidos y diferenciados para cada nivel. 
También la academia cuenta con criterios e instrumentos para la evaluación de los 
postulantes, los cuales permiten identificar sus potencialidades y habilidades. 
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 Aunque aún es necesario que los perfiles convocados se encuentren definidos en 
función de los conocimientos mínimos requeridos, las habilidades cognitivas, físicas, 
psicomotrices y psicosociales, así como las actitudes, las competencias y la disposición de 
los atributos personales para enfrentar las características intrínsecas de la función policial. 
En la delimitación de los procesos de selección en los que cada una de las etapas estén 
definidas y estandarizadas, así como criterios de evaluación y en los que se contemple la 
posibilidad de que puedan postularse diversos representantes de las clases sociales, 
independientemente de su raza, género, estrato económico y preferencia sexual.  
En materia de formación continua se presentan deficiencias como el hecho de que no 
todos los funcionarios de la PNC han realizado cursos y también la generalidad de estos sin 
discriminar rangos jerárquicos. La limitadísima cantidad de policías con grado de formación 
de maestría y doctorado demuestran el poco apoyo y el limitado estímulo que se ha 
presentado para ascender a los efectivos a cargos orgánicos de mayor relevancia. Es más, la 
idea de que el ascenso no está determinado por la formación ni por la evaluación del 
desempeño sino los compadrazgos y otros elementos son los que más influyen en este asunto 
deteriora el fortalecimiento de la educación continua.  y no se accede por mérito, en igualdad 
de oportunidades y por medio de procesos transparentes y equitativos. 
En resumen, uno de los principales retos que tiene la PNC y la ANSP en lo relativo a 
los cursos de ascensos, es reestructurar los planes y programas de estudio de cada uno de los 
cursos, en función de los distintos roles y funciones que los oficiales de distintos niveles 
desempeñan en la práctica. Esto supone que los contenidos y enfoques metodológicos deben 
responder a las habilidades, conocimientos y actitudes que se busca fortalecer en cada nivel. 
A su vez, es fundamental mantener en todos los niveles, contenidos que han sido definidos 
como transversales en toda la formación policial tales como el enfoque de policía 
comunitaria, el género y los derechos humanos. 
Finalmente, el predominio de factores no vinculados a la profesionalización, en la 
toma de decisiones relativas al nombramiento de las jefaturas contradice el enfoque de la 
carrera policial que se ha buscado instituir desde el surgimiento de la PNC. Evidenciando 
una vez más las contrariedades de los actores políticos en la democratización del cuerpo 










En este capítulo se analiza la segunda variable explicativa definida en el apartado 
metodológico de la tesis: la capacidad institucional de la Policía Nacional Civil de El 
Salvador. Con ello se pretende identificar la habilidad o potencial que ésta posee para 
alcanzar sus objetivos misionales, enfrentando las dificultades que puedan entorpecer dicho 
fin y que están relacionadas tanto con aspectos técnicos, administrativos, organizativos y 
procedimentales, como con elementos contextuales, sociales, políticos y culturales que 
condicionan su capacidad para alcanzar los objetivos y las metas trazadas (Fukuda & Hill, 
2002; Rosas, 2008; Ospina, 2002). 
En aras de reflexionar sobre esta variable, en primer lugar se analiza la voluntad 
política de los gobiernos de El Salvador entre 1999 y 2014 para fortalecer y democratizar a 
la PNC, a través de la revisión de las políticas de seguridad y las reformas al esquema de 
seguridad pública que impulsaron, puesto que estas decisiones inciden de forma directa en el 
desempeño de la policía. Posteriormente, se revisan los recursos con los que ha contado la 
PNC a lo largo del periodo de observación para cumplir con su misión institucional y,  
finalmente, se analiza la capacidad de investigación del cuerpo de seguridad y la relevancia 
que dentro de su esquema de funcionamiento presenta el trabajo comunitario. 
 
6.1. Dimensión 1. Voluntad Política  
 
La capacidad institucional necesaria para impulsar un desempeño policial 
democrático está supeditada a la voluntad política para contribuir con la consolidación de 
una policía que opere bajo criterios de efectividad, legitimidad y legalidad, lo cual se refleja 
en las decisiones y acciones que en materia de política pública, régimen jurídico y reformas 
constitucionales relacionadas con el esquema de seguridad pública, se ponen en marcha en 
los países (Grindle, 1997, cit. en: Ospina, 2002; Forss & Venson, 2002).  
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Al respecto es importante resaltar que en El Salvador los gobiernos han centrado su 
intervención en materia de seguridad en esquemas de represión y mano dura frente a la 
violencia de tipo delincuencial que ha enfrentado el país durante el periodo de postconflicto, 
lo cual ha incidido de manera negativa en el proceso de democratización de la PNC, puesto 
que ninguno de los gobiernos democráticos pese a su diferente ideología han sido capaces de 
rescatar el sentido de esta institución en el marco de los acuerdos. Se puede entonces indicar 
que lo que ha predominado ha sido la desconfiguración de la reforma al esquema de seguridad 
pública del país, resultando afectado el carácter civil de la PNC y su legitimidad frente a la 
sociedad que no reconoce en ella una fuente de defensa de sus derechos, sino de vulneración 
de los mismos. 
Pese a que no existen datos que permitan corroborar que la principal causa del 
deterioro de las condiciones de seguridad en El Salvador ha sido la expansión y consolidación 
del fenómeno de las pandillas34, el gobierno y los medios de comunicación las han convertido 
en tema prioritario de las campañas políticas y de la agenda nacional de seguridad pública, 
justificando la implementación de políticas represivas y manodurista que han establecido 
unas disposiciones para que los miembros de la PNC operen de manera poco coherente y 
funcional para la democracia (Baby, Compagnon & González 2009; Aguilar 2004, 2006, 
2008; FESPAD, 2006; FESPAD & CESPES, 2004; Aguilera, 2006; Aguilar & Carranza, 
2008).  
 
6.1.1. Gobierno de Francisco Flores Pérez- ARENA 
Desde 1999, el Presidente Francisco Flores Pérez del partido de derecha Alianza 
Republicana Nacionalista (ARENA), anunció una política de seguridad ciudadana basada en 
la represión y la contención, con el objetivo de disminuir la incidencia de la criminalidad en 
el país, principalmente orientada a reducir las acciones delincuenciales de las maras o 
                                                          
34En la actualidad, la Mara Salvatrucha y la pandilla del Barrio 18 constituyen las dos agrupaciones pandilleras más representativas en la 
región del Triángulo de Centroamérica. Ambas surgen a inicios de los noventa, influenciadas por el retorno de pandilleros 
centroamericanos de los Ángeles, California, quienes fueron deportados y terminaron imponiendo paulatinamente las identidades 
pandilleriles norteamericanas a las pandillas locales (Cruz, 2005). Tanto la Mara Salvatrucha como el Barrio 18 son en la práctica las dos 
pandillas hegemónicas que han sobrevivido y coexistido en el tiempo, aún cuando surgieron con posterioridad a muchas de las pandillas 
domésticas que ya existían en estos países desde finales de los ochenta. 
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pandillas, considerando que el solo hecho de pertenecer a estas organizaciones debía ser un 
delito castigado con duras penas. Desde ese momento se pusieron en marcha procedimientos 
de captura por parte de funcionarios de la PNC y el Ejército que desencadenaron en el 
encarcelamiento de cientos de jóvenes pertenecientes a estas agrupaciones, muchos de los 
cuales eran menores de edad, que en algunos casos, dada la declaración de discernimiento de 
adulto, terminaron en prisión compartiendo celdas con adultos responsables de graves 
delitos, es decir, con criminales judicializados (Gómez, 2010). Desde luego, estas 
disposiciones llevaron a la Policía a transgredir acuerdos internacionales de protección de 
menores, como la Convención de los Derechos del Niño. 
Esta política conocida como Plan Mano Dura (PMD), inició el combate frontal del 
gobierno contra las pandillas, delineando un estilo altamente autoritario en el accionar 
policial sustentado en la aprobación de Proyectos de Ley, reformas al Código Penal, al 
Código Procesal Penal, la tipificación de nuevos delitos, el endurecimiento de las penas y la 
flexibilización de los procedimientos para juzgar y encarcelar a los integrantes de dichas 
agrupaciones. Si se tiene en cuenta que para la implementación del PMD,  la PNC era el eje 
central al ser la encargada de perseguir, capturar y presentar ante la justicia al mayor número 
de pandilleros posibles, es comprensible que todos los cuestionamientos nacionales e 
internacionales que en torno a dicha política se gestaron, terminaran afectando de manera 
directa su desempeño democrático.   
La expedición en 2003 de la Ley Antimaras (LAM), se percibió como una estrategia 
para combatir de manera directa la pertenencia a estos grupos y no como una estrategia 
integral para enfrentar el conjunto de acciones delictivas que acechaban a la población, lo 
cual implicó una posición gubernamental que focalizó la función policial en una de las tantas 
dimensiones que desestabilizaban los niveles de seguridad en el país, en detrimento de la 
efectividad de la policía. Además, esta Ley promovió una dura acción policial que dio como 
resultado el incremento de las capturas indiscriminadas de jóvenes que a juzgar por su 
apariencia y comportamiento eran considerados pandilleros, lo cual  implicó un alto grado 
de subjetividad y discrecionalidad por parte de los policías, que solo basándose en criterios 
de imagen podían vulnerar transitoriamente los derechos fundamentales de los ciudadanos 
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con rasgos específicos, que dentro del imaginario colectivo atentaban contra el orden público 
(Aguilar, 2006; Gómez, 2010).  
Las consecuencias de esta Ley tuvieron un efecto importante sobre las prácticas 
policiales, al facultar a los policías para operar bajo preceptos de discriminación por razón 
de imagen, en virtud de lo cual podían despojar esporádicamente a los ciudadanos de algunos 
derechos, sin certeza alguna de su vinculación con el delito y las contravenciones (Anexo 4). 
A su vez se promovió la instrumentalización de la venganza personal y se vulneró uno de los 
objetivo del Acuerdo de Paz orientado a la reducción de la intervención policial selectiva que 
caracterizó el desempeño de los antiguos cuerpos de seguridad durante el siglo XX. 
Otro aspecto cuestionable de la LAM con respecto a la PNC fue que le dio poder 
significativo en los tribunales, al facultar en su  Art. 30 a sus funcionaros para ser titulares en 
la acusación ante el Juez competente. Lo anterior, como lo sostuvo una académica 
entrevistada en el marco de esta tesis “conllevó a que la investigación y el proceso de 
judicialización no se ajustara al derecho, en virtud del escaso conocimiento que la mayoría 
de los miembros de la PNC poseían sobre la materia y además resultó peligroso para 
cualquier ciudadano que tuviera un problema con algún policía, puesto que éste con 
facilidad podía hacerlo objeto de un proceso judicial”.  
Finalmente, otro efecto nocivo del PMD fue que contempló directamente la 
vinculación de funcionarios del Ejército en su implementación, mediante la creación de las 
Fuerzas de Tarea Conjunta (FTC), que revirtieron los procesos de desmilitarización de la 
seguridad pública en el país. Desde entonces se gubernamentalizó el apoyo de miembros del 
Ejército a las labores de la PNC, en la búsqueda del mantenimiento del orden público y el 
establecimiento de la paz ciudadana (Bonilla, 2015a). La LAM al tener tantos vicios de 
inconstitucionalidad fue declarada inexequible en abril de 2004 y la Corte Suprema de 
Justicia “incitó al presidente Flores a pedir disculpas públicas por promover una ley 
claramente contraria a la Constitución” ( Quezada & Martínez, 2008:2).  A su vez, la Corte 
advirtió la imposibilidad de que en el país se volviera a emitir una ley enfocada a la lucha 
contra los pandilleros. Sin embargo, un día antes de su pronunciamiento, la Asamblea aprobó 
la Ley para el Combate de las Actividades de Grupos o Asociaciones Ilícitas Especiales 
(LCAGAIE), la cual tenía como fin remplazarla (Anexo 5).  
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La nueva Ley “padecía de los mismo vicios por los que se habría anulado la primera 
versión” (Aguilar & Carranza, 2008:14), puesto que se estableció como un régimen especial 
para el combate de las actividades delincuenciales de los grupos conocidos como Maras o 
Pandillas, que presentó, al igual que su antecesora, una definición tipificada de lo que eran 
estas agrupaciones y continúo aplicándose a todas las personas mayores de doce años que se 
encontraban dentro del territorio nacional, contemplando nuevamente la figura de 
habilitación de edad y penalizando el simple hecho de pertenecer a estos grupos. 
 
6.1.2. Gobierno de Elías Antonio Saca- ARENA 
 En 2004, el Presidente Elías Antonio Saca del partido ARENA, anunció la 
implementación del Plan Súper Mano Dura (PSMD) como estrategia represiva orientada a la 
persecución de infractores, complementándola con planes de prevención y rehabilitación 
como la Mano Amiga35 y la Mano Extendida36. Así mismo, planteó el robustecimiento de la 
PNC con el objeto de mejorar su efectividad dentro de parámetros democráticos. En su Plan 
de Gobierno “País Seguro” (2004-2009), el Presidente reconoció la multicausalidad del 
fenómeno de la violencia y planteó un abordaje que trascendía al mantenimiento del orden 
público y la tranquilidad ciudadana (en donde la esfera policial era fundamental), con una 
visión más integral del desarrollo humano en la cual la participación ciudadana era clave en 
la prevención, el combate y la represión de la delincuencia (Anexo 7).  
En el Plan se enfatizó en necesidad de formar un perfil policial más integral, por lo 
cual se requería fortalecer los procesos de selección y formación adelantados en la Academia 
Nacional de la Seguridad Pública (ANSP). Para garantizar el desempeño democrático de la 
PNC y desincentivar las malas prácticas se propuso endurecer las sanciones sobre las 
                                                          
35 Orientado a prevenir, rehabilitar e insertar socialmente a los miembros de las pandillas que estuvieran dispuestos a dejar la agrupación 
y a no cometer actos violentos. 
36 Contempló la creación de internados para tratar problemas de drogadicción y alcoholismo; la generación de empleo mediante la 
incorporación de pandilleros a actividades laborales que requerían baja cualificación; la eliminación de tatuajes y la apertura de Granjas 
para tratar a pandilleros y a jóvenes en riesgo. 
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conductas ilegales así como robustecer el control disciplinario interno y externo, abriendo 
incluso espacio para que el ciudadano se estableciera como veedor de la función policial. 
El Presidente Saca indicó que en su gobierno aumentarían el número de efectivos 
del cuerpo policial y la dotación de equipos sofisticados de cara a facilitar las labores de 
investigación y combate de la delincuencia, lo cual en teoría generaría un impacto importante 
en la sofisticación de los procedimientos implementados por el cuerpo policial y en la 
acumulación de pruebas que permitieran que el trabajo de inteligencia generará elementos 
probatorios para el proceso de judicialización de los capturados (Bonilla, 2015a).  
Pese a lo anterior, la implementación del PSMD en agosto de 2004, representó una 
contrariedad con los propósitos anteriormente expuestos y permitió evidenciar que la política 
de seguridad pública continuaría caracterizándose por su enfoque represivo y punitivo, 
sustentado en el fuerte despliegue policial en contra del crimen organizado y el aumento de 
las sanciones a los delitos cometidos por dichas agrupaciones, pues el Plan señaló la 
necesidad de mantener la lucha frontal contra las pandillas, incluyendo como componente 
indispensable el apoyo de la Fuerza Armada Salvadoreña (FAS), a través de la creación de 
las Fuerzas de Tarea Antipandillas (GTA) y las Secciones Antipandillas (SEAP) en las 
diversas Delegaciones de la PNC.  
 Además, el Plan mediante el Decreto 118 de 2007,  facultaría al Ejército para 
“efectuar operativos de seguridad ciudadana en conjunto con la PNC por un período de un 
año, posteriormente ampliado” (PNUD, 2009:198). En consecuencia, el gobierno de Saca, al 
igual que su antecesor gobierno contribuiría de manera contundente con la 
institucionalización del rol del Ejército en la construcción de seguridad pública en El 
Salvador.  Y pese a que la misión del PSMD indicó que la PNC debía desempeñar un papel 
activo en la prevención y rehabilitación de jóvenes, su principal énfasis se centró en la 
persecución y la represión de pandilleros, en la medida en que orientó el trabajo policial hacía 
la generación de información y análisis de los delitos y contravenciones realizadas por éste 
colectivo en particular, lo que estimuló la existencia de un cuerpo policial sesgado e 
incompetente cuya labor de inteligencia desatendía la investigación en torno a las 
infracciones cometidas por otros victimarios, afectando la disminución de la violencia en 
todas sus manifestaciones.  
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Finalmente, dados los cuestionamientos sociales e institucionales que se generaron 
en materia de derechos humanos e inconstitucionalidad de estas disposiciones, se pusieron 
en marcha por parte del gobierno nacional programas de prevención y formación laboral que 
buscaban rehabilitar y resocializar a pandilleros. En el diseño, implementación y evaluación 
de estas iniciativas se vinculó de manera activa a la PNC.  
Otra disposición legislativa formulada durante este gobierno fue la Ley Especial 
Contra Actos de Terrorismo (LECAT) (Anexo 8), en aras de contribuir con el discurso 
internacional de lucha contra el terrorismo. Esta Ley definió como organizaciones terroristas 
a las “agrupaciones provistas de cierta estructura con vínculos estables o permanentes, 
jerarquía, disciplina y medios idóneos que a través de actos violentos o inhumanos pretenden 
infundir terror, inseguridad o alarma entre la población” (LECAT, 2006:2). La controversia 
no se hizo esperar, puesto que si bien las pandillas o maras no han sido denominadas 
terroristas, dicha definición encajaba perfectamente con lo que el gobierno y los medios de 
comunicación habían señalado que eran las pandillas, más aún cuando la estructura de estas 
se robusteció significativamente durante los últimos años37.  La Ley también estableció 
condenas más altas para veinticuatro delitos, varios de los cuales eran usualmente realizados 
por pandilleros, como el secuestro, la extorsión y el homicidio.  
Por su parte, en los lineamientos penales y procesales de la LECAT, se facultó a la 
PNC y a la Fuerza Armada para interceptar cualquier tipo de medio de transporte aéreo, naval 
o terrestre, cuando existiera sospecha de que eran utilizados para la realización de delitos 
establecidos en ella (LECAT, 2006:23). “Lo anterior ratificó la ampliación y el 
fortalecimiento de la potestad de las instituciones de seguridad en el país, lo cual pudo 
repercutir en el uso injustificado y arbitrario de la fuerza pública” (Bonilla, 2015a:74).  
Ante la polémica legislativa y social generada, varios funcionarios judiciales 
expusieron razones éticas para no aplicar estas disposiciones, impugnando sus vicios de 
inconstitucionalidad. Por ello, el gobierno en el año 2006 modificó la Ley de Procedimientos 
Constitucionales, tratando de evitar que los jueces se negaran a aplicar las leyes y 
obligándolos a contar con el respaldo de la CSJ para hacerlo.  Sin embargo, “los jueces y 
                                                          
37 Para profundizar al respecto consultar Aguilar 2004 y Aguilar & Carranzo, 2008. 
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magistrados que se negaron a aplicar las leyes antimaras por considerarlas contrarias al orden 
constitucional y a los Derechos Humanos, fueron víctimas de una campaña de desprestigio y 
acusados de favorecer a delincuentes. Esto generó pugnas entre los órganos del estado y 
agudizó los conflictos entre la policía y el órgano judicial, lo que debilitó fuertemente la 
institucionalidad en materia de justicia (Aguilar & Carranza, 2008:15). 
Ante el incremento de las capturas de “pandilleros” se hizo necesario crear 
mecanismos más funcionales para el procesamiento de los arrestados, razón por la cual se 
emitió a finales de 2006 la Ley Contra el Crimen Organizado y Delitos de Realización 
Compleja (LCCODRC). Este nuevo instrumento jurídico planteó la instauración de jueces y 
tribunales que se focalizaran en este tipo de delitos (Anexo 9). De esta manera, “se ratificó 
la facultad de los policías para utilizar, en el ejercicio de sus funciones, medios científicos y 
tecnológicos para documentar sus actuaciones, recolectar evidencias o pruebas 
fundamentales para el proceso de judicialización, pues dicha información sería valorada 
como elemento probatorio, mediante las reglas de la sana crítica” (Bonilla, 2012: 235). 
 
6.1.3. Gobierno de Carlos Mauricio Funes Cartagena- FMLN. 
En junio de 2009, por primera vez en la historia democrática de El Salvador, un 
candidato del partido de izquierda Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional 
(FMLN), Carlos Mauricio Funes Cartagena, asumiría la Presidencia del país. En su discurso 
de posesión reconocería que la democracia del país estaba viéndose afectada por el 
narcotráfico y el crimen organizado y enfatizando una vez más en la responsabilidad de las 
pandillas y de los jóvenes en este flagelo. Así mismo, reconocería la necesidad de reforzar el 
presupuesto y la efectividad de la PNC y de ejercer un control frontal sobre las malas 
prácticas policiales que desembocaban en la vinculación de funcionarios de la PNC con redes 
criminales y narcotraficantes.  
Reconociendo el fracaso de las políticas nacionales y regionales de seguridad que 
habían implementado sus antecesores, propuso un cambio en el concepto de seguridad 
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pública y convocó a diversos sectores vinculados con el quehacer de la justicia y la seguridad 
a participar en las mesas de trabajo del Diálogo Social Abierto, en donde se determinaron los 
lineamientos estratégicos de su Plan de Gobierno 2009-2014 “Cambio en El Salvador para 
Vivir Mejor” y, posteriormente, en la Política Nacional de Justicia, Seguridad Pública y 
Convivencia (PNJSPC) de 2010. 
En su Plan de Gobierno (Anexo 10), Funes reconoció como un desafío “poner punto 
final a la inseguridad de la población y a la impunidad, derrotar a la delincuencia y al crimen 
organizado, superar la violencia y el deterioro de las normas de convivencia social” (PG, 
2009:4). Dicho objetivo debía alcanzarse dentro del marco de un gobierno constitucional y 
democrático en el cual las acciones para mejorar la seguridad pública rescataran la 
institucionalidad propuesta en los diálogos de paz.  
Sin lugar a dudas, este fue un aporte significativo en aras de rescatar el espíritu  
democratizador de la PNC en el marco de los Acuerdos. Además, al enfatizar en la 
funcionalidad del buen desempeño policial como trípode de la economía, resultaba 
indispensable poner en marcha acciones para ampliar la capacidad operativa de la PNC, de 
manera que pudiera ser más efectiva, menos represiva y más preventiva. 
A través de este Plan, construido con el aporte de la Comisión Nacional para la 
Seguridad Ciudadana y Paz Social38, se perfilaron las intenciones del gobierno de fortalecer 
la supervisión y el control de las acciones del cuerpo policial, en la medida en que propuso 
trabajar en pos de incrementar la autonomía de la Inspectoría General de la PNC (IG-PNC), 
lo cual resultaba clave para la concreción de una policía sometida a mecanismos de control, 
supervisión y fiscalización más efectivos. 
En este sentido, la estrategia de seguridad pública del Plan de Gobierno planteó un 
abordaje de trabajo integral para enfrentar la problemática de seguridad, soportada en los 
siguientes cuatros ejes:1) prevención del delito y de la violencia social; 2) combate al delito 
e investigación criminal; 3) rehabilitación e inserción social y; 4) transformación y mejora 
del funcionamiento institucional. Sin embargo, contrario a lo impulsado por el FMLN en el 
                                                          
38 Estas recomendaciones habían sido subestimadas por el gobierno de Saca y se encontraban condensadas en el documento Seguridad 
y Paz, un Reto de País. 
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texto final de los acuerdos, Funes respaldó el mandato constitucional que garantizaba la 
participación de efectivos militares en la construcción de la seguridad pública (PG, 2009:93). 
Lo anterior sería apenas un pincelazo de lo que realmente promovería Funes en torno a la 
Seguridad, que distó mucho del enfoque discursivo de su Plan de Gobierno.  
En 2010, emitió la Ley de Proscripción de Pandillas o Maras y Grupos de 
Exterminio (LPPMGE), a pesar de que el pronunciamiento de la Corte en 2004 había 
prohibido la emisión de este tipo de instrumentos jurídicos en el país. Esta Ley prohibió “la 
existencia, legalización, financiamiento y apoyo de agrupaciones, asociaciones u 
organizaciones ilícitas llamadas pandillas, maras o grupos de exterminio, tales como las 
autodenominadas Mara Salvatrucha o Ms-13, Pandillas Dieciocho, Mara Maquina, Mara 
Mao Mao, Sobra Negra, XGN” (LPPMGE, 2010:4) y rompió con las expectativas de viraje 
de las políticas de seguridad en El Salvador, al focalizar la represión sobre el mismo colectivo 
que tradicionalmente había sido objeto de persecución policial. 
La LPPMGE (Anexo 11), estableció la dirección de la Fiscalía General de la 
República (FGR) en la definición del énfasis investigativo que debía adelantarse por parte de 
la PNC, en torno a la recolección de evidencia y diligenciamiento de los expedientes en 
contra de las AAO, con el objetivo de promover el dictamen de la sanción, en lugar de tener 
que absolverlos. De igual forma, estableció límites para la persecución y procesamiento de 
menores de edad involucrados en pandillas, indicando que éstos debían ser remitidos al 
Instituto Salvadoreño para el Desarrollo Integral de la Niñez y la Adolescencia (ISNA), tras 
informar a la Procuraduría de General de la República. Este elemento resultó importante para 
limitar la discrecionalidad del trato policial con respecto a adultos y menores de edad, lo cual 
operó a favor de mejorar las prácticas policiales.  
En el año 2010 también se presentó la Política Nacional de Justicia, Seguridad 
Pública y Convivencia (PNJSC), en la cual se incorporaron las recomendaciones derivadas 
de los talleres de análisis en los que participaron expertos y técnicos de instituciones 
relacionadas con el sector de la seguridad y la justicia39. En consecuencia, se planteó como 
                                                          
39 Estos talleres contaron con el apoyo del PNUD dentro del marco del Programa Conjunto Reducción de Violencia y Construcción Social, 
financiado por el gobierno de España. Así mismo, para su formulación se tuvieron en cuenta los diagnósticos y recomendaciones que 
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una política de Estado que rompía la tradición cortoplacista de sus antecesoras y propuso un 
abordaje integral e interinstitucional para enfrentar la problemática (PNJSPC, 2010:18). 
Resulta interesante el énfasis que dicha política dio a la forma en que debían desarrollarse las 
acciones policiales, incentivando el establecimiento de relaciones armónicas con la sociedad 
con el objetivo de mejorar la imagen institucional y estimular lazos de confianza y fraternidad 
entre la ciudadanía y el cuerpo policial.  
Las prácticas policiales deben suscitar acercamiento a la comunidad, prestigio institucional y 
confianza, y deben estar coordinadas con otras entidades operadoras del sistema de justicia y de 
derechos humanos. Los esfuerzos y los resultados deben orientarse a la calidad de la institución, 
profesionalizando la carrera policial y facilitando el bienestar de su personal (PNJSPC, 2010:38). 
Desde este enfoque, construir seguridad debía ir de la mano con la garantía de los 
artículos 1, 2 y 68 de la Constitución, en los que se señala como fin del Estado la procura del 
bien común, la protección de los ciudadanos, del derecho a la vida, la integridad física y 
moral, la libertad, la seguridad, la armonía social, la paz y la tranquilidad interior. A su vez 
se destacaron los compromisos del Estado sobre lo acordado en La Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en los 
cuales se establece el compromiso por el respeto de los derechos y libertades de todas las 
personas indistintamente de su raza, color, sexo, idioma, religión y/o posición política.  Los 
principios rectores de la nueva política aumentaron las expectativas no solamente frente a la 
lucha contra la criminalidad sino también frente a la posibilidad de reforzar los objetivos 
básicos de la reforma policial en El Salvador (Anexo 12).  
En cuanto al control del delito, la Política planteó la necesidad de combatirlo 
mediante el incremento de la capacidad institucional de la PNC que contribuyera a reforzar 
el Estado constitucional de derecho, para lo cual era indispensable optimizar la operatividad 
de la PNC y elevar su capacidad de respuesta, impulsando un modelo policial moderno, 
democrático e inclusivo que respondiera a las demandas de la comunidad por mejores niveles 
de seguridad y que “aplique las leyes en tareas de vigilancia, custodia, captura y otras 
                                                          
académicos, opositores y especialistas habían realizado a lo largo de la primera década del siglo XX y que habían sido desestimados por 
los gobiernos anteriores, los cuales enfatizaban en darle igual importancia tanto a la represión como a la prevención y la rehabilitación. 
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acciones policiales con respeto a la Constitución” (PNJSPC, 2010:37). Para ello, se abogó, 
según Bonilla (2015a), por:  
1) mejorar los procesos de investigación criminal, recolección de evidencia y producción 
de pruebas sólidas, a través del fortalecimiento del trabajo interinstitucional y la generación de 
información de calidad; 2) reformar la inteligencia policial para estimular su eficiencia en la 
provisión de información y asesoría; 3) fortalecer las relaciones de la PNC con otros cuerpos 
policiales de la región; 4) retomar los modelos internacionales exitosos en la promoción de buenas 
prácticas policiales y cercanía con la comunidad civil; 5) crear nuevas unidades como los Centros de 
Monitoreo y Reacción (CEMOR) para mejorar su capacidad de respuesta; 6) mejorar y ampliar los 
sistemas de captación de denuncias; 7) estimular la evaluación del accionar policial a través de 
indicadores cualitativos y cuantitativos; 8) fomentar la formación permanente del personal de la PNC 
y desarrollar cursos de ascensos en los diferentes niveles; 9) promover la administración eficiente de 
sus recursos; 10) rediseñar la estructura organizativa de la PNC, de sus puestos, procesos y 
procedimientos; 11) impulsar la centralización estratégica y la descentralización operativa y 
administrativa; 12) la reingeniería de los sistemas de información policial; 13) reformular los planes 
de formación de la ANSP con miras a la formación integral; 14) promover el aumento del número 
de mujeres que comienzan estudios policiales (77).  
La política también abogó para que se revisaran modelos internacionales de servicio 
policial basados en la prevención del delito y la violencia. “En este sentido, orientó su 
estrategia en la creación de los Concejos Municipales de Prevención de la Violencia 
(CMPV), involucrando a otras instituciones de la administración pública de orden local y 
nacional y a la comunidad, en la identificación de los factores de riesgo de la criminalidad 
como base para el diseño de planes de acción” (Bonilla, 2015a:78). 
 El rol de la PNC en la prevención del delito se centró en el control del porte ilegal 
de armas, el consumo de alcohol y drogas y en la participación en los comités de diseño, 
seguimiento y evaluación de los planes y programas de prevención puestos en marcha, dentro 
del marco de las líneas de acción enfocadas en la reducción de los factores de riesgo, atención 
a la juventud, promoción de una cultura de paz, y la prevención y disminución de la violencia 
intrafamiliar, capacitando al personal en la atención de este tipo de víctimas.  
En cuanto al eje estratégico de ejecución de las medidas y penas, rehabilitación y 
reinserción social se promovió el trato digno para los reclusos, basado en el apego a la ley y 
166 
 
a los derechos humanos, garantizándoles una convivencia ordenada y segura, así como la 
atención integral a sus necesidades físicas y psicológicas. Así mismo, se planteó como clave 
el fortalecimiento de los centros penales (CP); la reducción de la probabilidad de que desde 
ellos se dirigiese la comisión de delitos; la promoción de relaciones armónicas entre los 
internos y el personal penitenciario, el establecimiento de estímulos salariales para éstos; y 
la promoción de un modelo de cumplimiento de la pena favorable y coherente con los 
propósitos de reinserción y rehabilitación social. 
En cuanto a las víctimas se abogó por la coordinación institucional para garantizar 
atención digna y especializada. Además, se propuso capacitar a los policías para tal fin y 
redefinir protocolos de atención que mejoraran los procesos hasta entonces implementados. 
El objetivo final de la Política “era ejercer una dirección estratégica de la seguridad pública 
que permitiera fijar prioridades, analizar las tendencias, diseñar estrategias, monitorear y 
evaluar el impacto de las políticas, rendir cuentas a la ciudadanía y fortalecer la relación entre 
las instituciones responsables del sector justicia y de seguridad” (Bonilla, 2015a:78). 
Particularmente en torno a la PNC se destacó la importancia de garantizar un trabajo 
institucional coordinado y articulado con las demás entidades del Ministerio, de definir 
indicadores de gestión que facilitaran el monitorio de su desempeño y de poner en marcha 
estrategias para mejorar su capacidad operativa, así como para ampliar las competencias y 
grado de cualificación del personal. “Elaborar e implementar planes de equipamiento y 
fortalecimiento de recursos que permitan recuperar las instalaciones, las comunicaciones, la 
movilidad y la administración de las agencias dependientes del MJSP, con el objetivo 
primordial, aunque no exclusivo, de fortalecer a la PNC y a los centros penitenciarios” 
(PNJSPC, 2010:58). Así mismo, señaló la necesidad de que, desde el MJSP con apoyo del 
Ministerio de Defensa, se establecieran directrices sobre los límites para la participación de 
la Fuerza Armada en la construcción de seguridad pública, de manera que ésta se contemplase 
de manera excepcional y en coherencia con los principios constitucionales.  
Resultan además relevantes las medidas que la restructuración institucional tomó 
para impulsar los mecanismos de control de malas prácticas del cuerpo policial, para lo cual 
promovió protocolos de ingreso de personal más estrictos, controles permanentes y mayores 
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sanciones a la corrupción, las infracciones, las faltas administrativas y los delitos cometidos 
por funcionarios policiales, así como el establecimiento de incentivos y premios a las buenas 
prácticas. Una medida adicional para dinamizar el accountabilty de la institución de 
seguridad fue la voluntad de traspasar la Inspectoría General (IG) de la PNC al MJSP, con el 
objetivo de independizar el ejercicio de control y ampliar sus facultades para la vigilancia de 
la ANSP, algo que rescataba el espíritu de los AP. Además enfatizó en el fortalecimiento del 
ente de control mediante la capacitación de su personal, la revisión de los perfiles de sus 
integrantes, el incremento de la capacidad y la calidad de las dependencias territoriales de la 
IG-PNC y la dotación de un sistema de información más efectivo.  
En noviembre de 2010, mediante Decreto Nº 520 fue emitida la Ley Especial 
Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVM). Esta Ley (Anexo 
13) involucró a la PNC en la persecución y  control de este tipo de violencia, así como en la 
atención a la mujer víctima y a sus familiares, para lo cual promovió la capacitación 
permanente de sus miembros en derecho de las mujeres a una vida libre de violencia y 
discriminación. Además, señaló la necesidad de crear unidades de atención especializada 
para la mujer en cada una de las dependencias del cuerpo policial.  Lo anterior resultó 
relevante en la medida en que este tipo de políticas permiten orientar las acciones policiales 
hacía la persecución de otro tipo de victimarios y protege a la población de una serie de actos 
de violencia que hasta entonces no habían sido formalmente tipificados, ni se habían 
establecido como prioritarios dentro de la política pública de seguridad. 
Posteriormente, en marzo de 2011, se emitió la Ley Marco para la Convivencia 
Ciudadana y las Contravenciones Administrativas (LMCCCA), que se planteó con la 
finalidad de generar una cultura ciudadana soportada en el respeto, el cumplimiento de las 
leyes y normas de convivencia, la resolución pacífica y alternativa de conflictos de 
convivencia y la promoción de una intervención judicial mínima, dando relevancia a las 
acciones administrativas de prevención y restauración del daño, sobre las acciones de carácter 
sancionatorio. La LMCCCA (Anexo 14), estableció a la PNC como institución responsable 
de hacer cumplir sus disposiciones, atribuyéndole responsabilidades como la participación 
en espacios de discusión sobre el fortalecimiento de la prevención de la violencia y 
convivencia ciudadana; la divulgación de sus disposiciones en las diferentes acciones y 
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planes operativos y; la provisión de información a los ciudadanos sobre las instancias y 
lugares en los que pueda resolver sus conflictos. 
Otra apuesta importante del gobierno de Funes se dio en julio de 2011, cuando fue 
emitida la Política Nacional contra la Trata de Personas (PTP), que intentó diversificar los 
delitos a controlar y proteger, comprometiendo a la PNC con un rango de acción mucho más 
amplio, para lo cual sus miembros se enfrentaron a la necesidad de desarrollar y fortalecer 
sus competencias al respecto de la trata de persona. Así mismo, generó responsabilidades en 
materia de prevención y atención sobre el cuerpo policial, en la medida en que les solicitó 
informar, capacitar y orientar a la ciudadanía sobre el flagelo de la trata y dar un trato integral 
a sus víctimas. 
Finalmente, en noviembre de 2012 se emitió la Estrategia Nacional de Prevención 
de la Violencia (ENPV)40, con el objetivo de impulsar un conjunto de medidas orientadas a 
disminuir los factores de riesgo a nivel local. Partiendo del hecho de que en El Salvador los 
principales factores de inseguridad obedecen a factores estructurales y culturales, a factores 
específicos como el tráfico de drogas y a factores institucionales y políticos, se diseñaron 
estrategias de prevención de orden primario, secundario y terciario, en el que primaban la 
articulación institucional, el trabajo conjunto entre el gobierno nacional, los gobiernos locales 
y la participación ciudadana. 
Dentro de la ENPV (Anexo 15) se contempló a la PNC como un actor clave en el 
impulso de la gestión preventiva cuyo rol radicaba en “acompañar los procesos de prevención 
de la violencia, articulándoles a los planes territoriales de control del delito” (ENPV, 
2012:28). Para ello, era indispensable la integración del jefe de Delegación, subdelegación 
y/o del puesto de la PNC a los Comités Municipales de Prevención de la Violencia, con el 
objetivo, entre otras cosas, de coordinar la elaboración participativa del diagnóstico y el Plan 
                                                          
40 Esta propuesta tenía como antecedente la Estrategia Nacional de Prevención Social de la Violencia en Apoyo a los Municipios (ENPSV) 
que se había presentado entre 2009 y 2010 con el objetivo de articular la política de seguridad y la política de desarrollo territorial. Sin 
embargo, el gobierno y el gabinete nacional de prevención consideraron indispensable replantearla, para lo cual  contaron con el apoyo 
de la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID) y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD), en el desarrollo de “un proceso de consulta que a través de grupos focales con Comités Municipales de Prevención de Violencia, 
entrevistas en profundidad a funcionarios del Gabinete y talleres de trabajo con el equipo técnico del mismo, permitieron recoger 
opiniones, perspectivas y aportes para enriquecer y replantear la Estrategia Nacional de Prevención de Violencia que finalmente se 
presentó”(ENPV, 2012: 8). 
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Municipal de Prevención de la Violencia (PMPV), y hacer seguimiento a los avances 
derivados de las acciones implementadas. También, la información con la que contaba la 
PNC y que debía proveer resultaba clave para la elaboración del diagnóstico municipal, así 
como en la articulación de la gestión policial con el criterio de prevención secundaria de la 
violencia en la lucha contra el delito. 
Como hemos visto durante el gobierno de Mauricio Funes se plasmó en El Salvador 
“una política que incorporó el fortalecimiento policial, la independencia de los mecanismos 
de control y la proliferación de leyes (…) que establecían directrices y responsabilidades 
sobre el accionar policial orientadas a perseguir otro tipo de victimarios y atender una gama 
más amplia de víctimas” (Bonilla, 2015a:79). 
Sin embargo, las amplias expectativas generadas por el gobierno no fueron 
consecuentes con lo que se evidenció en la práctica, tal como lo sostuvo un académico 
entrevistado en el marco de esta tesis en 2015: 
“(…) durante el gobierno de Funes enfrentamos las más altas frustraciones, pues los tres gabinetes 
de seguridad que estuvieron vigentes implementaron acciones contrarias y poco consecuentes con los 
cambios prometidos. De hecho, se continuaron incrementando las sanciones de ciertos delitos y no se 
fortaleció a la PNC para luchar contra la delincuencia, sino que se ampliaron las facultades de la 
Fuerza Armada, quienes retornaron por completo al papel protagónico que en esta materia ostentaron 
históricamente. Funes, por ejemplo, les entregó el Ministerio de Justicia y Seguridad Pública a los 
militares. Además, el mejoramiento de los indicadores de seguridad que se evidenció de manera 
temporal fue resultado de la tregua que el gobierno estableció con los líderes de las estructuras 
pandilleriles con fines político-electorales y no de una mayor efectividad de las políticas de seguridad. 
Finalmente, las pandillas ampliaron su dominio sobre el territorio y terminaron confrontando de 
manera abierta a las autoridades policiales”. 
6.2. Dimensión 2: Recursos disponibles 
 
Durante los tres periodos de gobierno vigentes entre 1999 y 2015, los presidentes 
manifestaron su respaldo al fortalecimiento de la PNC, no obstante, no todos contribuyeron 
en la misma proporción a la concreción de dicho objetivo. Si bien, en términos de personal 
policial es posible destacar que durante este periodo el crecimiento acumulado fue de 25,3%, 
pasando de contar con 17.725 policías para la prestación de su servicio en 1999 a 21.942 en 
170 
 
2015, no todos los años la plantilla de la PNC creció, por el contrario, en algunos de ellos la 
variación del personal fue negativa (2001, 2002, 2007 y 2015).  
Como se puede evidenciar en el Cuadro 25, durante el gobierno de Francisco Flórez 
la plantilla policial se contrajo en términos acumulados en un 4,7%, ello en parte se explica 
porque como hemos mencionado anteriormente su Plan Mano Dura se soportó en la 
realización de tareas conjuntas con el Ejército, que vincularon a militares en los asuntos de 
seguridad pública restando importancia al mantenimiento o ampliación del número de 
policías. Por el contrario, durante el gobierno de Elías Antonio Saca, la plantilla policial en 
términos acumulados se expandió en un 10,2%, presentándose el mayor crecimiento durante 
los últimos años de su gobierno. Sin embargo, la mayor ampliación del personal policial se 
presentó durante el gobierno de Mauricio Funes, cuando la plantilla creció en términos 
acumulados en un 20,7%. 
Cuadro 25.  Personal policial por Rangos. El Salvador, 1999-2015 








Inspector SubInspec. Sargentos Cabos Agentes TOTAL CTO % 
1999  0 0 85 0 0 245 916 1473 14506 17225 - 
2000 0 0 66 0 0 212 815 1294 14923 17310 0,5 
2001 0 19 54 0 27 235 772 1227 13849 16183 -6,5 
2002 0 19 54 0 29 231 760 1198 13774 16065 -0,7 
2003 0 18 47 0 67 225 708 1132 14161 16358 1,8 
2004 0 26 46 0 98 216 694 1088 14225 16393 0,2 
2005 0 28 45 0 100 286 666 1069 14436 16630 1,4 
2006 0 29  0 98 325 635 1359 14246 16692 0,4 
2007 0 27 42 0 92 314 577 1615 13798 16465 -1,4 
2008 0 27 43 25 64 349 572 1603 14536 17219 4,6 
2009 0 59 4 88 1 400 560 1597 15397 18106 5,4 
2010 0 55 4 86 131 303 569 1585 16904 19637 8,5 
2011 0 54 5 84 131 299 893 1718 17053 20237 3,2 
2012 0 53 4 80 233 190 898 1700 17710 20868 3,2 
2013 0 54 55 29 229 221 867 1693 18830 21978 5,3 
2014 0 55 83 1 227 543 672 1638 18919 22138 0,7 
2015 0 51 78 82 145 554 667 1614 18751 21942 -0,9 
Fuente: elaboración propia con base en datos de la PNC 
Pese a que no existe un porcentaje concreto que indique cuál es el crecimiento idóneo 
de la plantilla policial en un país, esta debe fundamentarse en el comportamiento del delito y 
la criminalidad a la que se enfrenta el cuerpo de seguridad.  Como indicamos en capítulos 
anteriores, en El Salvador la criminalidad ha venido robusteciendo sus prácticas y ha 
experimentado oleadas alarmantes y si bien, el número de policías que enfrenta el fenómeno 
ha aumentado entre 1999 y 2015, este crecimiento no ha sido el esperado porque se han 
orientado recursos del Estado para financiar la vinculación de militares en actividades de 
seguridad pública. Además, en muchas localidades donde operan estaciones de la PNC, el 
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número de policías es muy inferior en comparación con el número de integrantes de pandillas, 
maras y bandas criminales a las que deben enfrentar, tal como lo señalaba en un entrevista 
un jefe de delegación “nosotros aquí somos por mucho 25, pero en los barrios que 
custodiamos hay más de 200 pandilleros y mareros, que incluso están mejor armados que 
nosotros. ¿Qué podemos hacer?”. 
En esta misma línea, una académica entrevistada en el marco de esta tesis indicó al 
respecto del personal policial que “sí ha aumentado el tamaño de la PNC, tanto en términos 
de las unidades y divisiones que la soportan, como en términos de personal. Sin embargo, lo 
que hemos evidenciado es que existen cuotas de poder político que han orientación recursos 
de la seguridad pública a favor de intereses militares, eso ha obstaculizado el fortalecimiento 
de la PNC en la medida y proporción que ésta lo ha requerido”.  
Si revisamos la evolución del presupuesto de la PNC se evidencia un incremento del 
115%, pasando de 148.639.422 a 319.837.425 dólares entre 1999 y 2015. Si bien todos los 
gobiernos apuntaron a la necesidad de fortalecer la institución, en la Presidencia de Francisco 
Flores se observa una reducción acumulada del presupuesto de 9,7%. Por su parte, en la 
administración de Elías Antonio Saca el balance fue más positivo pues en términos 
acumulados el presupuesto se incrementó en 45,8%, siendo el 2008 el año más significativo 
en el que los recursos disponibles de la PNC crecieron en un 43,9%, no obstante, en algunos 
años de su periodo de gobierno la variación del presupuesto fue negativa como en el 2009 y 
en el 2006. Finalmente, durante el gobierno de Mauricio Funes el presupuesto de la PNC se 








Cuadro 26.  Presupuesto en dólares de la PNC. El Salvador, 1999-2015 
AÑO PRESUPUESTO ASIGNADO EN DÓLARES VARIACIÓN DEL PRESUPUESTO VARIACIÓN PORCENTUAL 
1999 148.639.422 - - 
2000 146.763.028 -1.876.394 -1,26% 
2001 146.973.240 210.212 0,14% 
2002 138.647.640 -8.325.600 -5,66% 
2003 134.600.000 -4.047.640 -2,92% 
2004 134.580.000 -20.000 -0,01% 
2005 142.015.020 7.435.020 5,52% 
2006 139.092.710 -2.922.310 -2,06% 
2007 151.173.830 12.081.120 8,69% 
2008 217.601.650 66.427.820 43,94% 
2009 195.205.230 -22.396.420 -10,29% 
2010 233.650.555 38.445.325 19,69% 
2011 241.461.080 7.810.525 3,34% 
2012 258.068.975 16.607.895 6,88% 
2013 280.214.620 22.145.645 8,58% 
2014 285.629.550 5.414.930 1,93% 
2015 319.837.425 34.207.875 11,98% 
Fuente: Elaboración propia con base en datos de la PNC 
El incremento presupuestario también coincide con el robustecimiento de la 
estructura de la PNC, puesto que entre 1999 y 2013 pasó de tener 27 unidades a 69 unidades. 
En el 2003 en el organigrama de la PNC se encontraba la Dirección General y seis 
Subdirecciones, la General, la de Administración y Finanzas, la del Área Operativa, la del 
Área de Investigaciones, la de Divisiones y la del Área de Seguridad Pública. En el 2004 se 
creó la Subdirección de Policía Rural y en el 2010 la de Tránsito Terrestre, ese mismo año 
se eliminó la subdirección de divisiones. Finalmente, en 2012 se crearon dos Subdirecciones 
nuevas, la de Antipandillas y la de Antiextorsiones (Cuadro 27). 
La dirección y la Subdirección General aumentaron su número de unidades y 
dependencias de 23 a 29 entre 2003 y 2013, periodo en el cual se renombraron algunas 
unidades, desaparecieron otras y se crearon las unidades de proyectos, de cooperación y 
relaciones internacionales, de policía comunitaria, de atención ciudadana, de género, de 
auditoría interna, de acceso a la información pública, de adquisiciones y contrataciones 
institucionales y, de registro y de antecedentes policiales, entre otras. Sin embargo, es 
importante señalar que el personal adscrito a la Dirección y a la Subdirección General pasó 





Cuadro 27.  Personal por Unidades de la PNC. El Salvador, 2003-2013 
2003 2013 
Dirección General 10 Dirección General 28 Subdirección de Policía Rural 53 
Div. Antinarcóticos 271 Secr. Planificación, Coop. y Rel Inter. 3 Div. Policía Montada 27 
Secretaría Ejecutiva 2 Unidad de Planeación Institucional 2 Div.  Medio Ambiente 35 
Secretaría General 2 Unidad de Proyectos 0 Div. Comando Conj. y Policía Rural 11 
Unidad de Planeación Institucional 1 Unidad de Cooperación y Rel. Inter. 15 Total Subdirección de Policía Rural 126 
Unidad de Formación Profesional 10 Secretaría Técnica 13 Subdirección de Administración 6 
Archivo Central 1 Centro de Formación y Capacitación Ints. 10 Div. De Logística 6 
Disposiciones judiciales 2 Unidad de Archivo Central 25 Div. De Personal 24 
Depto. de solvencias 6 Unidad de Registro y Antecedentes Policiales 10 Div. De Bienestar Policial 93 
ANSP 130 Secretaria de Relaciones con la Comunidad 8 Div. De Infraestructura 1 
Instrucción PIPI. COM. ANSP 28 Unidad de Policía Comunitaria 14 Total Subd. de Administración 130 
Inspectoría General 0 Unidad de Atención Ciudadana 8 Subdirección Antipandillas 36 
Unidad de Asuntos Internos 42 Unidad de Género 7 Div. Intervención Antipandillas 215 
Unidad de Control 56 Unidad de Auditoría Interna 0 Div. Inteligencia Antipandillas 74 
Unidad de Invest. Disciplinaria 42 Inspectoría General 0 Div.  Invest. Especiales Antipandillas 62 
Unidad de Derechos Humanos 31 Unidad de Asuntos Internos 111 Grupos  Opera. Policiales Especiales 67 
Secretaría de Rel. con la Comunidad 6 Unidad de Control 60 Centro Antipandillas Transnacional 33 
Unidad de Enlace Policial 3 Unidad de Invest. Disciplinaria 21 Total Subd. de Administración 487 
Unidad de Policía Comunitaria 7 Unidad de Derechos Humanos 66 Subdirección Antiextorsiones 6 
Centro de Inteligencia Policial 137 Centro de Inteligencia Policial 163 Div. Inteligencia Antiextorsiones 3 
Unidad de Operaciones y estadística 51 Tribunales 6 Div. Invest. Esp. Antiextorsiones 236 
Total Dirección General 838 Unidad Jurídica 4 Div. Prev. y Participación Ciudadana 2 
Subdirección General 9 Unidad Comunicaciones 2 Total Subdirección Antiextorsiones 247 
Total Subdirección General 9 Unidad Acceso a la Información Pública 2 
  
Subdirección de Admón. y Finanzas 8 Unidad Tecn. de Informa. y Teleco. 14 
Div de Personal 7 Unidad  Ejecutoria Financiera Institucional 0 
Div de Logística 5 Unidad  Adquisiciones y Contrataciones Insti. 1 
Div de Informática 0 Total Dirección General 593 
Div de Infraestructura 0 Subdirección General 13 
Div de Bienestar Policial 28 COS Central 30 
Dpto. de Servicios Médicos 44 Total Subdirección General 43 
Total Subd. de Admón. y Finanzas 92 Subdirección de Investigaciones 19 
Subdirección de Áreas Esp. Operativas 4 Unidad  Análisis y Tratamiento de la Infor. 25 
Div. Protección Personal Import. 249 Div. Elite Contra el Crimen 32 
Div. Armas y Explosivos 81 División Antinarcóticos 144 
Unidad de Mantenimiento del Orden 292 División Central de Investigaciones 498 
Grupo de Reacción Policial 66 Div. Policía Técnica y Científica 393 
Grupo Aéreo Policial 0 División de INTERPOL 160 
Total Subd. de Áreas Esp. Operativas 692 Total Subdirección de Investigaciones 1271 
Subdirección Área de Investigaciones 10 Subdirección de Seguridad Pública 23 
Div. Protección al transporte 143 Div. Seguridad Pública 22 
Div. Elite Contra el Crimen 123 Div. Servicios Juveniles y Familia 23 
Div. Puertos y Aeropuertos 368 Div. Policía de Turismo 91 
Centro de Inteligencia Policial 229 Div. De Emergencia 911 109 
Div. Regional Central de Investigaciones 138 Div. Registro y Control de Serv, Priv. De Segu. 29 
Div. Regional Metropol. de Invest. 306 Div. Control Migratorio y Fiscal 27 
Div. Regional Paracentral de Invest. 140 Central de Control Migratorio y Fiscal 112 
Div. Regional Oriente de Investigaciones 189 Portuaria Acujutla 83 
Div. Finanzas 852 Aeroportuaria 250 
Div. Frontera 278 Portuaria La Unión 43 
Div. Policía Técnica y Científica 239 Total Subdirección de Seguridad Pública 812 
INTERPOL 28 Subdirección de Tránsito Terrestre 30 
Total Subd. Área de Investigaciones 3043 Div. de Investigación de Accidentes de Tránsito 132 
Subdirección TTO. TTE Y Divisiones 956 Div. de Control Vehicular 142 
Subdirección Área de Seguridad Pública 5 Div. De Seguridad Vial 213 
Div. Seguridad Pública 14 Div. De Educación Vial 39 
Div. Servicios Juveniles y Familia 20 Total Subdirección de Tránsito Terrestre 556 
Div. Comando Conj. de Seg. Púb. 7 Subdirección de Áreas Esp. Operativas 16 
Div. DAC 911 47 Div. Protección Personalidades 392 
Div. Policía Montada 62 Div. Armas y Explosivos 85 
Div. Policía de Turismo 64 Div. Cumplimiento y Disposiciones Judiciales 114 
Div. Marítima Policial 54 Div. De Protección a Víctimas y Testigos 58 
Div, Servicios Priv. De Seguridad 25 Unidad de Mantenimiento del Orden 369 
Div. Medio Ambiente 165 Grupo de Reacción Policial 126 
Total Subd. Área de Seguridad Pública 463 Grupo Aéreo Policial 11 
  Total Subdirección de Áreas Esp. Operativas 1171 
174 
 
Entre 2003 y 2013, la Subdirección de Administración y Finanzas, llamada solo de 
Administración desde el 2012, pasó de tener 7 divisiones en 2003 a 5 en 2013, por la 
eliminación en 2006 de la División de Servicios Médicos y, en el 2012, de la División de 
Informática y Telecomunicaciones. El personal adscrito esta Subdirección pasó de 92 en el 
2003 a 130 en el 2013. 
La Subdirección de Áreas Especializadas Operativas aumentaron su número de 
unidades y divisiones de 6 a 8 entre 2003 y 2013, periodo en el cual se renombraron algunas 
unidades, desaparecieron otras y se crearon de las divisiones de cumplimiento a disposiciones 
judiciales y de protección a víctimas y testigos. El personal adscrito esta Subdirección pasó 
de 692 en el 2003 a 1171 en el 2013. 
La Subdirección de Investigación pasó de tener 13 divisiones o unidades en 2003 a 7 
en 2013. Esta es una de las Subdirecciones que mayores transformaciones ha presentado a lo 
largo de la historia de la PNC, puesto que su estructura se modificó en 2004, 2006, 2008, 
2011 y 2012, como resultado de que la actividad de investigación dejó de concentrarse para 
descentralizarse en las diversas delegaciones del país, lo relacionado con aspectos de 
transporte se configuró en una Subdirección aparte y se definieron divisiones menos 
específicas y mucho más generales. El personal adscrito esta Subdirección pasó de 3015 en 
el 2003 a 1271 en el 2013. 
La Subdirección de Seguridad Pública aumentó su número de unidades y divisiones 
de 10 a 11 entre 2003 y 2013, periodo en el cual se renombraron algunas unidades, 
desaparecieron otras y se crearon de las divisiones de Emergencias 911 y de Control 
Migratorio y Fiscal. El personal adscrito esta Subdirección pasó de 463 en el 2003 a 812 en 
el 2013. 
La Subdirección de Policía Rural, creada en 2004 ha mantenido tres divisiones hasta 
2013, sin embargo el personal adscrito esta Subdirección pasó de 517 en el 2004 a 126 en el 
2013. Así mismo, la Subdirección de Tránsito Terrestre, creada en 2010 ha mantenido las 
mismas cinco divisiones hasta 2013, sin embargo el personal adscrito esta Subdirección pasó 
de 687 en el 2010 a 556 en el 2013. Finalmente, las Subdirecciones de Antipandillas y de 
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Extorsiones creadas en el 2012 han mantenido las mismas divisiones y su personal ha variado 
en mínimas proporciones. 
Sin embargo, pese al robustecimiento de la estructura de la PNC en la actualidad 
existen profundas limitaciones a las que se enfrentan los funcionarios de la institución. En el 
trabajo de campo realizado en el año 2015 cuando se visitaron varias Delegaciones en el país, 
se evidenció que la mayoría de las instalaciones son alquiladas y carecen de inmobiliario 
suficiente. Hay dependencias en las que varios funcionarios cuentan con un solo computador, 
carecen de impresoras y los procedimientos de registro de información son manuales. 
Algunos policías entrevistados indicaron que en oportunidades no cuentan con los insumos 
básicos para operar, por ejemplo, recursos para tanquear los automotores o tinta para las 
impresoras. Incluso, en muchas de ellas es imposible realizar video conferencias, no solo 
porque no existen los equipos que lo faciliten sino porque el personal, incluso de rangos 
intermedios, desconoce el uso de las tecnologías. 
Hay un hecho que llama profundamente la atención y es la situación que se registra 
en las Bartolinas de la PNC, en las cuales residen miles de salvadoreños que han sido 
capturados en flagrancia o tras una orden judicial, algunos de los cuales están a la espera de 
que se adelante el proceso judicial y otros que incluso ya están condenados, pero que dada la 
crisis penitenciaria del país no pueden ser trasladados a los centros penitenciarios. En el 
trabajo de campo realizado en el año 2015, se pudo constatar que un grupo importante de 
presos se encontraban en las bartolinas en condiciones de máxima vulneración de sus 
derechos humanos y por periodos incluso superiores a 2 años. Un grupo amplio de policías 
está dedicado a lo largo y ancho del país a custodiar las bartolinas y a revisar minuciosamente 
las raciones de comida que en repetidas oportunidades llevan a las bartolinas los familiares 
de los presos o los kits de aseo que estás mismas personas suministran dos veces al mes. 
Esta es una situación que desgasta a la institución policial y la vincula con acciones 
que lesionan profundamente los derechos humanos, están en contra de ley y no son su 
competencia misional. Ante ello la Corte Suprema de Justicia declaró inconstitucional el 
hacinamiento en que se encuentran miles de detenidos en la bartolinas de la PNC, donde un 
metro cuadrado lo comparten tres personas O un sanitario lo comparten hasta 400 detenidos. 
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En la delegación policial de Soyapango en 2009, se constató que las bartolinas tienen 
capacidad para 75 detenidos pero habían más de 400.  
Otros datos que revelan las carencias de los recursos disponibles con los que cuenta 
la PNC, se evidenciaron durante la elaboración del Plan Estratégico Institucional 2015-2019, 
cuando en el 2014 se realizaron 80 grupos focales con 1,183 funcionarios de todas las 
categorías policiales, de los cuales el 68,7% indicó que entre 2009 y 2014 no se atendió lo 
relacionado con el bienestar del personal y el 49%que no se había mejorado la infraestructura 
policial. Así mismo, cuando se indagó sobre el principal problema que tiene la PNC para 
atender efectivamente las necesidades de seguridad ciudadana, el 72.5%  de los grupos 
focales señalaron la mala distribución de los recursos y el 69% la falta de recursos con los 
que cuenta la institución. Finalmente, el 100% de los participantes indicaron que para mejorar 
el desempeño de la PNC es necesario fortalecer el bienestar del personal policial, mejorar las 
condiciones de trabajo y asignar más recursos a la policía. 
 
6.3. Dimensión 3: Investigación y trabajo comunitario 
 
La política institucional de policía comunitaria se adoptó en El Salvador, como 
estrategia transversal en el año 2010, tras quedar definido en el Plan Estratégico Institucional 
2009-2014, que para atender a las demandas que imponía al país la inseguridad y la 
criminalidad, la participación activa de la ciudadanía resultaba un elemento clave en el nuevo 
enfoque (PNC, 2010:5). Es así que el Plan, en el marco doctrinario de actuación y servicio 
indica que se hará uso del enfoque comunitario para prevenir el delito y, en el apartado de 
políticas, señala que la planificación del servicio deberá ser participativa, incorporando entre 
otras cosas las opiniones de la población. Finalmente, en la línea estratégica tres, titulada 
prevención de delito y la violencia con participación ciudadana, se ratifica este enfoque 
comunitario en todo el accionar institucional, atendiendo junto con la comunidad los  
diferentes factores de riesgo que pueden desencadenar en hechos de violencia y delincuencia. 
Para ello se definieron acciones operativas como: 1) la participación activa con gobiernos, 
las instituciones estatales, las organizaciones no gubernamentales, los actores locales y los 
líderes comunitarios en la prevención y; 2) la filosofía de policía comunitaria (PNC, 2010:7). 
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Si bien, los documentos posteriores generados en la PNC involucran la filosofía 
comunitaria promocionando el hecho de que este enfoque sea aplicado en todas las jefaturas 
y  en todas las unidades policiales, el camino para consolidar el enfoque aún es largo. En el 
2014 cuando se realizaron los grupos focales con el objeto de evaluar el nivel de 
cumplimiento del Plan Estratégico Institucional 2009-2014,  el 63.7% destacó que se había 
logrado la prevención del delito con participación ciudadana y el  28.7% consideró que no se 
había mejorado el compromiso de las jefaturas policiales con la Filosofía de Policía 
Comunitaria (PNC, 2010:12). Sin embargo, durante el trabajo de campo realizado en 2015 
se evidenció que en varias delegaciones pese a que había conciencia de que la PNC había 
adoptado el enfoque comunitario, muy pocos funcionarios se dedicaban a esa labor. Tal como 
lo indicó un policía “yo soy el encargado de la policía comunitaria en toda esta delegación y 
el único que conformo la unidad, no tengo ni oficina propia y hacer trabajo con la comunidad 
es muy bonito e importante para como dice usted mejorar la imagen de la institución, pero 
también es muy difícil y riesgoso por la desconfianza de la comunidad frente a la PNC y la 
desconfianza nuestra hacía la comunidad sobre todo en las zonas más peligrosas”.  
Según Cruz, Aguilar & Vorobyeva (2017), en 2014 “el 24.3% de los salvadoreños 
respondieron que en su comunidad se implementa un plan de policía comunitaria y 
aproximadamente el mismo porcentaje manifestó conocer a los y las policías asignados a 
cuidar y atender su comunidad o barrio; (…) el 29.5% ha visto a la policía contribuyendo a 
las actividades de prevención; mientras que el 26.1% les ha visto relacionándose con los 
niños y jóvenes del barrio; el 25.3% ha observado a los policías conversando con los 
residentes; y tan solo el 19.1% ha presenciado a los policías asistiendo las reuniones de la 
comunidad” (42-43). Según los investigadores estos porcentajes son inferiores a los 
registrados en el año 2012, lo cual sugiere “una tendencia de reducción de la participación 
policial en la vida comunitaria a pesar de que el plan de la policía comunitaria empezó a 
implementarse de manera general en 2014” (Cruz, Aguilar & Vorobyeva, 2017:44). 
Según este mismo estudio, el involucramiento policial en las comunidades es más 
frecuente en zonas vecinales de estratos bajos y medio bajos, así como en las localidades 




6.4. Apreciaciones finales 
 
Entre 1999 y 2014 en El Salvador la formulación de políticas de seguridad pública 
estuvo caracterizada, en teoría, por dos tipos de tendencias. Podríamos identificar un primer 
periodo comprendido entre 1999 y 2009 en el cual los gobiernos de derecha declararon una 
guerra frontal contra las pandillas, incorporando directrices autoritarias e inconstitucionales 
a los planes de acción del cuerpo policial (periodo del manodurismo) y; un segundo periodo 
entre 2009-2014 en el que la llegada al poder de un candidato del partido de izquierda, planteó 
una renovación del concepto de seguridad pública, que si bien continúo  promoviendo la 
persecución y el control de las pandillas, logró plasmar una política más integral 
incorporando en ella diversos elementos de la postura preventiva y generando propuestas 
legislativas que ampliaban el espectro tanto de las víctimas como de los victimarios. En 
consecuencia, se tipificaron nuevos delitos no asociados directamente a la actividad 
pandilleril y se estimuló la despolarización del accionar policial al responsabilizarlo de la 
prevención, el control y la represión de delitos y contravenciones de una gama más amplia 
de violencias (periodo del revés teórico del manodurismo).  
Si retomamos las preguntas que orientaron la elaboración de este capítulo, es 
fundamental establecer qué implicaciones han tenido los lineamientos de las políticas 
públicas de seguridad ciudadana para el desempeño de la institución policial en El Salvador 
y determinar si éstas han sido coherentes y favorables para la consolidación de una policía 
democrática. Para ello, se presenta a continuación una serie de reflexiones en las que se 
soporta la hipótesis de que el manodurismo lesionó considerablemente la consolidación de 
los principios que soportaron el surgimiento de la PNC en el país y que solo una renovación 
del concepto de seguridad pública que complementó y, en teoría, revirtió hasta cierto punto 
la tendencia manodurista incorporó de forma significativa elementos claves para el impulso 
de unas directrices encaminadas a mejorar el desempeño policial en democracia. 
Durante el inicio del período del manodurismo que se tradujo en represión policial 
y se soportó en Leyes draconianas que poseían serios vicios de inconstitucionalidad se 
generaron unos efectos considerablemente nocivos para la consolidación de una policía 
coherente con los principios democráticos y respetuosa de los derechos humanos y del orden 
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constitucional. Al ser la PNC la institución encargada de ejecutar las disposiciones de este 
tipo de políticas, tuvo que fundamentar la prestación de su servicio policial en disposiciones 
legislativas inconstitucionales que generaron un retroceso en los objetivos impulsados por la 
reforma policial en El Salvador.  
En consecuencia, la política pública de seguridad de Francisco Flores basada en la 
contención fue desfavorable para la consolidación de una policía democrática por las 
siguientes razones: 
 1) El hecho de que los agentes de la PNC pudiesen por razones subjetivas apresar 
y presentar ante el juez ciudadanos que se encontrasen en el territorio nacional, propiciaba 
las malas prácticas policiales debido a que devolvía la potestad a dicha institución para 
restringir los derechos y libertades de los ciudadanos de manera arbitraria sin que los criterios 
de arresto respondieran necesariamente a la comisión de acciones antijurídicas penalmente 
establecidas.  
2) Lesionaba la percepción ciudadana frente a la Policía por dos razones 
principalmente. En primer lugar, porque al tener una función de represión y persecución el 
objeto de su accionar estaba determinado por el número de capturas que estas debían ejecutar, 
muchas de las cuales podían realizarse en ausencia del delito, sin pruebas, sin razón41, lo cual 
podía incitar en los ciudadanos fuertes cuestionamientos sobre su accionar y recordar el 
rezago autoritario y discrecional con el que operaban los antiguos cuerpos de seguridad. 
También, la percepción sobre la efectividad de su servicio podría ponerse en tela de juicio en 
la medida en que el elevado número de capturas que realizaban bajo dichas condiciones, 
tendría como desenlace la liberación lo cual posiblemente generaría en la sociedad la idea de 
que las acciones policiales no tenían sentido ni impacto sobre la reducción de la criminalidad, 
en la medida en que quienes eran capturados gozaban finalmente de impunidad. 
3) Le devolvió poder a la PNC, legitimando que su desempeño policial se 
caracterizara, en parte, por la violación de los derechos humanos y constitucionales, como es 
                                                          
41 “Para febrero de 2004 se habían capturado 9320 pandilleros desde que el inició del Plan y para agosto de 2004 la Policía Nacional 
reportó 19275 personas privadas de la libertad en el marco del mismo, de las cuales más de 90% tuvieron que ser liberadas en la 
primera parte del proceso” FEDAS (2004).  
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el caso del derecho a la igualdad, la vida, la libertad, la libre circulación en el territorio, la 
intimidad y la propia imagen, impactando de esta manera los principios democráticos de 
subordinación constitucional y civil que le dieron origen. 
4) Limitó las facultades de la policía para operar frente a determinados grupos 
sociales, con el objeto reducir prácticas policiales discriminatorias y definió lineamientos 
para la prevención y el control del delito y las contravenciones perpetrados por otros tipos 
victimarios, reduciendo la impunidad que en torno a ellos se había generado. 
5) Promocionó el hecho de que ciertas acciones de la institución policial vulneraran 
los derechos de los menores violando los Acuerdos Nacionales e Internacionales que había 
suscrito el país en materia de defensa de los derechos de la niñez y la juventud. Lo cual podría 
desacreditar su accionar y generar resentimientos en diversos sectores de la sociedad civil. 
6) Rompió radicalmente con la división de funciones que se habían impulsado en 
los AP y facultó el trabajo conjunto entre militares y policías en aras de mantener el orden 
público y la paz ciudadana; lo cual es fuertemente cuestionable en la medida en que 
representa un fuerte retroceso en la concreción de los objetivos de la reforma policial y 
contamina el espíritu conciliador, intermediador de debe caracterizar su naturaleza de acción, 
con el de exterminio y liquidación del enemigo que rige el ejercicio militar.   
 7) Otorgó competencia a los policías para ser titulares de acusación ante el juez lo 
cual podría estimular la comisión de acciones arbitrarias, de abuso de autoridad y 
discrecionales que desembocaban en la vulneración al debido proceso y en el deterioro de la 
subordinación al control civil, todo lo cual posiblemente afectaría la consolidación de una 
policía garante de los derechos de los ciudadanos y cercana a la sociedad civil. 
Por su parte, durante el PSMD implementado por el Presidente Antonio Saca, los 
siete componentes desfavorables para la consolidación de una policía democrática, se vieron 
reforzados, profundizados e institucionalizados, a pesar de que la política pública de 
seguridad incorporó elementos relevantes e innovadores para la consolidación de un modelo 
policial más funcional con la democracia. En este sentido es posible resaltar que: 
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1) Diseñó, desde su PG, una estrategia para enfrentar las problemáticas de seguridad 
ciudadana soportada en el reconocimiento de la multicausalidad del fenómeno, por lo que 
planteó un abordaje que trascendía a la esfera policial y que era un poco más integral. En ese 
mismo sentido, además de continuar incentivando la represión y persecución policial y 
promover las operaciones conjuntas entre la PNC y el Ejército, incorporó a las funciones 
policiales dos componentes claves para el proceso de democratización: trabajo comunitario 
y trabajo preventivo. En consecuencia, ambos componentes que estimulaban un accionar 
policial más sutil y cercano a la ciudadanía podía estimular el desarrollo de lazos de confianza 
y fraternidad entre la PNC y la sociedad civil favorables para mejorar su imagen, mejorar su 
legitimidad y contrarrestar los efectos nocivos de la represión. 
2) Promocionó la participación de la PNC en el diseño, la implementación y la 
evaluación de planes y programas orientados a estimular la reinserción y la rehabilitación de 
niños y jóvenes.  
3) Abogó por el fortalecimiento de los mecanismos de control disciplinario, 
promoviendo una estrategia de premios y castigos para el ejercicio policial. En consecuencia 
el endurecimiento de las penas y sanciones sobre las malas prácticas podría desincentivar la 
comisión de delitos, los actos de corrupción, las alianzas perversas con el crimen organizado, 
la vulneración de los códigos de conducta policial, el abuso de autoridad y la violación de los 
derechos humanos. También planteó la necesidad de promover una cultura de denuncia 
ciudadana frente a las infracciones cometidas por los policías y de ampliar los canales para 
que éstas pudieran hacerse efectivas. 
4) Estimuló un mayor grado de profesionalización en la medida en que propuso el 
incremento de la rigurosidad en la selección y la formación de los policías, enfatizando en la 
necesidad de promover un perfil integral fundamentado en los valores sociales, humanos y 
democráticos. 
5) Promovió el fortalecimiento institucional y tecnológico de la PNC, mediante el 
incremento de su plantilla de efectivos, así como la dotación de equipos sofisticados para la 
labor de investigación y el robustecimiento de los sistemas estadísticos criminológicos. Ello 
tendría un afecto importante sobre el desempeño del cuerpo policial en la medida en que 
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podía mejorar los resultados de inteligencia y generar más y mejorar elementos probatorios 
para el proceso de judicialización de los capturados. 
Por su parte el quinquenio de gobierno de Mauricio Funes aunque presentó un nuevo 
concepto de seguridad pública que profundizó y amplió las iniciativas favorables de las 
políticas de Saca, no logró revertir radicalmente el componente represivo y autoritario 
principalmente por dos razones que no cambiaron, en materia de formulación de política, con 
respecto a sus antecesores (periodo del manodurismo) y que siguieron generando el mismo 
efecto negativo para la consolidación de una policía democrática:  
1) Continúo favoreciendo y respaldando el accionar conjunto entre la PNC y el 
Ejército, pese a las diversas críticas y la fuerte polémica que dicha situación había generado 
en el país. Además, siendo la separación de las funciones de ambas instituciones uno de los 
puntos claves de la Reforma Política impulsada por el FMLN, era de esperar una posición 
contraria a la finalmente asumida. 
2) Promovió una Ley para la Proscripción de Pandillas o Maras y Grupos de 
Exterminio, cuyo carácter había sido vetado por la CSJ desde el año 2004, manteniendo a lo 
largo de su discurso activo el componente Antimaras. 
Así mismo, continúo profundizando sobre algunos procesos que se habían iniciado 
con el gobierno de Saca y que como se indicó párrafos arriba eran fundamentales para la 
democratización de la PNC: 
1) Planteó el fortalecimiento de la labor de inteligencia e investigación científica y 
la mejora en los sistemas de captación de denuncias del delito, como mecanismo para mejorar 
la efectividad de las PNC. 
2) Determinó una mayor autonomía para la Inspectoría General de la PNC con el 
objeto de mejorar el accountability policial e instaurar un mecanismo de control disciplinario 
más independiente.  
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3) Abogó por fortalecer la formación en derechos humanos y democracia de los 
policías nacionales civiles y promover una mayor profesionalización y especialización de la 
PNC,  definiendo planes de asenso soportados en la formación permanente. 
4) Propició un servicio policial basado en el fomento de la prevención, la reinserción 
y la rehabilitación de pandilleros y mareros, donde la función policial debía volcarse a la 
protección de la vida y la integridad de quienes decidían desertar de estas agrupaciones.  
5) Destacó la importancia de instaurar relaciones entre la PNC y la comunidad 
basadas en la confianza y el respeto, con el fin de promover el trabajo comunitario en el 
diseño, la implementación y la evaluación de planes estratégicos de intervención. 
Sin embargo, es evidente el viraje y los aciertos de la política de seguridad pública 
de Funes en varios aspectos que repercuten diversos escenarios de la vida nacional, pero que 
solo analizarán en este caso las implicaciones que tiene sobre la PNC y sobre su desempeño, 
basándonos fundamentalmente en los marcos establecidos para la reforma institucional: 
1) Convocó diversos organismos e instituciones especializadas en temas de 
seguridad y justicia para la elaboración conjunta y participativa de la Política Nacional de 
Justicia y Seguridad Pública, teniendo en cuenta las recomendaciones que ellos habían hecho 
sobre la necesidad de redefinir el concepto de seguridad pública y desempolvar los principios 
rectores de la reforma policial impulsada en a comienzos de la década del noventa.  
2) Incorporó en su discurso la necesidad de rescatar la institucionalidad propuesta 
en los diálogos de paz. En consecuencia, no justificó que las acciones policiales 
transgredieran los derechos constitucionales ni humanos en aras de la paz ciudadana, 
señalando que “la coerción legal institucional debe aplicarse como último recurso y de forma 
excepcional” (PG 2009:86) y promoviendo la utilización de mecanismo alternativos al uso 
de la fuerza, lo cual resultaba fundamental para promover las buenas prácticas policiales. 
3) Promovió el establecimiento de un modelo de policía moderno, democrático, 
inclusivo, estableciendo mejoras en los salarios de los policías de cara a dignificar la carrera 
policial y la cuota de género en la institución.  
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6) Contempló la creación mecanismos de rendición de cuentas a través del 
establecimiento del Consejo Nacional de Seguridad Pública y enfatizó en la necesidad de 
generar indicadores cualitativos y cuantitativos para medir la efectividad del desempeño 
policial. 
 7) Impulsó la consolidación de un sistema integral de información de acceso 
público, con el objetivo de que la PNC operara bajo esquemas de transparencia y buen 
gobierno, de acuerdo con lo establecido en la ley nacional de acceso a la información pública. 
Esta situación es favorable para la democratización del cuerpo policial en la medida en que 
facilita el control social sobre su labor. 
8) Promovió la articulación de la PNC con otros cuerpos policiales a nivel mundial, 
de manera que se diera entre ellos un intercambio de estrategias exitosas en materia de control 
pero sobre todo en prevención del delito. 
9) Amplió las competencias de persecución del delito y las contravenciones por 
parte de la PNC, al comprometerlos no solo con la lucha de la violencia y la criminalidad 
ejercida por las pandillas y las maras, sino también con la violencia de género y la trata de 
personas, así como con el fortalecimiento del trabajo preventivo. Lo anterior resulta favorable 
para el desempeño policial en la medida en que rompe con las estrategias de focalización de 
la lucha contra un tipo específicos de victimarios y amplía la relevancia de atender una gama 
más amplia de violencias.  
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CAPÍTULO 7. VARIABLE EXPLICATIVA 3. ACCOUNTABILITY EN LA PNC  
 
 
En este capítulo se analiza la tercera variable explicativa definida en el apartado 
metodológico de la tesis: el accountability al que ha estado sometida la Policía Nacional Civil 
de El Salvador. Con ello se pretende comprender la forma en que la PNC ha estado abierta a 
la inspección pública y ha sido capaz de implementar acciones de manera oportuna para 
prevenir, controlar y contener abusos de poder, irregularidades y actos de corrupción por 
parte de sus funcionarios durante 2003-2013. 
En aras de reflexionar sobre esta variable, en primer lugar se analiza la cultura de 
rendición de cuentas de la institución. Posteriormente, se revisan los mecanismos de control 
interno y externo al que ha estado sometida la PNC durante el periodo de transición política 
y,  finalmente, se presenta algunas apreciaciones finales. 
 
7.1. Dimensión 1. Rendición de cuentas 
 
La concepción democratizadora de la PNC implicaba su sometimiento a estándares 
de buen gobierno y transparencia en el ejercicio de sus funciones. Sin embargo, la rendición 
de cuentas como una responsabilidad del quehacer policial no ha estado explícitamente 
contemplada en ninguna de las dos leyes orgánicas que han fundamentado la existencia del 
cuerpo de seguridad. 
El Plan Estratégico Institucional de la PNC 2009-2014, contempló en su línea 
estratégica 7 “la definición de acciones orientadas a elevar la calidad del servicio, el respeto 
de los derechos humanos como eje transversal en la actuación policial y la rendición de 
cuentas sobre el trabajo y el desempeño policial. Asimismo, es necesario sistematizar 
acciones que permitan a la administración dar seguimiento y evaluar los resultados del 
proceso de planificación estratégica y operativa implementado” (PNC, 2009:30). 
Dentro de las actividades específicas contempladas para cristalizar la rendición de 
cuentas de la institución se encontraba: 1)  impulsar un programa de carácter informativo 
sobre las acciones policiales ejecutadas semanalmente; 2) realizar reuniones periódicas con 
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representantes de medios informativos; 3) fomentar la cultura de la transparencia en toda la 
operatividad policial frente a la población y cualquier entidad pública y/o privada; 4) 
gestionar el establecimiento de un convenio con transparencia internacional, a fin de que 
audite el servicio policial y; 5) utilizar como instrumento de rendición de cuentas las 
reuniones de las jefaturas y personal policial con las comunidades tanto urbanas como rurales 
(PNC, 2009). 
Para cada una de estas actividades se definieron responsables, que en la mayoría de 
los casos eran la Secretaria de Comunicaciones, las dependencias policiales, las jefaturas 
policiales en todo el país y la Inspectoría General. Los indicadores establecidos fueron las 
reuniones, la gestión internacional, las jornadas de capacitación y los programas de 
divulgación. Las metas proyectadas a 2014 fueron: 1) poner en funcionamiento un programa 
de carácter informativo; 2) realizar una reunión mensual con medios de comunicación; 3) 
desarrollar dos jornadas al año de capacitación sobre la operatividad policial; 4) poner en 
marcha un convenio de transparencia internacional y; 5) hacer una rendición de cuentas 
semanal con las jefaturas, el personal policial y/o las comunidades (PNC, 2009). 
Acceder a los informes anuales de la PNC para verificar el cumplimiento de las metas 
establecidas en materia de rendición de cuentas en El Salvador resulta engorroso, aunque es 
necesario destacar la relevancia del portal transparecia.gob.sv, de la Secretaría de 
Participación, Transparencia y Anticorrupción de la Presidencia de la República, que se ha 
establecido como un sitio de acceso a información de más de 240 instituciones, en el que se 
encuentran documentos disponibles o aplicaciones para solicitud de información que debe 
ser atendida por la entidad correspondiente, a fin de dar respuesta en un plazo máximo de 
quince días. Este espacio es clave si se tiene en cuenta que en la página de la PNC no existe 
posibilidad alguna de acceder a documentos de rendición de cuentas, ni presentación de 
informes.  
Sin embargo, en términos de la indagación que a través de transparecia.gob.sv se hizo 
a la PNC para conocer la evolución de los ejercicios de rendición de cuentas que se han 
venido desarrollando, la institución no presentó una relación clara del grado de cumplimiento 
de las metas establecidas en la línea estratégica 7 del PEI 2009-2014. De igual manera, la 
información sobre el grado de cumplimiento de las metas que aparece en el PEI de la PNC 
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2015-2019, tampoco presenta información detallada al respecto e indica que en la línea 
estratégica de rendición de cuentas se parte de una línea base (2014) de 45.9% (PNC, 
2015:49). 
  Los datos entregados por la PNC sobre los foros de rendición de cuentas permiten 
concluir que la institución no cuenta con un registro y seguimiento de los ejercicios que al 
respecto han realizado,  puesto que la única información suministrada para el periodo 1999-
2013 resulta bastante incompleta, en la medida en que no está discriminada por años y solo 
se presenta para el caso de las dependencias de orden rural. En todo caso, en 14 años, 17 
dependencias de la PNC solo realizaron 307 foros de rendición de cuentas, lo cual es un 
indicador alarmante para el caso de una policía funcional para la democracia (Cuadro 28). 
Cuadro 28.  Foros de rendición de cuentas de la PNC. El Salvador, 1999-2013 
No. DEPENDENCIA POLICIAL FOROS DE RENDICION DE CUENTAS 
1 SUBDIRECCIÓN DE POLICIA RURAL 0 
2 DIVISION DE POLICIA MONTADA 25 
3 BASE RURAL AHUCHAPÁN 6 
4 BASE RURAL SONSONATE 9 
5 BASE RURAL SAN SALVADOR SUR 13 
6 BASE RURAL LA LIBERTAD 18 
7 BASE RURUAL SAN SALVADOR NORTE 3 
8 BASE RURAL SAN MIGUEL 2 
9 BASE RURAL USULUTÁN 5 
10 BASE RURAL CABAÑAS 0 
11 BASE RURAL CUSCATLÁN 0 
12 BASE RURAL LA UNIÓN 0 
13 BASE RURAL MORAZÁN 202 
14 BASE RURAL CHALATENANGO 15 
15 BASE RURAL SANTA ANA 0 
16 BASE RURAL SAN VICENTE 7 
17 BASE RURAL LA PAZ 2 
TOTAL 307 
 Fuente: Elaboración propia con base en datos de la PNC 
 
7.2. Dimensión 2 y Dimensión 3: Control interno y control externo 
 
En los Acuerdos de Paz de Chapultepec se estableció la creación de la Inspectoría 
General (IG-PNC) como organismo de control, vigilancia y fiscalización del cuerpo de 
seguridad, concebida inicialmente como un órgano de control interno, dependiente de la 
Dirección General de la Policía. IG-PNC sería la encargada de supervisar el cumplimiento 
del marco legal  en las áreas operativas y de gestión, así como de garantizar el 
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comportamiento de los miembros de la institución en consonancia con el respeto de los 
derechos humanos. 
En 1992, la Ley Orgánica de la PNC positivó a la IG-PNC e indicó que el Inspector 
General debía ser nombrado por el Ministro del Ramo, tras el aval del máximo representante 
de la Fiscalía General y de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos 
(LOPNC, 1992).  Dicha directriz representó un cambio en lo establecido en los Acuerdos, 
pues se contempló a la Inspectoría como un organismo de control externo con el objetivo de 
establecer un tipo de auditoría que redujera “la desconfianza (…) sobre la capacidad de la 
PNC para autorregularse y el temor de que en la nueva institución se retomaran los vicios del 
pasado. Se creía que disponiendo de un ente de control externo que respondiera a nivel 
ministerial, se iba a poder garantizar de una manera efectiva la transparencia y la objetividad 
de la supervisión del acción policial” (Gómez, 2017:178).   
Como complemento a la labor de control externo ejercida por la IG-PNC, la Ley 
Orgánica dio origen a la Unidad de Control y a la Unidad de Investigaciones Disciplinarias, 
como entes de control interno de la PNC, dependientes de la Dirección General. También se 
creó el Tribunal Disciplinario como organismo sancionador. Según Hidalgo & Gómez 
(2003),  estos sistemas de control en el ejercicio práctico duplicaron esfuerzos y funciones 
bajo mandos distintos y fueron incapaces de ejercer su labor fiscalizadora antes del 
despliegue de los primeros cuadros del cuerpo de seguridad, que culminó a principios de 
1994, cuando los de control interno y externo no habían comenzado a operar42.  
En el caso de la Inspectoría fue evidente desde el comienzo la falta de voluntad 
política para apoyar y fortalecer su labor fiscalizadora, pues fue el último ente de control en 
iniciar operaciones en septiembre de 1994, con unas limitaciones de personal significativas 
(9 funcionarios), alta inexperiencia, poca certeza sobre sus competencias y desarticulación 
con la labor adelantada por las unidades de control interno43.  Además, su labor se limitaba a 
                                                          
42 “La PNC inició su despliegue nacional en marzo de 1993, habiéndose finalizado a principios de 1994. La UID inició sus operaciones en 
marzo de 1994, seguida por la UC y el Tribunal Disciplinario respectivamente en mayo y junio del mismo año. La IG-PNC  comenzó 
operaciones en septiembre de 1994”(Gómez, 2017:178). 
43 Solo hasta enero de 1995 cunado se emitió el Reglamento Interno de la IG se definieron sus competencias: “Vvigilancia, inspección, 
control y verificación de las actuaciones y servicios operativos de la PNC y su funcionamiento; así como evaluar su eficacia y fomentar el 
sometimiento de la actividad policial a lo establecido por las leyes, reglamentos y procedimientos de actuación. También se le dio la facultad 
de recibir quejas y denuncias relativas al funcionamiento de los servicios operativos, de gestión y de conducta policial. Además, competía 
al inspector general, garantizar la observancia estricta de los derechos humanos y proponer mejoras o modificaciones en la organización y 
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recomendar al Ministerio de Seguridad Pública acciones a emprender en asuntos 
disciplinarios, para que fueran trasladadas a la Dirección de la PNC.  
La respuesta política e institucional al contexto de incremento delincuencial en El 
Salvador de la postguerra, resultó también obstaculizando la labor fiscalizadora del quehacer 
policial, puesto que usualmente se “operaba bajo la concepción errónea de que la doctrina de 
derechos humanos limitaba la capacidad de la PNC para proteger a la ciudadanía. Ambos 
elementos incidieron en que los jefes policiales privilegiaran el desarrollo de actividades 
operativas en detrimento del control y supervisión de la conducta del personal policial” 
(Gómez, 2017:179). 
Al final de la década de los noventa el sistema de control de la PNC estaba saturado 
por la limitación de recursos económicos y humanos con los que contaba y la ausencia de 
voluntad política para fortalecerlo. La IG-PNC no desempeñaba un papel protagónico en 
materia disciplinaria y se limitaba a ejercer labores de control y supervisión.  
Lo anterior promovió una reforma al Régimen Disciplinario de la PNC en el año 2000, 
que buscaría darle mayor celeridad al sistema mediante acciones tales como: 1) los procesos 
disciplinarios pasaron de ser escritos a orales; 2) la IG-PNC debía velar por el cumplimiento 
del régimen disciplinario, controlar y ser parte de estos procesos; 3) los jefes de servicio 
iniciarían investigaciones disciplinarias, presentarían requerimientos ante los Tribunales y 
darían instrucción y sanción a faltas leves; 4) la Unidad de Asuntos Internos comenzaría a 
investigar faltas disciplinarias que pudieran constituirse como delito; 5) la IG-PNC sería la 
única entidad facultada para archivar expedientes e iniciar investigaciones disciplinarias con 
el apoyo de la Unidad de Investigaciones Disciplinarias y; 6) se crearía la Unidad de 
Derechos Humanos como ente de control interno, así como la Secretaría de Asuntos 
Disciplinarios encargada de la conducción de las diversas unidades de control al interior de 
la PNC. 
Durante la vigencia de dicho régimen disciplinario los principales obstáculos a la 
labor de control y fiscalización de la PNC fueron: 1) la ausencia de capacitación del personal 
policial en la investigación de faltas, instrucción de casos y presentación de requerimientos 
                                                          
funcionamiento de los servicios o unidades policiales” (Gómez, 2017:179).  
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en audiencia; 2) el desconocimiento generalizado de la normativa disciplinaria en la PNC; 3) 
la prioridad que los jefes policiales dieron al trabajo operativo sobre el ámbito disciplinario; 
4) la carencia de una sección disciplinaria que tramitara  la investigación e instrucción de 
faltas al interior de las diversas unidades policiales; 5) la carecía de recursos humanos y 
materiales que padecían las pocas unidades policiales que contaban con una sección 
disciplinaria y; 6) los vacíos y contradicciones de la normatividad disciplinaria (Gómez, 
2017). 
A finales de 2001, con la emisión de una nueva Ley Orgánica de la PNC se 
promovieron unas modificaciones en términos de accountability policial en El Salvador que 
reestructuraron la posición de la IG-PNC en el Sistema de Seguridad Pública del país, al 
pasar a ser parte de la organización interna de la PNC, adscrita de la Dirección General, con 
asignación presupuestaria independiente e integrada por cuatro unidades: la de control, la de 
investigación disciplinaria, la de derechos humanos y la de asuntos internos. 
 La Inspectoría junto con la Unidad de Auditoría Interna (UAI) se establecieron como 
las dos dependencias con competencias de control policial interno en el país (LOPNC, 2002). 
La UAI encargada de supervisar el cumplimiento del marco legal en las áreas administrativas, 
financieras y de sistemas y la IG-PNC, encargada de controlar el comportamiento de los 
miembros operativos de la institución. Finalmente, complementando a estas dos instancias 
fiscalizadoras se encontraban los Tribunales Disciplinarios, como organismos sancionadores. 
Las otras modificaciones importantes que se promovieron con la nueva Ley Orgánica 
fueron en torno al nombramiento de Inspector General, que recaería en el Director General 
de la PNC, previa aprobación del Fiscal General y del Procurador para la Defensa de los 
Derechos Humanos; la creación de un nuevo órgano de control externo, el Consejo de Ética 
Policial (CEP), conformado por cuatro miembros designados por el Presidente de la 
República y presidido por el Ministro de Seguridad Pública y; la formalización de las 
secciones disciplinarias en las unidades de policías cuyos jefes tenían facultad sancionadora, 
las cuales estarían bajo la supervisión de la IG-PNC (LOPNC, 2002). 
Es importante aclarar que el CEP comenzó a operar en el año 2004, como un órgano 
fiscalizador que no duplicaría las funciones de otras unidades cuya competencia es el control 
policial. Así mismo, no se concentraría en la revisión de casos particulares sino de 
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violaciones sistemáticas a los derechos humanos o irregularidades administrativas o 
financieras graves, casos en los cuales debería acudir a las unidades de control interno o a los 
organismos gubernamentales facultados para adelantar investigaciones al respecto. 
Pese a la pérdida de autonomía e independencia, el sistema de control policial en El 
Salvador se fortaleció con dicha reforma, pues se redujo la duplicidad de funciones que lo 
había caracterizado, al facilitarse una mayor coordinación con las unidades de control 
interno, en la medida en que estas pasaron a depender de la IG-PNC. Además, se crearon las 
secciones disciplinarias en varias unidades del cuerpo de seguridad y se fortaleció la cultura 
de evaluación de la conducta y disciplina policial. La rendición de cuentas sobre las funciones 
que la IG-PNC desempeñaba comenzó hacerse de manera regular al Consejo de Ética Policial 
cada vez que era requerida. Finalmente, se estimuló la unificación de los criterios de 
interpretación y aplicación de la normativa policial y la mayor supervisión y control del 
servicio (Gómez, 2017).  
En el año 2008 se emitió en El Salvador una nueva Ley Disciplinaria que reforzó las 
facultades de la IG-PNC, instándola a iniciar la investigación disciplinaria, presentar 
requerimiento al Tribunal Disciplinario, controlar los procesos, interponer apelaciones, 
ordenar el archivo de diligencias, estar a cargo de la UID y ser asistida por la secciones de 
investigación disciplinar. De igual forma, se regularon aspectos relacionados con el traslado 
del personal de las secciones disciplinarias quienes podían ser nombrados en instancias 
sancionadoras, pero requerían aprobación de la IG-PNC si iban a ser trasladados a otras 
dependencias. También se crearon los sancionadores, “a quienes las instancias o jefes con 
competencia sancionadora podían encargar la investigación de un caso y debían tener un 





















Fuente: Elaboración propia con base en Arias & Zuñiga, 2008. 
 
Es importante señalar que a lo largo del periodo de estudio 2003-2013, la Unidad de 
Asuntos Internos incrementó su personal en 164%, pasando de 42 funcionarios en 2003 a 
111 en 2013. También fue significativo el incremento del personal de la Unidad de Derechos 
Humanos, que fue del 112% durante el mismo periodo de tiempo. Por su parte, la Unidad de 
Investigación Disciplinaria redujo su personal en un 50%, pasando de contar en el 2003 con 
42 funcionarios a 21 en el 2013 (Cuadro 29). Sin embargo, la IG-PNC pudo fortalecerse en 
recursos humanos con la red de secciones disciplinarias que en 2009 fue de 152, con 216 
miembros (Gómez, 2017). 
Cuadro 29.  Personal por Unidades de Control Interno de la PNC. El Salvador, 2003-2013 
UNIDADES 
POLICIALES 
2003 2004 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 Var. Var. % 
IG-PNC 0 0 0 0 0 0 0 3 1 0 0 0% 
UAI 42 40 38 54 54 50 50 52 51 111 69 164% 
UC 56 59 43 39 39 43 89 96 108 60 4 7% 
UID 42 36 34 33 33 34 46 45 62 21 -21 -50% 
UDH 31 31 25 21 21 25 23 23 21 66 35 112% 
TOTAL 171 166 140 147 147 152 208 219 243 258 87 50% 
Fuente: Elaboración propia con base en datos de la PNC 
Dirección General 
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193 
 
Para los expertos en temas de control policial, este sistema de control interno de la 
PNC era “aparentemente completo y capaz de atender los problemas que le competen en 
todos los niveles y de implementar todas las etapas del proceso (admisión, procesamiento, 
disposición y revisión), (…) lo que da cuenta de la importancia que la disciplina tiene para 
la imagen de la institución” (Arias & Zuñiga, 2008: 60). Sin embargo, pese al 
robustecimiento del sistema, los cuestionamientos sobre su efectividad persistían. Bautista 
(2009) señaló que se evidenciaban influencias exógenas a la IG-PNC que obstaculizaban su 
labor, que habían inconsistencias en la normatividad disciplinaria que afectaba su 
funcionalidad, que los procedimientos eran muy lentos en la denuncia y la investigación y 
que el énfasis de la Inspectoría se había concentrado en el control disciplinario en detrimento 
de la fiscalización del servicio policial, desconociendo los señalamientos sociales e 
institucionales existentes en el país sobre la PNC. 
Como se evidenció en capítulos anteriores, la PNC desde sus orígenes estuvo coartada 
por militares y ex funcionarios de los antiguos cuerpo de seguridad que lograron, con el 
apoyo del gobierno y pese a las denuncias de las Naciones Unidas, ingresar al nuevo cuerpo 
policial “sin siquiera haberse dado de baja del Ejército y sin pasar por los filtros para 
garantizar que no hubiesen estado involucrados en hechos criminales o en abusos contra los 
derechos humanos durante la guerra” (Silva, 2014:15). En 2009, bajo el gobierno del Partido 
Arena, estos aliados de la derecha salvadoreña controlaban la cúpula de la PNC al ocupar la 
mayoría de cargos de gran relevancia dentro la estructura de la institución y los organismos 
encargadas de realizar procesos de accountability policial habían sido incapaces de realizar 
controles efectivos.  
La llegada al poder del gobierno de izquierda en 2009 rescató las denuncias que sobre 
corrupción y alianzas de miembros PNC con la criminalidad se habían emitido en 1994 
durante el gobierno de Calderón Sol44 y puso en marcha el tercer esfuerzo de depuración de 
la PNC. El primero de ellos se había dado en 2001, cuando el Director de la PNC, Mauricio 
Sandoval, logró que la Asamblea Legislativa lo facultara para participar en los procesos 
administrativos de remoción de agentes y oficiales por faltas disciplinarias. Tras varias 
                                                          
44 El Presidente Calderón había manifestado públicamente la necesidad de fortalecer el control interno en la PNC puesto que aceptaba 




destituciones la Corte Suprema de Justicia ordenó la reincorporación de los oficiales con 
pago retroactivo y posteriormente, la PDDH deslegitimó estas destituciones al cuestionar su 
imparcialidad y efectividad para desmantelar la red de articulación entre la PNC y el crimen 
organizado (PDDH, 2002). 
El segundo intento de depuración se dio entre 2005 y 2006, bajo el gobierno de 
Antonio Saca, cuando por escándalos de vinculación de la PNC con las redes del narcotráfico 
el presidente se vio en la necesidad de destituir a su director, el General Ricardo Meneses, 
sin embargo, no prosperó un proceso judicial sobre el ex director, sino que fue nombrado en 
la Embajada de El Salvador en Washington, como diplomático.  
Hasta entonces los intentos de depuración no tuvieron lugar al interior de las 
instituciones creadas para tal fin. Las razones de que la Inspectoría General no jugara un 
papel protagónico en este proceso radicó en que esta ocupó un lugar rezagado y pareciese 
haber sido “concebida para que no funcionara bien” (Silva, 2014:25). Tal como lo sostuvo 
un miembro de la IG-PNC en Santana, entrevistado en julio de 2015: 
 “Pese al esfuerzo que muchos hacemos para tratar de poner en marcha investigaciones 
contra funcionarios de la PNC altamente cuestionados los procesos no prosperan y no 
hemos logrado ser garantes de la transparencia, ni de la disciplina  que debería 
caracterizar a la PNC porque no hemos tenido respaldo, ni apoyo, ni capacidad para 
soportar los procesos. En algunos casos son policías investigando a policías, en una 
estructura donde está claro que son los oficiales de alto rango los más salpicados, pero 
¿quién se atreve a testificar en contra de ellos?” 
Lo anterior coincide con lo que Silva (2014:25) registra en su libro “Infiltrados”, en 
torno a las declaraciones de la primera oficial responsable de la unidad de asuntos internos, 
Marta Uribe, quien indicaba en 1994 que “su oficina enfrentaba dos obstáculos esenciales: 
uno, los agentes que conocían sobre actos delictivos cometidos por sus compañeros y 
superiores no testificaban por temor; y dos, no había experticia técnica para sustentar los 
casos”. Dichos obstáculos permanecieron invariables hasta 2012, cuando la inspectora Zaira 
Navas, declaró sobre limitaciones de la IG-PNC en la misma línea.   
Bajo el mandato del Ministro de Seguridad Pública, Manuel Melgar, la Inspectora 
General de la PNC, Zaira Navas, puso en marcha el más ambicioso plan de depuración y 
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abrió varios expedientes contra oficiales de la PNC. Sin embargo, el Ministro Melgar fue 
reemplazado por un sucesor militar, el general David Munguía Payés, que había estado al 
frente del Ministerio de Defensa y con él otro general, Francisco Salinas, llegó a la dirección 
de la PNC. Este viraje radical en la máxima dirección ministerial e institucional culminó con 
la renuncia de la inspectora Navas y con la estrategia de depuración más ambiciosa puesta en 
marcha desde el nacimiento de la PNC. Además, Munguía y Salinas renombraron, con el 
aval del presidente, a oficiales altamente cuestionados en puestos claves de la cúpula policial 
(Silva, 2014).  
Fue la presión política ejercida por la Asamblea Legislativa de El Salvador la que 
incidió en la labor adelantada en la Inspectoría, puesto que allí, la derecha constituyó una 
Comisión Especial para investigar a la inspectora Navas, quien había abierto expedientes a 
“dos directores, tres subdirectores, dos jefes de la División de Investigación Criminal, un jefe 
del Centro de Inteligencia Policial, tres Directores de la División Antinarcóticos, dos Jefes 
del Grupo Especial Antinarcóticos, el jefe del Centro Antipandillas Transnacional  y varios 
Jefes Regionales” (Silva, 2014: 11-12). La mayoría de investigados habían pertenecido al 
Ejército y a los cuerpos de seguridad, por lo que se cuestionó la labor de la inspectora como 
persecución política basada en ideología.  Sin embargo, también había oficiales del FMLN 
investigados. Además, varios de los investigados ya eran reincidentes en procesos de control 
en el gobierno de Arena de los que habían salido bien librados. 
La labor de la Inspectora Navas había a septiembre de 2010 suspendido a más de 150 
oficiales de la PNC, algo sin precedentes en el país, pero la presión política hacia la inspectora 
se incrementaba y voces a favor de su labor se alzaban en escenarios de gran relevancia, 
como es el caso de lo acontecido en la Cámara de Representantes de EE. UU, cuando el 
Congresista McGoven indicó que las acciones de la inspectora estaban enfrentándose a la 
presión política de la Asamblea al pretender desarticular la estructura de corrupción y crimen 
en la PNC, razón por la cual instó al Departamento de Estado  y a la Embajada de Estados 
Unidos en San Salvador a apoyarla en su labor. Así mismo, la Corte Suprema de Justicia 
indicó en 2011 que la Comisión creada en la Asamblea era ilegal y  ordenó su disolución 
(Silva, 2014). Sin embargo, cuando el legislativo falló en sus intentos, fue el ejecutivo el que 
obstruyó el ambicioso proceso de depuración al devolverle a los militares el control absoluto 
de la seguridad pública en el país y el nuevo inspector, Carlos Linares, cerró las 
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investigaciones “por no existir méritos para presentar petición razonada ante el tribunal 
disciplinario competente” (Silva, 2014:14).   
Lo anterior demuestra que los mecanismos de control de la PNC fracasaron. Tal como 
lo sostuvo un investigador salvadoreño entrevistado en julio de 2015 el marco de esta tesis: 
 “Desde el inicio la PNC ha sido objeto de cuestionamientos, en parte porque la integraron desde el 
comienzo algunos miembros que no cumplían con el perfil propuesto y tardamos muchos años para 
que los entes de control pusieran en tela de juicio su permanencia en la institución, pese a que 
estuvieron comprometidos en escándalos de violación de derechos humanos y corrupción. Solo hasta 
hace muy poco, con la Inspectora Navas, estuvimos ante una oportunidad real de depuración que 
terminó frustrada por el mismo gobierno, lo que demostró que la PNC ha estado infestada con 
miembros contraproducentes para las buenas práctica y que las herramientas de control interno y 
externo han carecido de eficacia, lamentablemente por la complicidad del mismo gobierno”.  
 
7.3. Apreciaciones finales 
 
Los mecanismos de control internos y externos de la PNC en El Salvador han estado 
vigentes durante la mayor parte del tiempo de existencia del cuerpo de seguridad. Es 
innegable el robustecimiento que estos entes de control han presentado a lo largo de los años, 
a través del incremento de sus recursos económicos, materiales y humanos. Además, las 
reformas a la Ley Orgánica de la PNC y al Régimen Disciplinario que tuvieron curso entre 
1992 y 2013, tendieron a ampliar las facultades y competencias de los organismos de control 
para fortalecerlos. 
 No obstante, el accountability policial en el país no ha sido efectivo. Las razones que 
explican esta realidad han tenido una raíz determinante en la falta de voluntad política de los 
gobiernos democráticos para fortalecer y respaldar en sus esfuerzos a los órganos de control 
interno, así como de reconocer el valor de los ejercicios de control externos, como los 
impulsados por las Naciones Unidas y la Procuraduría para la Defensa de los Derechos 
Humanos, que en varias oportunidades señalaron la vinculación de altos oficiales de la PNC 
con la violación de los derechos humanos, el crimen organizado y las redes de narcotráfico. 
 Estos esfuerzos gubernamentales por obstruir los procesos de accountability de la 
PNC estuvieron auspiciados tanto por el poder ejecutivo, como por el poder judicial de El 
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Salvador y se establecieron en complicidad con el control que desde el origen de la PNC 
tuvieron los militares y antiguos funcionarios de los cuerpos de seguridad, que al ingresar a 
la PNC se ubicaron en los puestos de mayor relevancia evitando el buen desempeño de la 
Unidad de Asuntos Internos, con el objeto de permanecer con el dominio de la institución 
policial. Es evidente que la injerencia militar se mantuvo vigente en el ejercicio de control 
interno a lo largo de los años y que la jefatura militar en el Ministerio de Seguridad Pública 
y en la PNC, ratificó su dominio sobre el cuerpo de seguridad. 
Las políticas de seguridad impulsadas en el marco de la violencia criminal de la 
transición también terminaron lesionando los ejercicios de control interno de la PNC, pues 
facultaron algunas transgresiones de derechos humanos, generando conflictos con el régimen 
disciplinario que los entes de control debían garantizar. Las denuncias que la  PDDH recibe 
contra funcionarios de la PNC ratifican el fracaso de los mecanismos de control internos que, 
entre otras cosas, carecen de capacidad operativa, no ofrecen recursos de investigación, les 
falta autonomía y son lentos en el trámite de los procesos disciplinarios.  
Por su parte, los organismos de control externo no tienen capacidad de intervención 
sobre asuntos policiales y juegan un papel de fiscalización, a través de las exigencias de 
información a la PNC y a sus entes de control, la producción de informes y el despliegue de 
denuncias y recomendaciones de mejora, que en la mayoría de los casos no han tenido mayor 
incidencia, una vez más, por el desinterés político de darle valor a estos pronunciamientos.  
Finalmente, es importante señalar que la PNC está aún lejos de apropiarse de una 
cultura de rendición de cuentas y de apertura a la mirada externa que facilite, por parte de 
diversos actores, el desarrollo de acciones de veeduría sobre su quehacer. En sus Planes 
estratégicos no se ha podido evidenciar compromisos transversales de rendición de cuentas 
y tan solo en algunas líneas estratégicas se contemplan indicadores de verificación de 






En esta tesis doctoral, partiendo del reconocimiento de la simbiosis entre el 
desempeño policial y el régimen político, se diseñó un modelo de medición del desempeño 
policial en democracia, que puede resultar útil para los países que tienen interés en monitorear 
el reforzamiento, la afirmación y el robustecimiento de los principios elementales de la 
democracia en el accionar de sus cuerpos de seguridad.  Para ello se creó el Índice de 
Desempeño Policial Democrático (IDPD) soportado en tres dimensiones claves de una 
policía en democracia, efectividad, legitimidad y legalidad. Junto al índice se propuso una 
batería de indicadores que permitiría medir cada una de estas dimensiones, las cuales al ser 
agregadas a través de un método matemático, darían como resultado el IDPD. 
Adicionalmente, se diseñó un modelo explicativo que promovería la comprensión de 
los factores que incidirían en el hecho de que una policía pueda desempeñarse de manera más 
funcional y coherente con la democracia. En este sentido se han propuesto tres variables 
causales del desempeño policial democrático: la profesionalización, la capacidad 
institucional y el accountability, con sus consiguientes subdimensiones de análisis. En el caso 
de la profesionalización, se propuso la revisión de los procesos de selección y formación del 
personal policial, la delimitación de las funciones policiales y las características del régimen 
laboral del cuerpo de seguridad.  Para la capacidad institucional se definió la revisión de los 
recursos disponibles con los que cuenta la institución, la voluntad política de los gobiernos 
para fortalecerla, su capacidad de investigación y su vocación de trabajo comunitario. 
Finalmente, para la revisión de la dimensión accountability, se revisaron los procesos de 
rendición de cuentas, los mecanismos de control policial internos y los mecanismos de 
control policial externos. 
Tanto el modelo de medición como el modelo de explicación se aplicaron en el 
análisis de la Policía Nacional Civil (PNC) de El Salvador, una institución creada en 1992 
con un profundo espíritu democratizador, pilar del nuevo esquema de seguridad pública del 
país e ícono de las primeras reformas policiales en América Latina. Los resultados obtenidos 
en esta investigación demuestran que en El Salvador no se ha logrado reemplazar 
completamente el modelo policial de corte represivo, militarizado, centralizado y politizado 
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que estuvo vigente en los sucesivos regímenes militares que gobernaron al país durante gran 
parte del siglo XX.  La consolidación de un cuerpo policial funcional y coherente con los 
principios democráticos sigue siendo un problema crítico en el país centroamericano, pues el 
modelo de policía vigente presenta amplios retos en materia de efectividad, legalidad y 
legitimidad.  
Al medir la evolución del desempeño democrático de la PNC de El Salvador entre 
2002 y 2013, pudo evidenciarse que los subíndices de efectividad estuvieron muy distantes 
de los niveles ideales (cercanos a 0), puesto que en promedio durante el periodo de 
observación se ubicaron en 0,78, lo que denota una efectividad policial baja y poco funcional 
para la consolidación democrática. Además, pese a las oscilaciones que presentó el subíndice, 
que obtuvo la mejor calificación en los años 2004 y 2005, con 0,71 respectivamente y, la 
peor en 2009 y 2010 con 0,85, nunca se ubicó por debajo de 0,66; rango a partir del cual la 
efectividad podría clasificarse como aceptable. Lo anterior implica que la PNC no ha sido 
capaz de cumplir con su misión principal de salvaguardar a los ciudadanos salvadoreños de 
las amenazas del crimen, la delincuencia y la violencia, a través del control, la contención y 
la prevención efectiva de estos flagelos.  
 Por su parte, el subíndice de legalidad policial presentó más variabilidad y una 
tendencia favorable a lo largo del tiempo. Sin embargo, durante la mayor parte del periodo 
fue palpable la preponderancia de prácticas policiales transgresoras de la ley, los derechos 
humanos y de los códigos de conducta policial, así como de la vinculación de ciertos 
funcionarios de la PNC con el delito y el crimen, principalmente en 2002, 2003, 2004, 2009 
y 2010, cuando el subíndice se clasificó como malo. Así mismo, es importante resaltar que 
en cuatro años (2005, 2006, 2007 y 2013), el subíndice obtuvo valores iguales a 0,66, 
ubicándose en el límite de la clasificación entre legalidad policial mala o regular y, el valor 
más bajo se presentó en el 2012 (0,41), rango aún muy distante del ideal teórico como para 
definir las prácticas policiales en El Salvador respetuosas de la ley y del orden constitucional. 
En el caso del subíndice de legitimidad policial, que presentó alta variabilidad entre 
2002 y 2013, se destaca durante la mayor parte del periodo la preponderancia de valores muy 
distantes a los niveles ideales (cercanos a 0), registrándose valores superiores a 0,66, con la 
peor calificación en el 2011 (0,92), lo cual refleja que generalmente la policía no ha sido 
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capaz de suscitar en los salvadoreños confianza y credibilidad. No obstante, cabe destacar 
que en tres años (2002, 2003 y 2005), este subíndice se ubicó en el límite de la clasificación 
entre legitimidad baja y media e incluso, en el 2004, registró un valor de 0,41. 
De esta manera los resultados del IDPD permiten concluir que el desempeño policial 
en el país dista mucho de ser democrático, puesto que a lo largo de los doce años de análisis 
registró valores superiores a 0,66, lo cual implica una clasificación del desempeño 
democrático de la PNC bajo, registrándose los peores niveles en 2009 y 2010 (0,79) y las 
mejores valoraciones en el 2004 y 2012 (0,68 y 0,67), aún bastante distantes del ideal del 
desempeño policial democrático. 
Las razones que explican las características del desempeño policial en El Salvador, 
están estrechamente relacionadas con el contexto político en el que ha operado y las 
directrices que, tras la firma de los Acuerdos de Paz, han implementado los diversos 
gobiernos en materia de seguridad pública, que han desvirtuado profundamente el sentido 
democratizador bajo el cual se gestó la PNC, pues han evidenciado una marcada resistencia 
a la  renovación y una profunda  desnaturalización de la reforma. La transición hacia un 
esquema de seguridad pública democrático desencadenó en el resquebrajamiento del dominio 
militar sobre los cuerpos de seguridad vigentes durante gran parte del siglo XX y, en la etapa 
de transición, las presiones del gobierno y del poder militar tradicional por la recuperación 
de dicha presencia y dominio han sido un gran obstáculo para la implementación de lo 
pactado. 
La tendencia a la militarización ha estado presente desde la conformación inicial de 
la PNC. Como pudo evidenciarse, los primeros procesos de selección de personal estuvieron 
permeados por la intencionalidad del gobierno para entrelazar tramoyas que garantizaran la 
vinculación de miembros del Ejército en el nuevo cuerpo de seguridad y, en los años 
posteriores, la continua presión y presencia de militares o ex militares en la dirección del 
Ministerio al cual ha estado adscrita la Academia Nacional de Seguridad Pública (ANSP), ha 
lesionado profundamente la vocación civil de la PNC, al punto tal de que la máxima entidad 
rectora de la formación policial en El Salvador llegó a estar dirigida, en 2012, por un general 
del Ejército salvadoreño. 
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Las decisiones políticas también han incidido en la calidad de la formación policial 
en El Salvador, al priorizar las metas cuantitativas de formación sobre las cualitativas, 
inicialmente por la necesidad de remplazar a las viejas estructuras policiales y garantizar el 
despliegue territorial del nuevo cuerpo y, posteriormente, por hacer frente a la creciente 
violencia delincuencial, lo que conllevó a la reducción de los tiempo de formación con el fin 
de ampliar la planta policial de reacción.  
Dicha reducción ha significado la priorización de contenidos teóricos en detrimento 
del componente práctico, lo que complejiza la preparación si se tiene en cuenta que la función 
policial demanda principalmente trabajo en campo. Adicional a ello, en la ANSP se ha 
priorizado en la formación básica sobre la especializada, lo que ha representado un obstáculo 
para la dignificación de la carrera policial, para el incremento de los niveles de cualificación, 
para la funcionalidad de los contenidos impartidos frente a los diversos cargos de la estructura 
policial y para las demandas propias del modelo de policía democrática que desea formarse, 
puesto que se ha enfatizado en la capacitación en bases legales y contenidos de técnica 
policial, secundando la importancia programática de corte humanista, político y de contexto.   
La profesionalización de la PNC en El Salvador enfrenta aún el reto de constituir una 
estructura en la cual las funciones, las labores y los perfiles policiales estén claramente 
distinguidos y diferenciados institucionalmente y que logren la integración y la 
complementariedad de los procesos. Del mismo modo, en el marco del esquema de seguridad 
pública es indispensable abogar por la separación de las funciones de la policía y del Ejército, 
un principio básico de la reforma policial impulsada en el país, que no ha logrado concretarse 
debido a las decisiones políticas que durante el periodo de estudio se orientaron a promover  
acciones conjuntas entre los dos cuerpos de seguridad.  
Las políticas de seguridad pública en El Salvador se soportaron en la formulación de 
leyes draconianas que poseían serios vicios de inconstitucionalidad, que como se pudo 
evidenciar, además de ser incapaces de controlar el fenómeno delictivo y criminal, generaron 
unos efectos considerablemente nocivos para la consolidación de una policía coherente con 
los principios democráticos y respetuosa de los derechos humanos y del orden constitucional. 
La injerencia del Ejército en la seguridad pública auspiciada por los gobiernos que 
rigieron los destinos del país durante el periodo de estudio, incidió en los niveles de  
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capacidad de la institución policial para enfrentar el delito y la criminalidad, en la medida en 
que el los gobiernos financiaron la participación del Ejército en estos asuntos y direccionaron 
responsabilidades que recaían en la PNC.  Si bien, los tres gobiernos manifestaron su respaldo 
al fortalecimiento de la policía no todos contribuyeron en la misma proporción al alcance del 
objetivo, ni en términos del tamaño de la plantilla policial, ni en términos de la 
infraestructura, ni de la dotación requerida para enfrentar estos flagelos.  
Las políticas de seguridad centradas en la represión y la persecución desencadenaron 
en una profunda crisis penitenciaria, que tergiversó la  misión de la PNC al comprometerla 
con la custodia de cientos de miles de reclusos que han permanecido durante largos periodos 
de tiempo en sus barotolinas, en condición de alta vulneración de sus derechos. Las nuevas 
responsabilidades de la PNC vincularon un número considerable de su personal con acciones 
que no eran directamente de su competencia, reduciendo su capacidad operativa para 
enfrentar la delincuencia y la criminalidad y comprometiendo su legitimidad, al hacerlos 
responsables indirectamente de la sistemática violación de los derechos humanos de los 
reclusos. 
Finalmente, es importante destacar que el desempeño policial se ha visto lesionado 
por la imposibilidad de someter a la institución a un ejercicio de accountability interno y 
externo capaz de depurar, por un lado, los perfiles incompatibles con un modelo idóneo de 
policía en democracia, que desde la génesis de la institución se vincularon al cuerpo de 
seguridad y, por otro lado, a quienes a lo largo del tiempo han estado involucrados en redes 
de corrupción y criminalidad. Los mecanismos de control vigentes han sido incapaces de dar 
respuesta a la multiplicidad de voces que abogan por una depuración de la institución y ello 
ha tenido mucho que ver con la voluntad política manifiesta por quienes han gobernado a El 
Salvador durante el periodo de transición, tal como pudo evidenciarse en el capítulo sexto, 
pues cuando la Inspectoría General salió de su letargo y comenzó a develar los tentáculos de 
la corrupción en la institución una decisión gubernamental revocó de su cargo a quien estuvo 
dispuesta a depurarla. 
Los resultados de este proceso de investigación sobre una de las instituciones del 
Estado menos estudiadas, la policía, incitan al debate sobre lo que la democracia requiere del 
cuerpo de seguridad y, a su vez, sobre lo que la ésta puede moldear en una institución policial 
203 
 
con miras a promover su desempeño funcional y coherente con los principios elementales 
del régimen. 
 Diseñar un modelo de medición y de explicación del desempeño policial en 
democracia es un aporte ambicioso, que sin lugar a dudas, representa un punto de partida 
para una, cada vez más profunda, reflexión sobre el tema y el reconocimiento de la 
importancia de la policía en los procesos de consolidación democrática. Este insumo puesto 
a disposición de las redes de conocimientos puede ser de gran utilidad para los organismos 
de gobierno, la sociedad y para la misma institución policial, que si está dispuesta a someterse 
a procesos serios, rigurosos y externos de evaluación, tendrá mayores posibilidades de 
avanzar en términos de profesionalización y democratización. 
La pertinencia de este modelo radica en que facilita, mediante la realización de 
estudios comparados, la identificación de cuerpos policiales que presentan un grado mayor o 
menor de democratización en su desempeño, así como monitorear la evolución que estos 
presentan a lo largo del tiempo, identificando los factores determinantes para reforzar y 
mantener las buenas prácticas o para remplazar aquellas que no han contribuido al 
cumplimiento de los objetivos trazados.  
Para mejorar el modelo propuesto se requiere discernir sobre los diversos tipos de 
policías vigentes en democracia y sobre si es pertinente medirlas a todas a partir de un mismo 
rasero o adaptarlas a las diversas particularidades que las caracterizan. También es importante 
introducir el debate sobre cómo medir el desempeño policial democrático en el marco de las 
diversas formas de organización del Estado y cómo enfrentar el gran reto de la generación de 
información en los diversos países, con el objeto de contar con indicadores que permitan 
aplicar el modelo con sentido comparado. Finalmente, lo más importante es superar la 
resistencia de las instituciones policiales al escrutinio de cualquier mirada externa, un rasgo 
común en policías de diferentes tradiciones y contextos culturales, que subsiste en la 
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 Ley para el Combate de las Actividades de Grupos o Asociaciones Ilícitas Especiales (2004) 
 









Objeto Establecer un régimen especial para el combate de las actividades delicuenciales de las MoP.
Ámbito de aplicación Miembros de MoP mayores de 12 años que cometan, dentro del territorio nacional, delitos contemplados en esta Ley, en el CP o en Leyes Penales Especiales.
Generalidad
A los MoP que cometan delitos contemplados en la ley se les aplicará el proceso establecido en el CPP.  MoP agrupaciones que afectan la pacífica convivencia social, 
el orden público y la seguridad ciudadana. Otros elemento a) que se reúnan habitualmente; b) señalen injustificadamente segmentos de territorio; c) tengan señas o 
símbolos como medio de identificación; d) que se marquen el cuerpo con tatuajes o cicatrices como medio de identificación o pertenencia a la misma.
De la pertenencia a una MoP La persona que pertenezca a una MoP será sancionada con prisión de 3-6 años. La pena se agravará hasta la mitad del máx cuando se trate de un jefe de la agrupación. Si además de la pertenencia se identifican otras figuras delictivas señaladas en ésta ley o de naturaleza penal se aplicarán las reglas establecidas en el CP.
De la inducción a la pertenecia Quien promueva ingreso a una MoP se sancionará con prisión de 3-6 años. La pena se agravará hasta la mitad del máx cuando se trate de menor de 14 años.
Riña grupal Los miembros MoP que participen en riñas serán sancionados con prisión de 2-4 años. La pena se rebajará a la mitad cuando no sea miembro de una MoP.
Coacción en la vía pública El miembro de una MoP que exija dinero en vehículos de transporte público o vías públicas será sancionado con prisión de 2-3 años. La pena será de tres a seis si: a) se hiciera en unión de dos o más personas; b) si se portasen objetos contundentes y; c) si se cometiese valiéndose de su pertenencia a una MoP.
Coacción al libre tránsito El miembro de una MoP que exija dinero intimidando a otra persona por transitar en lugares abiertos al público será sancionado con prisión de 2-4 años.
Coacción especial El miembro de una MoP que exija dinero a otra persona por residir o poseer propiedades en la República será sancionado con prisión de 2-4 años.
Daños especiales Los miembros de las MoP que dañaren edificaciones públicas o privadas serán sancionados con prisión de 3-6 años.
Alteración del orden público Los miembros de las MoP que en lugares públicos realicen escándalos, intimidaciones u ofensas a la dignidad de personas serán sancionados con prisión de 1-2 años.
Regla General Cuando el autor de los delitos sea miembro del MoP se aplicará el régimen procesal previsto en el CPP con las modificaciones aquí establecidas.
Competencia especial Competentes para juzgar a mienbros de MoP los jueces de cabeceras departamentales y los Tribunales son jurisicción penal.
Clasificación del crimen organizado Las MoP se consideran integrantes del crimen organizado y se les aplicará el régimen procesal previsto para el mismo con la excepción del artículo anterior.
Modificaciones El Fiscal sólo podrá Solicitar al Juez que se prescindiera de la persecución penal cuando el imputado haya contribuido decididamente al esclarecimiento de delitos.
Suspensión del procedimiento Para ninguno de los delitos establecidos en esta Ley procederá la suspensión condicional del procedimiento.
Extinción penal por reparación No procederá la extinción de la acción penal por la causal de haberse realizado la reaparación del daño.
Improcedencia de la conciliación Improcedencia de la conciliación por ninguna clase de delitos establecidos en esta Ley.
Improcedencia Para niguna clase los delitos establecidos en esta Ley procederá la sustitucuión de la detención provisional.
Modificaciones medios de prueba El parte policial que se anexe al proceso tendrá calidad de prueba documental.
Improcedencia del proceso Para ninguna clase de los delitos establecidos en esta Ley procederá la aplicación del procedimiento abreviado.
Imposibilidad de sustituir la 
ejecución de la penas 
Los jueces no podrán: a) reemplazar la penas de prisión independientemente de sus límites mínimos y máximos; b) suspender condicionalmente la ejecución de la 
pena; c) Otorgar la libertad condicional anticipada.
Regla general para menores Cuando el autor del delito sea menor de edad se le aplicará el proceso establecido en la Ley del Menor infractor con las modificaciones establecidas en esta ley.
Competencia especial para menores Jueces de menores y en donde no lo haya el presidente de la CSJ designará a los jueces encargados de este procedimiento.
Privación de la libertad de menores 
de edad
Los menores a quienes se les impute un delito además de las formas de privación de la libertad establecidas en la Ley del Menor Infractor podrán ser privados de la 
libertad por orden adminstrativa de la FGR por un plazo no mayor a 72 horas. Sólo podrán recuperar la libertad por resolución del Juez de Menores competente.
Privación de la libertad por orden 
judicial
El Juez deberá ordenar la privación de la libertad cuando: a) exista suficientes indicios de la infracción penal; b) existan indicios de que menor pudiere evadir la 
justicia o entorpecer la investigación.
Improcedencia de la conciliación Improcedencia de la conciliación por ninguna clase de delitos establecidos en esta Ley.
Renuncia de la acción penal La FGR no podrá renunciar de la acción penal por cualquier delito establecido en esta Ley, salvo excepción establecida en el Art 15.
Resolución definitiva El Juez deberá respetar el tipo de sanción que se prescribe legalmente al delito de que se trate y los mínimos y máximos previstos. En caso de concurso de delitos se impondrá al responsable todas las sanciones correspondientes.
Habilitación de edad de un menor Si la FGR advierte que el menor posee discernimiento de una persona adulta, solicitará al Juez de Menores que evalué y lo declarare menor habilitado.
Recursos La declaratoria de habilitación de edad o su negativa admitirá el recurso de apelación.
Ejecución de las medidas 
definitivas a menores
Los menores declarados responsables sólo podrán ser puestos en libertad cuando hayan cumplido la mitad de la medida definitiva que haya sido impuesta. Si en el 
proceso de la medida de internamiento el menor cumple la mayoria de edad será trasladado a los centros de reclusión del sistema penitenciario común.
Régimen transitorio Los procesos pendientes a la entrada en vigencia de esta Ley se continuarán tramitando conforme al proceso con el cual iniciaron.





Componente Seguridad Ciudadana. Plan de Gobierno 2004-2009 



















Presidencial Crear "El Salvador Seguro" y Programa Presidencial " Recreación y Esparcimiento".
Fortalecimient
o 
Del Consejo Nacional de Seguridad Pública (CNSP);  programas de prevención;  cultura y canales de denuncia; sistemas estádisticos 




Hacer más eficientes el proceso de selección y  formación de agentes de seguridad, enfatizando en la ética y los valores. 
Endurecimient
o De leyes y sanciones a las conductas ilícitas de los agentes de seguridad pública.
Legislación Actualizarla para agilizar procesos judiciales y castigar a los infractores.
Articulación 
institucional Gobierno nacional, gobiernos locales y ciudadanía. También con el  gobierno de los EE UU.
Alcohol y 
drogas  Regular el consumo abusivo.
Reinserción y 
rehabilitación Establecer programas de reinserción y rehabilitación de menores infractores y de formación laboral a grupos en riesgo.
PNC Incrementar sus efectivo y dotarlos de equipos modernos para la investigación.
Cooperación 
institucional Principalmente entre el  Departamento de Investigación Criminológica de la FGR con los demás Órganos del Estado. 
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Humanos SDSP, FAS, FGR, ISNA, DISEC, PNC.
Materiales
Todos con los que cuenten las unidades; se podrá gestionar recursos para el despliegue de los GTA; continúa vigente 
Regimen de Disponibilidad; La subdirección de Adm. y Finanzas dará refuerzo para logística y régimen de 
disponibilidad.
Coordinación







Áreas de Tarea 
Especializadas
Patrullajes permanentes: cacheo e identificación de personas sospechosas; consulta de personas reclamadas; localización menores en 
riesgo; controles vehiculares; puestos de control; captura de pandilleros en flagrancia; despliege policial; campaña eliminación de 
grafites; dar seguridad en zonas recuperadas; buscar información; decomisar drogas y armas; orientar a victimas para que formulen 
denuncias; retener personas sospechosas; remitir  a la Subdirección General el Plan de trabajo.
Identificar e investigar Clicas y Pandillas; captura de líderes; allanamientos de vivienda; recuperar casas destroyer; captura de 
pandilleros; fortalecer investigación y el registro actualizado de víctimas y victimarios; revisar casos con la FGR; remitir a la Sub 
Dirección General Plan de trabajo.
Fortalecer base de datos; recolectar, procesar y analizar información; mejorar sistema de archivo y análisis delincuencial; actualizar 
identificación de modus operandi; difundir información; ubicar pandilleros; reclutar y activar fuentes de información; ubicar lugares de 
reunión; mapeo sectores de operación; remitir Plan a la Sub-Dirección.
Formar GTA, GRP, UMO, GAP, PPI, DAE; coordinar con el Comando de Fuerzas Especiales para apoyar operaciones Antipandillas; 
mantener unidad de reserva para apoyar operaciones Antipandillas; adiestrar tácticas y técnicas de neutralización de pandillas; hacer 
reconocimiento aéreos; realizar inspecciones con personal de la DAE en lugares donde hay pandillas; protejer testigos y víctimas.
El Inspector de la PNC supervisará el desarrollo del presente Plan.
El jefe del PSMD será responsable de dar seguimiento a los resultados e informar al Sub-Director General.
El Sub Director de Seguridad Pública misionará a Jefes Regionales para la organización de los GTA.
Los Jefes de las Divisiones Regionales responsables de organizar las FTC.
Fases
I. Desarticular Clicas; crear Secciones Antipandillas (SEAP) en las Delegaciones de los Departamentes priorizados.
II. Complementar los GTA, los SEAP en el resto de departamentos.
III. La PNC continúa realizando programas preventivos; acciones de registro con patrullajes; eficacia móvil para promover cultura de la 
denuncia; formación de Comités de Apoyo.
IV. La PNC coadyudara en la rehabilitación y reinserción y participará en reuniones de evaluación de resultados.
Desarticular clicas o pandillas; disminuir la incidencia delincuencial provocada por los pandilleros; reforzar trabajo policial en 
prevención y rehabilitación de pandilleros; aumentar el contacto con el ciudadano y las acciones comunitarias; mantener presencia 
permanente en sectores específicos; capturar líderes, palabreros y miembros de pandillas.
Medios
El Sub Director de la PNC coordinará el trabajo con FAS; FGR; Tribunales de Justicia; PGR; PDDH; Medios de Comunicación y CNSP.
Operatividad
El jefe del PSMD será responsable de materializarlo en las Unidades de la PNC.
El Sub Director de Seguridad Pública misionará a Jefes Regionales para la organización de los GTA.
Los Jefes de las Divisiones Regionales serán responsables de supervisar funciones.
Todo pandillerodetenido será remitido a la UDIN de su jurisdicción.
El Jefe de Delegación es responsable de designar un Oficial de nivel Ejecutivo.





Ley Especial Contra Actos de Terrorismo (2006) 





Aeronave en vuelo Artefacto explosivo Explosivos Instalaciones públicas o gubernamentales
Aeronave en servicio Armas de fuego Fuerzas Armadas Instalaciones de infraestructura
Armas Químicas Buque Fondos Lugar de uso público
Plataforma Fija Red de transporte público
Organizaciones terroristas: Agrupaciones provistas de cierta estructura con vínculos estables o permanentes, jerarquía, disciplina y medios, que a través de actos violentos o 
inhumanos pretenden infundir terror, inseguridad o alarma entre la población.
Persona internacionalmente protegida: Representantes o funcionarios del Estado y miembros de su familia que formen parte de la casa.
Prevenir, investigar, sancionar y erradicar los delitos descritos en ésta Ley, sus manifestaciones y financiamientos. Estos delitos no se considerarán políticos ni fiscales.
Se aplicará a los hechos punibles cometidos en el territorio nacional o a quien afecte bienes jurídicos del Estado, de salvadoreños o protegidos internacionalmente.
Se rige por el absoluto respeto a los principios de independencia y no intervención.
Sustancias químicas tóxicas
El que ejecute un acto contra la vida, la integridad, la libertad o seguridad de una persona internacionalmente protegida será sancionado con prisión de 40 a 60 años.
El que adulteraré medicinas o productos alimenticios destinados al consumo humano será sancionado con prisión de 10 a 15 años. Si hay muerte sanción de 30 a 50. años
Quien forme parte de organizaciones terroristas y realice delitos contemplados en ésta Ley se sancionará con prisión de 8-12 años y cabecillas con prisión de 10-15 años
El que cometa delito informático se sancionará con prisión de 10 a 15 años.
El que pretenda alterar en proceso penal se sancionará con prisión de 10 a 15 años.
Si la acción es dirigida a dañar los bienes de dichas personas se sancionará con prisión de 10 a 15 años.
Quien tome rehenes bajo su poder se sancionará con prisión de 30 a 50 años, si se causara la muerte de alguno de los rehenes la prisión será de 55 a 75 años.
El que participe en la ocupación de ciudades, edificios,instalaciones privadas, lugares públicos empleando armas u explosivos será sancionado con prisión de 25 a 30 años.
El que cometa amenazas de realizar alguno de los delitos regulados en ésta Ley se sancionará con prisión de 15 a 20 años.
El que cometa alguno de los actos de corrupción regulados en ésta Ley se sancionará con prisión de 15 a 20 años.
El que cometa delitos establecidos en esta Ley contra la seguridad de la Aviación Civil y Aeropuertos se sancionará con prisión de 15 a 20 años.
El que cometa los delitos establecidos en esta Ley contra la seguridad portuaria, maritima, fluvial y lacustre se sancionará con prisión de 15 a 20 años.
El que utilice, active o detone arma de destrucción masiva en lugares e instalaciones públicas causando muertes y lesiones se sancionará con prisión de 40 a 60 años. 
El que simulare la realización de un delito en ésta Ley se sancionará con prisión de 5 a 10 años.
El que hiciere apología del terrorismo o incitare a otro a cometer cualquier delito previsto en ésta Ley se sancionará con prisión de 5 a 10 años.
Quien sin autorización fabrique, venda, transporte, explote cualquier arma, munición, tóxicos, explosivos, agentes químicos se sancionará con prisión de 10 a 15 años.
El que con el fin de llevar a cabo actividades terroristas revelare secreto políticos, diplomáticos o militares se sancionará con prisión de 15 a 25 años. En caso de ser 
funcionario público la sanción podrá aumentarse hasta en una tercera parte del máximo señalado. Si es extranjero se sancionará con prisión de 5 a 10 años.
El que cometa delitos establecidos en esta Ley en lo relacionado al apoderamiento, desvío o utilización de buque se sancionará con prisión de 15 a 20 años.
Todo lo no previsto éta Ley se resolverá de acuerdo a lo establecido en el Código Penal y el Código Procesal Penal, así como en las leyes especiales.
El Juez competente o la FGR podrán ordenar la incautación de bienes, productos o instrumentos de los imputados por delitos establecidos en ésta Ley cometidos en el exterior.
La persona a la que se le hubiese incautado bienes o congelados fondos podrá procurar su exclusión presentando una solicitud a la autoridad judicial competente. 
Las personas responsables de realizar actividades con armas de destrucción masiva involucradas en los delitos previstos en esta Ley, además de la pena principal serán 
inhabilitados en cargos de similar responsabilidad por el doble del tiempo que dure la condena.  Cuando amiembros de una PJ permitan, colaboraren o participaren en la 
comisión de delitos se le impondrá multa de cincuenta a quinientos mil dólares y disolución de la PJ.  Toda persona natural o jurídica está obligada a informar a la FGR o a la 
PNC acerca de la introducción al territorio nacional de armas mencionadas en ésta Ley. La PNC y la Fuerza Armada tendrá facultad para interceptar cualquier tipo de medio 
de transporte aéreo, naval o terrestre cuando exista sospecha que tales medios han sido utilizados para el cometimiento de delitos a los que se refiere ésta Ley.                                                                                              
Todas instituciones del Estado estaá obligada a diseñar y ejecutar dentro de su competencia los planes y programas operativos que fueren necesarios para prevenir los actos de 
terrorismo o en todas sus manifestaciones, incluido su financiación y actividades conexas. Además deberá brindar la información que esté bajo su poder.
El tribunal competente ordenará el decomiso de fondos y activos a favor del Estado cuando concurran las circunstancias establecidas como agravantes especiales.
Los delitos contemplados en ésta Ley son competencia de los tribunales y jueces en materia penal. Los delitos estarán excluidos del conocimiento del tribunal del jurado.
El Juez competente o la FGR en casos de urgente necesidad podrán ordenar la inmovilización de las cuentas bancarias de los imputados en los delitos referidos en ésta Ley.
El que cometa delitos establecidos en esta Ley relacionados con el apoderamiento, desvío o utilización de aeronave se sancionará con prisión de 15 a 20 años.
El que cometa atentado o derribamiento se sancionará con prisión de 15 a 20 años.
El que cometa interferencia a miembros de tripulación aérea se sancionará con prisión de 15 a 20 años.
La pena de los delitos contemplados en ésta Ley se aumentará hasta en una tercera parte del máximo señalado cuando existan agravantes especiales
El que cometa los delitos establecidos en esta Ley relacionados con la seguridad de las plataformas fijas y continental insular se sancionará con prisión de 15 a 20 años.
El que cometiere el delito encubrmiento será sancionado con prisión de 15 a 20 años.




Ley Contra el Crimen Organizado y Delitos de Realización Compleja (2007) 
 












El objetivo es regular la competencia de los tribunales especializados y el procedimiento para el juzgamiento de los delitos de crimen organizado.
El crimen organizado es aquella forma de delincuencia que se caracteriza por provenir de un grupo estructurado, constante en el tiempo y que actúa 
concertadamente con el propósito de cometer delitos.
Son delitos de realización compleja: homicidio simple y agravado; secuestro y extorsión cuando se realicen por dos o más personas, generen dos o más 
víctimas o que su perpetración provoque alarma o conmoción social.
Los tribunales especializados tendrán su sede en las ciudades de San Salvador, Santa Ana y San Miguel. Su competencia se extenderá a los delitos cometidos 
en los departamentos de la circunscripción territorial respectiva.
Dichos tribunales se organizarán así: Juzgados Especializados de Instrucción, Tribunales Especializados de Sentencia y Cámaras Especializadas en lo Penal.
Los Juzgados Especializados de Instrucción y los juzgados Especializados de Sentencia podrán ser unipersonales o pluripersonales; y las Cámaras 
Especializdas de lo penal estarán compuestas de dos Magistrados.
Corresponderá a la FGR la determinación de la procedencia inicial del conocimiento de los delitos por tribunales comunes o especializados. Cuando se 
identifique que el proceso debió iniciarse en un juzgado especializado se le remitirá de inmediato a éste. Si el delito debió ser de conocimiento de los 
tribunales comunes, el juez especializado les remitirá las actuaciones, adoptando previamente las decisiones urgentes sobre la investigación y la libertad del 
imputado.
La FGR ejercerá todas las facultades investigativas de los delitos previstos en esta ley.
Los miembros de la PNC, podrán auxiliarse de medios científicos y tecnológicos para documentar sus actuaciones, recolectar evidencias o elementos 
probatorios. Para ello, puede utilizarse cualquier instrumento de transmisión o grabación.
El Juez Especializado de Instrucción que autorice el anticipo de prueba y la práctica de las deligencias deberá concurrir a éstas, en caso contrario podrá 
comisionar el Juez de Paz.
En caso de que no se localice al Juez Especializado el Fiscal puede contactar al de Paz directamente.
Será admisible la prueba testimonial en: muerte, enfermedad grave u otra circunstancia que haga imposible o difícil que comparezca el testigo; operaciones 
policiales encubiertas, retractación de la víctima o del testigo y manifestaciones expresadas de manera consciente y espontánea.
Son peritos permanentes: Los nombrados por la CSJ, los Directores o Jefes de los centros asistenciales del Estado, Los especialistas del Estado, la académia o 
instituciones oficiales, los técnicos y especialistas de la PNC y los miembrs de la Medicina Legal y Ciencia Forenses.
Para los peritos permanentes no será necesaria su juramentación; su salario habitual serán sus honorarios y la institución para la cual trabaja está obligada a 
proporcionar el tiempo para su pericia. La FGR indicará detalladamente los términos de la diligencia con señalamiento de los plazos y demás instrucciones.
Son peritos accidentales los que nombre la autoridad judicial para una función determinada.
Si los peritos permanentes no se encontrare quien pudiere practicar la diligencia requerida el tribunal podrá realizar el nombramiento de peritos accidentales.
Si las partes solicitaren que la prueba pericial sea practicada por peritos accidentales y a criterio del Juez fuere procedente, cada una de las partes presentará 
una terna. Al realizar el nombramiento, el Juez señalará el plazo de la diligencia y todas las instrucciones pertinentes. 
Cuando en una investigación, el Fiscal considere que es necesario reconocer a una persona que no está presente ni pueda ser encontrada, le exhibirá su 
fotografía a quien efectúe el reconocimiento, junto con otras de distintas personas.
El Fiscal acusará directamente ante el Juez Especializado de Intrucción competente despúes de realizar las diligencias de investigación necesarias.
Si los imputados se encuentran detenidos, serán puestos a disposición del Juez dentro del plazo máximo de detenta y dos horas.  En este caso, la FGR 
solicitará la imposición de medidas cautelares ante el Juez para que celebre una audiencia especial dentro del término de setenta y dos horas.
Recibida la acusación directa, el Juez señalará día y hora para la celebración de la audiencia preliminar, dentro de un plazo de 20-70 días.
En los demás, se continuará según lo previsto en el Código Procesal Penal para el procedimiento común.
Deberán aplicarse supletoriamente las disposiciones del CPP y de otras leyes penales especiales, en lo que no se oponga a la presete Ley.
Los hechos punibles cometidos con anterioridad a la vigencia de la presente ley serán procesados de conformidad a lo regulado en el CPP.




La Seguridad Pública en el Plan de Gobierno (2009-2014) 
 










   Programa de oportunidades para la reinserción  de los jóvenes deportados o pandil leros.
   Programa de aplicación  estricta de la Ley d e Cont rol  y Regulación de  Armas de Fuego. 
   Fortalecimiento legal  e in stitucion al  para la prevención de  la violencia intrafamiliar y el ab uso sexual. 
   Preven ción  del consumo d e alcoh ol  y drogas y; profesionalización  de la persecu ción e investigación de l tráfico ilegal . 
   Fomen tar una cultura d e respeto, tolerancia y solid aridad en la sociedad , en m edios de comunicación  y p lanes de estudio.
   Cooperación  entre la PNC y la comunidad para crear bases s ól idas de convivencia, conductas autorregulad as e impos ición de inhibiciones.
|2. Combate al deli to e i nvesti gaci ón cr imi nal . Elevar la capacidad de respuesta ante la delincuen cia; impulsar la investigación científica de los delitos
y la apl icaci ón de la  ley  por  par te de l as insti tuci ones r esponsables de la seguri dad públi ca, con i rr estr icto respeto a los derechos huma nos:
   Dign ificar la carrera policial, propiciando mejores condiciones  laborales para todos sus miem bros. 
   M odernizar la Academia d e Seguridad Públ ica en su capacidad  académica, especial izada y cientí fi ca. 
   Desarrollar la profesionalización y cualificación permanente de l a intel igencia e invest igación cientí fica del deli to. 
   Garanti zar la legal idad, el p leno res peto de los principios cons titucionales y los estándares  internacionales s obre derechos hu manos  en el procedimiento 
investigativo, fortaleciendo la función cont ralora de la Inspectoría General  de la PNC. 
   Crear el Ins titu to de Ciencias Forenses . 
   Desarrollar sistema integral e interinstitucional  de recolección, anál isis y t ratamiento de inform ación criminal que será de acceso público.
3. Rehabili tación  e i nserción  social.  Brindar un t rato integral con  respeto a la dign idad humana d e la persona infractora, red uciendo al mínimo su 
deterioro y facilitand o su inserción s ocial por medio de un proceso de reconocimiento, reconcili ación y reparación:
   Reformar sistem a penitenciario para que opere con más seguridad, ju sticia y orden, y que contrib uya a la rehabi litación de  los internos. 
   Reestructuración de  inst ituciones para garantizar tratamien to ad ecuado, respeto de derechos y efectividad d e la rehabili tación. 
   Profesionalización y especialización de  funcionarios y pers onal. 
   Parti cipación de  la com unidad en l a ejecución de  la pena para facilitar la rehabilit ación.
4. T ransformación y  mejor a del funcionamiento i nstitucional. Con tribuir des de el ejecutivo a recuperar, rediseñ ar y fortalecer las instituciones de 
jus ticia y seguridad pública de conformidad al  espí ri tu y la let ra de los Acuerdos de Paz y a los  principios del Estado Const itucional y Dem ocrát ico de 
Derecho, propiciando una efectiva coordinación interinstitucional:  Contribui r a recuperar y potenciar l a in stitu cion alidad de la just icia como 
complemen to fu ndamental de la seguridad públi ca:
   Redefinición y reestructuración organizacional d e las inst ituciones del Órgano Ejecut ivo vinculadas al si stema p enal. 
   M onitorear y evaluar constante y parti cipativamente el  estado de la seguridad públi ca, mediante un Consejo Nacional de Seguridad Ciud adana, 
complemen tánd olo con un  Programa de Observatorios de Violencia y Del incuencia en aquellos mun icipios más violentos . 
   Fortalecimiento en la eficacia de l as instituciones clave del sector, dando prioridad al  Minis terio de Just icia y Seguridad Pú blica, l a PNC, la FGR y la 
Corte Sup rema de Jus ticia 
   Transparencia y rendición  de cuen tas , 
   Financiam iento del sector a t ravés d e un pacto fiscal qu e incremente las asignaciones de fondos públicos al área de la seguridad ciudadana y paz social. 
1. Prevenci ón del del ito y de la vi olencia socia l. Reducir factores generadores de violen cia; fomentar la con vivencia armónica; cons tru ir cu ltura























Ley de Proscripción de Pandillas o Maras y Grupos de Exterminio (2010) 
 

















Art 1 Prohíbe la existencia, legalización, financiamiento y apoyo de AAO ilícitas llamadas pandillas, maras o grupos de exterminio.
Art 2
Cualquier acto jurídico que como parte de la actividad delictiva realicen estos grupos serán ilícitos, inválidos y nulos y desembocarán en responsabilidades 
penales, civiles y administrativas para cualquiera que, a sabiendas de su ilegalidad, se beneficie directa o indirectamente.
Art 3
Inhabilidad doble de tiempo de la condena penal establecida o por seis años en sentencia civil o administrativa en caso de ser: militante de partido político, 
candidato electoral, hacer parte de una personería jurídica (PJ) en cualquiera de sus modalidades, ser licitante, funcionario o contratista del Estado, ser 
titular de permisos estatales para realizar actividad empresarial y/o hacer parte de una empresa de prestaciónde servicios de seguridad privada.
Art 4
Los activos obtenidos de actividades delictivas estarán sujetos a la extinción de dominio y pasarán hacer parte del patrimonio del Estado, al igual que 
aquellos activos que no tengan titular reconocido o que hayan sido decomisados u obtenidos de operativos donde haya actividad ilícita. Los recursos serán 
distribuidos de la siguiente manera: 60% para el MJSP, 20% para la FGR y 20% para el ÓJ.
Art 5. 
El juez o la FGR, en caso de urgente necesidad ordenará la inmovilización de cuentas bancarias. Las instituciones financieras deberan facilitar información 
cuando exista un procesos judicial o evidencie algún tipo de sospecha.
Art 6. 
La FGR podrá ordenar incautación, secuestro o embargo preventivo de bienes o productos situados en zonas relacionadas con las actividades señaladas en 
el Art 2. 
Art 7
Será causal de disolución de la PJ y se aplicará sanción de 5 a 50 SMMV, cuando se compruebe que sus titulares permiten, apoyan, financian, colaboran 
en nombre o representación acciones delictivas relacionadas con lo señalado en el Art 2.
Art 8 La FGR ordenará a la PNC los requisitos y parámetros que orientarán la recolección de evidencia y los expedientes conta las AAO. Ambas instituciones 
definirán tiempos de presentación a los tribunales. La FGR deberá iniciar acciones legales para declarar nulidad de los negocios.
Art 9
Los menores, miembros de las pandillas o grupos de exterminio, que no puedan ser perseguidos penalmente serán remitidos al ISNA y se notificará a la 
PGR para que siga los procesos familiares.
Art 10 La Comisión del Sistema de Justicia elaborará reglas de evidencia en materia civil y penal como principios orientadores del trabajo probatorio.




Política Nacional de Seguridad, Justicia y Convivencia (2010) 
 
 
Mejorar el proceso de investigación criminal 
Fortalecer la investigación, recolección de evidencias y producción de pruebas sólidas.
Impulsar la adopción de convenios para el establecimiento de equipos especializados en investigación fiscal, financiera y de anticorrupción.
Incrementar los métodos para detectar e identificar redes de corrupción y criminalidad.
Adoptar estrategias de investigación selectiva de los grupos criminales priorizados
Promover el establecimiento de un método regional estandarizado de recolección de información
Desarrollar plan para la reducción de la criminalidad de las pandillas (sistemas, mecanismos, coordinaciones, reformas legales y procedimientos)
Reformular la inteligencia policial dotándola de mejores condiciones.
Fortalecer la relación con otras instituciones involucradas en la aplicación de la ley.
Unificar los procedimientos institucionales para mejorar la aplicación de ley.
Generar coordinación institucional para detectar amenazas contra la seguridad.
Fortalecer las relaciones internacionales de la PNC para la represión del crimen trasnacional.
Retomar modelos y buenas prácticas de otros países. Aprovechar la cooperación internacional.
Mejorar y ampliar los sistemas de captación de denuncias.
Fortalecer la coordinación con la FGR.
Administración eficiente de los recursos institucionales: humanos, físicos, financieros y técnicos.
Rediseño de la estructura organizativa, puestos, procesos y los procedimientos.
Impulsar la centralización estratégica y de la desconcentración operativa y administrativa.
Interconectar los sistemas de información policial.
Crear los CEMOR que permitirá dar respuesta oportuna a las emergencias y actos delictivos.
Establecer indicadores para medir la eficiencia, los resultados, los impactos y el grado de avance de las acciones policiales. 
Fomentar la formación permanente y la especialización de recursos humanos. Desarrollar cursos de ascensos.
Convertir a la ANSP en un centro de formación superior y retomar el espíritu inicial con el que fue creada.
Formar policías integrale al servicio de la comunidad. Mejorar el plan de estudios según las necesidades.
Facilitar estudios académicos y de campo, orientados al perfeccionamiento de la actuación policial.
Fortalecer las relaciones sistemáticas entre la ANSP y la PNC psra definir planes y programas de formación.
Promover el aumento del número de alumnas para cumplir con la equidad de género dentro de la ANSP y la PNC.
Ejercer control migratorio y de extranjería con de una visión de integración centroamericana y de respeto a la ley vigente.
Controlar y repremir los delitos trasnacionales. Establecer una mesa técnica de trabajo bilateral entre la PNC y la DGME.
Fortalecer la seguridad fronteriza. 
Establecer protocolos conjuntos de colaboración e intercambio de información sobre trata y tráfico de personas.
Creación e impulso de los CMPV, liderados por el alcalde y con participación de los representantes comunitarios.
Los CMPV conducirán la política de prevención y garantizarán la coordinación interinstitucional y la articulación con el Gobierno.
Los CMPV asegurarán el intercambio de información, los análisis, el desarrollo de planes y presentarán informes.
Suscribir convenios de cooperación entre el Ejecutivo, los municipios y otras instituciones.
Apoyar a los gobiernos municipales y a otros actores en programas incluyentes.
Promover la participación ciudadana en los programas de prevención. 
Fortalecer la implementación de actividades educativas de prevención en los centros de estudios (estudiantes, maestros y padres)
Promover la participación social y la organización de la juventud.
Fomentar el deporte y el arte en las zonas con mayores índices de violencia.
Diseñar y ejecutar estrategias para recuperar, dinamizar y promocionar el uso de los espacios públicos.
Identificar riesgos que desencadenen respuestas violentas y realizar acciones piloto junto con otras instituciones  para reducirlas 
Invertir fondos en becas, infraestructura y microcrédito.
Poner plan piloto de «carnetización» de los menores, a través de las  alcaldías o del MINED.
Dinamizar los CMPV
Establecer acuerdos con la sociedad civil para el traslado inmediatode la información sobre situaciones de riesgo.
Coordinación institucional para aplicar experiencias exitosas en la prevención del delito de la policía de Los Ángeles, la Policía Federal  de Brasil, y el 
Cuerpo Nacional de Policía y la Guardia Civil de España.
Implementar planes contra el uso y la portación de armas de fuego.
Evitar que las personas que no cumplan con los requisitos para portar armas puedan mantenerlas. 
Crear la Comisión Nacional Interinstitucional de Control y Seguimiento de las Armas de Fuego, para aglutinar a todas las instituciones relacionadas con la 
materia y coordinar y supervisar los planes y programas
Impulsar campañas de sensibilización y educación sobre el impacto que tienen las armas de fuergo
Procurar el cumplimiento de los compromisos internacionales sobre control y comercialización nacional e internacional de armas
Fortalecer a la Comisión Nacional Antidrogas para la prevención del consumo y la dependencia del alcohol y de otras drogas
Implementar campañas de sensibilización y de propuesta de contenidos educativos para la prevención del consumo del alcohol y drogas.
Impulsar una reingeniería del Instituto Toxicológico.
Promover programas de educación, sensibilización y control  para superar la dependencia del alcohol y drogas.
Elaborar programas incluyentes con la juventud; incentivar la creación de redes o grupos de autoayuda para las familias e identificar mentores que apoyen 
a los jóvenes con becas, complementos escolares u oportunidades de trabajo.
Proponer al MINED el desarrollo de actividades preventivas y de habilidades para la vida en los centros escolares. 
Facilitar el acceso a la educación y promover la retención escolar.
Estimular la desercións de las pandillas impulsando medidas de protección. Brindar oportunidades de reinserción en la comunidad.
Llevar a cabo programas especiales para la recepción de los jóvenes deportados con antecedentes de pertenencia a pandillas.
Poner en marcha programas para mujeres pandilleras.
Generar y proporcionar información a la ciudadanía sobre la incidencia y las consecuencias de la violencia.
Promover campañas de sensibilización en las instituciones y en la sociedad  frente a la violencia contra las mujeres, niños y adultos mayores.
Fortalecer la capacidad policial para la atención de las víctimas.
Generar acciones dirigidas a fortalecer el registro de estadísticas detalladas por sexo y edad.
Apoyar programas de sensibilización en los centros escolares para reforzar valores, pautas de conducta y actitudes favorables a la inclusión
Establecer protocolos y normativas en las instituciones de seguridad pública para prevenir y sancionar conductas discriminatorias y violentas.
Difundir prácticas y valores de convivencia ciudadana y de buena vecindad por medio del programa «buen vecino»
Realizar campañas de divulgación y sensibilización en valores y de fortalecimiento de la familia.
 Promover la inclusión de la enseñanza de la seguridad vial en el sistema escolar, en las actividades de promoción de la salud y en el sistema de 
acreditación y formación de conductores.
EJES FUNDAMENTALES DE LA POLÍTICA
1. CONTROL Y REPRESIÓN DEL DELITO 
Combatir la criminalidad en todas sus 
expresiones, priorizando en los delitos 
de mayor impacto 
2. PREVENCIÓN SOCIAL DE LA VIOLENCIA Y EL DELITO
Coordinación entre el gobierno central y 
los gobiernos locales para el 
funcionamiento de los CMPV
Ejecución de medidas preventivas con 
resultados a corto plazo, con la 
intervención coordinada y articulada de 
distintas instituciones públicas, 
privadas y locales.
Articular programas para prevenir y 
disminuir la violencia intrafamiliar, 
contra las mujeres, niños y niñas y 
adultos mayores.
 Promover valores positivos y una 
cultura de paz 
Desarrollar iniciativas de atención al 
sector juvenil en riesgo para evitar el 
ingreso de más jóvenes a las pandillas y 
estimular el retiro de otros.
Reducir factores de riesgo, en especial 
la tenencia y portación de armas de 
fuego, y el consumo de alcohol y otras 
drogas.
Reducir la impunidad a través de la 
mejora de la coordinación 
interinstitucional
Modernizar y profesionalizar la PNC en 
sus funciones de control y represión: 
gestión, disuasión, investigación 
criminal e inteligencia.
Elevar la calidad de la formación de la 
ANSP




                          Elaboración propia con base en PNJSPC, 2010. 
Fortalecer vínculos de cooperación interinstitucional con el Órgano Judicial, la FG y la la PNC.  
Emplear el control tecnológico dentro de los centros penales e intermedios para garantizar la seguridad interna. 
Realizar, en coordinación con la PNC, requisas. 
Mantener ocupados a los internos en actividades positivas. 
Emplear el control tecnológico dentro de los centros penales para evitar que se utilicen instrumentos no autorizados de comunicación.
Asegurar que el personal de los centros y las visitas no favorezcan el ingreso de sustancias y objetos no permitidos. 
Premiar y sancionar drásticamente el comportamiento del personal. 
Diseñar un tratamiento penitenciario técnico-científico progresivo, individualizado e integral.
Fortalecer a los consejos criminológicos, especialmente a los equipos técnicos de cada centro penal. 
Promover la libertad condicional de internos con enfermedades crónicas o con pronósticos reservados. 
Gestionar la creación del Reglamento de la Carrera Penitenciaria y fomentar unas mejores condiciones laborales para el personal. 
Revisión, diseño y mejora de la estructura técnico-operativa responsable de los programas de tratamiento de Los reclusos
Impulsar la educación y el trabajo como condiciones fundamentales que garanticen los procesos de rehabilitación y reinserción. 
Mejorar la comercialización y el mercadeo de los productos elaborados por las personas privadas de libertad. 
Institucionalizar la rehabilitación de adicciones como parte del proceso de la recuperación física, mental y social.
Rediseñar el funcionamiento institucional para evitar el hacinamiento de personas privadas de libertad.
Aumentar la capacidad de los CP mediante la construcción de nuevas penitenciarías, la mejora de las que ya existen y su ampliación. 
Impulsar la profesionalización y especialización de los funcionarios y del personal de las instituciones encargadas de la ejecución de la pena. 
Fortalecer vínculos entre la DGCP y el DEPLA para favorecer el progreso de las personas privadas de libertad.
Implementar acuerdos de coordinación y cooperación entre la CSJ y el MJSP para hacer viable la ejecución de la libertad condicional.
Fortalecer los consejos criminológicos. Se deben revisar y redefinir sus funciones.
Impulsar una política para establecer convenios con el fin de coadyuvar en la inserción social de las personas privadas de libertad. 
Crear casas de paso para personas liberadas del sistema penitenciario
Realizar un inventario coordinado de los recursos para atender a las víctimas.
Revisión y diseño de protocolos especiales de atención a las víctimas tanto en sede administrativa como judicial. 
Mejorar procesos de denuncia y tratamiento a las víctimas. Señalización de oficinas, creación de centros de atención y orientación al público, difusión de información.
Dotar a las instituciones de infraestructura, capacitación y monitoreo de su personal para ejecutar los programas de atención a víctimas. 
Coordinar con las instituciones de salud la atención física y psicológica de las víctimas. 
Atender los derechos de las víctimas: crear la Carta de Derechos de las Víctimas
Impulsar un convenio centroamericano para el traslado y protección de víctimas y de testigos. 
Analizar la viabilidad de trasladar el programa de atención de víctimas y testigos al MJSP y separarlo del programa de protección de testigos. 
Revisar y fortalecer el funcionamiento del programa de protección de víctimas. 
Fortalecer la capacidad policial para la atención de las víctimas.
Impulsar la suscripción de convenios con instituciones estatales y con sectores de la sociedad civil que tengan experiencia en la atención y protección integral de las víctimas y personas afectadas por 
hechos delictivos.
Impulsar convenios interinstitucionales para estimular la implementación de los protocolos de atención a víctimas. 
Dar vigencia al papel del MJSP como ente rector, asesor y ejecutor en materia de PPSJ del Órgano Ejecutivo. 
Ajustar la organización, gestión y roles de las dependencias e instituciones adscritas al MJSP.
Crear una Dirección de Información y Análisis (DIA) que recopile, sistematice y analice la información y canalice información hacía la PNC.
Transformar la actual DSC en una Dirección de Prevención responsable del diseño y ejecución de políticas públicas de prevención.
Crear una oficina encargada de hacer propuestas legislativas bajo un criterio unificado y coherente con la política ministerial. 
Establecer indicadores de eficiencia y rendimiento para las dependencias del ramo. 
Desarrollar una estrategia para gestionar la información sobre violencia y delincuencia.
Impulsar la creación de un sistema de información sobre violencia y delincuencia a cargo de la DIA.
Generar estudios y divulgar los resultados, en colaboración con entidades académicas u otros organismos especializados.
Aprovechar los datos del Sistema de Información Unificado del Centro de Monitoreo y Reacción (CEMOR) para hacer investigaciones.
Garantizar el desarrollo de un sistema tecnológico de información y telecomunicaciones avanzado.
Informar a la población de manera oportuna, transparente y unificada. Recibir e ella datos sobre el desarrollo de la política y de las tendencias de la criminalidad. 
Apoyar la creación de observatorios de la violencia en los municipios con mayores índices de delincuencia. 
Contribuir al  funcionamiento de un sistema integrado de información sobre armas de fuego entre las instituciones de seguridad pública. 
Foralecer la capacidad operativa e incrementar las habiliddes de el personal de las instituciones y dependencias del MJSP
Implementar planes de equipamiento y fortalecimiento de los recursos del MJSP con el objetivo primordial de la PNC y los centros penales. 
Mejorar la capacidad de respuesta de la PNC y de otras dependencias incrementando los recursos tecnológicos y de comunicaciones. 
Desarrollar una estrategia de formación del personal con altos estándares de especialización en los asuntos de justicia, seguridad y convivencia. 
Establecer convenios con entidades académicas, institutos especializados y fuerzas policiales para la capacitación de las dependencias del MJSP. 
Fortalecer las relaciones de cooperación internacional entre los países de la región para investigar los delitos trasnacionales.
Aprovechar los beneficios de convenios existentes, como el que dio origen a la Academia Internacional para el Cumplimiento de la Ley (ILEA). 
Generar coordinación y fluidez comunicativa con las instituciones de la administración de justicia, seguridad y otras afines. 
Potenciar la comunicación y la coordinación de las entidades encargadas de la justicia y de la seguridad (grupos de trabajo, Gabinete de Seguridad) 
Coordinar con el Ministerio de la Defensa el desarrollo de directrices sobre el uso excepcional de la Fuerza Armada en el apoyo a la seguridad pública, (Grupos de Tarea Conjunta, Seguridad 
Penitenciaria, Seguridad Fronteriza y Grupos de Apoyo a la Comunidad). 
Fortalecer la interacción entre la ANSP, la PNC y el MJSP para adecuar los programas, métodos, materiales y equipos de formación, capacitación, ascensos y actualización de conocimientos y 
habilidades del personal docente y policial. 
Lograr coordinación con las instituciones involucradas en la administración de justicia penal.  
Fortalecer la probidad del personal y los medios de control interno en las instituciones del ramo. 
Crear protocolos de admisión de personal estrictos y controles para detectar actos de corrupción, infracciones administrativas y delitos. 
Establecer programa de excelencia e integridad policial otorgándoles premiaciones y estímulos. Establecer reglamento, sistema de seguimiento, tribunal o jurado calificador y sistema de apoyos para 
otorgar becas de aprendizaje, dotación de recursos y otros. 
Promover el traspaso de la IG de la PNC al MJSP y ampliar sus competencias para ejercer el control interno en la ANSP. 
Fortalecer los mecanismos de control y ejecución de la actuación policial. 
Revisar perfiles del personal de la IG y a las unidades que dependen de ella. Implementar programas de capacitación para su personal.
Incrementar la capacidad y la calidad de las dependencias territoriales de la IG con el fin de apoyar el trabajo institucional en todo el país. 
Establecer el sistema informático de la IG para un procesamiento más efectivo de la información. 
Establecer sistema de registro e interpretación de casos de violación de los derechos humanos durante procedimientos policiales, con el propósito de que sirvan para la formación del personal y para la 
toma de decisiones de acciones futuras. 
Desarrollar una política migratoria integral 
Modernizar la legislación migratoria del país. 
Abordar la migración desde un enfoque integral y a largo plazo que considere todas sus causas, manifestaciones y efectos. 
Aumentar la calidad y la seguridad de los documentos emitidos. 
Modernizar y mejorar los servicios migratorios y de extranjería. 
Promover un clima de negocios para los extranjeros inversionistas a través de servicios especiales. 
Fortalecer los programas de incorporación laboral y social a la población salvadoreña retornada. 
Promover programas de regularización de extranjeros indocumentados
Lograr una coordinación efectiva con el sector justicia para asegurar que las investigaciones policiales sean apropiadas para fundamentar los casos que deba presentar la FGR. 
Unificar criterios y protocolos entre las instituciones involucradas en la administración de justicia penal 
Adopción de indicadores de eficiencia y rendimiento. 
Realización de talleres y estudios especializados conjuntos para los operadores del sistema sobre la investigación del delito. 
Promover la adopción de la variable territorial en el planeamiento y en la asignación de recursos humanos .
Privilegiar el uso de métodos alternativos de solución de conflictos (juzgados de paz, centros de mediación de conflictos, establecimiento de centros de mediación en los municipios y en los 
centros escolares, métodos que contengan dimensiones comunitarias. 
Promover un proyecto de ley de justicia restaurativa.
Impulsar la adopción de la justicia restaurativa o reparadora, en especial en el ámbito de la justicia penal juvenil. 
Coordinar el diseño e implementación de proyectos de resolución alternativa de conflictos. 
Promover la creación de casas de justicia. 
Analizar la legislación en materia de SP para ofrecer respuesta eficiencia e impulsar reformas cuando sea pertinente. 
Revisar las normativas de las funciones del MJSP e instituciones adscritas. Impulsar modificaciones para promover armonía  jurídico. 
Revisar la política penal y procesal penal para promover propuestas de reformas pertinentes y proporcionales para una respuesta oportuna. 
Evaluar el impacto de la normativa penal en el ámbito penitenciario. 
Desarrollar propuestas de proyectos de ley en materia de seguridad y justicia o reformas a las ya existentes. 
Impulsar una ley marco reguladora de la convivencia y de la seguridad pública, u otra alternativa, a través de diferentes niveles de gestión nacional y local, y mediante la incorporación de la justicia 
restaurativa como una vía de resolu- ción de conflictos. 
Impulsar la aprobación de ordenanzas municipales para la convivencia social. 
Proponer un proyecto de ley de la carrera penitenciaria. 
Proponer la Ley Orgánica de la IG de la PNC que garantice su independencia e imparcialidad y revisar  funciones del Consejo de Ética Policial. 
Potenciar el estudio de reformas a la normativa legal de control y registro de armas para reducir su proliferación,tráfico, la importación y el comercio ilícito. 
Promover reformas a la Ley Reguladora de la Producción de Alcohol y Bebidas Alcoholicas para controlar y sancionar a quien no cumpla.
Revisar y generar propuestas en materia de legislación migratoria y de extranjería. 
Proponer reformas legales que permitan el fortalecimiento de los mecanismos  de prevención de la violencia y del delito. 
Realizar acciones para promover y difundir las normas estipulando su respeto y cumplimiento
Divulgar los contenidos de las leyes y sus mecanismos de protección entre toda la comunidad. 
Desarrollar, junto con el Ministerio de Educación, acciones para difundir las normas entre la comunidad educativa y estimular su cumplimiento. 
Establecer relaciones con iglesias, asociaciones, empresas, universidades y otras instituciones, para divulgación de normas 
Establecer cooperación con medios de comunicación para la divulgación de mensajes que mejoren la convivencia y el respeto de la ley. 
Promover la denuncia de conductas ilegales y asegurarse de la efectiva respuesta de las instituciones. 
Coordinar estudios de viabilidad, cumplimiento de la norma y dotación de los recursos para el cumplimiento de la ley
Establecer enlaces con la Asamblea Legislativa para apoyar los estudios de viabilidad y el contenido de los proyectos de ley. 
Mantener relaciones con el Ministerio de Hacienda para identificar las condiciones presupuestarias y los mecanismos de financiación.
Establecer medidas de coordinación con otras instituciones para realizar los esfuerzos que se consideren necesarios para hacer cumplir la ley
Garantizar el cumplimiento de normas y 
leyes. 
Garantizar una convivencia ordenada y 
segura entre los internos y el personal 
penitenciario
Implementar un modelo de ejecución de la 
pena basado en el trato humano, la 
rehabilitación y la reinserción social.
 Promover un mayor acceso a la justicia. 
4. ATENCIÓN A VÍCTIMAS
Prestar atención integral a las necesidades 
de los internos para garantizar su  bienestar 
físico y psicológico
Ofrecer un tratamiento apegado a la ley y 
promover relaciones adecuadas entre los  
internos y el personal de las prisiones. 
Fortalecer la seguridad dentro de los CP
Fortalecer el gobierno de la seguridad. 
 Desarrollar acciones coordinadas  para la 
atención especializada y digna a la víctima. 
Crear una política de reinserción social. 
Garantizar el establecimiento de 
mecanismos y medidas para que los  CP no 




Promover la revisión del régimen de 




Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres 
 





Ley Marco para la Convivencia Ciudadana y las Contravenciones Administrativas. 
 




Objeto Establecer normas de convivencia ciudadana (CC) que promocionen y preserven la seguridad ciudadana y la prevención de la violencia social. Desarrollar la facultad de la autoridad administrativa municipal para poder solucionar las contravenciones que se establecen en ésta Ley, mediante la resolución alternativa de conflictos.
Finalidad Generar cultura ciudadana; fomentar la participación; fortalecer servicios municipales que contribuyan a la CC; coordinación entre los municipios para potenciar  programas.
Principios rectores Dignidad humana; igualdad y justicia social;  legalidad; equidad de género; ciudadania;convivencia ciudadana; prevención; órden público; mínima intervención judicial ); participación protagónica y corresponsabilidad.
Valores Responsabilidad de los ciudadanos; tolerancia, solidaridad, confianza; solución de conflictos (diálogo, mediación y conciliación). 
Definiciones Convivencia; contravención administrativa; violencia; prevención de la violencia; seguridad ciudadana; Delegado Convencional Municipal (DCM); espacio público; contraloría social; mediación; conciliación. 
Encargados Concejos Municipales y Alcaldes; Delegado Contravencional Municipal; PGR; Cuerpo de Agentes Municipales y la PNC.
Concejos municipales Falcultados para: aprobar ordenanzas y políticas; autorizar y legalizar Cómites; promover campañas; resolver recurso de apelación; nombrar (DCM), crear en el presupuesto nacional la partida para el delegado y fiscalizar la labor del delegado.
Alcalde Coordinar los Cómites; celebrar convenios de cooperación entre instituciones gubernamentales.
DCM Deberá de preferencia ser profesional en las especialidades. Podrá emplearse a estudiantes universitarios que tengan aprobado como mínimo el 80% de las materias cursadas.
Atribuciones del DMC Recibir solicitudes  para la resolución alternativa de conflictos; resolver casos o remitirlos a la PGR; recibir  oficios de remisión, avisos o denucnias; iniciar proceso sancionador; citar al denunciado o representante legal; indagar sobre hechos denunciados; solicitar informes, peritajes; imponer sanciones; llevar registro; rendir informes mensuales.
De la PGR Participar en la conformación de los comités, mesas interinstitucionales que contribuyan a la prevención de la violencia y CC; recibir y trámitar a los casos remitidos.
De la PNC
Participar en la conformación de los comités, mesas interinstitucionales que contribuyan a la prevención de la violencia y CC; dar trámite a los casos remitidos; colaborar en la 
divulgación de las disposiciones de la Ley de  forma asociada con los Gobiernos Locales; orientar al ciudadano de las instancias y lugares donde pueda recurrir para resolver los 
conflictos de convivencia social y tramitar las denuncias o avisos en los municipios donde no existieren Cuerpos de Agentes Municipales y remitirlas.
Del cuerpo de  Agentes 
Municipales
Velar por el bien común; iniciar investigación de la contraversión; coordinar con el delegado el día de las audiencias; preparar el procedimiento administrativo sancionatorio; remitir  
a la PNC a los ciudadanos que sean sorprendidos en flagrancia en la comisión de un hecho delictivo. 
Espacios de 
participación Asambleas de Ciudadanos y Ciudadanas, Comités de Prevención de la Violencia, ADESCOS, Juntas Vecinales, y otras formas de participación comunitaria.
Contraloria Social Toda persona podrá ejercer contraloría social, bajo el Principio de Participación Protagónica y de Corresponsabilidad.
PECC Programas de Educación en Convivencia Ciudadana (PECC), esfuerzo educativo e informativo relacionado con la divulgación de la Ley. Los Concejos Municipales deben crearlos.
Obligaciones Toda persona natural o jurídica está en la obligación de cumplir las normas contenidas en la presente Ley.
Cumplimiento Toda PN y PJ deberá cumplir las resoluciones pronunciadas por el Delegado, resoluciones alternativas de conflictos y otras establecidas en la presente Ley.
Deberes
Almacenar de forma responsable todo tipo de sustancia y materiales que atenten contra la salud o la integridad física; garantizar que la posesión de animales no atente contra la 
salud pública; vacunar los animales domésticos y garantizar su bienestar; cumplir con las disposiciones  de "no fumar" en sitios establecidos; no botar basura en predios baldios; 
hacer uso responsable del agua; conservar zonas verdes; obedecer las normas de las zonas protegidas.
Deberes municipales
Proteger y conservar los bienes públicos y patrimonios; acatar la no obstaculización de las zonas de tránsito peatonal; avisar a las autoridades cuando hayan contraversiones; 
proteger el orden y la tranquilidad pública; no realizar necesidades fisiológicas en lugares públicos; asegurar los animales domésticos; dar aviso de establecimientos que permitan el 
ingreso de niños o niñas.
Deberes vecinales Realizar obras de construcción, ampliación, remodelación, adecuación, reparación, demolición de edificaciones o vivienda de inmuebles, observando las normas establecidas sobre urbanismo y construcción, evitar los ruidos, respetar los limites y espacios de parqueo, respetar, utilizar correa y bozal para los perros y recoger sus desechos. 
Deberes con la 
comunidad Facilitar el tránsito por la via pública a niños, niñas, adolecentes, adultos ayores, discapacitados, embarazadas y auxiliarlos; dar aviso de violencia de cualquier tipo.
Deberes entidades 
privadas
Las PJ  deberán colaborar en el fomento de la educación, difusión de la ley; creacion y ejecución de políticas de prevención de la violencia. Colocar carteles informativos en lugares 
visibles, indicando la prohibición de acceso a páginas de la web con contenido pornográfico y de juegos de apuestas y de prohibición de venta o suministro de sustancias que 
generen drogodependencia o que dañan la salud e integridad física de las niñas, niños y adolescentes; prevenir el orden y la tranquilidad, cumplir con las normas mediambientales. 
Tipos se sanciones Emitidas por Delegado basadas en el proceso sancionatorio.Amonestación verbal o escrita; reparación de daños; decomisos; trabajo de utilidad pública; multas; cierre total.
Amonestación verbal o 
escrita
El contraventor será amonestado verbalmente en la audiencia respectiva, previniéndole que se abstenga de infringir y advirtiéndole que de reincidir, le será aplicable una sanción de 
mayor gravedad, de todo lo cual se levantará Acta que firmarán las partes involucradas (si no firma se hace constar en el acta que no lo hizo).
Trabajo de utilidad 
publica La multa que se permute por trabajo de utilidad pública: Dos horas de trabajo de utilidad pública, será equivalente a once dólares con cuarenta y dos ($11.42) centavos de dólar.
Multa La sanción de multa obliga al contraventor a pagar una suma de dinero a la municipalidad, que estará fundamentada de conformidad a lo estipulado en el Código Municipal.
Instruir por la vía 
alternativa de conflictos Todo conflicto sera una contraversión y pueden ser resueltos por vias alternativas (lconciliación, mediación y la reparación del daño). Los acuerdos establecidos deben ser claros.
Contravenciones en 
lugares públicos.
Necesidades fisiologicas; consumo de alcohol en lugares no autorizado; vender alcohol sin permisos; manchar, rayar, ensuciar, colocar afiches deteriorando infraestructura pública y 
privada sin autorización; impedir la libre circulación de vehículos o peatones; ofrecer servicios de carácter sexual o solicitar servicios sexuales de manera notoria o con escándalo; 
realizar actos sexuales públicos; espectáculos o eventos públicos sin el permiso; Arrojar líquidos, papeles encendidos, objetos o sustancias que puedan causar daño; obstaculizar,  la 
vigilancia  que realicen delegados; proporcionar datos falsos a la autoridad municipal; ocasionar peleas en lugares públicos; molestar a un niño, niña, adolescente o adulto mayor; 
dañar la señalización publica; mostrar material, posters, afiches, revistas, películas, audiovisuales de carácter pornográfico en lugares públicos.
Contraversiones  a la 
tranquilidad pública
Hostigar o maltratar a una persona; introducir material pirotécnico a eventos; almacenamiento de productos peligrosos, daños de zonas verdes y recreación; obstaculizacion de 
retornos y calles no principales, portar objetos corto punzantes o contundentes en lugares públicos y siempre que su uso no se justifique; afectación servicios públicos.
Contraversiones  al 
medio ambiente
Falta de limpieza de inmuebles que signifique risgo para la salud; botar basuras en espacios públicos o en horarios no autorizados; realizar ruidos que perturben la tranquilidad; 
contaminacion del vehiculo; fumar en lugares prohibidos, quema de materiales que contaminen; realizar construcciones en horas no hábiles; arrojar objetos desde vehiculos.
Contravenciones 
animales domésticos
Incumplir reglas sanitarias; permitir la libre circulación en espacios publicos. Prohibición de animales salvajes y su exhibición en espacios públicos sin medidas de seguridad; omitir 
la  advertencia de perros guardianes; permitir ruidos molestos;  organizar o realizar peleas de animales.




Iniciará de oficio o por medio de denuncia o aviso, que podrá ser interpuesta ante los organismos establecidos en la presente Ley; El procedimiento administrativo sancionatorio de 
oficio, iniciará cuando la persona sea sorprendida en el momento de la comisión de cualquiera de las contravenciones.
De la contraversión en 
flagrancia
Se informará cuál es la norma concreta que ha contravenido, advirtiéndole que se abstenga de continuar realizándola. Se le solicitará la identificación y se le entregará la esquela de 
emplazamiento. El Delegado al recibir el oficio de remisión, tendrá tres días hábiles para iniciar el procedimiento administrativo sancionatorio correspondiente.
De la contraversion por 
medio de la denuncia
En caso que las contravenciones sean dadas a conocer por denuncia o aviso, éstas podrán ser recibidas por los agentes municipales, PGR o por cualquiera de las instancias de 
atención ciudadana, la cual deberá ser remitida al Delegado en un término de 72 horas hábiles. Recibida la denuncia, el Delegado deberá seguir el procedimiento conforme lo 
establece el Art 131 del Código Municipal.
Del oficio de remisión 
de las contraversiones
El oficio debe contar con: lugar, hora fecha, identificación, direccion de residencia o trabajo, naturaleza o circunstacia del contraventor, disposicion legal que se ha contraventido, 
descripcion de las pruebas que se puedan aportar, nombre, cargo, número de ONI respectivo de los agentes municipales o de los agentes de la PNC.
De la apelación 3 días posteriores a la notificación y dicho recurso deberá ser presentado por escrito, ante el funcionario que emitió la resolución quien deberá remitirlo en un término de tres días hábiles al Concejo Municipal. Cuando el contraventor no cumpla se dispondrá de un término no mayor de ocho días hábiles, para remitir el caso a la FGR.
Disposición de los 
fondos recaudados
De conformidad con lo establecido en la Constitución, el Código Municipal y el régimen legal sobre recaudación del Estado, los montos que ingresaren como consecuencia de la 
aplicación de la presente Ley, pertenecerán al municipio donde se haya cometido la contravención.
Disposiciones finales Deberán establecerse los mecanismos de coordinación entre los municipios para construcción de infraestructura, limpieza y restablecimiento de espacios y lugares públicos de recreación de sus localidades. Los Concejos Municipales deberán aprobar o adecuar las ordenanzas municipales para el desarrollo de las normas de convivencia de su localidad.




 Política Nacional contra la Trata de Personas 
 


















PNTP como marco estratégico para aborar integral y eficientemente la lucha contra la Trata de Personas (TP). Orienta el diseño y ejecución de 




Garantizar los derechos humanos, la inclusión y la igualdad de género. Universal, inclusiva, articuladora, participativa, estratégica, integradora, 
multinivel, multisectorial y ajustable.
Principios Universalidad de los derechos; no discriminación; protección; idoneidad de la medida; interés superior de víctima de trata; acceso efectivo a la 
justicia; confidencialidad; no revictimización; prioridad absoluta; especialización; transversalidad; acceso a la información.  
Definiciones
Define: Trata de personas; atención inmediata; atención mediata prolongada; personas dependientes; reintegración; restitución de derechos; 
víctima de TP; personal de primer contacto; causas estructurales. 
Ambito de la 
aplicación General.
Ente Rector Consejo Nacional de Trata de Personas (CNTP).
Comité técnico
Se creará un Comité Técnico con representantes de las instituciones que participaron en la elaboración de la PNTP y coordinado por el CNTP. 
Sus funciones serán elaborar Plan Operativo Anual y garantizar su operativiad; formular propuestas para la detección y combate de la TP; 
asesorar y apoyar al CNTP en el diseño, aplicación y evaluación de las políticas.
Sujetos de Derechos Todas las personas que se encuentren en territorio nacional.
Modalidad de Trata Matrimonio forzado; trabajo o forzado; mendicidad forzada; adopción irregular; servidumbre; pornografía;turismo sexual. 
Ejes y lineamientos Prevención; atención; protección; persecución;coordinación intersectorial; cooperación; captación; anticoruppción. 
Monitoreo y evaluación Se creará Sistema de Monitoreo, Evaluación, Seguimiento y Reforma, a cargo de CNTP y con apoyo del CT.
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